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RESUMEN 
 
 
 
 

 
La presente investigación tuvo como problema ¿la Calidad de Sentencia de Primera y 

Segunda Instancia del proceso judicial sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y 

Pago de Beneficios Sociales en el expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15; 

Decimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo Permanente del Distrito Judicial 

de Lima, Perú; 2020?; el objetivo fue: determinar la calidad de las sentencias en 

estudio. Es de tipo, cuantitativo cualitativo, nivel exploratorio descriptivo, y diseño 

no experimental, retrospectivo y transversal. La unidad de análisis fue un expediente 

judicial, seleccionado mediante muestreo por  conveniencia; para recolectar los datos 

se utilizaron las  técnicas  de  la  observación  y  el  análisis  de contenido; y como 

instrumento una lista de cotejo, validado mediante juicio de expertos. Los resultados 

revelaron  que  la  calidad  de  la  parte  expositiva,  considerativa   y  resoluti va, 

pertenecientes a: la sentencia de primera instancia fueron de rango: muy alta, muy 

alta y alta; mientras que, de la sentencia de segunda instancia: muy alta, muy alta y 

muy alta. En conclusión, la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia, 

fueron de rango muy alta y muy alta, respectivamente. 

 

 
 

Palabras clave: Calidad, reconocimiento de relación laboral, desnaturalización de 

contratos, reintegro de beneficios sociales, motivación y sentencia.
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ABSTRACT 
 

 
 

The research had the problem: what is the quality of the judgments of first and 

second instance on he Quality of Judgment of First and Second Instance of the 

judicial process on Recognition of the Labor Link and Payment of Social Benefits in 

file N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15; Fifteenth Fifth Specialized Court of 

Permanent Work of the Judicial District of Lima, Peru; 2020? the objective was to: 

determine the quality of judgments in study. It is of type, quantitative qualitative, 

descriptive exploraty level and not experimental, restropective and cross-sectional 

design.  The  sampling  unit  was  a  judicial  record,  selected  by  sampling  by 

convenience; to the collect the data used the techniques of observation and content 

analysis; and as instrument a list of collation, validated by expert opinion, the results 

revealed that the quality of the exhibition, considerate and problem-salving, part a: 

belonging the judgment of firt instance were range: very high, very high and very 

hig,  while,  in  the  judgment  of  second  instance :  high,  very  high  and  high 

respectively. In conclusion, the quality of judgments of first and second instance, 

were of very high and very high. 

 
 

 
Key  words:  Quality,  recognition  of  employment  relationship,  denaturation  of 

contracts, reimbursement of social benefits, motivation and judgment.
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I. INTRODUCCIÓN 
 
 
 

1.    Descripción de la realidad problemática 
 

 
 

En relación a la administración de justicia se hallaron las siguientes fuentes: 
 

 
 

La percepcion que existe por parte de los justiciables, en el sentido que la 

calidad de las sentencias de los procesos judiciales, no responden a las reales 

necesidades de justicia, se ve reflejado de manera cuantitativa, teniendo en cuenta 

que efectivamente es nuestro Poder Judicial, el Poder del Estado que en referencia a 

su gestion alcanza un indice de desaprobación del 63% por parte de la ciudadanía y 

tan solo con un 25% de aprobacion, dato obtenido de acuerdo a un sondeo realizado 

por Ipsos Perú, entre el 11 al 12 de marzo del año 2020, sobre una base de 1173 

entrevistados, resultado que no hace más que reflejar la amplia desconfianza que 

existe por parte de la poblacion, con respecto hacia el Sistema de Justicia en general, 

profundizado con los últimos escándalos de corrupción, ocurridos en las más altas 

esferas del Sistema Judicial Peruano, que involucraron a sus Jueces Supremos a 

quienes se les ha asignado constitucional y legalmente la administración, el gobierno 

y la dirección del Poder Judicial, eje del sistema nacional de justicia. Todo ello nos 

hace pensar desde esa perspectiva que algo no está bien en su actuacion y por ende 

en sus decisiones o en su defecto nuestra legislación posee muchos vacíos, que 

conllevan a que la calidad de las decisiones Judiciales no sean las esperadas. (Ipsos 

Opinión y Mercado S.A., 2020). 

 
 

En España, (Paniagua, 2015) afirma: 
 

 
 

Que la sociedad Española está inmersa en una problemática, originada por la 

existencia de un sistema judicial lento, el cual no posee eficiencia, la cual necesita 

ser independiente y fiable, por que es difícil, hablar de un Estado de Derecho que 

este al nivel de la calidad que poseen las democracias más desarrolladas, entre las 

cuales España se encuentra. La justicia es la llave de la bóveda de todo el sistema
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judicial y cuando esta no funciona adecuadamente existe la inminente posibilidad 

que esta se desmorone. Sostiene, que sería temerario considerar que la Justicia 

española está al borde del precipicio, sin embargo, es prudente alertar que de no 

tomarse medidas oportunas, España podría estar al nivel de los países del tercer 

mundo. 

 
 

(Antón  Morón,  2013).  En  dicho  contexto, sostiene,  que  la  igualdad  y la 

libertad son los principios básicos de la justicia. Son los valores normativos o 

componentes que constituyen el concepto de justicia 

 
 

Dentro de ésta visión, los Estados desarrollados establecen en el Poder 

Judicial, la misión de administrar la Justicia a través de sus respectivos órganos 

jurisdiccionales, en conformidad a su Constitución y a sus leyes, orientados a 

garantizar la seguridad jurídica y la tutela jurisdiccional, cimientos básicos del estado 

de derecho, en la búsqueda de la anhelada paz social y del desarrollo como nación. 

. 
 

 
 

Al respecto  (Fuentes, 2011) expone: 
 

 
 

En su teoría de la separación de los poderes del Estado, Montesquieu sostiene 

que la asignacion jurídica de la funcion del poder ejecutivo, legislativo y judicial sólo 

podrá limitar el uso autoritario del poder y proteger las libertades y derechos de las 

personas, si esta en concordancia con otro principio basado en su distribución social. 

(p. 48). 

 
 

En el contexto latinoamericano 
 

 
 

En Colombia, según ha señalado Torres Calderón, (2014) ninguno de los 

operadores de justicia sean fiscales, jueces o magistrados de tribunales, así como 

tampoco los abogados, los litigantes, la academia y los representantes de los 

trabajadores judiciales, han participado de manera directa o indirecta en ninguno de
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los planes de reforma al sistema judicial, pese a que son ellos mismos, los que 

forman parte de los procesos primera y segunda instancia, y quienes serían los más 

interesados en lograr una solución al grave problema de la saturación del poder 

judicial,. Dicha solución solo será posible con operadores judiciales autónomos e 

independientes, lo que implica exclusividad en la función, una carrera pública por 

orden de méritos, presupuestos adecuados y que no exista intromisión política. 

 

 
Asimismo, en Ecuador, 

 

 
 

(Pasara, 2014). Analiza, que uno de los retos pendientes en América Latina es 

lograr la independencia judicial, pieza fundamental en todo Estado de derecho. En 

Ecuador pese a las diversas reformas llevadas a cabo en los últimos años, se sigue 

percibiendo una línea de acción orientada a interferir en las decisiones de los 

magistrados en asuntos de interés público, lo cual no solo debilita la división de 

poderes del Estado y sino también pone en riesgo la democracia. 

 
 

En Bolivia, 
 

 
 

Racicot, (2014).   Exrepresentante del Alto Comisionado de la ONU para los 

Derechos Humanos en dicho pais,  sostiene que durante el año 2014 y en adelante, los 

problemas estructurales y de largo tiempo de la justicia boliviana, no solo se 

mantuvieron constantes, sino que se agravaron en muchos casos. 

 
 

La crisis de la justicia en bolivia tiene su origen, en procesos lentos, en actos 

de  corrupcion, en la limitacion de la poblacion acceder al  sistema judicial  y al 

ejercicio de la presion politica por parte de los gobiernos de turno contra jueces y 

magistrados. El 2014 resurgio el debate sobre el problema de la administración de 

justicia debido a una sucesion de renuncias de los altos cargos en ese órgano judicial 

y separaciones de sus cargos de fiscales por supuestos actos de corrupción.
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Denis Racicot, en Noviembre del año 2019, en misiva enviada a Michelle 

Bachelet, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en 

Ginebra, Suiza le dice "No cabe duda que se está desarrollando en el país una 

ruptura profunda del orden constitucional y probablemente una fractura social que 

difícilmente se podrá reparar", es decir, una vez más la justicia se somete al poder 

político de turno en Bolivia. 

 

 
En relación al Perú: 

 

 
 

Nuestra Constitución Política establece tanto la división de los poderes del 

Estado, asi como  tambien las facultades que le corresponden al Poder Judicial para 

administrar la justicia en representacion de la nación. 

 
 

Por otro lado la ley orgánica del Poder judicial  reglamenta su organización 

interna y competencia de los órganos que lo conforman, lo que se complementa con 

normas procesales respectivas que conforman el sistema jurídico peruano, esto es 

para atender las demandas de justicia y solución de controversias de naturaleza, civil, 

penal, laboral, etc., planteadas por los justiciables. 

 
 

En éste sentido, el Poder Judicial, debe ser una institución que debe asumir el 

rol de construcción, vigencia   y   ser garante   de   la   paz   social,   la   seguridad 

jurídica  y  el  ansiado desarrollo  económico; respecto a esta última tarea, Mendoza 

citado por Herrera, (2014) expone: “(…) no es posible medir el nivel de desarrollo 

del país si no se toma en consideración la calidad del servicio de justicia” (p. 78). 

 

 
En afirmación de (Chaname, S/F) quien refiere de acuerdo a un estudio que: 

en el Perú, 7 de cada 10 peruanos, actualmente no confían en la Administración de 

Justicia. Y la pregunta es ¿Por qué no dan crédito a la Administración de Justicia?, y 

la respuesta que señalan es: que es lenta y tardía, muy costosa, corrupta e 

impredecible. Lo cual genera como resultado la falta de seguridad jurídica, y ello 

conlleva a un hecho de suma gravedad que perjudica el desarrollo de cualquier país:
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las inversiones productivas. Un estudio realizado por parte de las Naciones Unidas 

afirma que en 40 países donde existe falta de seguridad jurídica, el problema se 

refleja gravemente en la economía de los países. 

 

 
Por tal razón el citado autor, manifiesta que, el Perú está perdiendo entre mil 

y tres mil millones de dólares anuales de su PBI por la falta de credibilidad en el 

Poder Judicial. Este hecho conlleva a un tema de inseguridad jurídica, el cual 

tampoco es un problema únicamente de jueces, sino que es un hecho  que está 

vinculado de manera directa al propio desarrollo del país. 

 

 
Como puede apreciarse tanto fuentes externas e internas, del ámbito  judicial 

Peruano, refieren problemas que  involucran a la  realidad    judicial  nacional;  donde 

coexisten variables diversas. 

 
 

Vista esta profunda crisis de nuestro Sistema de Justicia Peruano, es que en 

Mayo del año 2019, mediante la Ley N° 30942 se da lugar a la Creación del Consejo 

para la Reforma del Sistema de Justicia, el cual se encuentra conformado, de manera 

indelegable, por los siguientes miembros: a) El Presidente de la República, b) El 

Presidente del Congreso de la República, c) El Presidente del Poder Judicial, d) El 

Fiscal de la Nación, e) El Presidente del Tribunal Constitucional, f) El Presidente de 

la Junta Nacional de Justicia, g) El Contralor General de la República, h) El Defensor 

del Pueblo. 

 
 

Son  funciones  del  Consejo  para  la  Reforma  del  Sistema  de  Justicia, a) 

Impulsar la reforma del sistema de justicia, b) Formular los criterios para la 

elaboración de la política nacional de reforma del sistema de justicia, c) Coordinar la 

ejecución de las políticas a cargo de las entidades integrantes del sistema de justicia 

del país. d) Realizar el seguimiento y control de la implementación y la ejecución de 

los procesos de reforma del sistema de justicia del país. e) Presentar un reporte anual 

de los avances de la reforma del sistema de justicia.
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En el ámbito del Distrito Judicial de Lima 
 

 
 

A través de la Sociedad civil se vienen difundiendo y formalizando denuncias 

y quejas contra los operadores de justicia; en entrevista periodística realizada a la 

Dra. María Elena Portocarrero, decana del CAL, el 21 de febrero del presente año, se 

le pregunto “Ante la solicitud de algunos ciudadanos el Consejo de Ética del CAL 

sancionó al ex fiscal de la Nación Pedro Chávarry, sin embargo, la demora en esta 

decisión fue cuestionada ¿Qué ocurrió?  Respondió: —Si hay algo que quiero que 

quede claro, es la independencia y la transparencia con la que está actuando el 

Consejo de Ética y esta gestión. Se dijo mucho con respecto al tema Chávarry, y se 

habló hasta de blindajes, lo que niego categóricamente, prueba de ello es que se 

dado una sanción justamente en esta gestión”. (Gomez, 2020). 

 
 
 

 

En el ámbito Universitario. 
 

 
 

En la Universidad, la investigación es una actividad inherente al proceso de 

enseñanza, aprendizaje y comprenden temas de fundamental importancia; en esta 

oportunidad existe interés por profundizar el conocimiento sobre aspectos 

relacionados con la administración de justicia por este motivo el abordaje se realiza 

mediante una línea de investigación. 

 
 

Por lo expuesto, efectuada la observación sobre asuntos de la administración 

de justicia surgió, la Línea de Investigación de la Escuela Profesional de Derecho que 

se denomina:   “Análisis de Sentencias de Procesos Culminados en los Distritos 

Judiciales  del  Perú,  en  Función  de  la  Mejora  Continua  de  la  Calidad  de  las 

Decisiones Judiciales” (ULADECH, 2013) y su ejecución comprende a docentes y 

estudiantes; asimismo, la base documental de cada uno de los trabajos de 

investigación derivados de la línea de investigación, es un expediente judicial de 

proceso concluido.



7 
 

 

Por tanto, como quiera que el presente estudio se deriva de la línea de 

investigación  citada,  el  documento  seleccionado  fue:  el  expediente  judicial  Nº 

22752-2013-86-1801-JR-LA-15; Decimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo 

Permanente del Distrito Judicial de Lima – Lima; 2020, que comprende un proceso 

judicial de tipo laboral, la pretensión judicializada es Reconocimiento del Vínculo 

Laboral y Pago de Beneficios Sociales; donde se observó que la sentencia de primera 

instancia se declaró fundada la demanda; sin embargo tal resolución fue apelada por 

la demandada, haciendo valer su ejercicio de interponer el recurso correspondiente, 

ante ello se elevó al superior jerarquico donde la Primera Sala Laboral Transitoria en 

segunda instancia confirmó la sentencia. 

 
 

Con relación al término de plazos, se trata de un proceso judicial que desde la 

fecha de formulación de la demanda que fue, el 10 de Setiembre del año 2013, a la 

fecha de expedición de la sentencia de segunda instancia, que fue el 20 de Octubre 

del año 2016 transcurrió 3 años, 1 meses, y 10 días. 

 

 
 

Producto de ello se planteó lo siguiente: 
 

 
 

1.2      Problema de la Investigación 
 

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, del Distrito Judicial de Lima; 2020?. 

 
 

1.3      Objetivos de la Investigación 
 

1.3.1.  General 
 

Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales, según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, del Distrito Judicial de Lima; 2020.
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1.3.2.  Específicos 
 

 Determinar   la   calidad   de   la   sentencia   de   primera   instancia   sobre 

Reconocimiento del Vínculo  Laboral  y Pago de  Beneficios Sociales,   en 

función de la calidad de su parte  expositiva, considerativa y resolutiva, según 

los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente seleccionado. 

 

 Determinar   la   calidad   de   la   sentencia   de   segunda   instancia   sobre 

Reconocimiento del Vínculo  Laboral  y Pago de  Beneficios Sociales,   en 

función de la calidad de su parte  expositiva, considerativa y resolutiva, según 

los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente seleccionado. 

 
 

 
1.4      Justificación de la investigación 

 

La presente investigación se justifica por las siguientes razones: 
 

Porque al investigar la problemática tanto en el ámbito internacional, a nivel 

latinoamericano y así como en nuestro país, queda evidenciado que existe una 

percepción por parte de la ciudadanía de sensación de inseguridad jurídica, quienes al 

recurrir al sistema judicial, solo encuentran retraso en los procesos, tráfico de 

influencias, presiones e intromisiones del poder político discriminación en cuanto a 

sentencias que son en contra de personas que no poseen recursos económicos, y que 

se ve reflejado también en nuestra localidad, donde la corrupción se ha apoderado de 

nuestro sistema judicial, siendo materia de preocupación si queremos una 

administración de justicia de calidad y en donde el ciudadano tenga confianza de 

recurrir al poder judicial alcanzando sentencias debidamente motivadas. 

 
 

Es por ello que esta investigación se encuentra dirigida especialmente a los 

futuros   justiciables,   quienes   buscan   poder   alcanzar   sentencias   debidamente 

motivadas, así como sirva de fuente de conocimiento para los estudiantes de derecho 

en  donde  encontrarán  un  bagaje  de  instituciones  jurídicas  sustantivas  como
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procesales relacionadas con la sentencia. 
 

 
 

Motivar a los jueces para que  tengan una mayor idoneidad al momento de 

redactar y motivar sus sentencias y las desarrollen basándose en sus conocimientos, 

recurriendo a normas que les ayuden, aplicando de este modo un adecuado 

razonamiento judicial, con la finalidad que el ciudadano no presente desconfianza al 

momento de recurrir al sistema judicial en búsqueda de la ansiada de justicia. 

 
 

Se debe destacar que la investigación también cuenta con rigor científico, es 

decir la misma se evidencia en la aplicación  del método científico a través del 

procesamiento,  recolección  y  análisis  de  los  datos  a  alcanzar,  los  mismos  que 

gozarán de confiabilidad y credibilidad por el mismo instrumento de medición y la 

fuente de información que es el expediente judicial. 

 
 

Finalmente, como estudiante de derecho y futuro abogado no solo nos 

debemos a nuestra carrera, sino también a la sociedad, por lo que espero con este 

proyecto brindar un aporte en el análisis de la Calidad de sentencia de un expediente 

concluido,  ya que este trabajo servirá de consulta para mis futuros colegas, y por qué 

no decirlo especialmente por los estudiantes de derecho para analizar y criticar las 

resoluciones judiciales, conforme está prevista en el inciso 20 del Artículo 139 de la 

Constitución Política del Perú.
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I.I.      REVISIÓN DE LA LITERATURA 
 
 

1.1. ANTECEDENTES 
 

2.1.1.  Investigación en línea 
 

Gomez, (2019) en Perú presentó la investigación exploratoria – descriptiva 

titulada,  “Calidad  de  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  sobre  proceso 

laboral de desnaturalización de contrato según los parámetros normativos, 

doctrinarios  y  jurisprudenciales  pertinentes,  en  el  expediente  N°  00088-2017-0- 

0501-JR-LA-01, del Distrito Judicial de Ayacucho – Lima 2019”. El objetivo fue 

determinar la calidad  de las sentencias expedidas en dicho proceso. La investigación 

se realizó utilizando como unidad de análisis el expediente judicial citado, 

seleccionado mediante muestreo por conveniencia. Los resultados revelaron que, de 

acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes 

establecidos en el estudio (los mismos que se aplicaron en el presente trabajo) la 

parte expositiva, considerativa y resolutiva, pertenecientes a la sentencia de primera 

instancia fueron de rango: mediana, alta y muy alta; mientras que, de la sentencia de 

segunda instancia: alta, muy alta y alta. En conclusión, la calidad de las sentencias de 

primera y de segunda instancia, fueron de rango alta y muy alta, respectivamente. 

 
 

Las  sentencias  estuvieron  relacionadas  con  lo  siguiente:  comprende  un 

proceso sobre Desnaturalización de contrato; donde se observó que la sentencia de 

primera  instancia  declaro  fundada  demanda  presentada  en  contra  de  M  porque 

siempre hubo una relación laboral la cual debe ser a plazo indeterminado en segunda 

instancia confirmo la sentencia de primera instancia agregando que la demandada 

pague a favor del demandante los siguientes conceptos: gratificaciones por fiestas 

patrias y navidad, abono por remuneración vacacional, indemnización vacacional no 

pagada desde el 21 de noviembre de 2008 hasta 03 de febrero de 2018, como así 

exonerar el pago de costas y costos a la parte demandada. 

 
 

Higa, (2015) en Perú investigo: ”Una propuesta metodológica para la 

motivación de la cuestión fáctica de la decisión judicial como concentración del
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deber  constitucional  de  motivar  las  sentencias”,  tesis  con  la  cual  sustentó  que 

nuestro ordenamiento jurídico tiene una concepción democrática y racionalista de la 

función judicial. Democrática porque establece que la potestad de administrar justicia 

emana del pueblo y el Poder Judicial es el órgano encargado de ejercer esa potestad. 

Racional porque el Juez está obligado a justificar por qué a ciertos hechos le 

corresponde ciertas consecuencias jurídicas, lo cual presupone que es posible 

justificar, en razones objetivas, lo siguiente: (i) si los hechos alegados por las partes 

ocurrieron o no (la cuestión fáctica); y, (ii) cuál es el Derecho aplicable en función a 

los hechos probados (la cuestión jurídica). A partir de lo anterior, la tesis trató de 

defender  que  es  necesario  que  exista  una  metodología  que  oriente  a  los  jueces 

respecto de cómo se debe justificar la cuestión fáctica de una decisión (este es el 

objeto de la tesis). Ello, en tanto los operadores jurídicos tienen, entre otras, 

limitaciones como sesgos, prejuicios y atención que limitan el análisis y evaluación 

que se pueda realizar de la evidencia e hipótesis de un caso. De igual manera, la 

evidencia de un caso puede ser abundante (o en algunos casos insuficiente), 

contradictoria, disonante y ambigua, lo cual hace laborioso y complejo el análisis de 

dicha evidencia. Por estas razones, se sostiene que es necesario tener una guía que 

permita orientar la actividad de los jueces al analizar y evaluar la evidencia de un 

caso. En ese sentido, el primer objetivo de nuestra tesis consiste en defender la 

necesidad de una metodología para el análisis y evaluación de la evidencia de un 

caso que le facilite a los jueces esta tarea. El segundo objetivo es mostrar la utilidad 

de nuestra propuesta metodológica para lograr tal objetivo. Lo esencial de nuestra 

propuesta se encuentra en defender la importancia de una metodología; sin perjuicio 

de ello, creemos que la metodología defendida le facilita a los jueces la labor de 

análisis y evaluación de la evidencia de un caso. 

 
 

Ugarte, (2018) en Chile investigo: “El rol de la narración en la motivación de 

las sentencias”, planteandose como objetivo la demostracion que tanto la narración, 

como la argumentación legal, tienen efecto sobre la motivación de las sentencias y 

por eso no debe ser obviada como componente del discurso jurídico. Para probar la 

afirmación anterior se utiliza el arsenal de ideas o argumentos, como instrumento de
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análisis, ya que esta permite analizar los diferentes ángulos que están en juego en un 

problema específico.  En un estado  democrático, la motivación de las sentencias 

cumple con el propósito de brindar una respuesta no solo a las partes, sino también al 

conjunto de la sociedad. El juez debe comunicar lo justo y atendible del juicio que 

emite a través del relato de los hechos y las razones que justifican su decisión. La 

doctrina centra el concepto de motivación de las sentencias en las razones 

justificatorias del juez, es decir, en la argumentación legal por él esgrimida. De esta 

manera, la doctrina entiende a la motivación como un discurso de tipo justificativo 

donde lo que importan son el vigor de las razones suministradas, y su validez lógica 

y jurídica. Pero si lo que se persigue con la motivación de las sentencias es que las 

decisiones sean comprendidas por la sociedad, que tanto las partes como el público 

en general comprendan lo atendible de la decisión, cabe preguntarse si solo sobre la 

base de razones justificatorias las personas se persuaden acerca de lo atendible y 

justo de lo fallado. ¿Se agota la motivación de las sentencias en las buenas razones 

conforme a derecho en que se fundan los fallos? ¿Es posible que la narración de los 

hechos en las sentencias cumpla –además de la argumentación legal– algún rol en su 

motivación? En este ensayo se plantea que la narración, además de la argumentación 

legal, tiene efecto sobre la motivación de las sentencias y por eso no debe obviarse 

como componente del discurso jurídico, a efectos de su motivación. Para demostrarlo 

se revisan el origen del principio de motivación de las sentencias, su recepción y 

reglamentación legal en Chile, y el concepto y sus funciones según la doctrina. 

Enseguida se determina el instrumento de análisis que permite revisar tanto la 

narración como la argumentación de las sentencias, y luego se aplica a la revisión de 

casos específicos para entender cómo estas han sido motivadas y si la narración 

puede haber tenido algún efecto en su motivación. 

 
Allende, (2018) en Perú presentó la investigación exploratoria – descriptiva 

que tuvo como problema y fue titulada: ¿Cuál es la Calidad de las Sentencias de 

Primera  y  Segunda  Instancia  sobre  Reconocimiento  de  Existencia  de  Vínculo 

Laboral a Plazo Indeterminado por Desnaturalización de Contrato y Pago de 

Beneficios Sociales? en vía de (Proceso Ordinario Laboral), según los parámetros
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normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el Expediente N° 564- 
 

2016-0-1501-JR-LA-03, de la Corte Superior de Justicia de Junín; 2018; el objetivo 

fue: determinar la calidad de las sentencias en estudio. Es de tipo, Cuantitativo 

Cualitativo,  Nivel  Exploratorio  Descriptivo,  y  Diseño  No  Experimental, 

Retrospectivo y Transversal. La unidad muestral fue un expediente judicial, 

seleccionado mediante muestreo por conveniencia; para recolectar los datos se utilizó 

las técnicas de la observación y el análisis de contenido; y como instrumento una 

lista de cotejo, validado mediante juicio de expertos. Los resultados revelaron que la 

CALIDAD DE LA PARTE EXPOSITIVA, CONSIDERATIVA Y RESOLUTIVA, 

pertenecientes a: LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA fue de rango: alta, 

muy alta y muy alta. Mientras que, de la SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

el rango fue de: muy alta, muy alta y alta calidad. Finalmente, las conclusiones que 

se llegaron son: La Sentencia de Primera Instancia se ubica en el rango de: MUY 

ALTA CALIDAD y La Sentencia de Segunda Instancia se ubica en el rango de MUY 

ALTA CALIDAD. 

 

 
Según Ruiz, L. (2016), en el trabajo de investigación titulado: “La 

desnaturalización del contrato de locación de servicios sujeto a plazo en un contrato 

de trabajo sujeto a modalidad en la legislación peruana. Análisis a la luz de una 

interpretación finalista del principio de primacía de la realidad”, para obtener el 

grado de Bachiller en Derecho de la Universidad Católica San Pablo, de Arequipa, 

señala lo siguiente: 

 
 

Un  contrato  de  locación  de  servicios  sí  puede  desnaturalizarse  en  un 

contrato de trabajo sujeto a modalidad y puede aplicarse la norma 

indemnizatoria frente al despido arbitrario en los  contratos de trabajo a 

plazo fijo a fin de evitar el fraude laboral. (p.119). 

 
 
 

 

2.2 BASES TEORICAS 
 

2.2.1   Desarrollo  de  Instituciones  Jurídicas  Procesales  relacionados  con  las
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sentencias en estudio 
 

2.2.1.1 Acción 
 

2.2.1.1.1. Conceptos 
 

Rioja, (2013). Lo define como un derecho subjetivo, es decir, como parte de 

las facultades y potestades jurídicas inherentes de las personas, siendo no un simple 

poder o una capacidad propia al derecho de la libertad o la personalidad, que le 

corresponde a todas y cada una de la personas físicas o jurídicas que quieren solicitar 

por parte del Estado se les brinde el servicio público de su jurisdicción, cualquiera 

que sea la razón o el derecho material que aleguen; esas cuestiones deben examinarse 

sólo  para  determinar  si  la  sentencia  debe  ser  de  fondo  o  mérito  y favorable  o 

desfavorable a la parte demandante, o excepciones previas cuando la ley lo autorice; 

pero no pueden excluir la titularidad de la acción. Por lo tanto, afirma que es una 

actividad jurídica por naturaleza, puesto que origina relaciones jurídicas, derechos y 

obligaciones, cargas y facultades. 

 
 

Por su parte, Alfaro, (2018). afirmado que la acción es uno de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos para poder acercarse al sistema de justicia 

solicitando tutela jurisdiccional. El concepto de acción ha evolucionado en el tiempo 

en la medida que ha ido desarrollándose el derecho procesal. Es así que en algún 

momento  la  acción  era  concebida  como  un derecho  al  proceso propiamente.  Sin 

embargo, contemporáneamente se habla de la necesidad de que el estado desarrolle 

una labor más afirmativa respecto al acceso a la justicia. Es decir, proveyendo las 

condiciones necesarias para que los ciudadanos puedan, efectivamente, acercarse al 

sistema de justicia (por ejemplo, la exoneración del pago de aranceles, la defensa 

pública, el asesoramiento que puedan realizarse a las personas que no pueden 

contratar abogados). 

. 
 

En la jurisprudencia: 
 

 
 

En  referencia  al  concepto  de accion,  la Corte  Suprema  de  Justicia  de la 
 

República del Peru, (2015) a traves de la  Casación Nº 3189-2012-Lima Norte, en su
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considerando 171, señala: Al respecto, es pertinente acotar que: citando a 

HERNANDO DEVIS ECHANDÍA, “(...) si el Estado tiene el deber jurídico público 

de prestar su función jurisdiccional en los casos concretos, las personas físicas y 

jurídicas tienen un derecho subjetivo y de derecho público (emanado de la 

constitución nacional y de las normas procesales) a que aquél les preste el servicio 

público  de  justicia  cuantas  veces  considere  necesario  obtener  una  sentencia 

mediante un proceso para resolver un litigio (tomando el concepto con la mayor 

amplitud) o darle certeza a una situación jurídica. Éste es el derecho de acción; lo 

definimos así: el derecho subjetivo, público, cívico, abstracto y autónomo que tiene 

toda persona natural o jurídica, para obtener la aplicación de la jurisdicción del 

Estado a un caso concreto, mediante una sentencia, a través de un proceso (...)” 

(Casación Nº 3189-2012-Lima Norte, 2015). 

 
 
 
 

2.2.1.1.2.        Características del derecho de acción 
 

Jordan (2016) expresa que son los siguientes: 
 

  La acción es pública: En tanto el sujeto pasivo del derecho de acción, es 

el Estado. 

  Es subjetiva: porque se encuentra presente en todo sujeto de derechos por 

la sola razón de serlo. 

  Es abstracto: porque no requiere de un derecho sustancial o material que 

lo sustente. 

  Es autónomo: porque tiene requisitos, presupuestos, teorías explicativas 

sobre su naturaleza jurídica, normas reguladoras de su ejercicio. 

 
 
 
 

2.2.1.1.3.        Materialización de la acción 
 

La Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, (2015) establece entre 

sus consideraciones  que  el  ejercicio  del derecho  de  acción  se  materializa  en  la 

demanda, la cual contiene la pretensión que será el objeto del proceso. En la misma 

etapa postulatoria, luego de interpuesta la demanda, corresponderá al magistrado, en
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caso de encontrar defectos o ausencias de los presupuestos procesales, la 

inadmisibilidad o improcedencia de la demanda, y en caso de subsanación de la 

inadmísibilidad o de calificar positivamente la demanda, admitida ésta, se procede al 

traslado a la parte demandada. (Casación Nº 3189-2012-Lima Norte, 2015). 

 
 
 
 

2.2.1.1.4.   Alcance 
 

Se  encuentra  contenido  en  el Art.  3°  del  Código  Procesal  Civil,  el  cual 

establece: que los derechos de acción y contradicción en materia procesal civil no 

admiten limitación ni restricción para su ejercicio, sin perjuicio de los requisitos 

procesales previstos en este código (Codigo Procesal Civil, 2020). 

 
 

 
2.2.1.1.5.   Condiciones de la acción 

 

En el marco doctrinario, la Corte Suprema de Justicia de la República del 

Perú, (2015) recoge la   corriente contemporánea, de orientación definidamente 

publicista y de mayor auge en la actualidad en el derecho comparado, seguida entre 

otros por Liebman y Ugo Rocco, la cual sostiene que las condiciones de la acción 

son los requisitos necesarios para un pronunciamiento válido sobre en fondo de la 

pretensión y, estas condiciones son dos: la legitimidad para obrar y el interés para 

obrar (o interés procesal); requisitos que deben ser examinados por el Juez desde el 

inicio del proceso, durante su desarrollo y aún al expedir sentencia. A esta corriente 

se adscribe nuestro Código Procesal Civil (Casación Nº 1465-2007-Cajamarca, 2015). 

 

 
 

A esta corriente se adscribe nuestro Código Procesal Civil cuando, entre otras 

normas, establece que el proceso se promueve a instancia de parte, la que debe 

invocar el interés para obrar y la legitimidad para obrar (Art. IV del Título 

Preliminar); y, por otro lado, se dispone que el juez, al calificar la  demanda, la 

declarará improcedente cuando el demandante carezca evidentemente de legitimidad 

para obrar o de interés para obrar (Art. 427º incs. 1 y 2) y, aún excepcionalmente, 

puede pronunciarse sobre ellas en la sentencia (Art. 121º, último párrafo). (Codigo
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Procesal Civil, 2020). 
 

 
 
 
 

2.2.1.1.5.1. Voluntad de la Ley o Norma Jurídica 
 

En la doctrina clasica autores como Véscovi, Chiovenda, Alsina, Ramos Méndez, 

Fábrega, sostienen como una de las condiciones de la accion a la Voluntad de la Ley, 

conceptualizandola como aquella condición que está relacionada con la necesidad de que 

la pretensión procesal cuenta con sustento en derecho y ello a la vez cuente con apoyo en 

el ordenamiento jurídico,  siendo tambien conocida como norma o posibilidad jurídica. 

Nuestro Código procesal no acoge esta doctrina. (Monroy, Las excepciones en el código 

procesal civil peruano, 2015). 

 
 
 
 

2.2.1.1.5.2. Interés para obrar 
 

Es el estado de necesidad de tutela jurisdiccional, concreto y actual, en que se 

encuentra una persona luego de haber agotado los medios pertinentes para obtener la 

satisfacción de su pretensión material o porque el ordenamiento jurídico le indica la 

vía  judicial  como  la  única  idónea  para  obtener  una  sentencia  favorable  a  su 

pretensión; necesidad que determina a aquella persona a recurrir ante el juez a fin de 

proponer su pretensión procesal y obtener, por obra de la jurisdicción, la tutela del 

bien de la vida que pretende. Por consiguiente, el interés para obrar solamente puede 

ser satisfecho por el Estado a través de los órganos jurisdiccionales. (Casación Nº 

1465-2007-Cajamarca, 2015). 
 

 
 
 
 

2.2.1.1.5.3. Legitimidad para obrar 
 

Diversos autores la señalan con diversos nombres como calidad para obrar, 

legitimario ad causam o legitimidad sustantiva. Se define como un concepto lógico 

de relación jurídica sustantiva y la relación jurídica procesal. Es por ello que se 

considera que existe legitimidad para obrar cuando los conformantes de la relación 

jurídica  sustantiva  son  partes  en  la  relación  jurídica  procesal.  (Monroy,  Las
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excepciones en el código procesal civil peruano, 2015). 
 

 
 

La legitimidad para obrar es una de las condiciones del ejercicio válido de la 

acción, siendo reconocida en nuestro ordenamiento juridico por nuestro Código 

Procesal Civil, en los Arts. IV del T.P. y 427º inc. 1. (Codigo Procesal Civil,2020). 

 
 
 
 

2.2.1.1.6. Patrocinio de intereses difusos 
 

Los intereses difusos son aquéllos que no pueden concebirse respecto a titulares 

exclusivos, en todo o en parte, sino únicamente con relación a una comunidad, grupo, 

clase o categoría de personas, indeterminadas o de difícil determinación, las cuales no se 

encuentran unidas entre sí por vínculos jurídicos, sino por meras situaciones de hecho 

que  pueden  ser  de  muy  variada  índole,  tales  como  vivir  en  un  mismo  lugar  o 

determinadas circunstancias socioeconómicas. (Ramos, 2011). 

 
 
 
 

2.2.1.1.7. Sustitución procesal 
 

Redenti, Rocco, Liebman y Devin Echandia consideran a esta figura como 

legitimación extraordinaria, donde se trata del ejercicio de derecho de acción propio 

y  por  ello  tiene  por  fin  la  relación  jurídica  de  otro,  tratándose  de  un  derecho 

sustancial donde la ley le faculta reclamar en juicio. Es así que ocurre que, la persona 

actúa  en  nombre  propio,  como  una  pretensión  que  pertenece  inicialmente  a  un 

tercero, por ejemplo, su deudor, o expone una excepción, en un proceso interpuesto 

contra su deudor, ya que la sustitución puede ser de forma activa o pasiva. (Artavia 

& Picado, 2017). 
 
 

 
En concepto de (Prado & Zegarra, 2018) la legitimación extraordinaria se 

refiere a todos aquellos supuestos en los que se permite a una persona iniciar una 

demanda sin afirmar la titularidad del derecho invocado. Esta clase de legitimación 

constituye un supuesto de excepción; ya que, en principio, el ordenamiento 

constitucional y, la naturaleza del proceso civil, permiten que sea sólo el que afirme
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la titularidad del derecho quien interponga la demanda. 
 
 
 
 

2.2.1.1.8. Presupuestos procesales 
 

Para  nuestro  sistema procesal civil,  se ha  definido  este  instituto procesal 

expresándose que los presupuestos procesales son los requisitos esenciales para la 

existencia de una relación jurídica procesal válida. Para que exista la validez del 

proceso,  deben  cumplirse  como  requisitos  estos  tres  presupuestos  procesales: la 

competencia del Juez (salvo competencia territorial), la capacidad procesal de las 

partes y los requisitos esenciales de la demanda; (Monroy, 2015). 

 

 
 

2.2.1.2.           La jurisdicción 
 

2.2.1.2.1.        Conceptos 
 

(Couture, 2002). Señala que la expresion jurisdicción, esta asociada a la 

función pública, ejecutada por entes estatales con potestad para administrar justicia, 

de acuerdo a las formas requeridas por la ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, 

se determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y 

controversias con relevancia jurídica, mediante decisiones con autoridad de cosa 

juzgada, eventualmente factibles de ejecución. 

 
 

La jurisdicción, es una categoría generalizada en los sistemas jurídicos, se 

utiliza para referirse al acto de administrar justicia, atribuida únicamente al Estado. 

Dicha potestad de administrar justicia, se materializa a cargo de los jueces quienes 

representan al Estado dentro   de un   proceso; por lo   tanto,   en un acto de juicio 

razonado, deciden sobre un determinado caso o asunto judicializado, que es de su 

competencia y conocimiento. 

 
 

La Funcion Jurisdiccional se encuentra regulada en el artículo 138° primer 

párrafo de nuestra Constitución Política del Estado donde nos dice: que la potestad 

de disponer justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus 

órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyes. (Anónimo, 2016).
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Citando a (Monroy Galvez, 2009). Se conceptualiza a la jurisdicción como el 

poder-deber que ostenta el Estado de administrar justicia, cuyo ejercicio se realiza a 

través de órganos especializados que aplican el derecho que corresponde al caso 

concreto, con la finalidad de resolver los conflictos de intereses e incertidumbres 

jurídicas que se presenten en una sociedad.  (p.217). 

 
 

Cabe  destacar,  que  si  bien  la  jurisdicción  es  desempeñada  por  aquellos 

órganos a los cuales la Constitución les confiere dicha potestad, ello no significa que 

pueda ser ejercida en cualquier ámbito, pues si bien es reconocido que un juez por el 

hecho de serlo ejerce función jurisdiccional, tambien es cierto, que su ejercicio se 

encuentra limitado legalmente en función a determinados criterios. 

 
 

En concordancia con lo antes indicado, el límite al ejercicio de la función 

jurisdiccional se denomina competencia, y por lo tanto, será en virtud a ello que un 

juez podrá conocer válidamente de una causa en particular, pues las reglas de la 

competencia tienen por finalidad establecer a qué juez le debe ser propuesta 

determinada pretensión por la especialidad (civil, penal, laboral, etc.), el territorio, la 

materia, la cuantía, el turno, u otros criterios. 

 
 

El Tribunal Constitucional (TC) en el Expediente N° 6167-2005-PHC/TC- 

Lima, considera en el precedente vinculante a Fojas 8, que el ejercicio de la 

jurisdicción  implica  especificamente  cuatro  requisitos: conflicto  entre  las  partes; 

interés social en la composición del conflicto;  intervención del Estado mediante el 

órgano judicial como tercero imparcial; y, la aplicación de la ley o integración del 

derecho. (TC,2005). 

 
 
 
 

2.2.1.2.2.        Elementos de la jurisdicción 
 

Para Ledesma, (2017), son elementos de la jurisdicion que a su vez 

representean poderes de la Función Jurisdiccional, es decir,  potestades y aptitudes
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que tiene el juez u órgano jurisdiccional  los siguientes: 
 

 
 

a)  Notio:  Es la  potestad  del  juez de  conocer  en un  litigio  determinado; 

después de apreciar su competencia y si las partes poseen capacidad procesal, 

para participar en el proceso, a tomar conocimiento y examinar los elementos 

de    juicio  necesarios,  y  finalmente  dictar  la  sentencia  conforme  a  las 

evidencias y/o pruebas reunidas en concordancia a la legislacion vigente. 

 
 

b) Vocatio. Es la potestad del juez, de imponer a las partes litigantes o a 

terceros relacionados con el proceso, con el respectivo emplazamiento valido, 

para que comparezcan ante el tribunal dentro de los plazos establecidos en la 

legislacion, bajo pena de continuar el proceso en situacion de rebeldía. 

 
 

c) Coertio. Se considera una potestad del magistrado, emplear medios 

coercitivos para el acatamineto de las medidas que ha dispuesto en el proceso, 

ello con el fin de que este pueda desenvolverse con normalidad y no se vea 

entorpecido; pudiendo ser sobre personas o bienes, por ejemplo, la detención 

de un testigo que resiste a comparecer, una medida cautelar de embargo, las 

medidas precautorias, etc. 

 
 

d) Iudicium. Es la potestad y el deber del juez de dictar sentencia, o sea, de 

poner fin al litigio mediante la aplicación de una norma legal. Representando, 

el acto más importante de la función jurisdiccional. 

 
 

e) Executio. Implica la potestad, que posee el juez para requerir el auxilio de 

la fuerza pública, con el fin de dar cumplimiento a las resoluciones judiciales, 

complemento indispensable para que las sentencias no esten supeditadas a la 

voluntad de las partes y no quede inactiva la función jurisdiccional.
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2.2.1.2.3         Principios constitucionales aplicables a la función jurisdiccional 
 

Para Bautista, (2006). Por los principios cada institución procesal se sujeta a 

la realidad social en la que actúan o deben actuar, ampliando o restringiendo el 

ambito o la valoracion de su aplicación. Por lo tanto, los principios son como los 

fundamentos, directivas o líneas de matrices, dentro de las cuales se desarrollan las 

instituciones del Proceso. 

 
 

 
2.2.1.2.3.1.     Principio de Unidad y Exclusividad 

 

Nuestra Constitución Política del Estado, en su Articulo. 139°,   inciso. 1: 

Establece en referencia a la unidad a este principio, que no existe, ni puede 

establecerse  jurisdicción  alguna  independiente,  con  excepción  de  la  militar  y la 

arbitral. Por lo tanto, no hay proceso judicial por comisión de delegación. 

La unidad jurisdiccional, posee tres significados: 
 

 El Monopolio en la aplicación del derecho: Solamente los órganos 

judiciales y ninguna otra, pueden cumplir la funcion de aplicar las 

normas jurídicas a los litigios especificos; 

 Resolución  plena  del  asunto  confiando  a  su  competencia:  Los 

elementos de  la  Litis (ejemplo: prejudiciales,  cuestiones previas o 

incidentes,)  no  pueden  ser  separados,  para  encomendarlos  a  otro 

centro decisorio que no es el encomendado originalmente. 

 La falta de personas competentes sustraíbles a su jurisdicción o de 

especies del delito. (Chanamé, 2009, p. 428). 

 
 

En referencia a la existencia de una jurisdiccion arbitral, se hace necesario 

citar la opinion del Dr.  Flores Araoz Esparza (PPC),  registrada en el Diario de 

debates de la Constitución de 1993 pp 2302: 

 
 

Si bien es cierto que la jurisdicción la ejerce el Estado, y si bien es 

cierto también que éste es un derecho de las personas que tienen 

diferendos, el de recurrir a esa jurisdicción estatal, que es una garantía



23 
 

 

de la intervención del Estado para administrar justicia, esas mismas 

personas podrían voluntariamente acogerse a lo que se llama la 

JURISDICCION VOLUNTARIA, que en este caso es la jurisdicción a 

la que se ha mal llamado jurisdicción arbitral porque en el fondo no es 

jurisdicción,  sino  el  acto  voluntario  de  las  partes  que  pretenden 

renunciar a la jurisdicción del Estado para someterse a una jurisdicción 

particular. (Flores,1993). 

 
2.2.1.2.3.2.     Principio de Independencia Jurisdiccional 

 

Nuestra Constitución Política del Peru en su Articulo 139° Inciso 2, consagra 

la independencia y autonomia del poder judicial, la cual nace a partir de la separacion 

de poderes, principio por el cual todos los jueces, deben actuar libres de presiones e 

interferencias de cualquier otro poder del estado. Asimismo, existen resoluciones que 

han pasado en autoridad de cosa juzgada, las cuales no pueden dejarse sin efecto, ni 

modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no afectan el 

derecho de gracia ni la facultad de investigación del Congreso, cuyo ejercicio no 

debe, sin embargo, interferir en el procedimiento jurisdiccional ni surte efecto 

jurisdiccional alguno. 

 
 

Este  principio  se  fundamenta  en  el  sentido,  en  que  la  independencia  de 

criterio, debe ser mantenido por cada persona que ejerce la jurisdicción, teniendo en 

cuenta la jurisprudencia que las instancias superiores consideran como precedente 

obligatorio y vinculante, a si vayan contra de su propia conciencia, no aceptando 

presiones por parte de sus superiores jerarquicos, respetando y apreciando los 

fundamentos de hechos y derecho aplicables. Cabe resaltar que queda a salvo la 

facultad de investigacion del poder legislativo, la cual esta sustentada en sus 

atribuciones políticas de control y nunca debe estar en el uso de la función 

jurisdiccional.
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2.2.1.2.3.3.   Principio de la Observancia del debido proceso y la tutela 

jurisdiccional 

Establecido en el Articulo numero 139° Inc. 3 de nuestra constitución Política 

del Perú: El cual señala que ninguna persona podra ser juzgada por órganos 

jurisdiccionales de excepción, ni por comisiones especiales creadas por al efecto, 

cualquiera sea esta su denominación. Tampoco, puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente 

establecidos, 

 
 

El legitimo derecho a la defensa, la presunción de la inocencia, la pluralidad de 

instancia, etc., deben considerarse como las garantías mínimas que requiere una 

persona para ser investigado o procesado, dentro del marco del debido proceso.  Por 

otro lado, el derecho de la persona a que el estado le conceda una justicia, imparcial, 

idónea y oportuna a sus demandas o pretensiones, en busqueda de la paz social, 

representa la tutela jurisdiccional efectiva. Dentro de estos pricipios, el juez natural 

es una condición de lo predecible de una justicia imparcial (Chanamé, 2009, p. 432). 

 
 

 
2.2.1.2.3.4.     Principio   de   Publicidad   en   los   procesos,   salvo   disposición 

contraria de la Ley 

Plasmado en el Articulo. 139, Inciso. 4 de nuestra Constitución Política del 

Peru: El cual establece, que los procesos judiciales por responsabilidad de 

funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que se 

refiere a derechos fundamentales garantizados por la Constitución, son siempre 

públicos. 

 
 

Asimismo, señala que es sinonimo de arbitrariedad y de corrupción un 

procedimiento reservado por lo que no debe ser llevado a cabo. A su vez, el control 

social de la actividad de la administración de justicia  se ve  garantizado, por  el 

principio de publicidad, el cual además promueve la participación de los ciudadanos 

en sede judicial, aunque de manera restringida y limitada a ciertas reglas, por otro
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lado, las partes lo hacen de forma directa en una audiencia, mientras que el público 

general es meramente oidor restringiéndosele en lo mínimo cualquier tipo de 

participación  dentro de los actos procesales que se realizan. Sin embargo,  existen 

casos en los cuales los hechos en publico por su connotacion social no deberan ser 

publicitados, por que pueden afectar la intimidad y el honor de las personas. 

 
 
 
 

2.2.1.2.3.5.     Principio de Motivación escrita de las resoluciones judiciales 
 

Expresado en el Art. 139 Inc. 5 de la Constitución Política del Estado: La 

motivación escrita de las resoluciones judiciales debe darse en todas las instancias 

con excepcion de los decretos de mero tramite con mención expresa de la ley 

aplicable y de los fundamentos de hecho en que asi se sustentan. 

 
 

En dicho orden de ideas, los jueces están constitucionalmente obligados a 

fundamentar sus resoluciones y sentencias, las mismas que deben estar debidamente 

motivadas, dicha motivación debe ser escrita para que quede constancia de ella, 

debiendose plasmar dos elementos: la ley aplicable que debe ser identificada por el 

juez y los fundamentos de hecho; es decir, los hechos en base a los cuales se llega a 

la decisión que ha formulado y que obviamente deben haber sido probados dentro del 

proceso. 

 
 

Por lo cual resulta un hecho que atenta contra el debido proceso, que el 

juzgador, no presente la motivacion de sus resoluciones y sentencias por escrito, ya 

que las partes al no conocer los fundamentos de hecho y de derecho con los cuales el 

juez motiva su desicion,   se les imposibilitan hacer uso de un efectivo recurso de 

defensa ante el superior jerarquico. Esta disposición es obligatoria en todas las 

instancias judiciales, y sólo los decretos de mero tramite están exceptuadas, ya que 

son los que deben ser dictados para hacer avanzar el procedimiento, sín que en ellos 

se contenga ninguna decisión del juez, todos los decretos de mero tramite los hace 

para cumplir la ley procesal son formas no asuntos de fondo.
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Un ejemplo claro lo encontramos en los mandatos judiciales de prision 

preventiva, donde se va a privar de un derecho fundamental a una persona, razon por 

la cual deben estar debidamente sustentados, En consecuencia, debe establecerse cual 

es el peligro procesal que motiva dicha decisión. 

 
 

 
2.2.1.2.3.6.     Principio de Pluralidad de Instancia 

 

Se  encuentra  reconocido,    por  nuestra  Constitución  Política  del  Estado 

Peruano en su Articulo. 139,   Inciso. 6. y es compatible con la legislación 

internacional de la cual el Perú es parte. 

 
 

Este principio se evidencia en situaciones donde las decisiones judiciales no 

resuelven las expectativas de quienes acuden a los órganos jurisdiccionales en busca 

del reconocimiento de sus derecho; por eso queda habilitada la vía plural, mediante 

la cual el interesado puede cuestionar una sentencia o un auto dentro del propio 

organismo que administra justicia (Asociación Peruana de Investigación de Ciencias 

Jurídicas-APICJ, 2010). 

 
 

 
2.2.1.2.3.7.     Principio  de  no  dejar  de  Administrar  Justicia  por  vacío  o 

deficiencia de la Ley 

Previsto en el Art. 139 Inc. 8 de la Constitución Política del Estado: En tal 

caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el derecho 

consuetudinario. 

 
 

En opinion de Chaname, (2009). En referencia a este principio lo fundamente 

en el sentido, que de todos los conflictos humanos de naturaleza jurisdiccional, que 

pudieran existir, pueden presentarse algunos que no esten previstos en la ley,  visto 

dicha situacion, el juez no se puede inhibir, en este supuesto, debe aplicarse 

primeramente los principios generales del derecho, en su defecto el derecho 

consuetudinario o tambien llamado usos o costumbres, cabe destacar, que los antes 

mencionados no son de aplicacion al proceso penal, toda vez que en este funciona el
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Principio de Legalidad, que es de carácter absoluto y por tanto no admite ningun tipo 

de excepciones, fuentes supletorias, ni analogas. 

 
 

 
2.2.1.2.3.8.     Principio de  no ser privado del  derecho de  defensa en ningún 

estado del proceso 

Para la Asociación Peruana de Investigación de Ciencias Jurídicas-APICJ, 

(2010). Este principio, en todo ordenamiento jurídico, es un derecho vital a través del 

cual él se protege una parte central del debido proceso. Por lo cual las partes en 

litigio deben estar en la viabilidad jurídica y fáctica de ser debidamente citadas, 

escuchadas y vencida mediante prueba indudable y eficiente, de manera tal que se 

haya garantizado de manera indubitable el derecho a la legitima de defensa. 

 
 

 
2.2.1.2.3.9.     Principio de contradicción 

 

Por el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, reconocido por la 

Constitución Política del Estado (Articulo. 139º inciso. 3), la Sala Plena de la Corte 

Suprema de Justicia de la República del Perú, ha considerado que   el demandado 

tiene expedito su derecho de contradicción por la sola circunstancia de haber sido 

comprendido como demandado o sujeto pasivo de la pretensión procesal, y por esta 

razón, tiene derecho a ejercitar su defensa y particularmente a contradecir la 

pretensión  proponiendo  sus  defensas de  fondo,  de  forma  y defensas  previas;  y, 

también por el sólo emplazamiento tiene necesidad de tutela jurisdiccional, concreta 

y actual. (Casación Nº 1465-2007-Cajamarca, 2015). 

 

 
 

2.2.1.3.           La Competencia 
 

2.2.1.3.1.        Conceptos 
 

(Couture, 2002). Sostiene que es el conjunto de facultades que la ley le otorga 

al juzgador, para ejercer la jurisdicción en determinado tipo de litigios o conflictos. 

El juzgador, por el solo hecho de serlo, es titular de la función jurisdiccional, pero no 

la puede ejercer en cualquier tipo de litigio, sino sólo en aquellos para los que está
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facultado por ley; de ahí que se diga en los que es competente 
 

 
 

En el Perú, la competencia de los órganos jurisdiccionales se rige por el 

Principio de Legalidad, está prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás 

ordenamientos de carácter procesal (Ley Orgánica del Poder Judicial, art. 53). 

 
 

Por lo tanto,   la competencia es una categoría jurídica, que en la praxis 

equivale al reparto o distribución de la facultad de administrar justicia, o mejor dicho 

es la dosificación de la jurisdicción,   está    predeterminada    por   la    Ley,    y  se 

constituye    en    un    mecanismo garante de los derechos del justiciable, quienes 

mucho antes de iniciar un proceso judicial pueden y deben identificar al órgano 

jurisdiccional ante el cual formularán la protección de una pretensión. 

 
 

Las criterios de competencia están relacionados con la garantía constitucional 

del juez natural, entendida como el derecho que tienen las partes a que su conflicto 

de intereses o incertidumbre jurídica sea resuelto por un tercero imparcial e 

independiente, que ha sido predeterminado por ley. Este derecho forma a su vez parte 

de la tutela judicial efectiva. 

 
 

La regla general es que una vez determinada la competencia ésta no puede 

variar en el transcurso del proceso, así se modifiquen las circunstancias de hecho o 

de derecho que sirvieron para fijarla. La razón de ello es evitar cualquier injerencia 

en los procesos a través de un cambio intencionado de jueces, lo que pondría en 

riesgo la imparcialidad e independencia de los mismos. Este es el criterio recogido 

por el artículo 8 del Código Procesal Civil. 

 
 

 
2.2.1.3.2.        Regulación de la competencia 

 

Las normas que regulan la competencia se encuentra en normas de carácter 

procesal y en las que conforman la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

El principio rector: Principio de Legalidad, sobre la competencia se encuentra en el
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Art. 6° del Código Procesal Civil, en el cual está previsto que la competencia sólo 

puede ser establecida por ley. 

 
 

 
2.2.1.3.3.        Determinación de la competencia en materia Laboral 

 

Según nuestro Código Procesal Civil, en su  Articulo. 8°: la competencia se 

determina por la situación de hecho existente al momento de la interposición de la 

demanda o solicitud y no podrá ser modificada por los cambios de hecho o de 

derecho  que  ocurran  posteriormente,  salvo  que  la  ley disponga  expresamente  lo 

contrario (Ledesma, 2008). 

 
 

Según la Nueva Ley Procesal del Trabajo, se prevé cuatro tipos de 

competencia: Competencia por razón del territorio; Competencia por razón de la 

cuantía; Competencia en razón de la función y Competencia por razón de la materia: 

 
 

I.  Competencia por razón de territorio. Por razón del territorio y a elección del 

demandante, es Juez competente el del lugar donde se encuentra: 

 
 

   El centro de trabajo en el que se haya desarrollado la relación laboral. 
 

   El domicilio principal del empleador. 
 

 
 

II.  Competencia por razón de la cuantía. La competencia por razón de cuantía se 

determina de acuerdo al valor económico del petitorio siempre y cuando sea 

susceptible de valoración pecuniaria. 

Dicha competencia se determina con sujeción a las siguientes reglas: 
 

 
 

  El valor económico de la pretensión es el que resulta de la suma de todos los 

extremos que contenga la demanda, en la forma en que hayan sido liquidados 

por el demandante. 

  El valor comprende sólo la deuda principal de cada extremo, no así los 

intereses, costas, costos ni conceptos que se devenguen en el futuro.
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III.  Competencia por razón de función. Son competentes para conocer por razón 

de la función: 

 
 

     La Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema: 
 

 Del recurso de casación en materia laboral. 
 

 Del recurso de apelación de las resoluciones pronunciadas por las Salas 
 

Laborales en primera instancia. 
 

 De los conflictos de competencia entre juzgados laborales de distinto 

distrito judicial. 

 
 

 Las  Salas  Laborales  o  mixtas  de  las  Cortes  Superiores,  del  recurso  de 

apelación contra las resoluciones expedidas por los Juzgados de Trabajo. 

 
 

 Los Juzgados Especializados de Trabajo, del recurso de apelación contra las 

resoluciones expedidas por los Juzgados de Paz Letrados en materia laboral. 

 
 

IV.  Competencia  por  razón de  la  materia.    La  Competencia por  razón  de la 

materia se regula por la naturaleza de la pretensión y en especial de las siguientes 

normas: 

 
 

a)  Competencia por materia de los juzgados de paz letrados laborales: conoce 

de los procesos abreviados laborales cuando el cumplimiento de las 

obligaciones no supera las 50 unidades de referencia procesal como ocasión 

de prestación personal de naturaleza laboral, asimismo, de los procesos con 

título ejecutivo  donde la cuantía  no supera los 50 Unidades de Referencia 

Procesal, y asuntos no contenciosos, no toma en cuenta la cuantía. 

 
 

b)  Competencia  por  materia  de  juzgados  especializados  de  trabajo,  quienes 

conocen de procesos ordinarios laborales donde las pretensiones relativas a la 

protección de derechos individuales, plurales o colectivos se refieren a aspectos
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sustanciales de los servicios, también actúa en procesos abreviados laborales, 

donde existe reposición cuando se plantea como pretensión principal única, en 

proceso abreviado laboral, en procesos contenciosos administrativos y en 

procesos con título ejecutivo con una cuantía inferior a 50 URP. 

 
 

c)  Competencia  por materia de las salas laborales superiores, considerando el 

proceso de acción popular en materia laboral, la anulación de laudo arbitral, 

impugnación de laudos arbitrales, contienda de competencia promovida entre 

juzgados de trabajo, conflictos de autoridad entre juzgados de trabajo y 

autoridades administrativas y demás que se encuentre en la ley. 

 
 
 
 

2.2.1.3.4.        Determinación de la competencia en el proceso en estudio 
 

En el presente trabajo, la pretensión judicializada fue el Reconocimiento del 

Vinculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales, que se declare la desnaturalización 

de su contrato de trabajo y se reconozca que la referida relación laboral es a plazo 

indeterminado; y que, por consiguiente, se disponga el pago de sus beneficios 

Sociales, tales como compensación por tiempo de servicios, vacaciones no gozadas, 

vacaciones simples y vacaciones truncas, gratificaciones legales, utilidades y la 

entrega de certificado de trabajo, debiendo tramitarse en la Vía del Proceso Ordinario 

Laboral conforme lo dispone el Art. 02 numeral 01 de la Ley Procesal del Trabajo 

Ley  N°  29497,  siendo  competente  los  juzgados  Especializados  de  Trabajo  por 

superar la cuantía de 50 URP. 

 
 

Según lo establecido en el artículo 9° del Código Procesal Civil: la 

competencia por razón de la materia se determina por la naturaleza de la pretensión y 

por las disposiciones legales que la regulan. (p. 463). 

 
 

Según lo establecido en el artículo 2° de la Nueva Ley Procesal del Trabajo: 

En lo referente a la Competencia por materia de los juzgados especializados de 

trabajo:
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Los juzgados especializados de trabajo conocen de los siguientes procesos: 
 

 
 

1.  En proceso ordinario laboral, todas las pretensiones relativas a la protección 

de derechos individuales, plurales o colectivos, originadas con ocasión de la 

prestación personal de servicios de naturaleza laboral, formativa o 

cooperativista, referidas a aspectos sustanciales o conexos, incluso previos o 

posteriores a la prestación efectiva de los servicios. 

 
 

En el presente proceso, la competencia correspondió al Decimo Quinto Juzgado 

Especializado de Trabajo de Lima, así lo establece: La LEY Nº 29497, NUEVA LEY 

PROCESAL DEL TRABAJO, vigente durante el presente proceso. 

 

 
 

2.2.1.4.           La pretensión 
 

2.2.1.4.1.        Conceptos 
 

En palabras de Estrada, (2015): se define como aquello que se pide, pretende 

o solicita a otra persona, por lo cual se distinguen dos sujetos: uno que quiere obtener 

algo (activo) y uno que debe realizar lo que el sujeto activo le solicita (pasivo), cabe 

mencionar que se desarrolla de forma independiente si tiene derecho a ello o no. 

 
 

Monroy, (2013) lo conceptualiza como la aptitud de exigir algo a otra persona 

o sujeto de derecho, la cual por cierto debe tener relevancia jurídica, pero esta 

exigencia puede ser extrajudicial, pretensión material y no implica que sea un 

presupuesto para posteriormente iniciar un proceso, por eso, se dice que puede haber 

pretensión material sin proceso y proceso sin pretensión material. 

 
 

Para (Sotero, 2015). La pretensión, es la declaración de voluntad, contenida 

en la demanda, dirigida hacia el órgano jurisdiccional, a través de la cual se le 

presenta un requerimiento de proveer el acertamiento o satisfacción del derecho 

afirmado mediante la aplicación de la norma de derecho objetivo.
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2.2.1.4.2.        Acumulación de pretensiones. 
 

Para Ranilla (s/f) postula que la acumulación en un proceso se da cuando se 

reúnen, refunden o se integran varias pretensiones, varios procesos o varias acciones. Las 

modalidades y condiciones de esos supuestos se revisan en esta parte. Atendiendo al 

objeto de la pretensión (acumulación objetiva). Es posible reunir dos o más pretensiones 

en un proceso, teniendo en cuenta el objeto la nominación del petitorio, lo que se pide. 

(p. 256). 

 
 

 
2.2.1.4.3.        Regulación 

 

El Articulo. 86° del CPC establece los requisitos de la acumulación subjetiva 

de pretensiones, siendo procedente esta acumulación cuando las pretensiones, 

provengan de un mismo título, se refieran a un mismo objeto, exista conexidad entre 

ellas y de manera adicional, se cumplan los requisitos señalados en el Artículo 85 del 

CPC. 

 
 

La podemos encontrar en el artículo 83° del CPC, cuya norma prescribe: En un 

proceso puede haber más de una pretensión, o más de dos personas. La primera es una 

acumulación objetiva y la segunda una acumulación subjetiva. La acumulación objetiva 

y la subjetiva pueden ser originarias o sucesivas, según se propongan en la demanda o 

después de iniciado el proceso. (Sacristán, 2015). 

 
 

Es preciso señalar, que en el proceso laboral peruano, el trabajador tiene la 

potestad de demandar el pago de sus beneficios sociales, dentro de un plazo de 

prescripción igual a cuatro años, contados desde su cese (Ley Nº27321) y puede 

impugnar su despido dentro de un plazo de caducidad igual a 30 días, contados desde 

la extinción del vínculo laboral (Texto Único Ordenado de la Ley de Fomento del 

Empleo: Decreto Supremo Nº 003-97-TR). Contrariamente a lo que ocurre con el 

Proceso Civil Peruano, la prescripción laboral no se interrumpe con la notificación de 

la demanda al deudor sino con la sola presentación de la demanda, conforme  lo 

determinó el Pleno Jurisdiccional Laboral. Igualmente, la caducidad de la acción por 

despido se computa en días laborables para el Poder Judicial y no en días calendario,
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según el Pleno Jurisdiccional Laboral. 
 
 
 
 

2.2.1.4.4.        Las pretensiones en el proceso judicial en estudio: 
 

Las pretensiones presentadas por las partes en el proceso judicial en estudio 

son las siguientes: 

Demandante:  El  Reconocimiento  del Vinculo  Laboral  y  Pago  de  Beneficios 

Sociales, que se declare la desnaturalización de su contrato de trabajo y se 

reconozca que la referida relación laboral es a plazo indeterminado; y que, por 

consiguiente, se disponga el pago de sus beneficios Sociales, tales como 

compensación  por  tiempo  de  servicios,  vacaciones  no  gozadas,  vacaciones 

simples y vacaciones truncas, gratificaciones legales, utilidades y la entrega de 

certificado de trabajo, 

 
 

Demandado: Que se reconozca la existencia de un Contrato de Locacion de 

Servicios entre el Demandado y la Demandante, y no la existencia de una relacion 

laboral entre ambos  y por ende el pago de los beneficios sociales que reclama. 

 
 

2.2.1.5.           El proceso 
 

2.2.1.5.1.        Conceptos 
 

Proviene del latín Procesius, deriva de Procedere, que significa avanzar, 

trayectoria, es el conjunto de actos coordinados y sistemáticamente regulados por la 

ley procesal estableciendo un orden preclusivo y ligados entre sí. Instrumento del 

debido proceso en el ordenamiento jurídico, por el cual las partes y el Estado, poseen 

mecanismos a  través de  los Códigos Procesales para  actuar  según  regulaciones, 

formas, plazos y recursos para ser atendidos oportunamente. 

 
 

Gonzales, (2014). afirma: Es el conjunto ordenado o sistemático de 

procedimientos que se operativizan durante el conflicto de interés o de forma legal, 

regulada por la administración de justicia en el campo civil. También sirve para 

designación  del procedimiento  particular,  concreto,  que  depende  entre  las partes
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procesales con el fin de establecer la relación jurídica. (p. 301). 
 

 
 

Proceso en general vendría a ser un conjunto de reglas, formas y actos para la 

consecución de ciertos fines, fundamentalmente la solución de un conflicto a t ravés 

del Derecho como categoría, de la mediación social. (Rojas, 2014). 

 
 

Es la secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el 

objeto  de  resolver,  mediante  juicio  de  la  autoridad,  el  conflicto  sometido  a  su 

decisión. La simple secuencia, no es proceso, sino procedimiento (Couture, 2002). 

 
 
 
 

2.2.1.5.2.        Funciones 
 

Couture, (2002). Sostiene que la funciones que cumple el proceso son las 

siguientes: 

 
 

 
2.2.1.5.2.1.     Interés individual e interés social en el proceso 

 

El proceso, es obligatoriamente teleológica, toda vez que el proceso por si 

mismo no existe,.porque su existencia sólo se explica por su fin, que es resolver el 

conflicto de intereses de las partes, sometido a los órganos de la jurisdicción. 

 
 

En dicho orden de ideas su finalidad es tanto como privada, como publica, 

porque satisface tanto los intereses personales involucrados en el conflicto como los 

intereses sociales de asegurar la efectividad de los derechos mediante el ejercicio 

continuo de la jurisdicción. 

 
 

Asimismo, el proceso procura que el individuo tenga confianza, de que en el 

orden juridico, existe un instrumento idóneo para darle razón cuando la tiene y 

hacerle justicia cuando le falta, con lo cual sus aspiraciones puedan verse satisfechas,
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2.2.1.5.2.2.     Función pública del proceso 
 

Através del proceso el derecho se concreta, y se hace efectivo cada día en la 

sentencia. Su finalidad social proviene de la suma de las finalidades personales, en 

este sentido, el proceso es una via competente para asegurar la continuidad del 

derecho. 

 
 

Cuando en el mundo real se presenta un desorden con relevancia jurídica, 

entonces los ciudadanos acuden al Estado, en busca de tutela jurídica que puede 

finalizar con una sentencia. Es asi, que se da lugar a que se lleve a cabo un proceso, 

el  cual  se  observa  como  un  conjunto  de  actos  cuyos  autores  son  las  partes en 

conflicto y el Estado, representado por el Juez, quienes aseguran su participación 

siguiendo  el  orden  establecido  en  el  sistema  dentro  de  un  escenario  al  que  se 

denomina proceso, porque tiene un principio y un fin. 

 
 

 
2.2.1.5.3.        El proceso como tutela y garantía constitucional 

 

Al respecto Couture (2002) considera: 
 

 
 

Que el proceso en sí, es un instrumento de tutela de derecho (...); y que se 

realiza por imperio de las disposiciones constitucionales (...). Está consagrada 

en la mayoría de las constituciones del siglo XX, con muy escasas 

excepciones, que una proclamación programática de principios de derecho 

procesal es necesaria, en el conjunto de los derechos de la persona humana y 

de las garantías a que ella se hace acreedora. 

 
 

Tales mandatos de orden Constitucional han arribado hasta la Declaración 

Universal de los Derechos del Hombre, proclamada por la Asamblea de las Naciones 

Unidas el 10 de diciembre de 1948, los cuales se sintetizan: 

 
 

 En que toda persona tiene derecho a un proceso ante los tribunales nacionales 

competentes,  que  la  ampare  contra  hechos  que  vulneren  sus  derechos
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fundamentales, reconocidos por la Constitución o por la ley. (Articulo. 8°). 

Asimismo, el Articulo 10° de dicha declaracion, consagra el derecho del cual 

gozan todas las personas a ser oídas públicamente  y con justicia  por un 

tribunal independiente e imparcial, en condiciones de plena igualdad, para la 

determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 

acusación contra ella en materia penal 

 
 
 

 

2.2.1.5.4.        El debido proceso formal 
 

2.2.1.5.4.1.     Conceptos 
 

El debido proceso tiene su origen en el due process of Law anglosajón. Se 

desdobla en: 

   Debido proceso sustantivo: Protección a las personas. 
 

   Debido proceso adjetivo: Garantías procesales. 
 

 
 

Sanchez, (2018). Citando a Juan Carlos Cortez: El debido proceso se define 

como la regulación jurídica que, de manera previa, limita los poderes del Estado y 

establece las garantías de protección a los derechos de las personas, de modo que 

ninguna actuación de la autoridad jurisdiccional dependa de su propio arbitrio, sino 

que se encuentre sujeta al procedimiento señalado en la ley.  (Cortez, Juan Carlos). 

 
 

En esa misma linea, Bustamante, (2001). Sostiene que  el debido proceso 

formal, es un derecho esencial que le asiste a toda persona, poder requerir al estado 

se le juzgue de manera imparcial, ante un juez competente responsable e 

independiente. Asimismo, el debido proceso, es un derecho de carácter procesal por 

que esta constituido por un conjunto de derechos elementales. 

 
 

En opinion de (Mitidiero 2015). El debido proceso, se da en un escenario 

compuesto por un  Estado Social y Democrático de Derecho, y donde la defensa de 

la persona y el respeto de su dignidad son su fin supremo, es natural e imprescindible 

que las personas gocen del derecho a un proceso justo en toda su expresión. En ese
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sentido, haría mal el Estado en emitir normas que atenten contra este derecho. Hacer 

lo contrario, conllevaría a su expulsión del ordenamiento por atentar contra el fin 

supremo del Estado. Debemos precisar que los destinatarios de este derecho no sólo 

es el Poder Judicial, sino también, el Ejecutivo y Legislativo, este última tiene la 

labor de concretizarlo mediante la promulgación de normas procesales. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.     Elementos del debido proceso 

 

Ticona, (1994). Rescata la importancia que la persona sea debidamente 

notificada, al inicio de alguna pretensión que afecte el universo de sus intereses 

jurídicos, por lo que resulta de carácter relevante y trascendental tener un 

procedimiento de notificaciones que cumpla con dicho objetivo. Asimsimo, el debido 

proceso  atañe  al  proceso  jurisdiccional  en  general  y especificamente  al  proceso 

penal, civil, agrario, laboral y administrativo; y aún, cuando no esatn unificados los 

criterios, en referencia a los elementos, las posiciones convergen en indicar que para 

que  un  proceso  sea  calificado como  debido  es requisito  que  éste, conceda  a  la 

persona la razonable oportunidad de sustentar su defensa, probar esas razones y 

esperar una sentencia fundada en derecho. 

 
 

En el presente trabajo los elementos del debido proceso formal a considerar son: 
 
 
 
 

2.2.1.5.4.2.1.  Intervención de un Juez independiente, responsable y competente 
 

Porque, todas las libertades serían inútiles sino se les puede reivindicar y 

defender en proceso; si el individuo no encuentra ante sí jueces independientes, 

responsables y capaces. 

 
 

Un Juez será independiente cuando actúa al margen de cualquier influencia o 

intromisión y aún la presión de los poderes públicos o de grupos o individuos.” 

 
 

Un Juez debe ser responsable, porque su actuación tiene niveles de 

responsabilidad  y,  si  actúa  arbitrariamente  puede,  sobrevenirle  responsabilidades
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penales, civiles y aún administrativas. El freno a la libertad es la responsabilidad, de 

ahí que existan denuncias por responsabilidad funcional de los jueces. 

 
 

Asimismo, el Juez será competente en la medida que ejerce la función 

jurisdiccional en la forma establecida en la Constitución y las leyes, de acuerdo a las 

reglas de la competencia y lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 
 

En el Perú está reconocido en La Constitución Política del Perú, numeral 139 

inciso 2 que se ocupa de la independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional 

(Gaceta Jurídica, 2005). 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.2.  Emplazamiento válido 

 

Al respecto, tanto Ticona (1999), así como se expone en La Constitución 

Comentada de la Gaceta Jurídica (2005), el sistema legal, especialmente, la norma 

procesal que está comprendida en este sistema debe asegurar que los justiciables 

tomen conocimiento oportuno de su causa. 

 
 

En este orden, las notificaciones en cualquiera de sus formas indicadas en la 

ley, deben permitir el ejercicio del derecho a la defensa, la omisión de estos 

parámetros implica la nulidad del acto procesal, que necesariamente el Juez debe 

declarar a efectos de salvaguardar la validez del proceso. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.3.  Derecho a ser oído o derecho a audiencia 

 

La garantía al debido proceso no termina con un emplazamiento válido; es 

decir, no es suficiente notificar a los justiciables que están comprendidos en una 

causa; sino que además posibilitarles un mínimo de oportunidades de ser escuchados, 

en este contexto la importancia de la oralidad en los procesos. Es decir, las partes 

tienen pleno derecho a exponer ante los Jueces, sea por medio escrito o verbal, sus 

posiciones.
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Por lo tanto, nadie podrá ser condenado sin haber sido oido o por lo menos 

habersele dado la oportunidad concreta y objetiva de exponer sus razones, 

 
 

En la Nueva Ley Procesal del Trabajo, de acuerdo a lo establecido en su 
 

Artículo 12.- Prevalencia de la oralidad en los procesos por audiencias se define que: 
 

 
 

  Que en los procesos laborales por audiencias las exposiciones orales de las 

partes y sus abogados prevalecen sobre las escritas sobre la base de las cuales 

el  juez  dirige  las  actuaciones  procesales  y  pronuncia   sentencia.   Las 

audiencias son sustancialmente un debate oral de posiciones presididas por el 

juez, quien puede interrogar a las partes, sus abogados y terceros participantes 

en  cualquier  momento.  Las  actuaciones  realizadas  en  audiencia,  salvo  la 

etapa de conciliación, son registradas en audio y vídeo utilizando cualquier 

medio apto que permita garantizar fidelidad, conservación y reproducción de 

su contenido. Las partes tienen derecho a la obtención de las respectivas 

copias en soporte electrónico, a su costo. 

 
 

  La  grabación  se  incorpora  al  expediente.  Adicionalmente,  el  juez  deja 

constancia en acta únicamente de lo siguiente: identificación de todas las 

personas que participan en la audiencia, de los medios probatorios que se 

hubiesen admitido y actuado, la resolución que suspende la audiencia, los 

incidentes extraordinarios y el fallo de la sentencia o la decisión de diferir su 

expedición.  Si  no  se  dispusiese  de  medios  de  grabación  electrónicos,  el 

registro de las exposiciones orales se efectúa haciendo constar, en acta, las 

ideas centrales expuestas. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.4.  Derecho a tener oportunidad probatoria 

 

Que no se puede limitar el derecho a un justiciable a presentar medios 

probatorios, toda vez que ellos producen convicción judicial y determinan el 

contenido de la sentencia; restringuirlo significaria afectar el debido proceso.



41 
 

 

 
 

En  relación  a  las  pruebas  las  normas  procesales  regulan  la  oportunidad  y  la 

idoneidad de los medios probatorios. El criterio fundamental es que toda prueba sirva 

para esclarecer los hechos en discusión y permitan formar convicción, conducentes a 

obtener una sentencia justa. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.5.  Derecho a la defensa y asistencia de letrado 

 

Para Monroy, citado en la Gaceta Jurídica (2005). Este derecho también es 

parte del debido proceso; es decir, la oportuna asistencia y defensa por parte de un 

abogado. El derecho a ser debidamente comunicado de la acusación o pretensión 

formulada, la publicidad del proceso, el  empleo  del  propio  idioma,  su  duración 

razonable entre otros. 

 
 

En concordancia con lo antes señalado debemos indicar que la prescripción 

del artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil: dispone, que toda 

persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de 

sus derechos o intereses, pero en todo caso con sujeción a un debido proceso. (TUO 

Código Procesal Civil, 2008). 

 
 

En cuanto a la Nueva Ley Procesal del Trabajo, esta establece en su Artículo 
 

10°, todo lo referente a la defensa pública a cargo del Ministerio de Justicia: La 

madre gestante, el menor de edad y la persona con discapacidad que trabajan tienen 

derecho a la defensa pública, regulada por la ley de la materia. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.6. Derecho a que se dicte una resolución fundada en derecho, 

motivada, razonable y congruente 

La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, 

excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable de los 

fundamentos de hecho en que se sustentan, esta prevista en el inciso 5 del artículo 

139° de nuestra Constitución Política del Estado; donde se establece como Principio
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y Derecho de la Función Jurisdiccional: 
 

 
 

. Esto implica que los jueces serán todo lo independiente que deben ser, pero 

están supeditados tanto a la Constitución y la ley, y que el Poder Judicial en relación 

a los poderes legislativo y ejecutivo, es el único órgano al que se le exige motivar sus 

actos 

 
 

Tengamos presentes, que la carencia de motivación implica un exceso de las 

facultades del juzgador, un acto de arbitrariedad o abuso de poder. Por lo tanto, la 

sentencia, debera estar debidamente motivada, debe contener un juicio o valoración, 

donde el Juez exponga las razones y fundamentos fácticos y jurídicos conforme a los 

cuales decide la controversia. 

 
 

 
2.2.1.5.4.2.7.  Derecho a la instancia plural y control Constitucional del proceso 

 

Citando  a  (Ticona,  1999;  Gaceta  Jurídica,  2005).    La  existencia  en  la 

pluralidad de instancia, radica en la intervención de un órgano revisor, que no es para 

toda clase de resoluciones (decretos, autos o sentencia), sino que la doble instancia es 

para que el proceso (para la sentencia y algunos autos), pueda transitar hasta dos 

instancias, a traves del recurso de apelación. Su ejercicio está regulada en las normas 

procesales. Tambien debe precisarse que la casación, no produce tercera instancia. 

 

 
 

2.2.1.5.4.3.     Principios generales del proceso 
 

2.2.1.5.4.3.1. Libre acceso a la justicia 
 

El derecho de acceso a la justicia es el primer escaño del derecho fundamental 

a la tutela jurisdiccional efectiva, derecho complejo aludido en el artículo 139, inciso 

3, de nuestra Constitución. Su extenso contenido ha sido desarrollado tanto doctrinal 

como  jurisprudencialmente,  e  implica  el  correcto  ejercicio  de  los  derechos  de 

defensa, probatorios, el respeto a los principios de la función jurisdiccional, entre 

otros. Sin embargo, lo cierto es que, sin aquel primer paso, todo lo demás es 

inalcanzable. (Valdez, 2019).



43  

 

 
 

Es un principio básico del proceso ya que sin ello las partes no pueden hacer 

oír su voz ni podrían ejercer sus derechos. Es así que, la administración de la justicia 

no   debe ser discriminatoria, para que todos tengan fácil acceso a ella. (Palacios, 

Gozaini, & Couture, 2013). 

 
 
 
 

2.2.1.5.4.3.2.  Juez(a) imparcial 
 

Montero Aroca, (2006) nos dice que la imparcialidad implica, necesariamente, 

ausencia de designio o de prevención en el juez de poner su función jurisdiccional al 

servicio  del interés  particular de una de las partes (…) la imparcialidad  se quiebra 

cuando  el juez  tiene  el designio  o  la  prevención  de  no  cumplir  realmente  con esa 

función, sino que, incumpliendo con ella, puede perseguir en un caso concreto servir a 

una de las partes. 

 
 
 
 

2.2.1.5.4.3.3.  Justicia cumplida 
 

El  Estado  es  el  encargado  de  asegurar  la  administración  de  la  justicia 

mediante el uso de medios que comprometan a alcanzar dicho fin, asimismo, cabe 

indicar que se debe respetar la libertar y los intereses de los individuos, evitando así 

que una de las partes tenga la necesidad de acudir a otras autoridades para que se le 

reconozcan sus derechos. (Velásquez, 2016). 

 
 

 
2.2.1.5.4.3.4.  Cosa juzgada 

 

Su regulación se encuentra en el inciso 13 del art. 139 de nuestra Constitución 

Política del Estado y en el artículo. 123 del Código Procesal Civil, donde se señala que 

una resolución cuenta con autoridad de cosa juzgada cuando no proceden contra ella 

otros medios impugnatorios ya resueltos o cuando las partes renuncian de forma expresa 

a interponer medios impugnatorios o dejan de transcurrir plazos sin formularlos. 

Asimismo, define los límites de la cosa juzgada al indicar que solo alcanza a la partes y 

a quienes de ellas deriven sus derechos. Sin embargo, se pueden extender a los
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terceros cuyos derechos dependen los de las partes, si hubieras sido citados con la 

demanda. 

Comprende también que se asignen un carácter definitivo e inmutable a la decisión de 
 

certeza contenida en la sentencia, es por ello que está enfocada a evitar que continúe la 

controversia. 

 
 

Según Landoni Sosa, (2003): la cosa juzgada es la cualidad de inimpugnable e 

inmutable asignada por la ley a la decisión contenida en una sentencia firme dictada en 

un proceso contencioso con relación a todo proceso posterior entre las mismas partes (u 

otras personas afectadas) que verse sobre el mismo objeto y se funde sobre la misma 

causa. Pág. 297. 

 
 

 
2.2.1.5.4.3.5.  Contradicción 

 

Se encuentra regulado en los artículos. 2 y 3 de nuestro Código Procesal Civil, 

comprendiendo  el  ejercicio  de  derecho  de  acción.  Se  construye  sobre  la  base  de 

aceptación de la posibilidad efectiva de comparecer o acceder a la jurisdicción, con el 

objeto de hacer  valer  las  respectivas pretensiones.  Tiene  un componente  esencial de 

paridad entre las partes, teniendo un carácter de regulación en la relación entre ellas, ya 

que, si la equiparación no existiese, una de las partes se impondría a la otra. (Rioja, 

2017) 
 
 
 
 

2.2.1.5.4.3.6.  Economía procesal 
 

En palabras de Delgado, (2016) Por el principio de economía procesal, se 

busca  obtener  resultados  óptimos  en  el  menor  tiempo  posible,  con  el  mínimo 

esfuerzo y los menores costos, es decir, evitar gastos innecesarios. 

 
 

 
2.2.1.5.4.3.7.   Buena fe y lealtad procesal 

 

Ante la necesaria regulación del proceder o actuar de todos quienes actúan 

dentro de una causa, en procura de evitar que prime la revancha, la venganza o 

complacencia  por  el  enjuiciamiento  sin  razón;  convirtiendo  al  proceso  en  un
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escenario de guerra, lleno de absurdos; se instituye la buena fe procesal como 

principio  regulador  de  la  conducta  exigibles  a  todos,  por  ello  se  rechaza  las 

peticiones e incidentes que entrañan abuso del derecho, fraude de ley o del proceso; 

aspiración que incluso alcanza a los abogados a quienes como entendidos o versados 

en Derecho, se les exige que en sus actuaciones también se sujetan al principio de 

buena fe. (Lema, 2009) 

 
 
 
 

2.2.1.6.           El proceso Laboral 
 

2.2.1.6.1.        Concepto 
 

La Academia de La Magistratura del Peru, (2010). Define al proceso laboral 

como el conjunto de actos procesales dirigidos a reconstruir el hecho conflictivo 

hasta donde los elementos probatorios lo permitan, se puede concluir también que la 

oralidad se presenta como el mejor instrumento para lograrlo. 

 
 

También se define, como la compilación  de normas jurídicas que regulan la 

actividad jurisdiccional en materia laboral en una nación, cuyos procesos están a cargo 

de los tribunales del trabajo con el fin de solucionar conflictos, ya sea mediante 

conciliación o mediante arbitraje y así mantener el orden jurídico y económico entre la 

fuerza laboral y el capital. (Rueda, 2016). 

 
 

Rojas, (2014). Afirma, que se entiende por proceso laboral a los comprendidos 

para resolver litigios en que se invocan reglas y normas relativas al trabajo dependiente, 

con una colección de actos procesales que se van desarrollando en forma progresiva, 

sistemática y teleológicamente con el objeto de resolver un conflicto laboral. 

 
 

Corresponde a la justicia laboral resolver los conflictos jurídicos que se 

originan con ocasión de las prestaciones de servicios de carácter personal, de 

naturaleza laboral, formativa, cooperativista o administrativa; están excluidas las 

prestaciones de servicios de carácter civil, salvo que la demanda se sustente en el 

encubrimiento  de  relaciones  de  trabajo.  Tales  conflictos  jurídicos  pueden  ser
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individuales,  plurales  o  colectivos,  y  estar  referidos  a  aspectos  sustanciales  o 

conexos,  incluso  previos  o  posteriores a  la  prestación  efectiva  de  los  servicios. 

(Nueva Ley Procesal del Trabajo N° 29497, 2010). 

 
 

 
2.2.1.6.2.        Principios procesales aplicables al proceso laboral 

 

La Nueva Ley Procesal del Trabajo N° 29497, establece en su Artículo I.- 

Principios del proceso laboral,  que el proceso laboral se inspira, entre otros, en los 

principios de inmediación, oralidad, concentración, celeridad, economía procesal y 

veracidad. 

 
 

A nivel de la jurisprudencia el TC, en el Exp. 008-2005-AI/TC, precisa los principios 

del derecho del trabajo. 

 
 

Denomínase como tales a aquellas reglas rectoras que informan la 

elaboración de las normas de carácter laboral, amén de servir de fuente de 

inspiración directa o indirecta en la solución de conflictos, sea mediante la 

interpretación, aplicación o integración normativas. 

 
2.2.1.6.3.        Principio tutelar del trabajador 

 

Gamarra, (s/f). Señala, que mientras otras ramas del Derecho se preocupan 

por establecer una igualdad entre las partes involucradas, ésta, desde sus inicios 

históricos ha tendido a proteger a la parte más débil de la relación laboral; de ahí que 

a traves de la historia, las legislaciones hayan establecido normas con espirutu 

proteccionista en sus leyes positivas por la diferencia entre el trabajador y el 

empleador en la relación contractual.”Estas afirmaciones tienen su respaldo, en que 

el fundamento que traduce mejor la inspiración primordial del Derecho del Trabajo 

es la desigualdad compensada. 

 
 

En dicho sentido debe entenderse, que la manifestación especifica de sobre 

porqué la función jurisdiccional, es considerada  un poder y un deber del Estado, es 

porque que toda persona tiene derecho a una tutela jurisdiccional para que se le haga
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justicia, de tal modo que cuando pretenda algo de otra persona, la pretensión sea 

atendida por un órgano en un proceso con garantías mínimas. (Monroy, 2014). 

 
 

Asimismo, debo acotar que el artículo 26, inciso 3) de nuestra Constitución Política 

del Perú, regula el principio protector: 

Artículo 26.- En la relación laboral, se respetan los siguientes principios: 

(…)  3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable 

sobre el sentido de una norma. Es decir, un espiritu garantista que permite 

proteger a la parte mas debil del conflicto. 

 
 

El Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, es un principio, establecido, en 

la norma procesal civil, concordante con la norma constitucional, se encuentra 

previsto de la forma siguiente: 

Artículo I.- Derecho a la tutela jurisdiccional efectiva: Toda persona tiene derecho a 

la  tutela  jurisdiccional  efectiva  para  el  ejercicio  o  defensa  de  sus  derechos  o 

intereses, con sujeción a un debido proceso. 

 
 

 
2.2.1.6.4.        Principio de veracidad o primacía de la realidad 

 

Considerado un principio fundamental y rector del derecho laboral, que 

impulsa la  busqueda de la verdad, en contrapartida al ocultamiento o encubrimiento 

que pueda darse por una de las partes en afectacion de la otra, dando prioridad a la 

valorizacion de los hechos sobre la existencia de   documentos que en el fondo 

puedan estar simulando lo ocurrido en la realidad. 

 

 
 

Representa la prevalencia de la verdad material sobre la verdad formal, la 

búsqueda de la verdad material, la prevalencia del fondo sobre la forma en materia 

probatoria, la prevalencia de la libre valoración razonada de la prueba, la prevalencia 

de la  libertad probatoria, la prevalencia de la primacía de la realidad. Este Principio 

es concordante con Artículo III del Titulo Preliminar de la  Nueva Ley Procesal del 

Trabajo. “En todo proceso laboral los jueces deben evitar que la desigualdad entre las
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partes afecte el desarrollo o resultado del proceso, para cuyo efecto procuran alcanzar 

la igualdad real, privilegian el fondo sobre la forma.” 

 
 

La  esencia  de  la  verdad  no  cabe  alterarla  con  una  falsa  demostración 
 

(Código de Justiniano – Libro I, Título XVIII, Ley 5°). 
 

 
 

Según Silva. M, (2008), expresa lo siguiente sobre cómo actúa el principio de 

primacía de la realidad, en cuanto hay discrepancia entre la realidad, y lo que se 

plasma en los documentos: 

 
 

“El principio de la primacía de la realidad es aquel por el cual en caso de 

divergencia entre lo que ocurre en la realidad y lo que se ha plasmado en 

los documentos, debe darse prevalencia a lo que surge en la práctica, con 

éste principio se establece la existencia o no de una relación laboral y con 

ello se procede a la protección que corresponde como tal.” 

 
 

Asimsimo, se hace oportuno citar lo establecido en la Sentencia del Pleno 

Tribunal Constitucional N° 008-2005-PI, en el cual se establece lo siguiente sobre el 

Principio de la primacía de la realidad: 

 
 

“[…] es una regla rectora que informa la elaboración de las normas de 

carácter laboral, amén de servir de fuente de inspiración directa o indirecta 

en  la solución de conflictos,  sea  mediante  interpretación, aplicación  o 

integración normativa; ya con anterioridad.” 

 
 

Otra descripcion muy precisa de lo que lo que representa el Principio de la 

Primacía de la Realidad, esta contenida en la Sentencia del Tribunal Constitucional 

N° 1944-2002-AA/TC en el cual, señala en su fundamento 3: 

 
 

“En caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye 

de los documentos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que
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sucede en el terreno de los hechos.” 
 
 
 
 

2.2.1.6.5.        Principio de celeridad procesal 
 

Por este principio se busca que eliminar las barreras y/o trabas burocraticas 

que perjudican el acceso a la tutela judicial a través de trámites simples, términos 

perentorios, plazos cortos, etc. Por lo que se establece que los procesos deben ser 

ejecutados en el mas breve tiempo posible, los jueces deben expedir sus fallos en 

cumplimiento  con  los  plazos  previstos  en  la  ley.    (Arévalo,  Los  principios  del 

proceso laboral, 2018) 

 

 
 
 

2.2.1.6.6.        Principios procesales contemplados en la Ley N.º 29497 
 

Dentro de la ley se establece que el proceso laboral cuente con los siguientes 

principios: 

 
 

 Principio de Inmediación: Es la exigencia de que el juzgador se haya puesto 

en contacto directo con las personas que intervienen en el proceso. Incidencia 

en la valoración de pruebas (directas e indiciarias). 

Los caracteres fundamentales de la inmediación son: i) La presencia de las 

partes y demás sujetos procesales ante el Juez; ii) La ausencia de un 

intermediario  entre  las  cosas  y  sujetos  procesales,  y  el  Juez;  y,  iii)  La 

identidad física del Juez que estuvo en contacto directo con las partes y quien 

dictará la sentencia. 

Son sus fuentes: 
 

  El Art. I del Titulo Preliminar de la Ley Procesal del Trabajo – 

Ley Nº 26636. El cual establece que las audiencias y 

actuaciones de los medios probatorios se realizan ante el Juez, 

siendo indelegables bajo sanción de nulidad. 

   El Art.12.1 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo – Ley Nº 
 

29497, el cual señala de manera expresa: “(…..) las audiencias
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son sustancialmente un debate oral de posiciones presididas 

por el juez, quien pueden interrogar a las partes, sus abogados 

y terceros participantes en cualquier momento(….).” 

   El Art. V del Titulo Preliminar del Código Civil. 
 

 
 

 Principio de Oralidad: Es uno de los principales en la Nueva Ley Procesal 

del Trabajo,  y consiste en un  procedimiento en donde predomina lo hablado 

sobre lo escrito. Atravez de este principio el Juez logra, que se le absuelvan 

sus  consultas  de  manera  directa  y efectiva  en  la  audiencia.  Es  de  suma 

importancia, porque  el juez necesita escuchar de las partes sus fundamentos 

de hecho, con el fin de poder llegar a la verdad y poder resolver  cualquier 

simulacion que se pudiera estarse dando al interior del proceso. Está 

intimamente ligado a los principios de concentración, inmediatez, sencillez e 

incluso celeridad, los cuales se encuentran presentes en el momento en que el 

juez recibe las declaraciones de las partes, testigos, apreciación de los medios 

probatorios de manera directa, por cuanto se desarrolla en una sola audiencia 

varias diligencias, permitiendo una apreciación de los hechos. Su fuente es el 

Art.12.1 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo – Ley Nº 29497. 

 

 
 

Principio de Concentracion: Se inspira en el Art. I del Título Preliminar de 

la Ley Procesal del Trabajo – Ley Nº 26636. El proceso se efectua buscando 

que su desarrollo se lleve a cabo en el menor número de actos procesales. El 

Juez podrá reducir su número sin afectar la obligatoriedad de los actos que 

aseguren el debido proceso. Implica que la mayor parte de los actos se deben 

realizar en una sola audiencia (Unidad de acto). La Nueva Ley Procesal del 

Trabajo pretende darle eficacia real a dicho principio concentrando el menor 

número de actos procesales en el diseño de las audiencias previstas tanto en el 

proceso laboral ordinario como el abreviado laboral. 

 
 

 Principio de Economia Procesal:  Es la satisfacción de las pretensiones con 

el mayor ahorro posible de esfuerzo y costo de las actuaciones procesales
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(máximo rendimiento con el mínimo gasto y tiempo). Se inspira tambien en 

la reduccion de la carga procesal a traves del uso de mecanismos para la 

conclusion del proceso. 

La Nueva Ley Procesal del Trabajo contempla procesos con menores 

audiencias, tal es el caso del proceso abreviado laboral y en lo que se refiere a 

la  propia  audiencia  de  juzgamiento, la   Nueva  Ley Procesal  del Trabajo 

subraya expresamente la necesidad de que ésta se realice en acto único, de 

manera tal que el proceso se realice en el menor número de actos procesales y 

que representa para las partes del proceso un mayor ahorro de tiempo, gasto y 

esfuerzo. 

Se sustenta en el Art. V del Titulo Preliminar del Código Civil. 
 

 
 

 Celeridad: Se estructuran otras formas de conclusión de los procesos  como 

conciliación,  allanamiento,  abandono.  Con  lo  cual  se  busca  que  reducir  los 

plazos de duración de los procesos laborales. 

Se sustenta en el Art. V del Titulo Preliminar del Código Civil y la Ley de 
 

Carrera Judicial (Art. 34. numeral 6 y Art. 48 numeral 14). 
 

 
 

 Veracidad: Por este principio, se busca que la finalidad del proceso sea lo más 

posible acercarse a la verdad real, con el objetivo que se exija a las partes de 

desenvuelvan dentro del proceso con buena fe, lealtad, etc. 

Se sustenta en el Art. III del T.P de la Nueva Ley Procesal del Trabajo – Ley 
 

Nº 29497. 
 

Dentro del proceso el Juez debe buscar la verdad real sobre la formal. 
 
 

2.2.1.6.7.        Fines del proceso laboral 
 

El fin primordial que persigue el proceso laboral es solucionar las 

incertidumbres laborales de la relación que se crea entre el empleador y su trabajador 

de esta manera el aparato judicial soluciona aquellas relaciones entre e stas dos partes 

para que logren llagar a un acuerdo y que tengan una solución laboral de las 

prestaciones laborales. (Nueva Ley Procesal del trabajo N° 29497, Artículo II).
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El proceso laboral tiene como fin principal”dar solución a las incertidumbres 

laborales que existan en relación entre el empleador y el trabajador, interviniendo el 

órgano jurisdiccional para solucionar las controversias. (Rueda, 2016). 

 
2.2.1.7.           El proceso Ordinario laboral 

 

2.2.1.7.1.        Concepto 
 

Desde el punto de vista normativo es aquel en el que se ventilan todas las 

controversias referidas a las pretensiones relativas a la protección de derechos 

individuales, plurales o colectivos, originadas con ocasión de la prestación personal 

de servicios de naturaleza laboral, formativa o cooperativista, referidas a aspectos 

sustanciales o conexos, incluso previos o posteriores a la prestación efectiva de los 

servicios, (Nueva Ley Procesal del Trabajo N° 29497, 2010). 

 
 

El Art.  42°  de  la  NLPT,  nos  indica  que  el  traslado  y  citación  a  audiencia  de 

conciliación, se da verificada los requisitos de la demanda, ante lo cual el juez emite 

resolución disponiendo: 

a) La admisión de la demanda 
 

b) La citación de las partes a audiencia de conciliación la cual debe ser fijada 

en día y hora entre los veinte (20) y treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha de 

calificación de la demanda. 

c) El emplazamiento al demandado para que concurra a la audiencia de 

conciliación con el escrito de contestación y sus anexos 

 
 

 
2.2.1.8.           Los Sujetos del Proceso. 

 

2.2.1.8.1.        Demandante 
 

El pretensor o demandante es el sujeto activo de derecho que interpone la 

pretensión ante el órgano jurisdiccional. (Monroy, 2013).
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2.2.1.8.2.        Demandado 
 

El pretendido o demandado es el sujeto pasivo de derecho, en contra de quien 

se formula la pretensión que, en caso de tener una sentencia desfavorable a sus 

intereses, deberá cumplir con la pretensión del demandante. (Monroy, 2013). 

 

 
 

2.2.1.8.3.        La defensa legal 
 

Según Peña (2011) manifiesta, respecto a la actitud de defensa técnica en un 

proceso laboral: La oralidad exige a los abogados mayor preparación, mejores 

condiciones intelectuales, dominio del derecho, debe ser claro y breve en la 

exposición, ágil mentalmente para saber cuándo guardar silencio, renunciar a una 

prueba o proponer una conciliación. Debe ser respetuoso, paciente, imperturbable, 

saber interrogar y contrainterrogar, exponer breve y convincentemente las razones 

que  asisten  a  su  cliente.  Para  ello  es necesario  que  se  capacite  en  técnicas  de 

litigación oral. (P.76-77). 

 
 
 
 

2.2.1.9.           La Demanda y la Contestación de la demanda. 
 

2.2.1.9.1.        La demanda. 
 

En concepto de Rioja, (2017) Es aquel acto jurídico procesal, mediante el 

cual un sujeto introduce una o más pretensiones concretas ante el órgano 

jurisdiccional, con el cual materializa el derecho de acción, es decir, solicitando 

tutela respecto de un derecho, el cual será manifestado en la sentencia. 

 
 

Según Bautista, (2015). Es el acto juridico, por la cual un sujeto manifiesta de 

manera escrita y formal, su pretensión ante un órgano jurisdiccional competente, para 

que resuelva una incertidumbre jurídica ofreciendo para ello los medios probatorios 

que  dan certeza a su petición. (p. 69). 

 
 

Se le denomina jurídicamente a toda petición formulada por las partes ante el 

órgano  jurisdiccional,  o  la  expresión  de  voluntad  encaminada  a  obtener  la 

satisfacción de un interés (Monroy, 2013).
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El art. 16° de la Nueva Ley Procesal del trabajo, contiene los requisitos de la 

demanda la cual debe ser presentada por escrito y debe contener los requisitos y 

anexos establecidos en la norma procesal civil. 

 
 

2.2.1.9.2.        La Contestación de la Demanda. 
 

Es un acto procesal, llevado a cabo por el demandado, en funcion del cual 

manifiesta la posicion que afronta frente a las pretensiones propuestas por el 

demandante y dando respuesta a los hechos que la sustentan para cuyo efecto puede 

presentar los medios probatorios que estime conveniente. 

 
 

Rioja,   (2017)   afirma   que   frente   al   derecho   de   acción   existe   el   de 

contradicción. Así, pues, al igual que el accionante exige la tutela jurisdiccional 

efectiva del Estado para que se protejan sus intereses, de igual modo el destinatario 

de la acción puede procurar la defensa de los suyos. Ello lo hace ejercita ndo su 

derecho de contradicción a traves de la contestacion de la demanda. 

 
 

El art. 19° de la Nueva  Ley Procesal del trabajo, contiene los requisitos de la 

contestación de la demanda la cual debe ser presentada por escrito y debe contener 

los requisitos y anexos establecidos en la norma procesal civil. 

 
 
 
 

2.2.1.9.3.        La demanda, la contestación de la demanda en el proceso judicial 

en estudio 

2.2.1.9.3.1.     Presentación de la Demanda 
 

  En el expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, el cual es fuente de la 

presente investigacion, se tiene como petitorio el reconocimiento del vinculo 

laboral y pago de beneficios sociales, ya que el trabajador no contaba con 

contrato de trabajo, por lo que solo recibía sus remuneraciones mediante 

recibos por honorarios.



55 
 

 

  En los fundamentos de hecho, la demandante ha señalado que ejecuto labores 

de manera ininterrumpida, con un horario de trabajo superior a ocho horas 

diarias, bajo direccion, control y sancion, desempeñando el cargo de Asesora 

de Ventas prestando sus servicios personales para la demandada desde el 01 

de  Abril  del  2005  hasta  el  20  de  Mayo  del  2010  percibiendo  una 

remuneración variable siendo la ultima  S/.1724.83 soles mensuales. 

 
 

  Dado la subordinado de la relacion laboral durante el periodo de más de 5 

años, en tal virtud corresponde percibir a favor de la demandante desde la 

fecha de inicio de labores, todo el beneficio económico otorgado a los 

trabajadores sujetos al régimen laboral de la actividad privada de acuerdo lo 

dispone el Art. 1ro de la Ley 27735. 

 
 

  Se  ofrecieron  como  medios  probatorios  en  la  demanda,  49  recibos  por 

honorarios, tres (03) reportes de comisión de promotores, tarjetas de 

presentación de Plan Familiar de Salud otorgados por la demandada donde se 

consigna el nombre del demandante como Promotor de Ventas. 

 
 

  El  Décimo  Quinto  Juzgado  Especializado  de  Trabajo  Permanente  del 

Distrito Judicial de Lima, declaro admitida la demanda con resolución N° 02, 

el 21 de octubre de 2013. (Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15). 

 
 

 
2.2.1.9.3.2.     Contestación de demanda 

 

El  abogado  a  cargo  de  la  defensa  jurídica  del  demandado  B  presento  la 

contestación de la demanda bajo los siguientes argumentos: 

 
 

  Que la demandante presto servicios para la demandada desde el 01 de Abril 

de 2005 al 20 de Mayo de 2010 como asesora de ventas, prestacion que 

efectuo con total autonomia como toda locadora de servicios.
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  Que la demandante presto sus servicios como asesora externa, que contaba 

con su propia cartera de clientes, que no tenia horario fijo, que solo percibia 

comisiones, que por parte de la demandada no existia poder de direccion, 

control,  ni  sancion,  toda  vez  que  la  relacion  entre  ambos  era  la  de  una 

locación de servicio de acuerdo a la legislación civil, art. 1764° del C.C. 

 
 

  Que  la  actora  pretende  que  se  reconozca  una  relación  laboral  a  tiempo 

indeterminado desde el 01 de Abril de 2005 al 20 de Mayo de 2010, en el 

régimen de la actividad privada regulada en el D.S. N°003-97-TR realizando 

labores de asesora externa. 

 
 

2.2.1.10.         La Prueba 
 

2.2.1.10.1.      Definición 
 

En concepto de Rioja, (2017) es el conjunto de razones que conducen al 

magistrado a adquirir conviccion sobre los hechos propuestos por las partes en los 

actos postulatorios. 

 
 

En concepto de CAROCCA la prueba “(…) es un componente fundamental 

del  proceso,  justificandose  su  existencia  precisamente  por  la  necesidad  de  dar 

sustento a la actividad probatoria (…)” (2005, pág. 231); agregando, el citado autor, 

que “(…) probar significa básicamente convencer sobre la certeza de una afirmación 

y como tal tiene lugar en muchos ámbitos de la actividad humana (…)” (2005, pág. 

231). 
 

 
 

En sentido jurídico: 
 

 
 

Según Osorio, (2003). La prueba es aquel conjunto de diligencias que dentro 

de un proceso judicial, sea cualquiera su índole, se llevan a cabo con la finalidad  de 

demostrar la verdad o la falsedad de los hechos aducidos por cada una de las partes, 

en defensa de sus respectivas pretensiones en un litigio.
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Devis Echeandía, (2000). Define a la prueba en sentido juridico como el 

conjunto de motivos o razones, que de los medios incorporados se deducen y que nos 

suministran el conocimiento de los hechos, para los fines del proceso. 

 
 

El conjunto de las normas jurídicas que regulan el proceso de fijación de los 

hechos controvertidos, constituye, pues, la institución jurídica de la prueba. 

(CARNELUTTI, 2000). 

 
 

La jurisprudencia ha determinado: En sentido lógico, que probar es demostrar 

la veracidad de una proposición, pero en su acción comun, manifiesta una operación 

mental de composición (Expediente N° 986-95-Lima). 

 
 

En la jurisprudencia del Tribunal Constitucional se encuentra lo siguiente: 
 

 
 

“(…) la prueba capaz de producir un conocimiento cierto o probable en la 

conciencia del juez debe reunir las siguientes características: (1) Veracidad objetiva, 

según la cual la prueba exhibida en el proceso debe dar un reflejo exacto de lo 

acontecido en la realidad; asimismo, prima facie, es requisito que la trayectoria de la 

prueba sea susceptible de ser controlada por las partes que intervienen en el proceso, 

lo que no supone desconocer que es al juez, finalmente, a quien le corresponde 

decidir razonablemente la admisión, exclusión o  limitación   de los   medios   de 

prueba.  De  esta  manera,  se puede  adquirir certeza de la idoneidad del elemento 

probatorio,  pues  éste  se  ajustará  a  la  verdad  de  lo  ocurrido  y  no  habrá  sido 

susceptible de manipulación; (2) Constitucionalidad de la actividad probatoria, la 

cual implica la proscripción de actos que violen el contenido esencial de los derechos 

fundamentales o transgresiones al orden jurídico en la obtención, recepción y 

valoración de la prueba; (3) Utilidad de la prueba, característica que vincula 

directamente  a  la  prueba  con  el  hecho  presuntamente  delictivo  que  se  habría 

cometido, pues con esta característica se verificará la utilidad de la prueba siempre y 

cuando ésta produzca certeza judicial para la resolución o aportación a la resolución 

del caso concreto; (4) Pertinencia de la prueba, toda vez que la prueba se reputará
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pertinente si guarda una relación directa con el objeto del procedimiento, de tal 

manera que si no guardase relación directa con el presunto hecho delictivo no podría 

ser considerada una prueba adecuada (Tribunal Constitucional proceso sobre hábeas 

corpus interpuesto por Salas Guevara Schultz, en el expediente N° 1014-2007- 

PHC/TC – el décimo segundo fundamento de la sentencia).” 

 
 

En dicho sentido cabe destacar que la Nueva Ley Procesal del Trabajo 

establece que excepcionalmente, el juez puede ordenar la práctica de alguna prueba 

adicional, en cuyo caso dispone lo conveniente para su realización, procediendo a 

suspender la audiencia en la que se actúan las pruebas por un lapso adecuado no 

mayor a treinta (30) días hábiles, y a citar, en el mismo acto, fecha y hora para su 

continuación. Esta decisión es inimpugnable. 

 
 

 
2.2.1.10.2.      Diferencia entre prueba y medio probatorio. 

 

En concepto de Rioja, (2017). Los medios probatorios constituyen los 

instrumentos del que hacen uso las partes o dispone el magistrado y que serviran de 

motivacion para la decisión del juez. 

 
 

Los medios probatorios, representan los instrumentos que utilizan las partes, 

o que el magistrado ordena, de los que se derivan o generan tales razones. Cabe 

destacar, que puede darse el caso de un medio probatorio, que no represente para el 

Juez prueba alguna al no poder obtener de ella ninguna razón que produzca que le 

genere conviccion de los hechos. 

 
 

En el ámbito normativo: 
 

En  relación  a  los medios de  prueba  o  medios probatorios,  la  legislación 

procesal civil no lo define, sin embargo, el Articulo.  188° del Código Procesal Civil 

que  establece:  Los  medios  probatorios tienen  por  finalidad  acreditar  los  hechos 

expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos 

controvertidos y fundamentar sus decisiones (Cajas, 2011).
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El articulo 21 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo nos dice: 
 

 
 

“Los medios probatorios deben ser ofrecidos por las partes únicamente en 

la   demanda  y  en   la   contestación.   Extraordinariamente,   pueden   ser 

ofrecidos hasta el momento previo a la actuación probatoria, siempre y 

cuando estén referidos a hechos nuevos o hubiesen sido conocidos u 

obtenidos con posterioridad.” 

 
 

Comparando ambos conceptos podemos afirmar que un medio probatorio, se 

convertirá en prueba, si tiene la capacidad de causar certeza y generar convicción en 

el juzgador, por tanto, los medios de prueba son, pues, los elementos materiales de la 

prueba. 

 
 

 
2.2.1.10.3.      Concepto de prueba para el Juez. 

 

Para el Juez, la prueba es la verificacion de la verdad de los hechos que son 

materia de controversia, expuestos durante el proceso, y que servira para determinar 

los fundamentos con los cuales motivara su decisión en la sentencia. 

 
 

La finalidad de la prueba, en el escenario jurídico, es persuadir al juzgador 

sobre la presencia o veracidad del hecho que constituye el objeto de derecho en el 

litigio. Por su lado al Juez le interesa en cuanto resultado, porque en cuanto a proceso 

probatorio debe limitarse a lo establecido en la normativa; a las partes les interesa en 

funcion a sus intereses y a la necesidad de probar. 

 
 

 
2.2.1.10.4.      El objeto de la prueba. 

 

Para Castillo (2010), en su articulo “el objeto de la prueba” lo define como 

todo aquello que puede ser probado, es decir sobre el cual puede o debe recaer la 

prueba, esto lo constituye en general los hechos es decir todo aquello que puede ser 

percibido por lo sentidos. Se dice también que por objeto de prueba debe entenderse
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la materialidad o tema sobre el que recae la actividad probatoria. 
 

En dicho orden de ideas el objeto de la prueba es todo aquello susceptible de ser 

probado, ante los órganos jurisdiccionales a efectos de cumplir con los fines del 

proceso. 

 
 

 
2.2.1.10.5.      El principio de la carga de la prueba. 

 

El diccionario de la Real Academia Española (2013) ilustra que carga, en 

sentido jurídico, “… es la necesidad de realizar determinados actos para evitar que se 

produzcan perjuicios para la parte. Es la que incumbe a una parte en un proceso para 

poder dar por probados los hechos que alega….” 

 
 

Priori & Pérez-Prieto de las Casas (2012) citando a Hernando Devis 

Echeandia, señala que la carga de la prueba se le define como una noción procesal 

que contiene una regla de juicio, por medio de la cual se le indica al juez, cómo debe 

fallar cuando no encuentre en el proceso pruebas que le den conviccion sobre los 

hechos que deben fundamentar su decisión, e indirectamente establece a cuál de las 

partes   le   interesa   la   prueba   de   tales   hechos,   para   evitarse   consecuencias 

desfavorables. 

 
 

La carga de la prueba es una noción procesal que consiste en una regla de 

juicio, que les invita a las partes la autorresponsabilidad que tienen para que los 

hechos que sirven de sustento a las normas jurídicas cuya aplicación reclaman 

aparezcan demostrados y que además, le indica al juez cómo debe fallar cuando no 

aparezcan probados tales hechos. (Parra Quijano, 2007). 

 
 

En el marco normativo, el Art. 196 del Código Procesal Civil,  establece: 

“Salvo disposición legal diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma 

hechos que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos 

hechos.” (Cajas, 2011).
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La Nueva Ley Procesal del Trabajo establece en su Articulo 23.1° que:“La 

carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, 

o a quien los contradice alegando nuevos hechos, sujetos a las siguientes reglas 

especiales de distribución de la carga probatoria, sin perjuicio de que por ley se 

dispongan otras adicionales.” 

 
 

En la jurisprudencia: 
 

 
 

En el expediente N° 1555-95- Lima, VSCS, Alberto Hinostroza M. 

Jurisprudencia Civil. T. II. p. 112, se precisa. “El Código Adjetivo preceptúa que la 

carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión o 

a quien los contradice alegando nuevos hechos (...) en la resolución solo serán 

expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustenten su decisión” 

(Cajas, 2011). 

 
 

 
2.2.1.10.6.      Valoración y apreciación de la prueba 

 

Carrión,  (2000)  refiere  que:  Es  el  momento  en  que  el  Juez  esta  en  la 

capacidad de poder calificar con mayor certeza si tal o cual medio probatorio actuado 

tiene eficacia para generarle conviccion sobre los hechos vertidos y si ha sido 

pertinente o no su actuación en el proceso. Podemos sustentar validamente, que la 

apreciación y valoración de los medios probatorios constituye la fase culminante de 

la actividad probatoria. 

 
 

En la regulacion, esta contemplado en el Art. 197 de nuestro Código Procesal 

Civil, el cual señala: “Todos los medios probatorios son valorados por el Juez en 

forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución 

sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustentan su 

decisión.”
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2.2.1.10.7.      Sistemas de valoración de la prueba 
 

2.2.1.10.7.1.   El sistema de la tarifa legal 
 

Carrión, (2000). Sostiene, que la ley le atribuye un valor determinado a cada 

medio probatorio y el Juez no tiene otra alternativa mas que aceptarlo. Siendo asi, el 

juzgador se encuentra limitado de poder formar su propio criterio personal sobre los 

medios de prueba y, en consecuencia, sobre los hechos acreditados, encontrándose 

eventualmente condicionado aceptar valoraciones en contra de su propio 

convencimiento razonado. Por lo tanto, la actividad del Juez se hace mecánica. 

 
 

 
2.2.1.10.7.2.   Sistema de libre convencimiento o íntima convicción 

 

En  este sistema,  la  ley no  establece  regla  alguna  pre  establecida para la 

apreciación de las pruebas. En ese sentido, el juez es libre de convencerse según su 

parecer sobre la existencia o inexistencia de los hechos señalados por las partes. 

(Liñán, 2017). 

 
 
 
 

2.2.1.10.7.3.   Sistema de la sana crítica 
 

Este sistema tiene sus bases en la prueba racional, en las reglas de la 

experiencia y las reglas de lógica, puesto que la libertad del juzgador no se ciñe 

únicamente a la íntima convicción, sino que el juez se ve obligado 

constitucionalmente a fundamentar sus criterios de decisión sobre la veracidad de 

cada hecho señalado por las partes. (Liñán, 2017). 

 
 
 
 

2.2.1.10.8.      Operaciones mentales en la valoración de la prueba 
 

Obando, (2013). Afirma que la valoración es una operación mental que esta 

sujeta a los principios lógicos que rigen el razonamiento correcto: 1) principio de 

identidad,  2) principio de contradicción, 3) principio de razón suficiente, 4) principio 

de tercero excluido y que los pilares de dicho razonamiento correcto se explican a 

través de dos principios: de veracidad y racionalidad. Además, la motivación de una



63 
 

 

resolución judicial supone una justificación racional, no arbitraria, de la misma, 

mediante un razonamiento no abstracto sino concreto. Esa justificación de la 

resolución deberá incluir: a. el juicio lógico que ha llevado a seleccionar unos hechos 

y una norma; b. la aplicación razonada de la norma, y, c. La respuesta a las 

pretensiones de las partes y sus alegaciones relevantes para la decisión. 

 

 
 

2.2.1.10.9.      Los medios probatorios actuados en el proceso judicial en estudio 
 

2.2.1.10.9.1.   La tacha 
 

De acuerdo al diccionario Jurídico Ibiza, (2016). La define como alegaciones 

que se hacen por alguna de las partes en litigio, buscando que desvirtuar la fuerza 

probatoria de lo declarado por algún o algunos testigos o del dictamen emitido por 

algún perito por considerar que puede ser parcial en sus declaraciones. Con las tachas 

no se demuestra directamente la falta de veracidad del testigo o la incorrección del 

dictamen. 

 
 

La tacha es un instrumento valido de naturaleza procesal, que tiene como 

finalidad, objetar la actuación de algún medio probatorio al tener deficiencias en el 

fondo o en la forma. (Alarcon, 2016). 

 
 

En concepto de Rioja, (2009). La tacha es el instrumento procesal por el cual 

se cuestiona a los testigos, documentos y pruebas atípicas. Dicha cuestión probatoria 

tiene  por  finalidad  quitarle  validez  a  las  declaraciones  testimoniales,  o  restarle 

eficacia probatoria a los documentos y/o pruebas atípicas. 

 
 
 
 

2.2.1.10.9.2.   La Tacha presentada en el proceso judicial en estudio 
 

En el Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15; la parte demandada 

presento Tacha contra el medio probatorio ofrecido por la parte demandante: 

 
 

“TACHA: La demandada tacha las tarjetas ofrecidas en el numeral 6 

señala que no es su política de la entidad porque no emitían tarjetas. Las



64 
 

 

tarjetas son falsas y que todo el mundo sabe los números de la CP.” 
 

 
 
 
 

2.2.1.10.9.3.   Los Documentos 
 

En palabras de Ledesma, (2016). el documento puede ser definido como un 

objeto material, susceptible de representar por sí mismo y para el futuro, un hecho o 

una serie de hechos percibidos en el momento para su elaboración, con prescindencia 

de la forma en que esa representación se exterioriza. El artículo 233° de nuestro 

Código Procesal Civil señala que un “documento es todo escrito u objeto que sirve 

para acreditar un hecho.” 

 
 

La Nueva Ley Procesal del Trabajo en su Artículo N° 21 establece: “Las 

partes concurren a la audiencia en la que se actúan las pruebas con todos sus testigos, 

peritos y documentos que, en dicho momento, corresponda ofrecer, exhibir o se 

pretenda hacer valer con relación a las cuestiones probatorias.” 

 
 

En el ámbito laboral el Decreto Supremo No. 001-98-TR establece que los 

empleadores están obligados a conservar las planillas, boletas de pago y constancias 

correspondientes hasta 5 años después de efectuado el pago, a excepción de las 

planillas de remuneraciones que deberán ser remitidas a la Oficina de Normalización 

Previsional (ONP). 

 
 

De conformidad con lo previsto en el Art. 235 y 236 del C.P.C se distinguen 

dos tipos de documentos: público y privado. 

 
 

Son públicos: 
 

   El otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones; 
 

  La  escritura  pública  y  demás  documentos  otorgados  ante  o  por  notario 

público, según la ley de la materia. 

   Todo aquel que las leyes especiales le otorguen dicha condicion. 
 

La copia del documento público tiene el mismo valor que el original, si está
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certificada por Auxiliar jurisdiccional respectivo, notario público o fedatario, 

segúncorresponda. 

 
 

Son privados: 
 

  Son  privados:  Aquellos  que,  no  tienen  las características  del  documento 

público. 

 
 
 
 

2.2.1.10.9.4.   Los Documentos presentados en el proceso judicial en estudio 
 

Los documentos actuados en el proceso son los siguientes: 
 

  Escritura pública de otorgamiento de poder, otorgada por la demandada a su 

representante para apersonarse al proceso. 

    Recibos por Honorarios 
 

    Reportes de Comisión de Promotores 
 

     Folleto de Plan Oncológico de la Clínica San Pablo 
 

    Solicitudes para evaluación de la Clínica San Pablo 
 

    Solicitudes de Afiliación de Plan Familiar de Salud San Pablo 
 

    Tarjetas de Plan Familiar de Salud de la Clínica San Pablo 
 

    Movimiento y Saldo al Día de la fecha del Banco Continental 
 

     Certificados de Retención del Ejercicio Gravable 2005, 2006, 2007, 2008, 
 

2009 y 2010. 
 

     Carta Notarial de fecha 05 de Junio del 2013 
 

     Hoja de consulta de la SUNAT de la “Clínica San Pablo SAC 
 

     Registro anualizado de Recibos por honorarios 
 

 
 
 
 

2.2.1.10.9.5.   El Certificado de Trabajo 
 

Robles, (2020). Lo define, como un documento que prueba la relación laboral 

que  existio entre un trabajador y su empleador. De acuerdo a Ley debe ser entregado 

dentro de las 48 horas de haber finalizado el vinculo laboral entre ambas partes,
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siendo de carácter obligatorio. 
 

 
 

El certificado de trabajo, esta regulado en la Tercera Disposición 

Complementaria del Decreto Supremo N° 001-96-TR, Reglamento de la  Ley de 

Fomento al Empleo y posee las siguientes caracteristicas:”Debe estar suscrito por el 

gerente general de la empresa, deberá contener   la   fecha de inicio y el fin del 
 

contrato laboral, la Identidad (RUC) y dirección de la empresa, el Puesto del trabajo 

desempeñado y de manera opcional y a solicitud del trabajador podrá describirse su 

conducta y/o rendimiento.” 

 

 

La parte demandante en el expediente judicial en estudio, solicito dentro de su 

demanda que la demandada le emita el respectivo Certificado de Trabajo, como 

consecuencia del reconocimiento del vinculo laboral que existio entre ambas partes. 

 
 

2.2.1.11.         Las Resoluciones Judiciales 
 

2.2.1.11.1.      Concepto 
 

Son  efectuadas por  un  órgano  juzgador,  y representan  un  hecho  jurídico 

voluntario, con eficacia para el mismo, con y sin contenido decisorio,   el cual es 

practicado dentro del proceso. (Cavani, 2017). 

 
 

El artículo 119° y 122° del Código Procesal Civil, establece sus formalidades, 

las mismas que se encuentran reguladas en las normas previstas, en las cuales se 

indica que debe contener como requisitos indispensables: lugar, fecha, suscripción 

entre otras particularidades,  que son de observacia obligatoria  para poder   tener 

validez y efectos dentro del proceso. 

 
 

La Nueva Ley Procesal del Trabajo establece: que las notificaciones de las 

resoluciones que se dicten en el proceso se efectúan mediante sistemas de 

comunicación electrónicos u otro medio idóneo que permita confirmar 

fehacientemente  su  recepción,  salvo  cuando  se  trate  de  las  resoluciones  que 

contengan el traslado de la demanda, la admisión de un tercero con interés, una
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medida cautelar, la sentencia en los procesos diferentes al ordinario, abreviado y de 

impugnación de laudos arbitrales económicos. Las resoluciones mencionadas se 

notifican mediante cédula. 

 
 

 
2.2.1.11.2.      Clases de Resoluciones Judiciales 

 

 
Teniendo como fuente principal lo señalado en el Artículo 121° de nuestro 

 

Código Procesal Civil (2020) existen tres tipos de resoluciones las cuales son: 
 

 
 

  Los DECRETOS: Que son aquellos que impulsan el desarrollo del proceso, 

disponiendo actos procesales de simple trámite. 

 
 

  Los AUTOS: Mediante los cuales el Juez resuelve la admisibilidad o el 

rechazo de la demanda o de la reconvención, el saneamiento, interrupción, 

conclusión y las formas de conclusión especial del proceso; el concesorio o 

denegatorio de los medios impugnatorios, la admisión, improcedencia o 

modificación de medidas cautelares y las demás decisiones que requieran 

motivación para su pronunciamiento. 

 
 

  La SENTENCIA: Con la cual el Juez pone fin a la instancia o al proceso, en 

definitiva, pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la 

cuestión  controvertida  declarando  el  derecho  de  las  partes,  o 

excepcionalmente sobre la validez de la relación procesal. 

 
 

2.2.1.12.         La Sentencia 
 

2.2.1.12.1.      Conceptos 
 

Para la Real Academia de la Lengua Española (2001) el vocablo sentencia, se 

deriva del término latín sententia, que significa declaración del juicio y resolución 

del juez.
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La sentencia representa una operación mental de análisis y crítica, donde el 

juez, luego de tomar en consideración la tesis del demandante y la antítesis del 

demandado, dará una solución al conflicto de intereses con relevancia jurídica 

planteado, mediante su decisión o síntesis. (Rioja, 2017). 

 
 

De acuerdo a, León (2008), autor del Manual de Redacción de Resoluciones 

Judiciales publicado por la AMAG, la sentencia es: una resolución jurídica,  que 

puede   ser de carácter administrativa o judicial, que pone fin a un conflicto  de 

intereses, mediante una decisión fundamentada en el ordenamiento legal vigente 

(p.15). 

 
 

Cajas, (2011). Señala que el articulo 121 de nuestro Código Procesal Civil, 

(CPC)  en  su  parte  infine,  establece  que  la  sentencia, es una  resolución  judicial 

expedida por un Juez, mediante el cual se pone fin a la instancia o al proceso de 

manera  definitiva,  dando  un  pronunciamineto  en  decisión  expresa,  precisa  y 

motivada sobre la materia en controversia, declarando el derecho de las partes, o 

excepcionalmente sobre la validez de la relación procesal. 

 
 

 
2.2.1.12.2.      Regulación de las sentencias en la norma procesal laboral 

 

La Sentencia se encuentra regulada en el artículo 31 de la Nueva Ley Procesal 

del Trabajo Ley 29497 es importante precisar que en este artículo se establece que el 

juez para motivar su decisión recoge los fundamentos de hecho y derechos esenciales 

que  le  permitan  expedir  una  sentencia  justa,  la  cual  debe  estar  debidamente 

motivada. (Anónimo, s.f.). 

 
 

 
2.2.1.12.3.      La sentencia: estructura y contenido. 

 

Se constituye así, un acto jurídico procesal en el que deben cumplirse 

determinadas formalidades. El Código Procesal Civil en su artículo 122 inciso 7 

señala: “(…) la sentencia exigirá en su redacción la separación de sus partes 

expositiva, considerativa y resolutiva (…)”.(Rioja, 2017).
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2.2.1.12.3.1.   Parte expositiva. 
 

Constituye el preámbulo o tambien considerada como la parte preliminar de 

la misma, su finalidad es establecer la individualización de los sujetos del proceso, el 

resumen de las pretensiones del demandante y del demandado, el objeto sobre el cual 

debe recaer el pronunciamiento, así como las principales incidencias del proceso, el 

acto  de  la  conciliación  la  fijación  de  puntos  controvertidos,  el  saneamiento 

probatorio y la audiencia de pruebas en un breve resumen, deberan considerarse si 

ella se hubiere llevado a cabo. (Rioja, 2017). 

 
 

 
2.2.1.12.3.2.   Parte considerativa. 

 

Contiene la motivación de la Sentencia, la cual está compuesta por la 

invocación  de  los  fundamentos de  hecho  y  derecho,  que  el  juez  adopta  y  que 

constituyen el sustento de su decisión, como la evaluación de los hechos alegados y 

probados por el demandante y el demandado. (Rioja, 2017). 

. 
 

 
 

2.2.1.12.3.3.   Parte resolutiva. 
 

Es la parte final de la Sentencia, donde se dicta el fallo, de ser el caso se 

dispone el pago de la pretension economica y el pago de las costas y costos. (Rioja, 

2017). 
 

 
 

Esta última parte, el Juez, manifiesta su decisión final respecto de las 

pretensiones de las partes. Tiene por finalidad, cumplir con el mandato del 3° párrafo 

del artículo 122 del CPC. 

 
2.2.1.12.4.      La motivación de la sentencia 

 

En palabras de Rioja, (2017). Una motivación adecuada y suficiente 

comprende tanto la motivación de hecho o in factum (en el que se establecen los 

hechos probados y los no probados mediante la valorización conjunta y razonada de
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las pruebas incorporadas al proceso), y la motivación de derecho o in jure (en el 

que se selecciona la norma jurídica correspondiente o pertinente) y se efectúa una 

adecuada interpretación de la misma. En sintesis, la motivación conlleva la 

justificación lógica, razonada y conforme a las normas constitucionales y legales, 

debiendo asimismo encontrarse con arreglo a los hechos y al petitorio formulado por 

las partes en los actos postulatorios. 

 
 

 
2.2.1.12.5.      Distintas formas de motivar una decisión judicial 

 

Espinoza, (2010) define dos formas básicas de motivar una decisión judicial: 

el primero, se asienta en la actividad del juez de primer grado, que limita su 

intervención al tratamiento pormenorizado de las cuestiones sometidas al litigio, y a 

que exista congruencia entre las pretensiones y la decisión. Un segundo caso se da 

cuando,  formulado el fallo,  el  problema  de la motivación  se controla  desde  los 

recursos, pudiendo señalarse deficiencias por limitación o por ausencia; en otros 

términos, fundamentos incompletos o insuficientes. 

 
 

2.2.1.12.6.      Principios relevantes en el contenido de una sentencia 
 

Los principios son: 1) congruencia, 2) motivación: 
 

 
 

2.2.1.12.6.1.   El principio de congruencia procesal 
 

Hurtado, (2015) afirma que la motivación no se agota con la sola 

fundamentación fáctica y jurídica, sino que se requiere además que la argumentación 

que sustenta la misma debe ser congruente y lógica, la transmisión del pensamiento 

del juez al momento de resolver determinado petitorio debe cumplir con los 

parámetros ya indicados, caso contrario se puede postular la afectación al derecho 

constitucional a motivar las decisiones judiciale. 

 
 

En nuestro ordenamiento juridico peruano, especificamente en el inciso 4 del 

Articulo. 122 del Codigo Procesal Civil, se dispone que el Juez debe emitir las 

resoluciones judiciales, y en especial la sentencia, resolviendo todos los puntos que
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son materia controvertida, con expresión precisa y clara de lo que dispone o decide, 
 

 
 
 
 

2.2.1.12.6.2.   El principio de la motivación de las resoluciones judiciales 
 

Es aquel principio que engloba el razonamiento de hecho y de derecho que 

son realizados por el juez. Es así que, las decisiones judiciales deben contener las 

respuestas correctamente razonadas, motivadas y congruentes. (Monroy, 2015). 

 
 
 
 

2.2.1.13.         Los Medios Impugnatorios 
 

2.2.1.13.1.      Conceptos 
 

Podemos definir este instituto procesal como el instrumento que poseen las 

partes y los terceros debidamente legitimados para que soliciten al mismo juez, u 

otro de jerarquía superior, realice un nuevo analisis, de un acto procesal especifico, 

asi tambien, como de todo el proceso, con la finalidad de que se revoque o anule éste, 

total o parcialmente. (Monroy, 2015). 

 
 

El Artículo 355° del Código Procesal Civil lo define como:“Mediante los 

medios impugnatorios las partes o terceros legitimados solicitan que se anule o 

revoque, total o parcialmente, un acto procesal presuntamente afectado por vicio o 

error.” 

 
 

 
2.2.1.13.2.      Fundamentos de los medios impugnatorios 

 

Para Manrique, (2017). La impugnación se fundamenta en la necesidad de 

disminuir la posibilidad de injusticia, basada principalmente en el error judicial, el 

cual, si no es denunciado oportunamente, da lugar a una situación procesal irregular 

que por lo mismo, causa agravio al interesado. Debe tenerse en cuenta entonces 

desde un principio dos ideas básicas: la posibilidad siempre latente de error judicial y 

la idea de agravio.
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Hinostroza, (2002) señala lo siguiente: “La impugnación tiene por finalidad 

la revisión del acto procesal impugnado, ya sea por el órgano jurisdiccional superior 

o por el magistrado que conoce en primera instancia del proceso, a fin de que sea 

corregida la irregular situación producida por el vicio o error denunciados, ( .. .}.” 

 
 

La probabilidad de incurrir en error, o la falibilidad siempre estará presente, 

por dicha razón nuestra Constitución Política del Peru lo prevee como principio y 

derecho de la función jurisdiccional: Artículo 139 Inciso 6, el Principio de la 

Pluralidad de Instancia, con lo cual se estaría minimizando cualquier equivocacion, 

sobre todo porque el propósito es coadyuvar a la fabricacion de la paz Social 

(Chaname, 2009). 

 
 

 
2.2.1.13.3.      Clases de medios impugnatorios en el proceso laboral. 

 

En la Nueva Ley Procesal del Trabajo Art. 32° y 34° se observa que ella ha 

regulado expresamente como medios impugnatorios únicamente a la apelación y la 

casación. 

 
 

Sin embargo, como lo explica  Puente, (2016) ello no significa que otros 

medios impugnatorios establecidos en el Código Procesal Civil no puedan ser 

utilizados en el interior del nuevo proceso laboral. En dicho sentido cabe señalar que 

en la Primera Disposición Complementaria de la Nueva Ley Procesal del Trabajo se 

señala  expresamente  que,  en  todo  lo  no  previsto  por  ella,  será  de  aplicación 

supletoria el Código Procesal Civil. 

 
 

Nuñez,  (2016)  en  dicho  sentido,  señala  que  conviene  recordar  que  la 

aplicación  de  las normas civiles a  las situaciones reguladas por  el  Derecho  del 

Trabajo se lleva a cabo siguiendo ciertas reglas. Como explica el maestro Neves 

Mujica: 

 
 

"En  la  relación  de  supletoriedad  tenemos  la  norma  uno,  a  la  que  le
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corresponde regular un hecho pero no lo hace, denominada suplida, y la 

norma dos, que sí contiene regulación para el hecho, llamada supletoria. 

Comúnmente, ambas normas se conectan a través de una remisión. (...) La 

aplicación  supletoria  del  ordenamiento  civil  está  condicionada  a  que  no 

exista incompatibilidad de naturaleza entre los ordenamientos vinculados. 

Dadas las lógicas distintas - y hasta contrarias - del Derecho del Trabajo y el 

Derecho Civil, es bastante probable que tal incompatibilidad se produzca, al 

menos siempre que cada uno se desenvuelva en su situación ordinaria, es 

decir, el primero tratando a los contratantes como desiguales y el segundo 

como iguales. En ese caso, no cabe la utilización supletoria de este último. 

(...). Tampoco es admitida tal supletoriedad, cuando ambas áreas abandonen 

a la vez su situación ordinaria y adopten la extraordinaria: el Derecho del 

Trabajo los considere iguales y el Derecho Civil, desiguales. (...)  En cambio, 

sí  cabe  la  supletoriedad en  cuestión  si  las  dos  áreas  adoptan  la  misma 

perspectiva: tratan a los contratantes como iguales o como desiguales 

coincidentemente." 

 
 

En dicho orden de ideas se hace necesario citar el acuerdo adoptado por 

unanimidad en el Pleno Jurisdiccional Laboral del año 1997 el cual declaró que: la 

aplicación supletoria del Codigo Procesal Civil a los procesos regulados por la Ley 

Procesal del Trabajo, se efectúa únicamente cuando exista una remisión expresa o 

una deficiencia de esta última que tenga que ser cubierta por el primero siempre que 

se trate de una materia regulada y exista compatibilidad con la naturaleza del proceso 

laboral. 

 
 

Por  todo  lo  antes expuesto  debe  admitirse  que  el  íntegro  de  los  medios 

impugnatorios regulados por el CPC puede ser utilizado en el interior del proceso 

laboral, dividiendose estos en dos grandes categorias los recursos y los remedios:
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2.2.1.13.3.1.   Recurso de reposición 
 

Es un recurso para que el mismo órgano y por ende la misma instancia, 

reponga  su  decisión  (la  reconsidere,  la revoque)  por  contrario  imperio.  Se  trata 

entonces, de una medida no devolución, lo que constituye una excepción dentro de 

los recursos. (Nuñez, 2016). 

 
 

El articulo 362 del Codigo Procesal Civil, establece que el Recurso de 

Reposicion es procedente contra los decretos emitidos en los procesos, con el 

proposito que el juez los revoque. La reposicion es resuelta por el propio órgano 

jurisdiccional que emitió la resolución impugnada. El auto que resuelve este recurso 

es inimpugnable. 

 
 

 
2.2.1.13.3.2. El recurso de apelación 

 

El  recurso  de  apelación  es uno  de  los mecanismos de  impugnación  más 

utilizados no sólo en el plano laboral, sino a nivel del Poder Judicial. A través de este 

recurso se revisa tanto los errores in iudicando (hecho como de derecho), así como 

los errores in procedendo (formalidad de la resolución impugnada). 

 
 

El  fundamento  del  recurso  de  apelación,  se  encuentra  en el  principio  de 

pluralidad de la instancia establecido por el numeral 6 del artículo 139° de nuestra 

Constitución Nuñez (2016). 

 
 

Consiste en”la petición que se hace al superior jerárquico para que revise la 

resolución dictada por el inferior a efectos que corrija los vicios y errores que la 

misma pueda contener”. (Arevalo, 2016). 

 
 

Previsto en el artículo 32 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, la Apelación 

de la sentencia se presenta en los procesos ordinario, abreviado y de impugnación de 

laudos arbitrales económicos.
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El plazo de apelación de la sentencia es de cinco (5) días hábiles y empieza a 

correr desde el día hábil siguiente de la audiencia o de citadas las partes para su 

notificación. La pluralidad de la instancia esta garantizada por nuestra Constitucion 

Politica del Peru, en su en el artículo 139 inciso 6. (Cajas, 2011). 

 
 

Los efectos del recurso de apelación: 
 

 
 

  Apelación con efecto suspensivo.- Cotrina (s/f) afirma que en este tipo de 

apelación se impide su eficacia jurídica hasta que el recurso sea resuelto por 

el Superior jerárquico, llevando como efecto la suspensión de la ejecución de 

la resolución impugnada. El efecto suspensivo evita la ejecución o 

cumplimiento de la resolución recurrida, quedando así suspendida en  sus 

efectos mientras no quede firme. Tal efecto hace que le esté impedido al juez 

innovar la situación existente, encontrándose prohibido de forzar el 

cumplimiento de la decisión sujeta a examen del órgano jurisdiccional de 

alzada. 

 
 

  Apelación sin efecto suspensivo.- Este efecto de la apelación considera el 

mantenimiento de la eficacia de la resolución impugnada, resultando exigible 

su cumplimiento, lo cual constituiría una ejecución provisional hasta que el 

Superior resuelva la apelación, ya sea confirmando la resolución del Juez 

inferior, caso en el cual la  provisionalidad de los actos ejecutados pasarán a 

ser firmes, y si la resolución es revocada por el Superior, se anulará todo lo 

actuado hasta el estado anterior a la expedición de la resolución apelada, 

declarándose el estado que corresponda al proceso. 

Otorgada  la  apelacion  en  estos  terminos,  no  enerva  los  efectos  de  la 

resolución  impugnada  la  que  puede  ser  ejecutada  sin  inconvenientes. 

(Cotrina, s/f). 

 
 

  Apelación con efecto devolutivo.- Garrone (2005) la define, como aquella 

apelación otorgada en un determinado efecto, en donde el superior entrara a
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entender y revisar la resolución o sentencia apelada, pero sin suspender la 

ejecución de las mismas. 

 
 

 
2.2.1.13.3.3.    El recurso de casación 

 

Se encuentra establecido en nuestro Código Procesal Civil, en su artículo 
 

384°, el cual busca la exacta aplicación e interpretación del derecho objetivo y la 

unificación de la jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de la Justicia. Desde 

el punto de vista conceptual, es un medio impugnatorio mediante el cual las partes o 

terceros debidamente legitimados rquieren que se anule o revoque en su totalidad o 

de manera parcial, un acto procesal que se presume estaria afectado por vicio o error. 

 
 

Al respecto el artículo 34° de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, establece 

que el   recurso de casación se sustenta en la infracción normativa que incida 

directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada o en el 

apartamiento de los precedentes vinculantes dictados por el Tribunal Constitucional o 

la Corte Suprema de Justicia de la República. 

 
 

Para Iberico (2016) es un recurso que posibilita el control normativo respecto 

a los resuelto por las instancias de mérito (Pag. 223). 

 
 

Este recurso ocupa una posición importante en el sistema de garantías 

constitucionales: está ligado a la depuración en derecho del obrar judicial y a la 

protección del justiciable en el caso concreto (San Martín, 2015). 

 
 

 
2.2.1.13.3.4.    El recurso de Queja 

 

Según señala Nuñez (2016) el recurrente puede presentar un recurso de queja 

para cuestionar la resolución que declara inadmisible o improcedente un recurso de 

apelación o que lo concede con efecto distinto al solicitado. 

 
 

El recurso de Queja se formula cuando hay denegatoria de otros recursos, o
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cuando se concede pero no en la forma solicitada. Por ejemplo debiendo ser con 

efecto suspensivo, tan solo se concede en un solo efecto, se halla regulada en las 

normas del artículo 401 a 405 de la norma procesal citada. 

 
 

 
2.2.1.13.3.5.    El recurso de Aclaración 

 

Por medio del recurso de aclaración es posible requerir al mismo Juez que 

aclare "algún concepto oscuro o dudoso expresado en la parte decisoria de la 

resolución o que influya en ella" (CPC, art. 406°). La aclaración también puede ser 

efectuada de oficio por el órgano jurisdiccional, pero en ningún caso debe alterar el 

contenido sustancial de la decisión. La aclaración es resuelta por el propio órgano 

jurisdiccional que emitió la resolución impugnada. El auto que resuelve este recurso 

es inimpugnable. (Nuñez, 2016). 

 
 

 
2.2.1.13.3.6. El recurso de Corrección 

 

Núñez (2016) afirma que este recurso permite solicitar al Juez que: 
 

 
 

  Corrija cualquier error material que contenga la resolución emitida (por 

ejemplo, un error de suma en una liquidación de beneficios sociales); o 

  Complete   la   resolución   emitida   pronunciándose   sobre   los   puntos 

controvertidos que no hubiesen sido resueltos. 

 
 

La correccion es resuelta por el propio órgano jurisdiccional que emitió la resolución 

impugnada. El auto que resuelve este recurso es inimpugnable. 

 
 

 
2.2.1.13.3.7. Los Remedios: 

 

Nuñez, (2016) señala que, de acuerdo a las normas procesales, los remedios 

se formulan por quien se considere agraviado con el contenido de las resoluciones. 

La oposición y demás remedios solo se interponen en los casos expresamente 

previstos  en  el  Codigo  Procesal  Civil.  Estos  pueden  formularse  contra  actos
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procesales no contenidos en resoluciones. Son conocidos por la misma instancia que 

se encuentra conociendo el proceso en ese momento, no siendo necesario elevar el 

expediente al superior jerárquico. En el Perú se admiten los siguientes remedios: 

 
 

  La oposición: es a la vez un remedio y una cuestión probatoria. Permite 

cuestionar  determinados  medios  probatorios  (declaración  de  parte, 

exhibición, pericia, inspección judicial y medios probatorios atípicos), con el 

propósito de que éstos no sean incorporados al proceso. (Nuñez, 2016). 

 
 

  La tacha: es también una cuestión probatoria; su objeto es cuestionar la 

validez de determinados medios de prueba (testigos, documentos y medios 

probatorios atípicos). (Nuñez, 2016). 

 
 

  La  nulidad:  puede  solicitarse  como  remedio  contra  actos  procesales  no 

contenidos en resoluciones (por ejemplo, la nulidad de una notificación por 

encontrarse incompleto  el  documento  que  se  pretende  notificar)  o  contra 

resoluciones, siendo que en este último caso se le considerará un recurso. En 

cualquier caso, la nulidad debe apoyarse en el error en la aplicación o en la 

inaplicación de normas de índole  procesal (por ejemplo, el defecto en la 

motivación de una resolución). (Nuñez, 2016). 

 
 

 
2.2.1.13.3.8. Medio impugnatorio en el proceso judicial en estudio 

 

De acuerdo al proceso judicial materia de estudio en el expediente referido, el 

órgano jurisdiccional de primera instancia, fue el Decimo Quinto Juzgado 

Especializado de Trabajo Permanente  de Lima, quien declaró el 10 de abril del 2015 

fundada la demanda sobre reconocimiento de vinculo laboral y pago de beneficios 

sociales, para que la demandada cumpla con abonar al demandante la suma total de 

TREINTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS  TREINTA Y UNO CON 78/100 NUEVOS 

SOLES, por lo que la demandada en ejercicio de sus derechos interpone recurso de 

apelación el 17 de abril del 2015, con el fin que el superior con criterio de ley
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revoque totalmente la sentencia de primera instancia y la declare infundada. 
 

 
 

En donde a través de la Resolución N° 05 de fecha 04 de mayo del 2015 se 

resolvió Conceder con efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la 

demandada contra la sentencia, contenida en la resolución número Cuatro, de fecha 

diez de Abril del 2015. (Según Expediente Judicial N° 22752-2013-86-1801-JR-LA- 

15). 
 

 
 

2.2.2.  Desarrollo  de  instituciones  jurídicas  sustantivas  relacionadas  con  las 

sentencias en estudio. 

2.2.2.1.           Identificación de la pretensión resuelta en la sentencia 
 

Conforme a lo expuesto en la sentencia la pretensión, respecto a la cual se 

pronunciaron en ambas sentencias fue el reconocimiento de vinculo laboral y pago 

de beneficios sociales y el pago de costas y costos del proceso. 

 
 

 
2.2.2.2.           Ubicación de la desnaturalización de contrato en el derecho 

 

El concepto de”reconocimiento del vinculo laboral y el pago de beneficios 

sociales se encuentran desarrollados en la legislación laboral privada y del mismo 

modo se encuentra normado por las leyes del trabajo en favor de los trabajadores del 

Perú. 

 
 
 
 

2.2.2.3.           Ubicación del asunto judicializado en la legislación laboral 
 

El Reconocimiento de Vinculo Laboral y Pago de beneficios Sociales,   se 

encuentra regulado en el artículo 2° inciso 1, de la Nueva Ley Procesal del Trabajo.
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2.2.2.4.           Desarrollo  de  instituciones  jurídicas  previas  para  abordar  el 

asunto  judicializado:  El  Reconocimiento  de  Vínculo  Laboral  y  Pago  de 

beneficios Sociales. 

 
 
 

2.2.2.4.1.        El Derecho del trabajo 
 

2.2.2.4.1.1.     Definición 
 

En concepto del maestro Neves Mujica (2007), el Derecho del Trabajo busca 

regular la utilización del trabajo ajeno por un empresario y la obtención de ganancias 

de él, permitiéndola pero controlándola, y de encauzar los conflictos individuales y 

sociales que se originan en esa relación. 

 
 

El Derecho del Trabajo es la disciplina que se encarga de regular la relación 

laboral, es decir, la relación jurídico-económica de carácter contractual entre dos 

sujetos denominados “empleador” y “trabajador.” (Boza, 2011). 

 
 

En opinion de Arévalo, (2016) el derecho del trabajo tiene como finalidad 

acertar un equilibrio entre los intereses de los trabajadores y los empleadores, pe ro 

sin perder de vista el carácter tuitivo para los primeros. 

 
 
 
 

2.2.2.4.1.2.     Regulación 
 

El  derecho  al  trabajo,  se  encuentra  reconocido  en  nuestra  Constitución 

Política del     Perú de 1993, en el art. 2º Derechos de la Persona, numeral 15) A 

trabajar libremente, con sujeción a la ley; asimismo en los art. 22º El Trabajo, art. 23º 

Modalidad de Trabajo, art. 24º Derecho de los trabajadores. 

 
 

 
2.2.2.4.1.3.  Fuentes del derecho del trabajo 

 

  La Constitucion.- 
 

Reconoce el derecho al trabajo en sus diversas modalidades, así como los 

derechos de los trabajadores, la jornada ordinaria de trabajo y su derecho al
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descanso, la protección contra el despido arbitrario, el derecho de 

sindicalización, negociación colectiva  y huelgas y el reconocimiento a la 

participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa entre otros. 

 
 

  Los Tratados Aprobados y Ratificados. - 
 

Los tratados son normas internacionales producto del acuerdo entre dos o 

más estados, o producto de decisiones de organismos internacionales de los 

cuales  el  Perú  es  miembro  y  que  como  indica  Neves  Mujica  (2016) 

representan instrumentos internacionales sobre derechos humanos (como las 

declaraciones, pactos y convenciones de la Organización de Naciones Unidas, 

ONU, o la Organización de Estados Americanos, OEA, de nivel mundial y 

regional, respectivamente, todos los cuales comprenden numerosos derechos 

laborales, como el derecho a trabajar, a elegir el trabajo, a una remuneración 

equitativa, al descanso, a la sindicación, etc., y los convenios internacionales 

del   trabajo   (de   la   Organización   Internacional   del   Trabajo,   OIT)   que 

desarrollan dichos derechos, en especial los denominados derechos humanos 

laborales: libertad de trabajo, igualdad de trato y libertad sindical. 

 
 

 
2.2.2.4.1.4.  Principios del derecho del trabajo 

 

Paredes (2018), citando a Pla Rodriguez afirma que los principios del derecho 

del trabajo son“líneas directrices o postulados que inspiran el sentido de las normas 

laborales y configuran la regulación de las relaciones de trabajo con arreglo a 

criterios distintos de los que pueden darse en otras ramas del derecho.” 

 
 

a)        Principio protector: 
 

En palabras de Pacheco-Zerga (2015) quien afirma que si bien el principio obedece 

al deber de respeto “erga omnes” que nace de la igual dignidad humana, en este caso 

se ordena directamente a proteger los derechos de una persona que, mediante la 

celebración del contrato de trabajo, voluntariamente se pone en una posición de 

subordinación y dependencia económica, jurídica y fáctica frente a otra. El Derecho,
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ante esta realidad “genera una desigualdad de signo inverso, un derecho 

deliberadamente desigualador que atribuya privilegios al débil al tiempo de limitar 

las atribuciones del fuerte, poniendo ‟fin al absolutismo patronal”. 

 
 

La doctrina académica y jurisprudencial, tanto nacional como extranjera, reconoce 

que este principio se concreta en tres reglas: 

 
 

1)  Principio in dubio pro operario: Una manifestación del carácter protector 

del derecho del trabajo, surge en el principio de interpretación a favor del 

trabajador llamado in dubio pro operario. El principio de in dubio pro 

operario enuncia que, si una norma le permite a su intérprete varios 

sentidos, debe elegir entre ellos el que sea más favorable para el 

trabajador. (Paredes, 2018). 

 
 

2)  Principio de aplicación de la norma más favorable, cuando hay varias 

normas aplicables a la misma situación jurídica se debe aplicar la más 

favorable para el trabajador. (Pacheco-Zerga, 2015). 

 
 

3)  Principio de la condición más favorable, supone la existencia de una 

situación concreta anteriormente reconocida y determina que ella debe ser 

respetada en la medida que sea más favorable al trabajador que la nueva 

norma que ha de aplicarse Cas. 4940-2007-Tacna, 4/28/2009. 

 
 
 

 

b)        El principio de irrenunciabilidad de los derechos laborales: 
 

Consagra la imposibilidad del trabajador de renunciar a sus derechos y la 

nulidad de toda cláusula contractual que lo determine. 

 
 

En el Derecho del Trabajo se impone como regla general la irrenunciabilidad 

de los derechos laborales porque se busca proteger al trabajador, inclusive de sus 

propios  actos,  ya  que  por  la  situación  de  subordinación  es  posible  que  realice
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renuncias en su propio perjuicio, “presumiblemente forzado a ello por la situación 
 

preeminente que ocupa el empleador en la vida social”. (Montoya, 2008) . 

Existen cuatro excepciones a este principio: 

1)  Renuncia  al  empleo:    La  renuncia  al  empleo,  por  escrito  y  mediante 

telegrama  colacionado,  en  virtud  de  la  cual  el  trabajador  ha  tomado  la 

decisión unilateral de extinguir el vínculo con su empleador, debe ser un acto 

expreso y formal. Es el modo elegido por el legislador para evitar que el 

trabajador, sorprendido en su buena fe o por inexperiencia o impericia, pueda 

caer en alguna forma tácita que no revele su íntima convicción de extinguir el 

contrato. 

 
 

2)  Conciliación:  Es una forma de dar fin a un conflicto entre las partes, donde 

se pacta una solución que, normalmente, implica concesiones recíprocas y el 

pago de indemnizaciones o compensaciones inferiores a las que se reclaman 

conforme a la estricta aplicación de las normas vigentes. 

 
 

3)  Prescripción:  Como se recordará, la prescripción es una manera de adquirir 

o  extinguir  acciones,  por  el  transcurso  del  tiempo  y  la  inactividad  del 

acreedor. Se discutió en la doctrina si el derecho del trabajo debe admitir o no 

la prescripción de la acción de los eventuales derechos irrenunciables que 

tiene el trabajador en general. 

 
 

4)  Caducidad:   La caducidad es un mecanismo mediante el cual se pierde un 

derecho por el transcurso de los plazos legalmente determinados. 

 
 

c)  El principio de continuidad de la relación laboral: 
 

En  definitiva,  si  no  existe  una  manifestación  clara  y expresa  en  el  sentido  de 

interrumpir la relación laboral debe estarse siempre a favor de la existencia del 

contrato y no de su extinción. El artículo 23.2 de la Nueva Ley Procesal del Trabajo
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establece  que  “acreditada  la  prestación  personal  de  servicios,  se  presume  la 
 

existencia de vínculo laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en contrario.” 
 

La preferencia por la contratación a tiempo indefinida y la excepcionalidad de la 

temporal se deduce del art. 4° de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral: 

En toda prestación personal de servicios remunerados y subordinados, se presume la 

existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado. 

 
 

d)  Primacía de la realidad: 
 

De acuerdo a lo expuesto por el profesor Américo Plá Rodríguez (1978)  el derecho 

laboral   debe considerar que: “en caso de discordancia entre lo que ocurre en la 

práctica y lo que surge de los documentos o acuerdos suscritos entre las partes, debe 

otorgarse preferencia a lo primero, es decir, a lo que sucede en el terreno de los 

hechos”. 

 
 

En ese mismo orden de ideas, el profesor Javier Neves afirma que: “Ante cualquier 

situación en que se produzca una discordancia entre lo que los sujetos dicen que 

ocurre y lo que efectivamente sucede, el derecho prefiere esto sobre aquello.” Un 

clásico aforismo del Derecho Civil dice que las cosas son lo que su naturaleza y no 

su denominación determinan. Sobre esta base, el Derecho del Trabajo ha formulado 

el llamado principio de primacía de la realidad. 

 
 

e)  Gratuidad de los procedimientos judiciales y administrativos: 
 

Nuestro CPC establece en su Titulo Preliminar artículo VIII. Principio de Gratuidad 

en el acceso a la justicia: “El acceso al servicio de justicia es gratuito, sin perjuicio 

del pago de costos, costas y  multas establecido en este Código y disposiciones 

administrativas del Poder Judicial.” 

 
 

Este principio está ligado a la idea del libre acceso de los justiciables al órgano 

jurisdiccional, sin embargo, la diferencia de condiciones economicas de las personas, 

representan  una  de  las  principales  barreras  para  un  acercamiento  efectivo  a  la 

justicia. (Castillo & Sánchez, 2007).
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f)   Principio de la buena fe: 
 

Es el principio por el cual se debe esperar de cada una de las partes que actúen como 

un buen trabajador y un buen empleador, obviando cual acto de mala fe tanto al 

momento de la celebración del contrato, como en la ejecución y en la extinción de 

este. 

 
g)  Justicia social: 

 

Es el principio según el cual se debe dar a cada uno lo suyo, lo que realmente le 

corresponda, de manera tal que el conflicto de intereses se resuelto de manera justa, 

en función de procurar con ello el bien común y el bienestar general de la sociedad. 

 
 

h) Equidad: 
 

El aforismo, Iura Novit Curia está regulado en nuestro ordenamiento jurídico, para 

el proceso civil, en dos normas que se complementan. De un lado, el artículo VII del 

Título Preliminar del Código Civil señala que: “Los jueces tienen la obligación de 

aplicar la norma jurídica pertinente, aunque no haya sido invocada en la demanda”. 

Por otro lado, el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Civil señala 

que: “El Juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya 

sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no puede ir 

más allá del petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido 

alegados por las partes”. (Murillo, 2014). 

 
 

Al respecto Aguila,  (2010) sostiene: 
 

 
 

La esencia de este aforismo contiene el principio por el cual el juez tiene el 

deber de conocer el derecho y de aplicar la norma jurídica que corresponde a la 

situación concreta, aun cuando las partes la hayan invocado erróneamente o no la 

hayan invocado. El fundamento del aforismo es una presunción iuris et de iure, es 

decir, que el Juez tiene mejor conocimiento del derecho que las partes. También 

implica  tácitamente  la  libertad  del  Juez  para  encuadrar  los  hechos  alegados  y
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probados por las partes dentro de la normatividad que le sea aplicable. El límite de 

este principio se encuentra en el hecho de que el Juez no puede resolver ultra petita, 

más allá del petitorio, ni extra petita; es decir, no puede fundar su decisión en hechos 

distintos o en aquéllos que no hayan sido alegados por las partes en el proceso. (p. 

33). 
 

 
 

2.2.2.4.2.     El Contrato de Trabajo y Relación Laboral. 
 

2.2.2.4.2.1.  Concepto 
 

Tanto en el Código Civil, como en la Ley Nº 26636, LEY PROCESAL DEL 

TRABAJO, y en La LEY 29497 que es la NUEVA LEY PROCESAL DEL 

TRABAJO, no se visualizan conceptos normativos de Contrato de Trabajo. 

 
 

Sin embargo en el Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo   Nº 728, 

Ley de Productividad y Competitividad Laboral dado por DECRETO SUPREMO Nº 

003-97-TR  presenta  implícitamente  un  concepto  normativo  de  de  Contrato  de 

Trabajo al decir en su Artículo 4.- “En toda prestación personal de servicios 

remunerados y subordinados, se presume la existencia de un contrato de trabajo a 

plazo indeterminado.” 

 
 

En la doctrina se hace necesario citar algunos autores al respecto: 
 

 
 

  Sanguineti (1999), define al contrato de trabajo como un convenio mediante 

el cual una persona física (el trabajador) se obliga a poner a disposición y 

consecuentemente subordinar  su  propia y personal  energía  de  trabajo  (su 

actividad) a la voluntad y fines de otra, física o jurídica (el empleador) a 

cambio de una remuneración. 

 
 

  Alonso Olea dice que: “… es el que liga al trabajador que voluntariamente 

presta sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de 

organización y dirección de otra persona física o jurídica denominada 

empleador o empresario”. (Olea, 2001).
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  Una relación laboral es un vínculo entre un trabajador y una empresa; dicho 

vínculo se establece mediante un contrato en el cual se indican las 

características del acuerdo entre ambas partes: salario, horario, duración, 

labores así como otras circunstancias. (Gutiérrez, 2015). 

 
 

 
2.2.2.4.2.2.  Elementos del contrato de trabajo 

 

Pacheco-Zerga (2012), define los siguientes elementos: 
 
 

 
    La prestación personal de un servicio: 

 

La regulación establece que: Los servicios para ser de naturaleza laboral, deben 

ser prestados en forma personal y directa sólo por el trabajador como persona 

natural. (Art. 5º del D.S. 003-97-TR). 

 
 

En esa misma línea Pacheco-Zerga (2012), afirma que quien presta los servicios 

necesariamente tiene que ser una persona natural y la denomina “trabajador”, 

asimismo,  los  servicios  contratados  laboralmente  tienen  un  carácter 

personalísimo (intuito personae),  puede ser compatible con la ayuda de parientes 

directos, con las excepciones previstas en la LPCL. 

 
 
 
 
 
 
 

 
    La dependencia o subordinación: 

 

Para Pacheco-Zerga (2012), la subordinación o dependencia es el elemento 

característico de la relación laboral. Se deduce de diversos elementos, entre los 

que destacan: el poder de dirección, incluyendo el ius variandi, el poder 

disciplinario y el horario de trabajo. La subordinación ha sufrido un fenómeno de 

espiritualización a lo largo de los siglos, al punto de ser hoy en día únicamente la
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debida en razón del oficio. Lo cual la hace compatible con las libertades de 

diseño y ejecución de la modalidad de la prestación de los servicios. 

 
 
 
 

 
    El Pago de una Remuneración: 

 

La remuneración es otro de los elementos esenciales del contrato de trabajo. 

Debe ser abonada por el empleador en proporción al tiempo de trabajo o a las 

piezas  producidas.  Puede  ser  determinada  o  determinable,  en  efectivo  o  en 

especie. Tiene carácter alimenticio y familiar. Su inexistencia, salvo el caso de 

incumplimiento,  descarta  el  carácter  laboral  de  los  servicios  prestados.  El 

carácter de libre disposición de la remuneración responde a criterios de la 

Compensación por Tiempo de Servicios, que se ha consolidado a lo largo de los 

años. (Pacheco-Zerga, 2012), 

 
 

 
2.2.2.4.2.3.  Características del Contrato de Trabajo 

 

Las características del contrato de trabajo son las siguientes:” 
 
 

   De forma Consensual: Esto se da mediante la manifestación de voluntades. 
 

Se  puede  dar  de  forma  oral  y  escrita  si  esta  última  así  lo  requiera,  el 

perfeccionamiento se da por el solo consentimiento de las partes, 

 
 

  De forma Oneroso: El vínculo entre el empleador y el trabajador, implica 

un intercambio entre el servicio prestado a cambio de un pago remunerativo 

en base a esta. Existe utilidad de ambas partes, gravándose cada uno a 

beneficio del otro. 

 
 

  De  forma  Sinalagmático  o  Bilateral:  Tiene  mayor  referencia  a  las 

funciones del empleador, quien a su vez contrata y brinda el pago respectivo 

por el servicio realizado. Cada una de las partes que intervienen Empleador y
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empleado tienen sus derechos y obligaciones que deben quedar en el Contrato 

de Trabajo. 

 
 

  De  forma  Tracto  sucesivo:  Con  esta  característica,  el  autor  nos  da  a 

entender que el contrato de trabajo puede contener el carácter indefinido sin 

un límite de tiempo en el desarrollo de sus funciones. Las obligaciones se van 

cumpliendo sucesivamente y en forma escalonada. 

 
 

  De forma Personal: Todo vínculo laboral es exclusivamente de carácter 

personal, sin poder delegar autoría a terceros para que represente, originando 

si el caso se diera un nuevo vínculo laboral. 

 
 

  De forma Subordinado: Una de las características principales es que el 

contrato  de  trabajo  está  sujeto  a  ser  subordinado,  las  cuales  tiene  como 

función someter ordenes bajo principios y enmarcados en bases legales para 

con sus trabajadores, sin hacer abuso de su autoridad competente a las que el 

trabajo debe cumplirlas. 

 
 

   Conmutativo: lo que las partes se obligan se mira como para ambas partes 
 

 
 

   Principal: subsiste por si solo sin necesidad de otro contrato. 
 

 
 
 
 

2.2.2.4.2.4.  Los sujetos del contrato de trabajo 
 

Los sujetos del contrato de trabajo son: 
 

 
 

  El Empleador:  Es una persona natural o jurídica a su vez, con competencia 

en el ámbito público como también en lo privado y está encargado 

fundamentalmente   en   recepcionar   el   servicio   prestado   por   parte   del 

trabajador.
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  El Trabajador:  Es aquel sujeto que se encarga de desarrollar las funciones 

del servicio solicitado, tiene carácter voluntario y se rige a ser subordinado y 

acto seguido a cambio del servicio prestado tiene que ser remunerado. 

 

 
 
 

2.2.2.4.2.5.  Formas de Contrato Laboral 
 

En nuestra normativa laboral peruana existen diferentes tipos de contrato de 

trabajo las cuales están clasificadas en tres rubros que son: 

 
 

 
2.2.2.4.2.5.1.   Contrato de trabajo a plazo indeterminado o indefinido 

 

Vilela & Valverde, (2018) afirman que es aquel contrato que no tiene un 

plazo establecido de finalizacion, por eso se dice que es de carácter indeterminado. 

Su conceptualizacion la ubicamos en el Artículo 4 del TUO del decreto Legislativo 

N° 728 que nos dice que   en toda prestación personal de servicios remunerados y 

subordinados, se presume la existencia de un contrato de trabajo a plazo 

indeterminado. 

 
 

En  pronunciamiento  del    TC  en  el  Expediente  N°  1874-2002-AA/T  Ica,  para 

resolver el Recurso extraordinario interpuesto por don Ángel Juan Espichán Agapito 

contra la sentencia de la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Ica, en su 

fundamento N°3 desarrolla sobre contrato indeterminado señalando: 

 
 

“El régimen laboral peruano se rige, entre otros, por el principio de 

causalidad, en virtud del cual la duración del vínculo laboral debe ser 

garantizado mientras subsista la fuente que le dio origen. En tal sentido, hay 

una preferencia por la contratación laboral por tiempo indefinido respecto de 

la  de  duración  determinada,  la  que  tiene  carácter  excepcional  y procede 

únicamente cuando el objeto del contrato sea el desarrollo de labores con un 

alcance limitado en el tiempo, sea por la concurrencia de determinadas 

circunstancias o por naturaleza temporal o accidental del servicio que se va a
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prestar. Como resultado de ese carácter excepcional, la ley establece 

formalidades, requisitos, condiciones y plazos especiales para este tipo de 

contratos, e incluso sanciones cuando a través de estos, utilizando la 

simulación o el fraude, se pretende evadir la contratación por tiempo 

indeterminado. Dentro de estos contratos, a los que el Texto Único Ordenado 

del Decreto Legislativo N° 728 denomina Contratos de Trabajo Sujetos a 

Modalidad, se encuentra el llamado contrato temporal y el accidental- 

ocasional. El primero corresponde cuando deben realizarse actividades que no 

pueden ser satisfechas por el personal permanente de la entidad, y el segundo, 

cuando  se  requiera  la  atención  de  necesidades  transitorias  distintas a  las 

actividades habituales de la empresa. Para ambos, la ley establece plazos 

máximos de duración, así como la exigencia de que las causas objetivas 

determinantes de la contratación consten por escrito.” 

 
 
 
 

2.2.2.4.2.5.2.   Los contratos de trabajo sujetos a modalidad 
 

Vilela & Valverde, (2018) afirman que: 
 

 
 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 53° de la LPCL, los contratos de 

trabajo sujetos a modalidad pueden celebrarse cuando así lo requieran las 

necesidades del mercado o la mayor producción de la empresa, así como 

cuando lo exija la naturaleza temporal o accidental del servicio que se va a 

prestar o de la obra que se ha de ejecutar, excepto los contratos de trabajo 

intermitentes o de temporada que por su naturaleza pueden ser permanentes. 

Aquí se encuentran inmersos los nueve tipos de contratos a plazo fijo que 

contempla nuestra legislación. 

 
 

De acuerdo, además, con el artículo 74° de la LPCL, existe un plazo máximo 

general para la utilización de estos contratos, ya que en él se señala que en los 

casos que corresponda, podrán celebrarse en forma sucesiva con el mismo 

trabajador  diversos  contratos  bajo  distintas  modalidades  en  el  centro  de
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trabajo, en función de las necesidades empresariales y siempre que en 

conjunto no superen la duración máxima de cinco años. 

 
 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 72° de la LPCL para la validez 

de los contratos modales, es exigencia legal “consignar en forma expresa su 

duración y las causas objetivas determinantes de la contratación…”.Por lo 

tanto,   y   tal   como   lo   ha   señalado   reiteradamente   el   TC   en   sus 

pronunciamientos  jurisprudenciales,  al  celebrarse  un  contrato  modal  no 

resulta suficiente señalar genéricamente que se trata de cubrir una necesidad 

temporal por un número determinado de meses, sino que resulta 

imprescindible precisar las razones objetivas que sustentan esta contratación 

temporal. En este contexto, considera una ilegalidad simular situaciones 

especiales, ajenas a la realidad, para justificar una contratación temporal y 

mucho menos utilizar este medio como excusa para generar contrataciones 

sucesivas  que  se  extienden  indefinidamente  en  el  tiempo  y  que  solo 

responden al propósito de impedir que el trabajador adquiera estabilidad. 

 
 

El TC en el Expediente N° 1874-2002-AA/T Ica, para resolver el Recurso 

extraordinario interpuesto por don ÁJEA contra la sentencia de la Sala Civil 

de la Corte Superior de Justicia de Ica, en fundamento 4 desarrolla sobre la 

simulación contratos de trabajo sujetos a modalidad: 

 
 

“La misma ley, en su artículo 77°, precisa que los contratos de trabajo 

sujetos a modalidad se considerarán de duración indeterminada si el 

trabajador contratado temporalmente demuestra que el contrato se 

fundamentó  en  la  existencia  de  simulación  o  fraude  a  las  normas 

laborales.  Esta  situación  se  verifica  cuando  la  causa,  objeto  y/o 

naturaleza de los servicios que se requieren contratar corresponden a 

actividades ordinarias y permanentes, y cuando, para eludir el 

cumplimiento de normas laborales que obligarían a la contratación por 

tiempo indeterminado, el empleador aparenta o simula las condiciones



93  

 

que exige la ley para la suscripción de contratos de trabajo sujetos a 

modalidad,  cuya  principal  característica  es  la  temporalidad.  En  tal 

sentido, un contrato suscrito bajo estos supuestos se debe considerar de 

duración indeterminada, y a partir de allí, cualquier determinación por 

parte del empleador para la culminación de la relación laboral sólo puede 

sustentarse en una causa justa establecida por ley; de lo contrario, se 

trataría  de  un  despido  arbitrario,  cuya       proscripción  garantiza  el 

contenido esencial del derecho al trabajo, reconocido por el artículo 22° 

de la Constitución Política del Perú.” 

 
 

Tipos de Contratos de Plazo Fijo o determinado: 
 

 
 

1. Contratos de Naturaleza Temporal: 
 

• Contrato por inicio de nueva actividad 
 

• Contrato por necesidad de mercado 
 

• Contrato por reconversión empresarial 

 
2. Contratos de Naturaleza Accidental 

 

• Contrato ocasional 
 

• Contrato de suplencia 
 

• Contrato de emergencia 

 
3. Contratos para Obra o Servicio 

 

• Contrato por obra determinada o servicio específico 
 

• Contrato intermitente 
 

• Contrato de temporada 
 
 

 
2.2.2.4.2.5.3.  Contrato de trabajo en el régimen de tiempo parcial 

 

Este tipo de contrato tiene como único requisito una jornada de menos de 

cuatro horas diarias o que su promedio semanal sea menor a cuatro horas, conforme 

se precisa seguidamente.
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El único requisito para la celebración de este contrato es simple: una jornada 

inferior de trabajo y cuyo promedio se determina en función de los trabajadores 

equiparables.  Menos  de  cuatro  horas  diarias  efectivas  o  cuando,  en  promedio 

semanal teniendo en cuenta el número de días laborables semanales por los 

trabajadores  comparables  que  realizan  la  misma  actividad,  la  cantidad  de  horas 

diarias sea menor de cuatro horas (Toyama 2015). 

 
 

“(…) una lectura sistemática de dicha disposición [el artículo 4 de la LCPL] con lo 

establecido en los artículos 11 y 12 del Decreto Supremo N° 001-96-TR, Reglamento 

de  la  Ley  de  Fomento  del  Empleo,  nos  permite  afirmar  que  la  jornada  de  un 

trabajador a tiempo parcial debe ser inferior a cuatro horas diarias.” Si el trabajador 

labora en horarios diferentes en los días de la semana, se considera cumplido el 

requisito  de  las  cuatro  horas  si,  en  la  misma  semana,  el  promedio  de  la  labor 

realizada no supera las cuatro horas diarias.  (Calderón, 2015). 

 
 

Para dicho promedio se considerará la suma de la labor realizada dividida entre 5 o 6 

días, según la jornada laboral a la que estuvo sujeto el trabajador. Esto es, si estuvo 

sometido a una jornada de cinco días o seis días, las horas laboradas se promediarán 

conforme a esa jornada. Este criterio es el establecido por la  Corte Suprema en la 

Casación Laboral Nº 18749-2016-Lima. 

 
 

2.2.2.4.3.     Extinción del contrato de trabajo 
 

2.2.2.4.3.1.  Concepto 
 

Anacleto (2015) citando a Montoya afirma que la relación jurídica en materia 

laboral, se encuentra como cualquier otra, sometida a un curso vital: tiene un punto 

de inicio mediante la celebración del contrato, se prolonga mediante el intercambio 

continuado y sostenido de las prestaciones del trabajador y empresario, puede sufrir 

vicisitudes modificativas, suspensivas o de otro tipo y tiene un momento en el tiempo 

en el cual se extingue. (p. 171).
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Según Espinoza (s/f) representa la terminación de la relación laboral con la 

cual cesa la obligación empresarial de seguir abonando la remuneración, así como 

cesa la obligación del trabajador de seguir prestando sus servicios. 

 
2.2.2.4.3.2.  Causas de extinción 

 

De acuerdo a lo establecido en la Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral (DECRETO SUPREMO Nº 003-97-TR) Artículo 16.- Son causas de 

extinción del contrato de trabajo: 

   El fallecimiento del trabajador o del empleador si es persona natural; 
 

   La renuncia o retiro voluntario del trabajador; 
 

 La  terminación  de  la  obra  o  servicio,  el  cumplimiento  de  la  condición 

resolutoria y el vencimiento del plazo en los contratos legalmente celebrados 

bajo modalidad; 

 El  mutuo  disenso  entre  trabajador  y empleador;  e)  La  invalidez absoluta 

permanente; 

   La jubilación; 
 

   El despido, en los casos y forma permitidos por la Ley; 
 

 La terminación de la relación laboral por causa objetiva, en los casos y forma 

permitidos por la presente Ley 

 
 

2.2.2.4.4.        Remuneración 
 

2.2.2.4.4.1.     Aspectos conceptuales 
 

Toyama, (2015) nos dice que la remuneración es un derecho fundamental 

reconocido por nuestra constitución política en el artículo 24° de la constitución del 

año 1993. Dicho artículo menciona el contenido general y de receptividad o eficacia 

diferida al señalar que todo trabajador tiene derecho a una contribución por parte de 

un trabajo, siendo dicha remuneración equitativa y suficiente procurando el bienestar 

material y espiritual para él y su familia. Según el maestro Toyama Miyagusuku, la 

remuneración constituye la obligación del empleador de pagar al trabajador una 

contraprestación, generalmente en dinero, a cambio de la actividad que este pone a su 

disposición. Es decir, el contrato de trabajo es oneroso y no cabe, salvo excepciones,
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la prestación de servicios en forma gratuita. 
 

 
 

Es aquella percibida habitualmente por el trabajador, aun cuando sus montos 

puedan variar en razón de incremento u otros motivos (ley N° 27735). 

 
 

La LPCL establece que: constituye remuneración para todo efecto legal el 

integro de lo que el trabajador recibe por sus servicios, en dinero o en especie, 

cualesquiera sean la forma o denominación que se le dé, siempre que sea de su libre 

disposición, es decir existe un efecto jurídico del Contrato de Trabajo que es  la 

contraprestación económica (Art. 6º del D.S. 003-97-TR). 

 
 

La remuneración es el pago o la retribución que se ofrece a una persona por la 

prestación de un servicio en un tiempo determinado y en un lugar en específico. Este 

concepto salarial también se conoce como salario, paga o sueldo, que viene a ser el 

pago o la nómina que se le ofrece a un trabajador por parte de su empleador para 

ocupar una vacante en su empresa. Sin embargo, también es posible hablar del 

concepto de remuneración en el ámbito de los productos bancarios (como puede ser 

la remuneración de un depósito o de una cuenta corriente), o en acuerdos mercantiles 

(trabajadores freelance). (Hernandez, 2019). 

 
 

 
2.2.2.4.4.2.     Características y principios de la remuneración 

 

Según Seminario, (2019), se caracteriza por los siguientes aspectos: 
 

 
 

  Libertad de forma: En definitiva, la remuneración goza de una libertad en su 

forma de percepción, lo cual ya ha sido reconocido legalmente,  esto lo  vemos 

plasmado en  el artículo  8 del Texto Único  Ordenado del Decreto Legislativo N° 

728 aprobado mediante Decreto Supremo N° 003-97-TR, norma en la cual 

claramente se habla de remuneración en dinero, es decir en una cierta suma 

dineraria, así como de remuneración en especie, esto es, mediante la entrega de 

ciertos  bienes  o  servicios  a  manera  de  compensación  por  la  prestación  de



97  

 

servicios efectuada. 
 

 
 

  Alimentaria: A la remuneración le han atribuido carácter alimentario, por su 

finalidad semejante a la de los alimentos previstos por el Derecho de Familia. 

Esta función fue señalada por la jurisprudencia francesa a comienzos del siglo 

XX para extender a la remuneración las normas sobre la inembargabilidad de los 

alimentos ante la inexistencia de normas propias sobre esta materia. No es el 

salario, sin embargo, exactamente igual a los alimentos del Derecho de Familia, 

puesto que no se origina en una relación familiar, pero sus afinidades son 

evidentes, y de allí que con toda propiedad se hable de un carácter alimentario de 

la remuneración4. Sobre el carácter alimentario, la remuneración debe procurar 

para el trabajador y su familia la satisfacción, cuando menos, de sus necesidades 

primarias, como la alimentación, entre otras necesidades básicas para su 

subsistencia. (Toyama, 2008). 

 
 

  Preferencia en el pago: Materia asociada a la irrenunciabilidad de derechos es 

el carácter prioritario del cobro de la remuneración y otros derechos de naturaleza 

laboral.  O,  lo  que  en  doctrina  se  conoce  como “superprivilegio”  del  crédito 

laboral y que se encuentra consagrado en el segundo párrafo del artículo 24 de la 

Constitución Política del Perú. El carácter superprivilegiado del crédito laboral – 

que incluye, cómo no, a la remuneración - determina que, sea cuales fueren las 

circunstancias que rodean al empleador, el pago de las deudas laborales siempre 

tendrá  preferencia  respecto  de  otras  deudas  de  la  misma  empresa.  Si  un 

empleador   tiene   por   igual   deudas   con   entidades   financieras   y  con   sus 

trabajadores,   aunque   aquellas   sean   más   antiguas   en   el   tiempo   o   estén 

garantizadas con una hipoteca, serán estas últimas las que se pagarán. (Garcia, 

2014). 
 

 
 

  Contraprestación:  Seminario  (2019)  citando  al  profesor Arce  Ortiz  (2013) 

señala que “la remuneración constituye la prestación empresarial dentro de la 

obligación  laboral,  la  legislación  peruana  recoge  un  concepto  claramente
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contractual de la remuneración. Solo la prestación de servicios del trabajador 

genera la correlativa prestación por parte del empleador de pagar una 

remuneración. Por el contrario, si no hay prestación de servicios, no se puede 

exigir su pago.” 

 
 

  Libertad  de  disposición:  Los  montos  remunerativos  pagados  al  trabajador, 

deben  ser  utilizados  a  su  libre  albedrío  en  los  gastos  que  él  disponga,  sin 

necesidad de consultar o informar a su empleador. Con una postura un tanto 

distinta, otro sector de la doctrina, tiene a bien creer que en lo relativo a la libre 

disposición, la inclusión de esta como elemento esencial de la remuneración 

parece discutible. Primero, porque este elemento no se atribuye a la prestación 

principal del empleador como consecuencia  de las características propias del 

contrato de trabajo. Luego, porque esta exigencia supondría que un trabajador 

podría recibir un determinado bien o servicio como contraprestación de su labor, 

y, pese a ello, considerarse que esta entrega no constituye una remuneración por 

el hecho de que el trabajador no puede disponer libremente del bien o servicio 

recibido. (Pizarro, 2006). 

 
 

  Aumento  patrimonial:  Seminario  (2019)  refiere  que  como  lo  ha  sugerido 

García Manrique (2014) la percepción de una suma de dinero o de un bien por el 

trabajador en calidad de remuneración, por el valor que fuere, incluso si es una 

remuneración mínima redunda en el incremento de su patrimonio. Es una 

consecuencia tan natural como lógica. Pero, además debe entenderse también por 

ventaja o incremento patrimonial, a cualquier forma por la cual el trabajador 

disminuye sus egresos liberándose de algún costo en el que en circunstancias 

normales incurría o debiera incurrir. Está asociado directamente al concepto de 

ahorro. La disminución de los egresos es también una forma de incrementar el 

patrimonio.
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2.2.2.4.4.3.     Clasificación 
 

Para  Hernandez,  (2019)  la  remuneracion  se  clasifica  de acuerdo  a  su 

formato y razon en las siguientes tipologias: 

 
 

  Ordinarias, extraordinarias y especiales: las remuneraciones ordinarias son el 

resultado de la retribución de los servicios prestados, mientras que las 

extraordinarias son aquellas que se ofrecen de forma esporádica (sobresueldos u 

horas extra). Por su parte, las remuneraciones especiales son aquellas que se 

otorgan en el caso de cumplirse con unas condiciones específicas, como bonos, 

premios, regalos, etc. 

 
 

  Fijas y variables: por un lado, se entiende como remuneración fija aquellas 

recibida por el empleado en un periodo de tiempo determinado, siendo fija en la 

medida que su salario no varíe en sus períodos de pago; por otro lado, la 

remuneración variable es aquella que contempla la posibilidad de que el resultado 

mensual no sea el mismo entre un mes y otro. 

 
 

  Principales y accesorias:  Una remuneración es principal cuando responde a la 

contraprestación   pactada   en   el   contrato   de   trabajo,   mientras   que   una 

remuneración es accesoria cuando se calcula sobre la remuneración principal, 

como es el caso del pago de las horas extra realizadas por el trabajador. 

 
 

  Por calidad del trabajador: Se establece que hay una distinción entre trabajado 

y obrero para cual se tendrá presente la expresión de: para obrero se dirá que es 

un salario y para trabajador o empleado la remuneración se determina con el 

nombre de sueldo. 

 
 

2.2.2.4.5.        Beneficios Sociales 
 

2.2.2.4.5.1.     Definición 
 

Son  derechos  de  los  Trabajadores  y  obligaciones  de  los  Empleadores 

establecidos por ley y que pueden variar de acuerdo al Régimen Laboral en el cual se
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encuentre la Empresa. 
 

La Constitución Política del Perú en su artículo 24° establece: que“el trabajador 

tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él y su 

familia, el bienestar material y espiritual”. El pago de la remuneración y de los 

beneficios sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación del 

empleador. 

 
 

 
2.2.2.4.5.2.     Regulación de los Beneficios Sociales. 

 

En lo normativo, el Decreto Legislativo. N° 688, Ley de consolidación de 

beneficios sociales, se refiere al seguro de vida, bonificación por tiempo de servicios 

(ya derogado) y a la CTS, remitiéndola a lo regulado en el Decreto Legislativo N° 

650. Luego, el Decreto Legislativo N° 713 expresa que las normas constitucionales y 

la legislación nacional consagran entre otros beneficios sociales, el descanso semanal 

remunerado, los feriados no laborables y las vacaciones anuales pagadas. 

 
 

Existen  además otras normas que  consagran  diversos beneficios sociales, 

como las gratificaciones legales (Ley N° 27735), la asignación familiar para los 

trabajadores no sujetos a negociación colectiva (Ley N° 25129), la participación de 

los trabajadores en las utilidades de la empresa (Decreto Legislativo N° 892), entre 

otras. 

 
 
 
 

2.2.2.4.5.3.     Clases 
 

2.2.2.4.5.3.1.  Asignación familiar 
 

La  asignación  familiar  es  un  beneficio  social  establecido  por  la  Ley  N° 
 

25129, de fecha 4 de diciembre de 1989, el cual establece que los trabajadores de la 

actividad privada cuyas remuneraciones no se regulan por negociación colectiva 

percibirán el equivalente al 10% del ingreso mínimo legal (en la actualidad: RMV) 

por todo concepto de asignación familiar. Para que los trabajadores puedan tener 

derecho a su percepción deben tener a su cargo uno o más hijos menores de 18 años.
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Los hijos mayores de esta edad podrán mantener este derecho en la medida en que 

estén cursando estudios superiores, hasta su terminación, por un máximo de seis años 

posteriores al cumplimiento de la mayoría de edad. Desde el 1 de abril del 2018, el 

monto de la asignación familiar ascendió a 93 soles mensuales. (Vilela & Valverde, 

2017). 
 
 
 
 

2.2.2.4.5.3.2.  Gratificación 
 

Al respecto Vilela, (2017) señala que la gratificación, es un beneficio 

monetario que percibe el trabajador por parte de su empleador, regulado en la Ley Nº 

27735 (en adelante la Ley) y el D. S. Nº 005-2002-TR (en adelante el Reglamento). 

Así, la Ley se aplica a los trabajadores sujetos al régimen laboral de la actividad 

privada; en consecuencia, comprende tanto a los trabajadores que laboren para un 

empleador privado como a aquellos que presten servicios para una empresa, 

institución o entidad pública que, por norma expresa, se encuentre sujeta a tal 

régimen. 

 
 

Las empresas deben cumplir con abonar a sus trabajadores, dentro de los 

primeros 15 días naturales de julio o diciembre, las gratificaciones legales de Fiestas 

Patrias y Navidad, respectivamente. 

 
 

Para la gratificación proporcional, la Ley considera dos posibilidades: 
 

 
 

Primero,  en  razón  del  ingreso  del  trabajador.  Aplicable  cuando  este 

cuenta con menos de 6 meses al servicio del empleador y sigue laborando en 

la oportunidad de pago del beneficio. Según las normas reglamentarias, 

cuando  el  trabajador  ha  laborado  parte  del  semestre,  la  gratificación  se 

reducirá  proporcionalmente  en  su  monto,  ya  que  el  segundo  párrafo  del 

artículo 6 de la Ley no establece el condicionante de mes calendario completo 

para tener derecho a la proporcionalidad. Aquí la norma no contempla un 

número  mínimo  de  días  laborados  en  el  semestre  respectivo  para  tener
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derecho a la percepción de las gratificaciones. Además, de acuerdo con el 

artículo 1 de la Ley, las gratificaciones se perciben cualquiera que sea  el 

tiempo de prestación de servicios del trabajador. 

 
 

Segundo, en razón del cese del trabajador (gratificación trunca). Según 

el artículo 7 de la Ley, se reconoce también derecho a la gratificación 

proporcional llamada en el Reglamento ‘gratificación trunca’ a quienes cesen 

con anterioridad a la oportunidad de su percepción, siempre que “hubieran 

laborado como mínimo un mes en el semestre correspondiente, es decir, en 

los períodos enero-junio y julio-diciembre. 

 
 

 
2.2.2.4.5.3.3.  Compensación por tiempo de servicio (CTS) 

 

Para Montoya, (2018) la compensación por tiempo de servicios (CTS) es un 

beneficio social que se otorga al trabajador con la finalidad de constituir una suerte 

de  ahorro forzoso, un seguro por desempleo, que le permita hacer frente a las futuras 

contingencias que puedan ocurrir luego de la extinción del vínculo laboral y/o cubrir 

sus necesidades y las de su familia mientras se reinserta al mercado laboral. 

 
 

Con respecto a lo anteriormente señalado puede observarse con claridad que 

en la Casación Nº 123-2014 Lima, expedida por la Sala de Derecho Constitucional y 

Social de la Corte Suprema, a través de la cual se reconoce el carácter previsor de 

este  beneficio  señalando:“la  Compensación  por  Tiempo  de  Servicios  (…)  se 

configura como una suerte de ahorro forzoso que permite cubrir algunas 

eventualidades frente a la pérdida de trabajo.” 

 
 

Para calcular este beneficio implica aplicar cierta formula muy distinta a los 

beneficios explicados líneas arriba. Se encuentra amparado en la norma D.S No.- 

001-97-TR, la cual indica ciertas características para poder agenciarse de este 

beneficio, como son haber trabajado por lo menos 4 horas diarias, también treinta 

días calendarios de prestacion del servicio. La CTS podrá ser depositada en una
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cuenta bancaria de libre disposición del trabajador, dos veces al año, cada quincena 

de mayo y noviembre. Fórmula. R. computable /12 x No-de meses laborados. 

 
 

 
2.2.2.4.5.3.4.  Vacaciones 

 

Las vacaciones, es otro tipo de beneficio para el trabajador y que consiste en 

el descanso por haber cumplido un determinado tiempo de servicio (12 meses 

consecutivamente). Cabe resaltar que este descaso es remunerado a un sueldo normal 

que viene percibiendo el trabajador y que cumplido este beneficio puede retomar sus 

labores  con  completa  normalidad.  Las  vacaciones  se  encuentran  amparadas  en 

nuestra carta magna específicamente en el artículo 25. (Huaroma, 2018). 

 
 
 
 

2.2.2.4.5.4.     Beneficios sociales y asignación familiar en la legislación peruana 
 

Sobre beneficio social y asignación familiar la legislación peruana indica que 

para poder ser titular de estos beneficios es requisito indispensable que el trabajador 

cumpla con una jornada laboral mínima de cuatro horas diarias para un mismo 

empleador, condición que deberá ser probada por el trabajador mediante algún 

documento que resulte idóneo para tal fin. (Montero, 2017). 

 
 

En la regulacion, el Decreto Legislativo N° 688, Ley de consolidación de 

beneficios sociales, se refiere al seguro de vida, bonificación por tiempo de servicios 

(ya derogado) y a la CTS, remitiéndola a lo establecido en el Decreto Legislativo N° 

650. Luego, el Decreto Legislativo N° 713 expresa que las normas constitucionales y 

la legislación nacional consagran entre otros beneficios sociales, el descanso semanal 

remunerado, los feriados no laborables y las vacaciones anuales pagadas. 

 
 

Existen  además otras normas que  consagran  diversos beneficios sociales, 

como las gratificaciones legales (Ley N° 27735), la asignación familiar para los 

trabajadores no sujetos a negociación colectiva (Ley N° 25129), la participación de 

los trabajadores en las utilidades de la empresa (Decreto Legislativo N° 892), entre
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otras. (El Peruano, 2018). 
 

 
 

2.2.2.4.6.        El despido laboral 
 

2.2.2.4.6.1.     Concepto 
 

En sentido general, podemos señalar que el despido es aquel acto por medio 

del cual el empleador pone fin o extingue la relación laboral existente con un 

determinado trabajador, pudiendo producirse por diferentes motivos que atañen a la 

decisión unilateral del empleador, que en la mayoría de casos implícitamente se 

constituye en un acto arbitrario, que contraviene la normatividad vigente y ocasiona 

grave perjuicio al trabajador. 

 
 

Blancas (2014), estipulo que sostenerse ante la pretensión de una causa justa 

de despido, cualquiera que esta sea, es siempre la voluntad del empleador la que 

decide la extinción de la relación laboral fundada en dicha causa toda vez que al 

margen de ella, es decir fuera del ámbito de la causalidad, dicha voluntad carecerá de 

legitimad y eficacia. (p. 100). 

 
 

 
2.2.2.4.6.2.     Causales de despido 

 

Según Anacleto, (2015). señala que el empresario solo puede extinguir valida 

y procedentemente al contrato basándose en algunas de las causas a los que se refiere 

los cuatro grandes grupos de despido: 

 
  Despido por incumplimiento grave y culpable del trabajador, siendo aquellos donde 

se quebranta la buena fe laboral, tales como entregar información falsa al 

empleador con el objetivo de obtener un beneficio, cometer actos deshonestos, de 

sustracción o utilización indebida de bienes o servicios del empleador. Abandono 

de la actividad laboral por parte del trabajador, al tener más de tres inasistencias 

injustificadas. 

  Despido por presentar el trabajador, un bajo rendimiento laboral. Este   se   da 

cuando el empleador ya verificó que su trabajador no está rindiendo dentro lo 

estimado, ya sea en función a su rendimiento histórico   o en comparación al
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rendimiento con  sus compañeros que  realizan las mismas actividades.  Dicha 

ocurrencia para ser válida debe ser puesta en conocimiento de la autoridad de 

trabajo (SUNAFIL). 

 Despido por circunstancias objetivas (defectos no culpables de actitud del 

trabajador,  y necesidades de  funcionamiento  de  la  empresa  que  den  lugar  a 

despidos económicos, técnicos, que no alcanzan el lumbral cuantitativo preciso 

para ser despedidos colectivos). Despidos por fuerza mayor. 

  Despidos colectivos, fundadas en causas económicas, técnicas de organización o de 

producción. 

 

 
 

2.2.2.4.6.3.     Tipos de despido 
 

Anónimo (2016). Sostiene que los tipos de despido que se dan son: 
 
 
 
 

2.2.2.4.6.3.1.  Despido nulo 
 

Es el acto por el cual el empleador cesa a un trabajador por motivos 

discriminatorios; si el trabajador interpone demanda judicial de nulidad del despido y 

ésta es declarada fundada, éste tiene derecho a la reposición en su puesto de trabajo y 

al pago de las remuneraciones dejadas de percibir salvo que opte por una 

indemnización por despido. Las causales del despido nulo estan contempladas en el 

artículo 29 de la LPCL. Asimismo, el inciso d) del artículo 29, de la Ley 26626, 

establece que las personas con VIH/SIDA, pueden seguir laborando mientras estén 

aptas para desempeñar sus obligaciones y lo define de la siguiente manera: “Es nulo 

el despido laboral cuando la causa es la discriminación por ser portador del 

VIH/SIDA”.” 

 
 

Al respecto Toyama & Neyra (2016) analizaron distintas sentencias de 

casación emitidas por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 

Suprema, en las cuales se revisaron los motivos por los cuales un despido es 

considerado nulo, llegando a la siguiente conclusion:
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“Que los criterios jurisprudenciales emitidos por la Corte Suprema se han 

generado a través diversos supuesto, pero con mayor incidencia en las 

causales referidas a temas sindicales y, reclamos o quejas ante la Autoridad 

Administrativa  o  Judicial. Al  respecto, de  los criterios plasmados en  las 

resoluciones judiciales se aprecia que, la mayoría de casos cuentan con un 

razonamiento jurídico respaldado en otros indicios como sucedáneo de los 

medios probatorios; es decir que, además de presentarse la causal pretendida 

por los trabajadores, se ha requerido de otros medios que han permitido 

acreditar que estamos ante una nulidad de despido.” 

 
 

Un ejemplo claro de nulidad de despido, es el que corresponde a una de las 

situaciones mas controvertidas, la cual es el despido de la madre gestante dentro del 

embarazo, lo cual esta contemplado dentro del Artículo 29, literal e) de la LPCL.  Al 

respecto las Casaciones Laborales 275-2005 – AREQUIPA, 4957-2011 - LA 

LIBERTAD  y 2213-2006 - LA LIBERTAD, han establecido que si bien la norma 

establece como condición para la configuración de la nulidad de despido que la 

trabajadora notifique documentalmente su embarazo al empleador, existen también 

situaciones en las cuales no se requiere dicha notificación, y ello sucede cuando el 

estado  de  gestación  es  tan  avanzando  que  a  simple  vista  se  logra  apreciar  el 

embarazo de la trabajadora. 

 
2.2.2.4.6.3.2.  Despido arbitrario 

 

Es aquel que se produce al cesar a un trabajador por acto unilateral del 

empleador sin expresión de causa o porque no se pudo demostrar está en juicio; en 

estos casos el trabajador tiene derecho al pago de una indemnización como única 

reparación  por  el  daño  sufrido  lo  que  no  impide  que  pueda  simultáneamente 

demandar el pago de cualquier otro derecho o beneficio social aun no hecho efectivo. 

 
 

 
2.2.2.4.6.3.3.  Despido legal 

 

Este puede ser utilizado por el empleador cuando un trabajador ha incurrido en 

alguna de las causales señaladas en la norma, que pueden estar relacionadas con la
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conducta o con la capacidad del trabajador. Siendo para ello necesario que el 

empleador siga el procedimiento establecido en la ley es decir, el preaviso 

correspondiente para que el trabajador se defienda de los hechos que se le imputan o 

pueda demostrar su capacidad. 

 
 

 
2.2.2.4.7.        Desnaturalización de Contratos 

 

2.2.2.4.7.1.     Concepto 
 

Fernández, (2014). Afirma que es una realidad innegable que las empresas en 

la constante búsqueda por evitar el sobrecosto laboral en ocasiones decidan contratar 

a su personal bajo una serie de modalidades jurídicas que procuran esconder la 

mayor parte de rasgos de laboralidad que puedan derivarse de las relaciones 

generadas. (p. 104). 

 
 

Asimsimo, Fernández, (2014) dice que no debe perderse de vista el principio 

de igualdad a efectos de tratar el caso especial de los contratos administrativos de 

servicios figura contractual cuyo tratamiento reciente muestra las inconsistencias de 

su regulación actual, particularmente en perspectiva constitucional, con lo cual el 

CAS ha sido asimilado al contrato de trabajo. (p. 104). 

 

 
 

2.2.2.4.7.2.     Tipos de Desnaturalización 
 

2.2.2.4.7.2.1.  Desnaturalización   de   los   Contratos   de   Trabajo   Sujetos   a 
 

Modalidad 
 

El capítulo VII del Título II de la LPCL (Decreto Supremo Nº 003-97-TR) 

llamado desnaturalización de los contratos, acoge en su seno al artículo 77º. Este 

artículo señala de modo imperativo que cumplidos ciertos supuestos “los contratos 

de trabajo sujetos a modalidad se considerarán como de duración indeterminada”. 

Desde este punto de vista, la desnaturalización de los contratos lleva aparejada una 

sanción que no es otra que transformar el contrato sujeto a modalidad en uno de 

tiempo indeterminado. Sanción ésta que, por lo demás, no admite ninguna prueba en 

contrario por parte del empleador.
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La desnaturalización de los contratos sujetos a modalidad por exceso del límite 

temporal : 

a)  Si el trabajador continúa laborando después de la fecha de vencimiento del 

plazo estipulado, o después de las prórrogas pactadas, si éstas exceden el 

límite máximo permitido. Esta norma tiene dos supuestos: 

 
 

  El que incumbe al contrato en particular: Si un trabajador es contratado 

por un contrato sujeto a modalidad, se supone que la prestación está sujeta a 

un plazo fijo. Por ello, la continuidad de la prestación de servicios pese a la 

llegada del término resolutorio estipulado en el contrato, habrá de entenderse 

como  supuesto  desencadenante  de  los efectos de  la  desnaturalización  del 

contrato. Toda  vez  que  si  la  empresa  tiene  la  necesidad  de  contratar  un 

trabajador a plazo fijo, el exceso del plazo negaría abiertamente tal necesidad. 

Al contrario, su necesidad sería de naturaleza permanente, en cuyo caso 

procede la contratación por tiempo indefinido. 

 
 

  Segundo,  el  que  tiene  que  ver  con  las  prórrogas  o  las  cadenas  de 

contratos sujetos a modalidad. 

Para analizar este punto debemos situarnos en el el artículo 74º de la LPCL el 

cual regula la contratación temporal sucesiva o la contratación por medio de 

contratos sujetos a modalidad encadenados tradicionalmente los cuales se han 

utilizado indebidamente para desplazar en la práctica al principio de 

contratación por tiempo indefinido. 

 
 

El citado artículo menciona que dentro de los plazos máximos establecidos 

en las distintas modalidades contractuales señaladas en los artículos 

precedentes, podrán celebrarse contratos por periodos menores pero que 

sumados no excedan esos límites. En el párrafo siguiente dirá en los casos que 

corresponda, podrá celebrarse en forma sucesiva con el mismo trabajador, 

diversos  contratos  bajo  distintas  modalidades  en  el  centro  de  trabajo,  en
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función  de  las  necesidades  empresariales  y  siempre  que  en  conjunto  no 

superen la duración máxima de cinco (5) años. 

 
 

b)  Cuando  se  trata  de  un  contrato  para  obra  determinada  o  de  servicio 

específico, si el trabajador continúa prestando servicios efectivos, luego de 

concluida la obra materia de contrato, sin haberse operado renovación; 

En este tipo de contratos no es relevante la fecha de finalizacion que poseen, en 
 

la medida que ésta siempre será referencial, sino el momento en que finalice la 

obra. Toda vez que si el trabajador continúa prestando servicios a la empresa pese 

a haber terminado la obra para la que fue contratado, el empresario deba ser 

sancionado con la conversión del contrato temporal en indefinido, pues 

obviamente las necesidades desaparecieron o simplemente nunca existieron. 

 
 

c)  Si el titular del puesto sustituido, no se reincorpora vencido el término legal 

o convencional y el trabajador contratado continuare laborando; 

Esta otra excepción, lo que hace es subordinar los plazos fijos suscritos en el 

contrato o los plazos máximos de sustitución a la condición de que el titular del 

puesto se reincorpore. En otras palabras, el contrato de suplencia no se extingue 

automáticamente por el cumplimiento del plazo estipulado, pues se convertirá en 

indefinido si el trabajador continúa laborando y el titular no se reincorpora. De 

ahí que, sea se realmente importante que se indique en el contrato de suplencia, 

además de la causa de sustitución, el nombre del sustituido. 

 
 

d)  Cuando el trabajador demuestre la existencia de simulación o fraude a las 

normas establecidas en la presente ley. 

El mandato del artículo 77º de la LPCL es claramente una sanción. La 

desnaturalización supone la utilización de las modalidades de contratación 

temporal para labores de distinta naturaleza. Es más, labores que casi siempre 

coincidirán con tareas permanentes, donde la contratación temporal sólo jugó un 

rol encubridor. El legislador lo que quiere es sancionar las conductas que 

desatienden la característica esencial de los contratos sujetos a modalidad: el
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plazo fijo de la duración. Por eso, en suma, la indefinición debe predicarse desde 

el momento que inicia la relación de trabajo. 

 
 
 
 

2.2.2.4.7.2.2.  Desnaturalización de los Contratos a Tiempo Parcial 
 

El artículo 13 del Reglamento de la LPCL establece que los contratos de 

trabajo a tiempo parcial deben ser celebrados por escrito, registrándose ante la 

Autoridad Administrativa de Trabajo en el término de 15 días naturales desde su 

suscripción. 

 
 

Para Calderón, (2015),“la falta de observancia de este requisito implicará la 

inexistencia de un límite cuantitativo en la jornada y que se presuma, por lo tanto, 

que el contrato de trabajo es uno a tiempo completo”(Pag. 299). 

 
 

El Tribunal Constitucional, (STC Exp. N° 00342-2010-PA/TC, fundamento 5) 

por su parte, ha referido una postura similar, respecto a la obligatoriedad de la 

escrituralidad del contrato. Así, ha manifestado lo siguiente: 

 
 

“Estos contratos, si bien gozan de cierta flexibilidad, según el artículo 4 del 

Decreto Supremo 003-97-TR, deben ser necesariamente por escrito, de lo 

contrario se considera que el trabajador tiene todos los beneficios de un 

trabajador que labora más de 4 horas. Por tanto, en el presente caso, los 

contratos se desnaturalizan en contratos de trabajo a plazo indeterminado en 

caso se constate que el demandante laboraba más de 4 horas.” 

 
 

En dicho orden de ideas, Arce, (2013) ha señalado que, debido a que se 

trataría de una formalidad ad solemnitatem, su inobservancia acarrea la nulidad de la 

cláusula de reducción de la jornada, Debiéndose entender una de tiempo completo. 

Así, textualmente señala lo siguiente: 

 
 

(…) el contrato a tiempo parcial debe celebrarse por escrito. La calificación
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de “necesariamente por escrito” creo que no deja otra opción. O es por escrito 

o la reducción de la jornada a tiempo parcial no tiene validez. Ojo, no es que 

todo el contrato a tiempo parcial se declare nulo, sino que se debe declarar 

nula sólo la cláusula de reducción de jornada de trabajo. Por lo demás la 

relación jurídica seguirá vigente y deberá entenderse pactada a tiempo 

completo. Y ello, al margen de la duración temporal o indefinida del contrato 

de trabajo. Este me parece el efecto obligacional básico del incumplimiento 

de la forma escrita: el contrato a tiempo parcial se transforma a uno de tiempo 

completo. (Pag. 313-314) 

 
 

 
2.2.2.4.7.2.3.  Desnaturalización de las Modalidades Formativas 

 

Sánchez, (2014). Considera que las modalidades formativas laborales son 

mecanismos que permiten a una persona beneficiaria el experimentar situaciones 

reales de trabajo en la forma de la capacitación y formación profesional. Es decir, es 

un medio de aprendizaje que concilia lo laboral y educativo, con la finalidad de 

brindarle al agente los elementos necesarios sobre una determinada actividad para su 

mejor inserción en el mercado laboral. (pag. 95). 

 
 

Al respecto Pereyra, (2017), señala que siendo una de las modalidades 

formativas, los convenios de prácticas profesionales, estos se desnaturalizan, cuando 

se demuestra que el practicante realiza labores y asume las mismas responsabilidades 

y obligaciones propias de un trabajador que ocupa una plaza permanente. Asimismo, 

señala que, si este se encuentra sujeto a subordinación, percibe una remuneración y 

sus servicios son de carácter personal, no puede ser despedido sin una causa justa. 

Toda vez, que se estarian  vulnerado sus derechos constitucionales, al trabajo, al 

debido proceso, a la protección al trabajador y otros. 

 
 

En la regulacion,   son consideradas como tipos especiales de Convenios, 

siendo aquellas que   relacionan el aprendizaje teórico y práctico mediante el 

desempeño  de  tareas programadas de  capacitación  y formación  profesional.  Las
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modalidades formativas no están sujetas a la normatividad laboral vigente sino a lo 

dispuesto en la Ley Nº 28518 (Ley de Modalidades Formativas Laborales) y su 

Reglamento Decreto Supremo No. 007-2005-TR. Referencia: Articulo 1° y 3° de la 

Ley 28518, RM No.142-2007-TR. 

 
 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 51, inciso 6, de la Ley 28518, 

se desnaturalizan las modalidades formativas,  entendiéndose  en  consecuencia  que 

existe una relación laboral ordinaria, cuando se acredita la existencia de simulación o 

fraude a la Ley que determine la desnaturalización de la modalidad formativa. 
 

 
 

 
son: 

Las causas que dan lugar a la desnaturalizacion de las modalidades formativas 
 

 
 

 La  inexistencia del  convenio  de  modalidad  formativa  debidamente 

suscrito. 

 
 

 La falta de capacitación en la ocupación específica y/o el desarrollo de 

actividades del  beneficiario  ajenas a la de  los estudios técnicos o 

profesionales establecidos en el convenio, 

 
 

 La continuación de la modalidad formativa después de la fecha de 

vencimiento estipulado en el respectivo convenio o de su prórroga o si 

excede el plazo máximo establecido por la Ley. 

 
 

 Incluir como beneficiario de alguna de las modalidades formativas a 

las personas que tengan relación laboral con la empresa contratante, 

en  forma  directa  o a través de cualquier  forma  de  intermediación 

laboral, salvo que se incorpore a una actividad diferente. 

 
 

 Ocupar laboralmente el puesto de un trabajador regular.  Esto ocurre 

mayormente cuando un trabajador está de licencia, ya sea por 

vacaciones o enfermedad, lo recurrente es poner al beneficiario  en ese
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puesto. Así sea un día de esta mala práctica, se convierte en una 

desnaturalización del convenio formativo. Ante esto, el practicante 

podría denunciar y solicitar un contrato con planilla indeterminado. 

 
 

 Las horas extras no están incluidas en los practicantes. Un practicante 

pre-profesional, solo puede realizar un maximo de 06 horas diarias y 

30 semanales, mientras que un practicante profesional solamente ocho 

horas diarias o 48 horas semanales. Tenerlo 01 minuto mas, constituye 

una desnaturalización. La ley no regula la generación de horas extras. 

Si las empresas los hacen trabajar más tiempo, el practicante puede 

reclamar un vínculo laboral indeterminado de igual manera. 

 
 

 La falta de renovacion del convenio, lo desnaturaliza. Así sea un día, 

de tal manera que el practicante podrá reclamar un vínculo laboral a 

plazo indeterminado. 

 
 

 
2.2.2.4.7.2.4.  Desnaturalización  de  la  Designación  de  los  Trabajadores  de 

confianza o dirección 

La dirección y la confianza son caracteres que en la actividad laboral están 

vinculadas al puesto de trabajo más que a la propia persona; es decir, están ligadas a 

la naturaleza de las funciones realizadas por este tipo de trabajadores las que se 

determinan según el cargo ocupado dentro de una empresa. En términos generales 

puede definirse a los trabajadores de dirección como aquellos que ocupan un puesto 

de importante jerarquía en la empresa y asimismo, tienen un grupo de trabajadores de 

una determinada área a su cargo. (Sánchez, 2014, p. 96). 

 
 

En dicho orden de ideas, el dar por finalizada la relacion laboral con un 

trabajador, bajo la justificacion de que el cargo que ocupaba era de confianza o 

direccion a dado lugar a un amplio debate, que a conllevado inclusive a que el 

Tribunal  Constitucional  establesca  criterios  para  diferenciar  a  un  trabajador  de
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confianza de uno ordinario. En dicho sentido se ha señalado en jurisprudencia 

reiterada  que  los cargos de  confianza  no  están  determinados por  el  arbitrio  del 

empleador, sino que, por el contrario, responden a las actividades que el trabajador 

de confianza (entiéndase confianza propiamente dicha o dirección) realice como 

prestación de sus servicios. 

 
 

Por lo tanto, podra desnaturalizarse la designacion de trabajador de confianza 

o direccion, cuando se demuestre que dicho cargo a sido indebidamente empleado, 

correspondiendo realmente a un trabajador ordinario, el cual no podria ser cesado 

bajo la causal de perdida de confianza. Pruebas evidentes que desnaturalizan la 

existencia de un cargo de confianza o direccion son: 

 
 

 El trabajador percibe pago de Horas extras por lo que se entiende que 

esta sujeto a un registro de control de asistencia. 

   Se demuestra registro de asistencia diaria sea escrita o digital. 
 

   Las funcionaes realizadas pertenecen a un trabajador ordinario. 
 

 No se aprecia por parte del trabajador el acceso a secretos industriales, 

comerciales o profesionales y, en general, a información de carácter 

reservado. 

 El  trabajadot  no  ha  contribuido  a  la  formación  de  decisiones 

empresariales. 

 El trabajador no consta con el alto grado de responsabilidad que lo 

justificaría. 

 El puesto de trabajador de confianza, debe constar en las boletas, 

planillas y contratos. 

 La  inobservacia  del  empleador  de  comunicar  por  escrito  a  los 

trabajadores que ocupan puestos de direccion y de confianza, que sus 

cargos han sido calificados como tales. 

 
 

 
2.2.2.4.7.2.5.  Desnaturalización en la Subcontratación, grupos de Empresas y
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Transmisión de Empresas 
 

Estos temas han cobrado especial importancia toda vez que las relaciones 

económicas han  experimentado  un vertiginoso  crecimiento debido a los avances 

tecnológicos y las necesidades del mercado. De esta manera, las empresas ahora 

tienden a descentralizar sus procesos productivos utilizando figuras jurídicas tales 

como la intermediación y tercerización. Asimismo, la modificación de la 

configuración del proceso productivo ha llevado a que las relaciones económicas ya 

no sean concebidas en orden piramidal, para convertirse en una red de negocios, en 

las cuales las empresas se asocian para adaptarse mejor al mercado. (Sánchez, 2014, 

p. 96). 

 
 

 
2.2.2.4.7.2.6.  Desnaturalización de Conceptos no Remunerativos 

 

Sánchez (2014) las controversias sobre remuneraciones son quizá junto con 

las pretensiones relativas al término de la relación laboral los asuntos que provocan 

más procesos laborales; ello no es para menos dadas las implicancias económicas y 

alimentarias que posee la remuneración. Recordemos que catalogar a un monto o 

ingreso del trabajador como concepto remunerativo trae consecuencias de no poca 

importancia para las partes. (p. 97). 

 
 
 
 

2.2.2.4.7.2.7.  Desnaturalización de las Suspensiones Laborales 
 

La suspensión del contrato de trabajo, como naturalmente puede ser 

interpretado, alude a la interrupción de la vinculación laboral, que implica en todos 

los casos que el trabajador deje de prestar sus servicios, pudiendo el empleador según 

la causa que motiva la suspensión dejar de pagar la remuneración correspondiente. 

(Sánchez, 2014, p. 98). 

 
 
 
 

2.2.2.4.7.3.     Efectos de la Desnaturalización de Contratos 
 

Refiere Arce, (2018). Una vez demostrada la desnaturalización del contrato
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de trabajo, la consecuencia y efecto no es otra que la determinación de la existencia 

de un contrato de trabajo a plazo indeterminado (regla general en nuestro 

ordenamiento jurídico), es decir, que solamente puede ser despedido por una causa 

justa relacionada con su conducta o capacidad, de lo contrario se trataría de un 

despido arbitrario, cuya proscripción garantiza el contenido esencial del derecho al 

trabajo, reconocido por el Artículo 22 de la Constitución Política del Perú. Por tanto, 

la ruptura del vínculo laboral, sustentada en el vencimiento del plazo del contrato 

tiene el carácter de un despido arbitrario, lesivo del derecho al trabajo, frente a lo 

cual procede la reposición o la indemnización de acuerdo a la elección del trabajador, 

así como el pago de todos sus derechos laborales. (Anónimo, s.f.). 

 

 
 

2.2.2.4.8.        Locación de Servicios 
 

2.2.2.4.8.1.     Concepto 
 

El  contrato  de  locación  de  servicios,  también  conocido  como  locatio 

conductio operarum o contrato de arrendamiento de servicios, tuvo su origen en la 

esclavitud que había en Roma, en donde se alquilaban los esclavos para que estos 

realicen algún servicio a otra persona, la cual pagaba un precio al amo o dueño del 

esclavo. (Quisbert, 2010, p.4). 

 
 

El artículo 1764° del Código Civil lo define de la siguiente manera: 
 

“Por la locación de servicios el locador se obliga, sin estar subordinado al 

comitente, a prestarle sus servicios por cierto tiempo o para un trabajo 

determinado, a cambio de una retribución.” 

 
 

Según Villavicencio y Viera, manifiesta con respecto al contrato de locación de 

servicios, lo siguiente: 

“Esta modalidad de prestación de servicios es la más cercana a un contrato de 

trabajo, diferenciándose del mismo únicamente en la no subordinación al 

contratante incluida expresamente en la misma definición de la locación de 

servicios.”(1999, p.56).
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Infantes (2010) respecto al contrato de locación de servicios, expresa lo siguiente: 
 

Es evidente que,  de  la  definición  dada  por  el  Código  Civil,  el  elemento 

esencial de este contrato es la independencia del locador frente al comitente 

en la prestación de sus servicios. (2010, p. 8). 

 
 

Northcote (2008) en referencia al contrato de locación, expresa lo siguiente: 
 

El contrato de locación de servicios, contiene una obligación de hacer, por el 

cual,  el  locador,  se  obliga  frente  al  comitente  a  realizar  un  determinado 

servicio por un tiempo determinado o para algún encargo específico. Este 

contrato puede comprender toda clase de servicios, ya sea los que impliquen 

el ejercicio de una profesión, oficio manual, un arte o una práctica habitual 

del locador. (2008, p. 1). 

 

 
 

Bajo esta forma de contratación se vincula personalmente al locador con el 

comitente, bajo el principio de la no subordinación. Ello determina que si existiera el 

elemento de la subordinación, se apreciaría que el contrato ha sido fingido o utilizado 

indebidamente  para  esconder  una  relación  laboral,  lo  cual  desnaturalizaría  el 

contrato, variando el ámbito de aplicación del ordenamiento civil al laboral.” 

 
 

 
2.2.2.4.8.2.     Regulación 

 

En nuestra legislacion la locacion de servicios esta regulado en el artículo 
 

1764° del Código Civil el cual lo define de la siguiente manera: “Por la locación de 

servicios el locador se obliga, sin estar subordinado al comitente, a prestarle sus 

servicios por cierto tiempo o para un trabajo determinado, a cambio de una 

retribución.” 

 
 

 
2.2.2.4.8.3.     Objeto de Contratación 

 

El objeto de contratación bajo esta modalidad involucra todo tipo de servicios 

que pueden prestarse de tipo intelectual o material, de conformidad con lo señalado
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en el artículo 1765° del Código Civil. 
 
 
 
 

2.2.2.4.8.4.     Prestación Personal del Servicio 
 

En  este  tipo  de  contrato  lo  que  se  destaca  es la  prestación  personal  del 

servicio. Así el texto del artículo 1766° del Código Civil indica que el locador debe 

prestar personalmente el servicio, pero puede valerse, bajo su propia dirección y 

responsabilidad, de auxiliares y sustitutos si la colaboración de otros está permitida 

por el contrato o por los usos y no es incompatible con la naturaleza de la prestación. 

 
 

 
2.2.2.4.8.5.     Plazo máximo de contratación 

 

Conforme lo indica el texto del artículo 1768° del Código Civil el plazo 

máximo de este contrato es de seis años si se trata de servicios profesionales y de tres 

años en el caso de otra clase de servicios. Si se pacta un plazo mayor, el límite 

máximo indicado sólo puede invocarse por el locador. 

 
 

 
2.2.2.4.8.6.     Diferencia entre Contrato de Trabajo y Locación de Servicios 

 

Según sus propias definiciones la diferencia está, en que en el Contrato de 

Trabajo  existe   dependencia  y/o  subordinación, mientras que en  la  Locación  de 

Servicios se caracteriza por su  independencia y/o autonomía. 

 
 

Según Vilela, A. (s.f.), en su artículo Contrato de Trabajo y Contrato de Locación de 
 

Servicios. 
 

“En materia de contratación de personal se presentan, a menudo, confusiones 

entre el contrato de locación de servicios y el contrato de trabajo. Razón por 

lo cual, se debe tenerse en cuenta que son dos contratos totalmente distintos; 

debido a que el contrato de locación de servicios responde a una prestación 

independiente, sin sujeción a la jornada ordinaria de la empresa ni a la 

subordinación.”
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Serna, C. y Mendieta, J. (2014), con referencia a las diferencias que existe entre el 

contrato laboral y el contrato de locación de servicios, expresa lo siguiente: 

“Una de las diferencias entre el contrato laboral y el contrato de locación de 

servicios,  es  que  en  este  último  el  contratista  no  recibe  órdenes  ni 

instrucciones, el objeto del contrato, y las obligaciones del contratista están 

previstas de manera específica en el contrato y lo que procede es verificar el 

cumplimiento de lo pactado; pero no existe una relación directa y permanente 

con el contratista que permita al contratante proferir órdenes, ello es propio de 

las relaciones de carácter laboral. (pag.22).” 

 
 

En dicho orden de ideas la subordinación es un elemento esencial que 

configura y forma parte del contrato de trabajo, pero también es la diferencia que 

esencia entre el contrato laboral y el de locación. El artículo 9 de la Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, entiende como subordinación, la dirección 

que recibe el trabajador por parte del empleado, a quien presta sus servicios. (Ley Nº 

28051, 2003). 
 

 
 

Northcote, C. (2008), en su artículo, El contrato de Locación de servicios, 

para la revista de Actualidad Empresarial, expresa lo siguiente:” 

“[…] el locador presta sus servicios de manera independiente y no recibirá 

mayor retribución que la pactada en el contrato, no siendo de aplicación el 

pago de beneficios sociales, el otorgamiento de vacaciones entre otros, que 

sólo  se  aplican  en  una  relación  de  trabajo.  […]  lo  determinante  en  la 

distinción entre un contrato de locación de servicios y un contrato de trabajo 

no se desprende del nombre que se le dé al contrato a suscribirse, sino al 

contenido de las obligaciones que se pacten.” (p. 1) 

 
 

En el contrato de locación, debido a que existe   libertad   para cumplir lo 

pactado y es independiente, no existe la subordinación, ni ningún otro elemento que 

si se encuentra en el contrato de trabajo tales como son la subordinación, la 

dependencia, la sujeción a un horario de trabajo, entre otros aspectos.
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El locador, no cuenta con beneficios sociales a diferencia de un trabajador, 

que si cuenta con ello y es avalado por la legislacion laboral, sino que solo recibe lo 

pactado en su contrato. Pues su naturaleza es civil y tiene cierta finalidad, cumplida 

la cual finaliza la prestacion del servicio, mientras que un contrato de trabajo puede 

ser determinado o indeterminado. 

 
 

 
2.2.2.4.8.7.     Desnaturalización de la relación contractual civil 

 

Previa al desarrollo del presente punto es importante recordar el concepto que 

nos da Ruiz (2015)  con respecto a la desnaturalización el cual implica aquella acción 

por  la  que  se  alteran  las  propiedades  o condiciones  de  algo,  vale  decir  cuando  se 

desvirtúa. (p.23). 

 
 

Por lo tanto la desnaturalización del Contrato de Locación de Servicios, se puede 

entender como una perdida de la finalidad y de la esencia del contrato, tergiversándose o 

transformándose en otro contrato, por la pérdida de la esencia que lo caracterizaba. 

 
 

La desnaturalización se comprueba por medio de la aplicación del principio 

de primacía de la realidad, puesto que con ella, se comprueba si guarda relación entre 

lo que está plasmado en el papel y lo que sucede en la realidad, ya que gracias a este 

principio se prueba que existe un vínculo laboral o una relación de subordinación, la 

cual, ha sido encubierta por el empleador con el fin de eludir o evitar el pago de 

beneficios sociales y otros pagos que se generan con el vínculo laboral, puesto que en 

los contratos de locación de servicios, solo se paga lo estipulado en el contrato por 

los servicios brindados y nada más. 

 
 

Una vez demostrada la desnaturalización de la relación contractual civil, al 

haber existido relación laboral, la consecuencia y efecto no es otra que la 

determinación de la existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado (regla 

general en nuestro ordenamiento jurídico), es decir, que solamente puede ser 

despedido  por  una  causa  justa  relacionada  con  su  conducta  o  capacidad,  de  lo
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contrario  se  trataría  de  un  despido  arbitrario,  cuya  proscripción  garantiza  el 

contenido  esencial  del  derecho  al  trabajo,  reconocido  por  el Artículo  22  de  la 

Constitución Política del Perú. Por tanto, la ruptura del vínculo laboral, sustentada en 

el vencimiento del plazo del contrato, tiene el carácter de un despido arbitrario, 

lesivo del derecho al trabajo, frente a lo cual procede, la reposición o la 

indemnización, de acuerdo a la elección del trabajador. 

 
 

 
2.2.2.4.8.8.     La  Desnaturalización  de  la  relación  contractual  civil  en  el 

expediente materia de estudio 

En  el  proceso judicial en  estudio,  correspondiente  al  Reconocimiento  del 
 

Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales, en el expediente N° 22752-2013-86- 
 

1801-JR-LA-15; a cargo del Decimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo 

Permanente  del  Distrito  Judicial  de  Lima,  la  parte  demandante  “A”  interpone 

demanda contra la demandada “B”, solicitando la desnaturalizacion contractual civil, 

en consecuencia el reconocimiento de una relacion laboral desde el 1° de Abril del 

2005 hasta el 02 de Mayo del 2010, periodo en el cual a prestado sus servicios 

personales a traves de un contrato de locacion de servicios. Asimismo, de manera 

accesoria solicita el pago de sus beneficios sociales como compensacion por tiempo 

de servicios, gratificaciones, vacaciones  no gozadas, simples y truncas, 

gratificaciones legales con la bonificacion del 9% y las utilidades del 2005 al 2010 y 

la entrega de su certificado de trabajo. 

 
 

Con el fin de analizar la desnaturalizacion contractual civil demandada y en 

consecuencia el reconocimiento de una relacion laboral, se debe tener en 

consideracion los siguientes hechos y consideraciones: 

 
 

a)  Para dicho efecto cabe señalar que la parte demandante “A”, acreditado 

haber prestado   sus servicios de manera personal a la demandada “B”, 

desempeñando el cargo de Asesora de Ventas, lo cual a demostrado con 

tarjetas   personales   y  solicitudes   de   afiliacion,   donde   se   visualiza
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claramente que la demandante “A” a venido actuando en nombre y 

representacion de la demanda “B”, al respecto cabe citar que la regulación 

establece que: “Los servicios para ser de naturaleza laboral, deben ser 

prestados  en  forma  personal  y  directa  sólo  por  el  trabajador  como 

persona natural. (Art. 5º del D.S. 003-97-TR),” lo cual considerando el 

principio de primacia de la realidad a quedado demostrado en el presente 

proceso, por lo tanto, cumple con uno de los requisitos establecidos para 

que se considere la existencia de un Contrato de trabajo entre “A” y “B”. 

 
 

b)  En segundo lugar, cabe señalar que la demandante “A”, acreditado a 

traves de movimientos de una entidad Bancaria, el pago de una 

remuneracion por parte de la demandada “B”, la cual se ha venido 

abonando de manera habitual. Al respecto cabe citar que para determinar 

el carácter remunerativo de un concepto otorgado a favor del trabajador, 

corresponde aplicar el principio de primacía de la realidad, a fin de 

identificar que dicho concepto ha sido otorgado de forma mensual, 

sucesiva, periódica y regular, bajo libre disponibilidad. Conforme a ley, el 

monto otorgado al trabajador tendrá carácter remunerativo si se le otorga 

de modo regular como contraprestación por el servicio proporcionado. 

 
 

Con respecto al concepto Remunerativo en la regulacion debemos citar a 

la ley N° 27735 donde se afirma que es aquella percibida habitualmente 

por  el  trabajador,  aun  cuando  sus montos puedan  variar  en  razón  de 

incremento u otros motivos. Asimismo, la LPCL establece que: constituye 

remuneración para todo efecto legal el integro de lo que el trabajador 

recibe por sus servicios, en dinero o en especie, cualesquiera sean la 

forma o denominación que se le dé, siempre que sea de su libre 

disposición, es decir existe un efecto jurídico del Contrato de Trabajo que 

es la contraprestación económica (Art. 6º del D.S. 003-97-TR). 

 
 

Por lo tanto, queda establecida que se cumple el segundo requisito para
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determinar que el transfondo de la relacion contractual corresponde a una 

relacion laboral, es decir, existe el elemento remunerativo. 

 
 

c)  Que a quedado acreditado en los hechos, la existencia de dependencia 

entre el demandante “A” y la demandada “B”, toda vez que la actividad 

de venta de planes de seguros medicos, al realizarse en las instalaciones 

de la demandada “B”, estaba sujeto al horario que de atencion que ella 

tuviera, tanto de apertura como de cierre. Asimismo, su ingreso a laborar 

tambien estaba supeditado a dicho horario. 

 
 

Por lo tanto, las actividades que ha venido realizando la demandante “A” 

en las instalaciones de la demandada “B”, nunca pudieron realizarse de 

manera independiente o autonoma, requisito fundamental de los contratos 

civiles, cabe citar que el artículo 1764° del Código Civil lo define de la 

siguiente manera: “Por la locación de servicios el locador se obliga, sin 

estar subordinado al comitente, a prestarle sus servicios por cierto tiempo 

o para un trabajo determinado, a cambio de una retribución.” 

 
 

Por lo antes expuesto, queda demostrado en el terreno de los hechos, con 

respecto a los documentos que pudieran existir, que a existido una 

subordinacion de la demandante “A”   para realizar sus actividades con 

respecto al demandado “B”, lo que implica en aplicación del principio de 

primacia de la realidad, que nos encontramos frente a una 

desnaturalizacion del contrato civil y por ende frente a la existencia de un 

contrato de trabajo encubierto. 

 
 

d)  Que al haberse cumplido los presupuestos establecidos en el Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo   Nº 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral dado por DECRETO SUPREMO Nº 003-97-TR, 

el cual define los elementos que debe contener un Contrato de Trabajo al 

decir  en  su  Artículo  4.-  “En  toda  prestación  personal  de  servicios
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remunerados y subordinados, se presume la existencia de un contrato de 

trabajo a plazo indeterminado,” y en funcion a lo normado en la Nueva 

Ley Procesal del Trabajo N° 29497, aplicable al caso, el artículo 23°, 

numeral 23.2 el cual establece expresamente lo siguiente: “Acreditada la 

prestación personal de servicios, se presume la existencia de vínculo 

laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en contrario” a quedado 

demostrado la desnaturalizacion del contrato civil y la existencia de un 

contrato laboral. 

 

 
 

2.2.2.4.8.9.     Jurisprudencia aplicable al presente estudio 
 

Casaciones laborales 
 

La  desnaturalización  los  contratos  de  locación  de  servicios,  siempre  fue 

materia de pronunciamiento de la Corte Suprema: 
 

 
 
 

Casación Laboral 476-2005, Lima 
 

Bajo este marco los órganos de instancia teniendo en cuenta que son 

elementos  que  configuran  el  contrato  de  trabajo;  la  remuneración,  la 

prestación  personal  y la  subordinación  y  privilegiando  lo  ocurrido  en  el 

terreno de los hechos, a partir del mérito de la prueba actuada en el proceso 

que acredita la configuración de tales elementos arriban a la conclusión que 

entre las partes existió un contrato de trabajo enervando así en forma absoluta 

la eficacia de los contratos de locación de servicios a los que alude la 

accionada y que sirvieron para encubrir bajo el ropaje de naturaleza civil los 

servicios personales y subordinados que le prestó el demandante bajo una 

típica relación laboral. 

 

 
 

Por otro lado, la Corte Suprema, en aplicación del principio tuitivo, como de 

la primacía de la realidad, se ha pronunciado respecto a considerar las 

prestaciones de servicios en el contrato de locación de servicios, como un 

contrato a plazo indeterminado. Igual protección goza el contrato de trabajo
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sujeto a modalidad en los supuestos contemplados en el artículo 77 del 

Decreto Supremo N° 003-97-TR, se convierten en un contrato a plazo 

indeterminado. 

 

 
 

Carácter remunerativo (Casación Nº 7267-2016-Cajamarca). 
 

Para determinar el carácter remunerativo de un concepto otorgado a favor del 

trabajador, corresponde aplicar el principio de primacía de la realidad, a fin de 

identificar que dicho concepto ha sido otorgado de forma mensual, sucesiva, 

periódica y regular, bajo libre disponibilidad. Conforme a ley, el monto 

otorgado al trabajador tendrá carácter remunerativo si se le otorga de modo 

regular como contraprestación por el servicio proporcionado – cualquiera sea 

el nombre que se le dé – y que sea de libre disposición del trabajador. 

 
 

Casacion Laboral N° 18623-2015 Huanuco 
 

Estando a que se ha verificado el cumplimiento de los tres elementos 

característicos de un contrato de trabajo, en aplicación del Principio de 

Primacía de la Realidad, se debe señalar, que aun cuando las partes celebraron 

un contrato civil, en el terreno de los hechos existió una relación laboral entre 

las partes, motivo por el cual los contratos de locación de servicios suscritos 

entre  ambas partes se  han  desnaturalizados,  debiéndose  reconocer la  real 

naturaleza como contratos de trabajo, los cuales de conformidad con lo 

señalado en el artículo 4° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo 

N°  728,  Ley  de  Productividad  y  Competitividad  Laboral,  aprobado  por 

Decreto Supremo N°003- 97-TR y el numeral 23.2 del artículo 23° de la Ley 

N° 29497, Nueva Ley Procesal de Trabajo son de carácter indeterminado; 

motivos por las que las causales denunciadas devienen en fundadas. 

 

 
 

Pleno Jurisdiccional Nacional Laboral del año 2000 
 

En el Pleno Jurisdiccional Nacional Laboral del año 2000, se tuvo como 
 

Tema N° 1, locación de servicios y contrato de trabajo, en donde el Pleno
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llegó al siguiente acuerdo. 
 

Primero.- Si el Juez constata la existencia de una relación laboral a pesar de 

la celebración de un contrato de servicios civil o mercantil, deberá preferir la 

aplicación   de   los   principios   de   la   primacía   de   la   realidad   y   de 

irrenunciabilidad sobre el de buena fe contractual que preconiza el Código 

Civil, para reconocer los derechos laborales que correspondan. 

 

 
 

Sentencias del Tribunal Constitucional 
 

Según la Sentencia del Tribunal Constitucional en el EXP. N.° 04699-2005-PA/TC, 

en su fundamento 2, dice lo siguiente: 

 
 

[…] los contratos civiles suscritos con el demandante encubrían, en realidad, 

una relación de naturaleza laboral y que según el principio de primacía de la 

realidad esta se ha vuelto de duración indeterminada, razón por la cual no 

podía ser despedido sino por causa justa.  (p.230). 

 
 

Según la Sentencia del Tribunal Constitucional en el EXP. 04877-2005-PA/TC, en su 

fundamento 5, dice lo siguiente: 

 
 

En el presente caso, con el certificado de trabajo obrante a fojas 39, se 

acredita que el demandante suscribió contratos de locación de servicios no 

personales con vigencia desde el 1 de noviembre de 2002 hasta el 31 de 

marzo de 2003; esto es, para prestar servicios sin estar subordinado, por cierto 

tiempo, o para un trabajo determinado, a cambio de una retribución. Sin 

embargo,  con  las  papeletas  de  permiso  obrantes  de  fojas  43  a  47,  se 

demuestra que el demandante se encontraba subordinado a un jefe inmediato, 

al cual solicitaba permiso de salida para realizar las labores para las que fue 

contratado, por lo que en aplicación del principio de primacía de la realidad, 

prevalecen los hechos sobre las formas y apariencias de los contratos civiles 

suscritos por el demandante, resultando, además, evidente que con tales 

contratos se pretendía esconder una relación laboral.(p.232).



127 
 

 

 
 

Según  la  Sentencia  del  Tribunal  Constitucional  STC  1944-2002-AA/TC,  en  su 

fundamento 3, dice lo siguiente: 

 

 

Con relación al principio de primacía de la realidad, que es un elemento 

implícito en nuestro ordenamiento jurídico y, concretamente, impuesto por la 

propia naturaleza tuitiva de nuestra Constitución, este Tribunal ha precisado, 

en la STC 1944-2002-AA/TC, que mediante este principio «(...) en caso de 

discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye de los 

documentos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que sucede en 

el terreno de los hechos» 

 
 

Habiendose establecido que el contrato de locacion de servicios fue una 

simulacion para encubrir una relacion laboral y aplicando el principio de la primacia 

de la realidad, donde se presume la existencia de un contrato de trabajo a plazo 

indeterminado, se tiene que reconocer el pago de los beneficios sociales no abonados 

asi como los intereses legales que se hubieran generado al respecto cabe señalar las 

siguientes jurisprudencias. 

 
 
 
 
 
 
 

 
Sentencias del Tribunal Constitucional 

 

Según la Sentencia del Tribunal Constitucional en el EXP. N.° 04699-2005-PA/TC, 

en su fundamento 2, dice lo siguiente: 

 
 

[…] los contratos civiles suscritos con el demandante encubrían, en realidad, 

una relación de naturaleza laboral y que según el principio de primacía de la 

realidad esta se ha vuelto de duración indeterminada, razón por la cual no 

podía ser despedido sino por causa justa.  (p.230).
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Según la Sentencia del Tribunal Constitucional en el EXP. 04877-2005-PA/TC, en su 

fundamento 5, dice lo siguiente: 

 
 

En el presente caso, con el certificado de trabajo obrante a fojas 39, se 

acredita que el demandante suscribió contratos de locación de servicios no 

personales con vigencia desde el 1 de noviembre de 2002 hasta el 31 de 

marzo de 2003; esto es, para prestar servicios sin estar subordinado, por cierto 

tiempo, o para un trabajo determinado, a cambio de una retribución. Sin 

embargo,  con  las  papeletas  de  permiso  obrantes  de  fojas  43  a  47,  se 

demuestra que el demandante se encontraba subordinado a un jefe inmediato, 

al cual solicitaba permiso de salida para realizar las labores para las que fue 

contratado, por lo que en aplicación del principio de primacía de la realidad, 

prevalecen los hechos sobre las formas y apariencias de los contratos civiles 

suscritos por el demandante, resultando, además, evidente que con tales 

contratos se pretendía esconder una relación laboral.(p.232). 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

2.3.     MARCO CONCEPTUAL 

Calidad 
 

Propiedad o conjunto de propiedades inherentes a una persona o cosa que 

permiten apreciarla con respecto a las restantes de su especie (Diccionario de la 

Lengua Española, s.f., párr. 2) 

 

 
 

Calidad
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Según el modelo de la norma ISO 9000, la calidad es el “grado en el que un 

conjunto   de   características   inherentes   cumple   con   los   requisitos”,   debiendo 

entenderse por requisito “necesidad o expectativa establecida, generalmente implícita 

u obligatoria”. La calidad permite diversos grados (quizás, infinitos), si bien lo que 

no aclara esta definición, es quién debe establecer este grado. No obstante, en el 

enfoque  de  esta  norma  está  el  cliente,  de  quien  debe  conocerse  su  percepción 

respecto del grado de satisfacción con el producto suministrado, devolviéndonos 

nuevamente a la perspectiva externa. (Anónimo. s.f. párr. 2-3.). 

 

 
 

Carga de la prueba 
 

Obligación consistente en poner a cargo de un litigante la demostración de la 

veracidad de sus proposiciones de hecho en un juicio. El requerimiento es facultad de 

la parte interesada de probar su proposición. Obligación procesal a quién afirma o 

señala (Poder Judicial, 2013). 

 
 

Derechos fundamentales 
 

Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas judicialmente que la 

constitución  reconoce  a  los ciudadanos de  un  país  determinado  (Poder  Judicial, 

2013). 
 

 
 

Distrito Judicial 
 

Parte de un territorio en donde un Juez o Tribunal ejerce jurisdicción (Poder 
 

Judicial, 2013). 
 

 
 

Doctrina 
 

Conjunto de tesis y opiniones de los tratadistas y estudiosos del Derecho que 

explican y fijan el sentido de las leyes o sugieren soluciones para cuestiones aun no 

legisladas. Tiene importancia como fuente mediata del Derecho, ya que el prestigio y 

la autoridad de los destacados juristas influyen a menudo sobre la labor del legislador 

e incluso en la interpretación judicial de los textos vigentes (Cabanellas, 1998).
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Expresa 
 

Claro, evidente, especificado, detallado. Ex profeso, con intención, 

voluntariamente de propósito (Cabanellas, 1998). 

 
 

Expediente 
 

Es la carpeta material en la que se recopilan todos las actuaciones judiciales y 

recaudos   que   se   establecen   en   un   proceso judicial de un caso concreto (Lex 

Juridica, 2012). 

 
 

Evidenciar 
 

Hacer patente y manifiesta la certeza de algo; probar y mostrar que no solo es 

cierto, sino claro (Real Academia de la Lengua Española, 2001). 

 
 

Jurisprudencia 
 

Estudio de las experiencias del derecho, a través de sus fallos y sentencias 

dictados por sus tribunales, cuya observancia es obligatoria para nuevos casos de la 

misma modalidad, asumiéndolo como fuente ante situaciones semejantes. (Poder 

Judicial, 2016).” 

 
 

Normatividad 
 

Cualidad de normativo (Real Academia de la Lengua Española, 2001). 
 

 
 

Parámetro 
 

Dato que se considera como imprescindible y orientativo para lograr evaluar 

o  valorar  una  determinada  situación.  A  partir  de  un  parámetro,  una  cierta 

circunstancia puede comprenderse o ubicarse en perspectiva. 
 

 

Rango  
 

Amplitud de la variación de un fenómeno entre un mínimo y un máximo,
 

claramente especificados (Diccionario de la lengua española. s.f. párr.2).

http://definicion.de/datos/
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Sentencia de calidad de rango muy alta 
 

Puntuacion asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades 

y  el  valor  obtenido,  por  su  tendencia  a  aproximarse  al  que  corresponde  a  una 

sentencia ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 
 

Sentencia de calidad de rango alta 
 

Puntuacion asignada a la sentencia analizada, sin intensificar sus propiedades 

y el valor obtenido, no obstante su aproximación, al que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio ((Muñoz, 2014). 

 
 

Sentencia de calidad de rango mediana 
 

Puntuacion asignada a la sentencia analizada con propiedades   intermedias, 

cuyo valor se ubica entre un mínimo y un máximo pre establecido para una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 
 

Sentencia de calidad de rango baja 
 

Calificación   asignada   a   la   sentencia   analizada,   sin   intensificar   sus 

propiedades y el valor obtenido, no obstante su tendencia a alejarse, del que 

corresponde a una sentencia ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 

2014). 
 

 
 
 
 

Sentencia de calidad de rango muy baja 
 

Calificación asignada a la sentencia analizada, intensificando sus propiedades 

y el valor obtenido, por su tendencia a alejarse, del que corresponde a una sentencia 

ideal o modelo teórico que propone el estudio (Muñoz, 2014). 

 
 

Variable 
 

Una variable es          un          símbolo          constituyente          de          un 

predicado, fórmula, algoritmo o de una proposición.(Wikipedia, 2016).

https://es.wikipedia.org/wiki/Predicado_(l%C3%B3gica)
https://es.wikipedia.org/wiki/Predicado_(l%C3%B3gica)
https://es.wikipedia.org/wiki/F%C3%B3rmula_(expresi%C3%B3n)
https://es.wikipedia.org/wiki/F%C3%B3rmula_(expresi%C3%B3n)
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I.I.I.    HIPÓTESIS 
 

 
3.1.     Hipótesis general 

 

De conformidad con el procedimiento y parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales, previos en la investigación las sentencias de primera y segunda 

instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales 

en el expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15; Decimo Quinto Juzgado 

Especializado  de Trabajo Permanente  del  Distrito Judicial  de  Lima,  Perú; 2020, 

ambos son de rango muy alta, respectivamente. 

 
 

 
3.2.   Hipótesis Específicas 

 
 
 

3.2.1. De conformidad con los procedimientos y parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales previstos en la presente investigación, la calidad de la 

sentencia de primera instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y 

Pago  de  Beneficios Sociales  del  expediente  seleccionado,  en  función  a la 

calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva, es de rango muy alta. 

 
 
 

 

3.2.2. De conformidad con los procedimientos y parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales previstos en la presente investigación, la calidad de 

sentencia de segunda instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y 

Pago de Beneficios Sociales del expediente seleccionado, en función de la 

calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva, es de rango muy alta.
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I.V.     METODOLOGÍA 
 

4.1.     Tipo y nivel de la investigación 
 

4.1.1.  Tipo de investigación. 
 

La investigación es de tipo cuantitativa – cualitativa (Mixta): 
 

 
 

Cuantitativa: 
 

La investigación se inicia con el planteamiento de un problema de 

investigación, delimitado y concreto; se ocupa de aspectos específicos externos del 

objeto de estudio y el marco teórico que guía la investigación es elaborado sobre la 

base de la revisión de la literatura  (Hernández, Fernández & Baptista, 2010). 

 
 

En perfil cuantitativo se evidencia en el uso intenso de la revisión de la 

literatura;   en   el   presente   trabajo   facilitó   la   formulación   del   problema   de 

investigación; los objetivos de la investigación; la operacionalización de la variable; 

la construcción del instrumento para recoger los datos; el procedimiento de 

recolección de datos y el análisis de los resultados. 

 
 

Cualitativa. 
 

La  investigación  se  fundamenta  en  una  perspectiva  interpretativa  está 

centrada  en  el  entendimiento  del  significado  de  las  acciones,  sobre  todo  de  lo 

humano (Hernández, Fernández & Baptista, 2010). 

 
 

El perfil cualitativo se evidencia en la recolección de datos que requirió de la 

concurrencia del análisis para identificar a los indicadores de la variable. Además; la 

sentencia (objeto de estudio) es el producto del accionar humano, quien a título de 

representante del Estado en el interior de un proceso judicial (Juez unipersonal o 

colegiado) decide(n) sobre un conflicto de intereses de índole privado o público. Por 

lo tanto, la extracción de datos implicó interpretar su contenido para alcanzar los 

resultados. Dicho logro, evidenció la realización de acciones sistemáticas: a) 

sumergirse en el contexto perteneciente a la sentencia; es decir, hubo revisión 

sistemática y exhaustiva del proceso judicial documentado (Expediente judicial) con
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el propósito de comprenderla y b) volver a sumergirse; pero, ésta vez en el contexto 

específico, perteneciente a la propia sentencia; es decir, ingresar a cada uno de sus 

compartimentos y recorrerlos palmariamente para recoger los datos (indicadores de 

la variable). 

 
 

Su perfil mixto, se evidencia en que, la recolección y el análisis no son 

acciones que se manifestaron sucesivamente; sino, simultáneamente al cual se sumó 

el uso intenso de las bases teóricas: contenidos de tipo procesal y sustantivo; 

pertinentes, con los cuales se vinculó la pretensión judicializada o hecho investigado; 

esto fue,   para interpretar y comprender a las sentencias y, sobre todo, reconocer 

dentro de ella a los indicadores de calidad: variable de estudio. 

 
 

 
4.1.2.  Nivel de investigación. 

 

El nivel de la investigación es exploratoria y descriptiva: 
 

 
 

Exploratoria. 
 

Se trata de un estudio que se aproxima y explora contextos poco estudiados; 

además la revisión de la literatura reveló pocos estudios respecto de la calidad del 

objeto de estudio (sentencias) y la intención fue indagar nuevas perspectivas. 

(Hernández, Fernández & Baptista, 2010). 

 
 

El nivel exploratorio se evidenció en varios aspectos de la investigación; la 

inserción de antecedentes no ha sido sencilla, se hallaron trabajos aislados, de tipo 

interpretativo, donde el objeto estudiado fueron resoluciones judiciales (sentencias); 

pero, la variable en estudio fueron diferentes, por ejemplo: la identificación de la 

sana crítica, la valoración de las pruebas, la motivación; etc., pero respecto de la 

calidad, no se hallaron. Fuera de ello, los resultados obtenidos todavía son debatibles; 

además,  las decisiones de  los jueces comprenden  elementos complejos como  el 

principio de equidad y la justicia y su materialización dependerá del contexto 

específico donde fueron aplicados, no se puede generalizar.
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Descriptiva. 
 

Se trata de un estudio que describe propiedades o características del objeto de 

estudio; en otros términos, la meta del investigador(a) consiste en describir el 

fenómeno; basada en la detección de características específicas. Además, la 

recolección de la información sobre la variable y sus componentes, se realiza de 

manera independiente y conjunta, para luego someterlos al análisis.  (Hernández, 

Fernández & Baptista, 2010). 

 
 

En opinión de Mejía (2004) en las investigaciones descriptivas el fenómeno 

es sometido a un examen intenso, utilizando exhaustiva y permanentemente las bases 

teóricas para facilitar la identificación de las características existentes en él   para 

luego estar en condiciones de definir su perfil y arribar a la determinación de la 

variable. 

 
 

El nivel descriptivo, se evidenció en diversas etapas del trabajo: 1) en la 

selección de la unidad de análisis (expediente judicial); porque, el proceso judicial 

registrado en su contenido, tuvo que reunir condiciones pre establecidas para facilitar 

la realización de la investigación (Ver 3.3. de la metodología); y 2) en la recolección 

y análisis de los datos, establecidos en el instrumento; porque, estuvo direccionado al 

hallazgo  de  un  conjunto  de  características  o  propiedades,  que  según  las  bases 

teóricas, debe reunir una sentencia (puntos de coincidencia o aproximación entre las 

fuentes de tipo normativo, doctrinario y jurisprudencial). 

 
 

 
4.2.     Diseño de la investigación 

 

No experimental. 
 

El estudio del fenómeno es conforme se manifestó en su contexto natural; en 

consecuencia  los  datos  reflejan  la  evolución  natural  de  los  eventos,  ajeno  a  la 

voluntad de la investigador (Hernández, Fernández & Baptista, 2010).
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Retrospectiva. 
 

La planificación y recolección de datos comprende un fenómeno ocurrido en 

el pasado  (Hernández, Fernández & Baptista, 2010). 

 
 

Transversal. 
 

La recolección de datos para determinar la variable, proviene de un fenómeno 

cuya versión corresponde a un momento específico del desarrollo del tiempo (Supo, 

2012; Hernández, Fernández & Baptista, 2010). 
 

 
 

En  el  presente estudio,  no se  manipuló  la  variable; por  el  contrario las 

técnicas de la observación y análisis de contenido se aplicaron al fenómeno en su 

estado normal, conforme se manifestó por única vez en un tiempo pasado. 

 
 

En otros términos, la característica no experimental, se evidencia en la 

recolección de datos sobre la variable: calidad de las sentencias; porque, se aplicó en 

una versión original, real y completa sin alterar su esencia (Ver punto 3.8 de la 

metodología). Asimismo, su perfil retrospectivo se evidencia en el mismo objeto de 

estudio (sentencias); porque pertenece a un tiempo pasado, además acceder al 

expediente judicial que lo contiene solo es viable cuando desaparece el principio de 

reserva del proceso; antes es imposible que un tercero pueda revisarlo. Finalmente, 

su aspecto transversal, se evidenció en la recolección de datos para alcanzar los 

resultados; porque los datos se extrajeron de un contenido de tipo documental donde 

quedó registrado el objeto de estudio (sentencias); en consecuencia, no cambió 

siempre mantuvo su estado único conforme ocurrió por única vez en un determinado 

transcurso del tiempo. 

 
 

 
4.3.     Unidad de análisis 

 

Las unidades de análisis: “Son los elementos en los que recae la obtención 

de información y que deben de ser definidos con propiedad, es decir precisar, a quien 

o a quienes se va a aplicar la muestra para efectos de obtener la información. (Centty,
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2006, p.69). 
 

 
 

De otro lado las unidades de análisis se pueden escoger aplicando los 

procedimientos probabilísticos y los no probabilísticos. En el presente estudio se 

utilizó el procedimiento no probabilístico; es decir, aquellas que “(…) no utilizan la 

ley del azar ni el cálculo de probabilidades (…). El muestreo no probabilístico asume 

varias formas: el muestreo por juicio o criterio del investigador, el muestreo por 

cuota  y muestreo  accidental  (Arista,  1984;  citado  por  Ñaupas,  Mejía,  Novoa,  y 

Villagómez, 2013; p. 211). 

 
 

En  el  presente  trabajo  la  selección  de  la  unidad  de  análisis  se  realizó 

mediante el muestreo no probabilístico; específicamente, el muestreo o criterio del 

investigador. Que, según Casal y Mateu (2003) se denomina muestreo no 

probabilístico, llamado técnica por conveniencia; porque, es el mismo investigador 

quien establece las condiciones para seleccionar una unidad de análisis. 

 
 

En la presente investigación, la unidad de análisis estuvo representada por 

un expediente judicial, porque de acuerdo a la línea de investigación (ULADECH, 

2013) es un recurso o base documental que facilita la elaboración de la investigación, 

los criterios relevantes para ser seleccionado fueron: proceso contencioso; con 

interacción de ambas partes; concluido por sentencia; con participación de dos 

órganos jurisdiccionales (en primera y segunda instancia); perteneciente al Distrito 

Judicial de Lima – Lima 2020. 

 
 

Al interior del proceso judicial se halló: el objeto de estudio, estos fueron, 

las dos sentencias, de primera y de segunda instancia. 

 
 

En  el  presente  trabajo  los datos que  identifican  a  la  unidad  de  análisis 

fueron: el expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, cuya pretensión 

judicializada es el: Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios 

Sociales,  tramitado siguiendo las reglas del proceso laboral; perteneciente al Decimo
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Quinto Juzgado Especializado de Trabajo Permanente del Distrito Judicial de Lima, 

Perú – 2020. 

 
 

La evidencia empírica del objeto de estudio; es decir, las sentencias 

estudiadas se encuentra ubicadas en el anexo 1; estos se conservan en su esencia, la 

única sustitución aplicada a su contenido fueron, en los datos de identidad 

pertenecientes a las personas naturales y jurídicas mencionadas en el texto; porque a 

cada uno se les asignó un código (A, B, C, etc) por cuestiones éticas y respeto a la 

dignidad. 

 
4.4.     Definición y operacionalización de la variable e indicadores 

 
 
 

Respecto a la variable, en opinión de Centty (2006, p. 64): 
 

Las variables son características, atributos que permiten distinguir un hecho 

o fenómeno de otro (Persona, objeto, población, en general de un Objeto de 

Investigación o análisis), con la finalidad de poder ser analizados y cuantificados, las 

variables son un Recurso Metodológico, que el investigador utiliza para separar o 

aislar   los  partes  del   todo   y  tener   la   comodidad   para   poder   manejarlas  e 

implementarlas de manera adecuada. 

 
 

En el presente trabajo la variable fue: la calidad de las sentencias de primera 

y segunda instancia. 

 
 

La calidad, según la Sociedad Americana para el Control de Calidad 

(A.S.Q.C.) es un conjunto características de un producto, servicio o proceso que le 

confieren   su   aptitud   para   satisfacer   las   necesidades   del   usuario   o   cliente 

(Universidad Nacional Abierta y a Distancia, s.f). 

 
 

En términos judiciales, una sentencia de calidad es aquella que evidencia 

poseer un conjunto de características o indicadores establecidos en fuentes que 

desarrollan su contenido. En el ámbito del derecho, las fuentes que desarrollan el
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contenido   de   una   sentencia   son   fuentes   de   tipo   normativo,   doctrinario   y 

jurisprudencial. 

 
 

Respecto a los indicadores de la variable, Centty (2006, p. 66) expone: 
 

Son unidades empíricas de análisis más elementales por cuanto se deducen 

de las variables y ayudan a que estas empiecen a ser demostradas primero 

empíricamente y después como reflexión teórica; los indicadores facilitan la 

recolección de información, pero también demuestran la objetividad y veracidad de 

la información obtenida, de tal manera significan el eslabón principal entre las 

hipótesis, sus variables y su demostración. 

 
 

Por su parte, Ñaupas,   Mejía, Novoa y Villagómez, (2013) refieren: “los 

indicadores son manifestaciones visibles u observables del fenómeno” (p. 162). 

 
 

En el presente trabajo, los indicadores son aspectos reconocibles en el 

contenido de las sentencias; específicamente exigencias o condiciones establecidas 

en la ley y la Constitución; los cuales son aspectos puntuales en los cuales las fuentes 

 
 

de tipo normativo, doctrinario y jurisprudencial, consultados; coincidieron o 

tienen una estrecha aproximación. En la literatura existen indicadores de nivel más 

abstracto y complejo; pero, en el presente trabajo la selección de los indicadores, se 

realizó tomando en cuenta el nivel pre grado de los estudiantes. 

 
 

Asimismo; el número de indicadores para cada una de las sub dimensiones 

de la variable solo fueron cinco, esto fue, para facilitar el manejo de la metodología 

diseñada para el presente estudio; además, dicha condición contribuyó a delimitar en 

cinco niveles o rangos la calidad prevista, estos fueron: muy alta, alta, mediana, baja 

y muy baja. 

 
 

En términos conceptuales la calidad de rango muy alta, es equivalente a 

calidad total; es decir, cuando se cumplan todos los indicadores establecidos en el



140 
 

 

presente estudio. Éste nivel de calidad total, se constituye en un referente para 

delimitar  los  otros  niveles.  La  definición  de  cada  una  de  ellas,  se  encuentra 

establecida en el marco conceptual. 

 
 

 
La operacionalización de la variable se encuentra en el anexo 2. 

 
 
 

 
4.5.     Técnicas e instrumento de recolección de datos 

 

Para el recojo de datos se aplicaron las técnicas de la observación: punto de 

partida del conocimiento, contemplación detenida y sistemática, y  el análisis de 

contenido: punto de partida de la lectura, y para que ésta sea científica debe ser total 

y completa; no basta con captar el sentido superficial o manifiesto de un texto sino 

llegar  a  su  contenido  profundo  y latente  (Ñaupas,  Mejía,  Novoa  y Villagómez; 

2013). 
 

 
 

Ambas técnicas se aplicaron en diferentes etapas de la elaboración del 

estudio: en la detección y descripción de la realidad problemática; en la detección del 

problema de investigación; en el reconocimiento del perfil del proceso judicial 

existente en los expedientes judiciales; en la interpretación del contenido de las 

sentencias; en la recolección de datos al interior de las sentencias, en el análisis de 

los resultados, respectivamente. 

 
 

Respecto al instrumento: es el medio a través del cual se obtendrá la 

información relevante sobre la variable en estudio. Uno de ellos es la lista de cotejo y 

se trata de un instrumento estructurado que registra la ausencia o presencia de un 

determinado  rasgo,  conducta  o  secuencia  de  acciones.  La  lista  de  cotejo  se 

caracteriza por ser dicotómica, es decir,  que acepta solo dos alternativas: si, no; lo 

logra, o no lo logra, presente o ausente; entre otros (SENCE – Ministerio del Trabajo 

y Previsión Social, 2do y 4to párrafo). 

 
 

En la presente investigación se utilizó un instrumento denominado lista de
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cotejo (anexo 3), éste se elaboró en base a la revisión de la literatura; fue validado, 

mediante juicio de expertos (Valderrama, s.f) que consiste en la revisión de contenido 

y  forma   efectuada  por   profesionales  expertos  en   un   determinado  tema.  El 

instrumento presenta los indicadores de la variable; es decir, los criterios o ítems a 

recolectar en el texto de las sentencias; se trata de un conjunto de parámetros de 

calidad, preestablecidos en la línea de investigación, para ser aplicados a nivel pre 

grado. 

 
 

Se denomina parámetros; porque son elementos o datos desde el cual se examina las 

sentencias; porque son aspectos específicos en los cuales coinciden o existe 

aproximación estrecha entre las fuentes que abordan a la sentencia, que son de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial; respectivamente. 

 
 
 
 

4.6.     Procedimiento de recolección de datos y plan de análisis de datos 
 

Es un diseño establecido para la línea de investigación se inicia con la 

presentación de pautas para recoger los datos,  se orienta por la estructura de la 

sentencia y los objetivos específicos trazados para la investigación; su aplicación 

implica utilizar las técnicas de la observación y el análisis de contenido y el 

instrumento llamado lista de cotejo, usando a su vez, las bases teóricas para asegurar 

la asertividad en la identificación de los datos buscados en el texto de las sentencias. 

 
 

Asimismo,  corresponde  destacar  que  las  actividades  de  recolección  y 

análisis fueron simultáneas que se ejecutaron por etapas o fases, conforme sostienen 

Lenise  Do  Prado;  Quelopana  Del  Valle;  Compean  Ortiz,  y  Reséndiz  Gonzáles 

(2008). (La separación de las dos actividades solo obedece a la necesidad de 

especificidad). 

 
 
 
 

4.6.1.  De la recolección de datos 
 

La descripción del acto de recojo de datos se encuentra en el anexo 4, denominado:
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Procedimiento   de   recolección,   organización,   calificación   de   los   datos   y 

determinación de la variable. 

 

 
 
 
 

4.6.2.  Del plan de análisis de datos 
 

4.6.2.1.           La primera etapa. 
 

Fue una actividad abierta y exploratoria, que consistió en una aproximación 

gradual y reflexiva al fenómeno, orientada por los objetivos de la investigación; 

donde cada momento de revisión y comprensión fue una conquista; es decir, un logro 

basado en la observación y el análisis. En esta fase se concretó, el contacto inicial 

con la recolección de datos. 

 
 
 
 

4.6.2.2.           Segunda etapa. 
 

También fue una actividad, pero más sistémica que la anterior, técnicamente 

en términos de recolección de datos, igualmente, orientada por los objetivos y la 

revisión permanente de la literatura, que facilitó la identificación e interpretación de 

los datos. 

 
 
 
 

4.6.2.3.           La tercera etapa. 
 

Igual que las anteriores, fue una actividad; de naturaleza más consistente, fue 

un análisis sistemático, de carácter observacional, analítica, de nivel profundo 

orientada por los objetivos, donde hubo articulación entre los datos y la revisión de la 

literatura. 

 
 

Estas actividades se evidenciaron desde el instante en que el investigador(a) 

aplicó la observación y el análisis en el objeto de estudio; es decir las sentencias, que 

resulta ser un fenómeno acontecido en un momento exacto del decurso del tiempo, lo 

cual quedó documentado en el expediente judicial; es decir, en la unidad de análisis, 

como es natural a la primera revisión la intención no es precisamente recoger datos;
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sino, reconocer, explorar su contenido, apoyado en las bases teóricas que conforman 

la  revisión de la literatura. 

 
 

Acto seguido, el(a) investigador(a) empoderado(a) de mayor dominio de las 

bases teóricas, manejó la técnica de la observación y el análisis de contenido; 

orientado por los objetivos específicos inició el recojo de datos, extrayéndolos del 

texto de la sentencia al instrumento de recolección de datos; es decir, la lista de 

cotejo, lo cual fue revisado en varias ocasiones. Esta actividad, concluyó con una 

actividad de mayor exigencia observacional, sistémica y analítica, tomando como 

referente la revisión de la literatura, cuyo dominio fue fundamental para proceder a 

aplicar el instrumento y la descripción especificada en el anexo 4. 

 
 

Finalmente, los resultados surgieron del ordenamiento de los datos, en base 

al hallazgo de los indicadores o parámetros de calidad en el texto de las sentencias en 

estudio, conforme a la descripción realizada en el anexo 4. 

 
 

La autoría de la elaboración del instrumento, recojo, sistematización de los 

datos para obtener los resultados y el diseño de los cuadros de resultados le 

corresponden  a la docente: Dionee Loayza Muñoz Rosas. 

 
 
 
 

4.7.     Matriz de consistencia lógica 
 

En opinión de Ñaupas,  Mejía, Novoa, y Villagómez, (2013): “La matriz de 

consistencia es un cuadro de resumen presentado en forma horizontal con cinco 

columnas en la que figura de manera panorámica los cinco elementos básicos del 

proyecto de investigación: problemas, objetivos, hipótesis, variables e indicadores, y 

la metodología” (p. 402). 

 
 

Por su parte, Campos (2010) expone: “Se presenta la matriz de consistencia 

lógica, en una forma sintética, con sus elementos básicos, de modo que facilite la 

comprensión de la coherencia interna que debe existir entre preguntas, objetivos e
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hipótesis de investigación” (p. 3). 
 

 
 

En el presente trabajo la matriz de consistencia será básica: problema de 

investigación y objetivo de investigación; general y específicos; respectivamente. No 

se presenta la hipótesis, porque la investigación es de carácter univariado y de nivel 

exploratorio descriptivo. Dejando la variable e indicadores y la metodología a los 

demás puntos expuestos en la presente investigación. 

 
 

En términos generales, la matriz de consistencia sirve para asegurar el orden, 

y asegurar la cientificidad del estudio, que se evidencia en la logicidad de la 

investigación.
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A continuación la matriz de consistencia de la presente investigación: 
 

TÍTULO DE LA INVESTIGACIÓN 
 

CALIDAD DE SENTENCIAS DE PRIMERA Y SEGUNDA INSTANCIA SOBRE 

RECONOCIMIENTO DEL VINCULO LABORAL Y PAGO DE BENEFICIOS SOCIALES, EN EL 

EXPEDIENTE N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, DEL DISTRITO JUDICIAL DE LIMA; 

LIMA.2020 

 
G 
/ 
E 

PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS 

 

G
en

er
a

l 

 
¿Cuál es la calidad de las 

sentencias de primera y 

segunda instancia sobre 

Reconocimiento del Vínculo 

Laboral y Pago de Beneficios 

Sociales, en el expediente N° 
22752-2013-86-1801-JR-LA- 
15,  del  Distrito  Judicial  de 
Lima; Lima.2020? 

 
Determinar la calidad de las 

sentencias de primera y segunda 

instancia sobre Reconocimiento del 

Vínculo  Laboral  y  Pago  de 

Beneficios Sociales, en el expediente 

N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15, 

del Distrito Judicial de Lima; 

Lima.2020. 

De conformidad con los 
procedimientos y parámetros 
normativos,       doctrinarios       y 
jurisprudenciales, previstos en la 

presente investigación las 

sentencias de primera y segunda 

instancia sobre Reconocimiento 

del Vínculo Laboral y Pago de 

Beneficios Sociales, en el 

expediente   N°   22752-2013-86- 
1801-JR-LA-15,     del     Distrito 
Judicial de Lima; Lima.2020., 
ambas son de rango muy alta, 
respectivamente. 

 

E
sp

ec
íf

ic
o

s 

¿Cuál es la calidad de las 
sentencias  de  primera 

instancia  sobre 
Reconocimiento del Vínculo 

Laboral y Pago de Beneficios 
Sociales, según los parámetros 
normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, 
en  el  expediente 

seleccionado? 

1. Determinar la calidad de las 
sentencias de primera instancia sobre 
Reconocimiento del Vínculo Laboral 
y Pago de Beneficios Sociales, según 

los parámetros normativos, 

doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes, en el expediente 

seleccionado. 

1. De conformidad con los 
procedimientos y parámetros 
normativos,       doctrinarios       y 
jurisprudenciales  previstos  en  la 

presente investigación, la calidad 

de    la    sentencia    de    primera 

instancia  sobre  Reconocimiento 

del  Vínculo  Laboral  y  Pago  de 

Beneficios         Sociales,         del 

expediente     seleccionado,     en 

función de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y 

resolutiva, es de rango muy alta 

¿Cuál  es  la  calidad  de  las 
sentencias  de  segunda 

instancia  sobre 
Reconocimiento del Vínculo 

Laboral y Pago de Beneficios 
Sociales, según los parámetros 
normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, 
en  el  expediente 

seleccionado? 

2.   Determinar   la   calidad   de   las 
sentencias  de  segunda  instancia 

sobre Reconocimiento del Vínculo 

Laboral y Pago de Beneficios 

Sociales, según los parámetros 

normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el 

expediente seleccionado. 

2.    De   conformidad    con   los 

procedimientos     y     parámetros 

normativos,       doctrinarios       y 

jurisprudenciales  previstos  en  la 

presente investigación, la calidad 

de    la    sentencia    de    segunda 

instancia  sobre  Reconocimiento 

del  Vínculo  Laboral  y  Pago  de 

Beneficios         Sociales,         del 

expediente     seleccionado,     en 

función de la calidad de su parte 

expositiva, considerativa y 

resolutiva, es de rango muy alta 
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4.8.     Principios éticos 
 

La realización del análisis crítico del objeto de estudio, está sujeta a 

lineamientos éticos básicos de: objetividad, honestidad, respeto de los derechos de 

terceros, y relaciones de igualdad (Universidad de Celaya, 2011). Se asumió, 

compromisos éticos antes, durante y después del proceso de investigación; a efectos 

de cumplir el principio de reserva, el respeto a la dignidad humana y el derecho a la 

intimidad (Abad y Morales, 2005). 

 
 

Para cumplir con ésta exigencia, inherente a la investigación, se ha suscrito 

una Declaración de compromiso ético, en el cual el investigador(a) asume la 

obligación de no difundir hechos e identidades existentes en la unidad de análisis, 

éste se evidencia como anexo 5. Asimismo, en todo el trabajo de investigación no se 

reveló los datos de identidad de las personas naturales y jurídicas que fueron 

protagonistas en el proceso judicial.
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Variable           en 

estudio 

 
 
 
 
 
Dimensiones  de 

la variable 

 
 
 
 
 
Sub dimensiones de la variable 

 

 
Calificación    de    las    sub 

dimensiones 

 
 
 
 
 
 
 
 
Calificación de las dimensiones 

Determinación  de  la  variable:  Calidad  de  la 

sentencia de primera instancia 

  M
u

y
 

  B
aj

a 

  M
ed

ia
n
 

  A
lt

a 

M
u

y
 

al
ta

 

M
u

y
 b

aj
a 

B
aj

a 

M
ed

ia
n

a 

A
lt

a 

M
u

y
 A

lt
a  

 

 
[1 - 8] 

 
 

 
[9 - 16] 

 
 

 
[17 -24] 

 
 

 
[25-32] 

 
 

 
[33 - 40] 

1 2 3 4 5 

   C
al

id
ad

  
  

d
e 

  
 l

a 
  
 s

en
te

n
ci

a 
  
 d

e
 

p
ri

m
er

a 
in

st
an

ci
a 

 
 
 
 
 
Parte 

expositiva 

 

 
Introducción 

    X  
 
 
 
 

10 

[9  - 10] Muy alta      

[7  - 8] Alta 

Postura de 

las partes 

    X [5  - 6] Mediana 

[3  - 4] Baja 

[1 - 2] Muy baja 

 

 
 
 

 

V.       RESULTADOS 
 

5.1.     Resultados 
 

Cuadro 1: Calidad de la sentencia de primera instancia Décimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo Permanente del Distrito Judicial 

de Lima.
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Parte 

considerativa 

 

 
 
 
 
 

Motivación 

de los hechos 

2 4 6 8 10  
 
 
 
 

20 

[17  - 20] Muy alta      

 
38 

[13  - 16] Alta 

    X [9- 12] Mediana 

Motivación del derecho     X [5 -8] Baja 

[1 - 4] Muy baja 

 
 

 
Parte 

resolutiva 

 
 

 
Aplicación    del   Principio    de 

congruencia 

1 2 3 4 5  
 

 
8 

 

 
[9  - 10] 

 

 
Muy alta 

   X  

[7  - 8] Alta 

Descripción de la decisión    X  [5  - 6] Mediana 

[3  - 4] Baja 

[1 - 2] Muy baja 

Fuente: Anexo 5.1, 5.2 y 5.3, de la presente investigación 
 

El cuadro 5.1 evidencia que la calidad de la sentencia de primera instancia es de rango muy alta; porque, su parte expositiva, con siderativa 

y resolutiva fueron de calidad: muy alta, muy alta y alta; respectivamente.
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Variable           en 

estudio 

 
 
 
 
 
Dimensiones  de 

la variable 

 
 
 
 
 
Sub dimensiones de la variable 

 

 
Calificación     de     las     sub 

dimensiones 

 
 
 
 
 
 
 
 
Calificación de las dimensiones 

Determinación  de  la  variable:  Calidad  de  la 

sentencia de segunda instancia 

  M
u

y
 

  B
aj

a 

  M
ed

ia
n
 

  A
lt

a 

M
u

y
 

al
ta

 

M
u

y
 b

aj
a 

B
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a 

M
ed

ia
n

a 

A
lt

a 

M
u

y
 A

lt
a  

 

 
[1 - 8] 

 
 

 
[9 - 16] 

 
 

 
[17 -24] 

 
 

 
[25-32] 

 
 

 
[33 - 40] 

1 2 3 4 5 

  C
al

id
ad

 d
e 

la
 s

en
te

n
ci

a 
d

e 
se

g
u
n

d
a 

in
st

an
ci

a 

 

 
 
 
 
Parte 

expositiva 

 

 
Introducción 

    X  

 
 
 
 

10 

[9  - 10] Muy alta      

[7  - 8] Alta 

Postura de 

las partes 

    X [5  - 6] Mediana 

[3  - 4] Baja 

[1 - 2] Muy baja 

 
 

 
Parte 

 2 4 6 8 10 
 

X 

 [17  - 20] Muy alta 

[13  - 16] Alta 

 

 
 
 

 

Cuadro  2: Calidad de la sentencia de segunda  instancia Décimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo Permanente del Distrito Judicial 

de Lima.
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 considerativa Motivación 

de los hechos 

     20 [9- 12] Mediana     40 

Motivación del derecho     X [5 -8] Baja 

[1 - 4] Muy baja 

 
 

 
Parte 

resolutiva 

 
 

 
Aplicación    del   Principio    de 

congruencia 

1 2 3 4 5  
 

 
10 

 

 
[9  - 10] 

 

 
Muy alta 

    X 

[7  - 8] Alta 

Descripción de la decisión     X [5  - 6] Mediana 

[3  - 4] Baja 

[1 - 2] Muy baja 

Fuentes: Anexo 5.4, 5.5. y 5.6, de la presente investigación. 
El cuadro 2 evidencia que la calidad de la sentencia de segunda instancia es de rango muy alta; porque, la parte expositiva, considerativa y 

resolutiva fueron de calidad: muy alta, muy alta, muy alta; respectivamente.
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5.2.     Análisis de los resultados 
 

En   esta   investigación,  la  sentencia  de   primera   y  segunda   instancia  sobre 
 

Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales, en el expediente N° 
 

22752-2013-86-1801-JR-LA-15; Décimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo 

Permanente del Distrito Judicial de Lima, fueron el “objeto de estudio” y conforme a los 

propósitos trazados en el presente trabajo, el objetivo fue: determinar la calidad de cada uno 

de ellas; por lo tanto, luego de aplicar los procedimientos y criterios establecidos en este 

estudio; los resultados revelaron que la primera sentencia (cuadro 1) es muy alta; y la 

segunda sentencia (cuadro 2) muy alta. 

 
 

Explicado este hallazgo se tiene lo siguiente: 
 

 
 

Sentencia de primera instancia: es de calidad muy alta. 
 

Respecto a la primera instancia se puede afirmar que su calidad es de rango muy 

alta evidentemente se funda en que, formalmente esta resolución muestra la estructura que 

la práctica judicial establece, por ello, se aproxima al concepto de Hurtado (2014) es el acto 

procesal decisorio, que está bajo responsabilidad del juez competente emitirlo, respecto a un 

determinado conflicto que llevo a las partes del proceso, esta decisión se resuelve de forma 

motivada, lógica y congruente a las pretensiones postuladas por las partes. 

 
 

En cuanto a la parte expositiva, su contenido deja comprender que el proceso  se 

trató de un proceso Ordinario Laboral, sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de 

Beneficios Sociales; como refiere Hurtado (2014) es la parte descriptiva de la sentencia, 

donde se relata los actos procesales relevantes sucedidos durante todo el proceso, se 

encuentra la pretensión, hechos resaltantes consignados en la demanda, posición del 

demandado, las audiencias realizadas y cualquiera incidencia ocurrida. 

 
 

Es una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional de primera instancia en el 

cual  es  participe  el  Décimo  Quinto  Juzgado  Especializado  de Trabajo  Permanente  del 

Distrito Judicial de  Lima; su  parte expositiva es de rango muy alta con respecto a la
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introducción ya que individualiza que la sentencia es de resolución N° 04, cumple con uno 

de los parámetros establecidos al presentarse con numero el expediente N° 022752-2013-0- 

1801-JR-LA-15 y además se evidencia la fecha, año y lugar que se emite la sentencia; 

asimismo se observó que individualiza al juez y a las partes, se determinó también el asunto 

el cual es el Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales; y el uso 

del lenguaje es apropiado y claro; y en cuanto a la postura de las partes establece los hechos 

y circunstancias, como también las pretensiones principales y accesorias para entablar la 

demanda. 

 
 

En la parte considerativa, se obtuvo el resultado de muy alta, rebelo un contenido 

que registra el manejo de los principios de motivación que se encuentran en esta parte de la 

sentencia el cual consiste como menciona Rioja (2017a) es donde se encuentran los motivos 

acogidos por el magistrado que orientan la decisión tomada, en esta parte existe una 

exhaustiva evaluación de lo hecho invocados por las partes del proceso, se determina y 

avalúan las normas que acogen las pretensiones y como también los medios probatorios 

otorgados. 

 
 

Asimismo las pruebas presentadas fueron actuadas en el proceso, cumpliendo el 

órgano jurisdiccional con valorar cada una de ellas, tal como se encuentra establecido en la 

doctrina por Ledesma (2015, Tomo I), el juez califica cada medio probatorio, y explica 

porque  lo  ha  tomado  en  cuenta  para  adoptar  determinada  decisión.  Se  evidenció  la 

aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia, donde el órgano 

jurisdiccional, resolvió conforme ya la experiencia adquirida, otorga un valor importante a 

determinados medios probatorios, que durante la experiencia, conocen ayudan a resolver 

conforme  la  verdad,  esto  se  coligue  de  la  opinión  de  Salcedo  (2014).  Asimismo,  se 

evidenció la aplicación de las normas contenidas en la Nueva Ley Procesal del Trabajo N° 

29497, aplicable al caso, el artículo 23°, numeral 23.2 el cual establece expresamente lo 

siguiente: “Acreditada  la  prestación  personal  de  servicios,  se  presume  la  existencia  de 

vínculo laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en contrario”.
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Finalmente en la parte resolutiva, se obtuvo el resultado de alta. Este resultado fue 

obtenido de las subdimensiones: aplicación del principio de congruencia y descripción de la 

decisión, donde el órgano jurisdiccional se limitó en dictar un fallo conforme a las 

pretensiones solicitadas,  sin  embargo  sobre  este  punto  se  debe  señalar  que  el Juez de 

primera instancia considero a favor de la parte demandante un monto mayor de Pago de 

utilidades que el que fue requerido a través del escrito de la demanda, al respecto debe 

citarse lo establecido en la doctrina por Idrogo (2014), de fallar más allá de lo solicitado, 

estaría inmerso en incongruencia. Asimismo, en la parte resolutiva correspondiente a la 

descripcion de la decisión debe cumplirse que se debe evidenciar en mención expresa y 

clara a quien le corresponde el pago de los costos y costas del proceso o la exoneración si 

fuera el caso, al respecto el Juez no consigna en la parte Resolutiva de manera tacita a quien 

le corresponde el pago de los costos y costas del proceso.  El juez declaró Fundada la 

demanda del demandante, reconociendo el vinvulo laboral   y el pago de los beneficios 

sociales, que le corresponden al haberse demostrado dicha relacion, dispuso que la 

demandada abone al demandante la suma de S/. 36,331.78 y 00/100 Nuevos Soles, por los 

conceptos: gratificaciones, compensacion por tiempo de servicios, vacaciones y utilidades. 

 
 

La sentencia de segunda instancia es de rango muy alta, con un valor de 40, éste 

resultado fue obtenido de las subdimensiones: expositiva, considerativa y resolutiva. 

 
 

En la parte expositiva, considerativa y resolutiva se obtuvo el resultado de muy alta 

con  un  valor  40,  donde  se  evidenció  que  cumple  con los parámetros establecido.  Fue 

elevado a segunda instancia por la interposición de  un recurso de apelación presentado por 

la  parte demandada,  esto conforme lo establecido en el artículo 32°  de  la  Nueva  Ley 

Procesal del Trabajo N° 29497, donde se establece al Recurso de Apelacion como medio 

impugnatorio: “Apelación de la sentencia en los procesos ordinario, abreviado y de 

impugnación de laudos arbitrales económicos.” La sala superior evaluó los fundamentos de 

la sentencia de primera instancia, donde evidenció que el proceso fue tramitado conforme al 

derecho, se aplicó la normativa vigente, no hay vicios problemas ni agravios. De ahí que 

confirma  la  sentencia  de  primera  instancia.  Se  evidencia  claridad  en  los  argumentos



 

expuestos por la sala, de manera breve y concisa. 
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VI CONCLUSIONES 
 
 
 

En base a los resultados de las sentencias examinadas, estos fueron sobre: 

Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales en el expediente 

N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15; Decimo Quinto Juzgado Especializado de 

Trabajo Permanente del Distrito Judicial de Lima, Perú, 2020, de acuerdo a los 

criterios y procedimiento establecidos en el presente estudio se concluye que son 

muy altas por que se detectó lo siguiente: 

 
 

Se determinó que la sentencia de primera instancia de conformidad con el 
 

Cuadro 1 el valor que obtuvo es de rango muy alta con un valor de 38. 
 

 
 

Se determinó que la sentencia de segunda instancia de conformidad con el 
 

Cuadro 2 el valor que obtuvo es de rango muy alta con un valor de 40. 
 

 
 

El motivo, fue que el órgano jurisdiccional, tuvo en cuenta la normativa, 

jurisprudencia y doctrina aplicable al caso, Reconocimiento del Vínculo Laboral y 

Pago de Beneficios Sociales, donde el demandante solicita la desnaturalizacion de 

los contratos de locacion de servicios por el cual habia venido laborando, toda vez 

que al haberse acreditado la prestacion personal de servicios, al haberse demostrado 

que existian los elementos y caracteristicas basicas de un contrato de trabajo, tales 

como la prestacion personal, la subordinacion y el pago de una remuneracion, se 

presume la existencia de un vinculo laboral a plazo indeterminado.   El órgano 

superior, aprobó la sentencia de primera instancia, esto porque fue elevado a consulta 

para que verifique el y evalué los fundamentos de la sentencia de primera instancia, 

donde evidenció que el proceso fue tramitado conforme al derecho.
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ANEXO 
 

 

Anexo 1: Evidencia empírica del objeto de estudio: sentencias de primera y segunda 

instancia del expediente: N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15. 

 
 

 

PODR JUDICIAL 
 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
 

DECIMO QUINTO JUZGADO ESPECIALIZADO DE TRABAJO DE LIMA 
 

 
 

15° JUZGADO ESPECIALIZADO DE TRABAJO DE LIMA - Sede Central 
 

EXPEDIENTE         :N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
 

MATERIA                :RECONOCIMIENTO DEL VINCULO LABORAL Y  PAGO 

DE BENEFICIOS SOCIALES 

JUEZ                         : X 

ESPECIALISTA      : Y 

DEMANDADO        : B 

DEMANDANTE      : A 

 

 
 

RESOLUCIÓN N.º CUATRO 
 

Lima, diez de abril del dos mil quince. - 
 

SENTENCIA N 0079-2015 
 

 
 
 

MATERIA DE  LA DEMANDA:  Se  trata  de  la  demanda  interpuesta  mediante 

escrito de folios 60 a 72, subsanada por escrito de folios 77 y 78, por A, contra B, 

sobre Reconocimiento de Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales.
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l.-       PARTE EXPOSITIVA 
 

VISTOS: 
 

1.1 Resulta de autos que de fojas 60 a 72, subsanado a fojas 77 y 78 A, interpone 

demanda solicitando la desnaturalización de los contratos y el pago de sus beneficios 

sociales como compensación por tiempo de servicios, gratificaciones, vacaciones y 

utilidades, y la dirige contra la B, manifestando haber ingresado para la demandada 

el  01  de  abril  del  2005,  desempeñando  el  cargo  de  Asesora  de  ventas,  cuyas 

funciones era de vender, promocionar y asesorar a las personas que deseaban adquirir 

un seguro médico del Complejo Hospitalario SP llamado Plan Familiar y/o Plan 

Oncológico, cuyas ventas se realizaban en los módulos ubicados dentro de la misma 

CP, así como también iba a los domicilios de los usuarios, siendo su jefe inmediato la 

Administradora señora Señorita BR y el jefe de ventas PV y posteriormente PVA al 

que rendía cuentas del cumplimiento de sus funciones que lo desarrollaba dentro de 

las instalaciones que le asignaba la demandada. Asimismo, manifiesta que tenía una 

remuneración que al inicio fue de S/.400.00 y luego subió a SI. 2,500.00, por lo que 

refiere que la relación que mantuvo con la demandada existió prestación personal, 

remuneración y subordinación, siendo cesado el 02 de mayo de 2010 y al haberse 

desnaturalizado sus contratos de locación de servicios le corresponde el pago de los 

beneficios solicitados. 

 

 
 

Audiencia de Conciliación 
 
Admitida la demanda mediante resolución número dos, que corre de fojas 79 a 82 de 

autos, se citó a las partes a la Audiencia de Conciliación; en dicha audiencia, las 

partes no arribaron a acuerdo Conciliatorio alguno, por lo que se señaló las 

pretensiones   objeto   del   proceso   la   desnaturalización   contractual   civil   en 

consecuencia el reconocimiento de una relación laboral desde el 1º de abril del 2005 

hasta el 02 de mayo de 2010, el pago de compensación por tiempo de servicios, 

vacaciones no gozadas, simples y truncas, gratificaciones legales con la bonificación 

del 9% y las utilidades del 2005 al 2010 y la entrega de su certificado de trabajo; se 

fijó fecha para la audiencia de Juzgamiento.
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Contestación: que corre de fojas 104 a 112 de autos, refiere que el vínculo que los 

unió es a través de un contrato de servicios no personales, de naturaleza civil, la 

misma que no tenía condición de trabajador y por lo tanto no estaba sujeta a las 

normas y reglamentos del personal de su representada; por lo tanto su prestación de 

servicios lo realizó en forma independiente, autónoma y a cambio de una retribución 

económica, y que era una asesora externa que contaba con su propia cartera de 

clientes al que les ofrecía el Plan Familiar Salud SP y por el desarrollo de sus 

actividades nunca se le impuso un horario, la misma que desarrollaba sus funciones 

fuera de la institución y solo venía una vez a la semana previa coordinación y el pago 

se  realizaba  en  forma  mensual  y  que  los  mismos  eran  variables  y  en  base  a 

comisiones que eran acordadas y que iban del 8% y 12%; indica que la asesoría de 

ventas no forma parte del rubro al que se dedica nuestra institución ya que nuestro 

giro es brindar servicios médicos; no pudiendo ejercer ningún tipo de dirección o 

sobre las actividades de la recurrente 

 
 

 
Audiencia de Juzgamiento 

 
Se  llevó  a  cabo  en  el  día  y  la  hora;  indicada,  se  realizó  la  confrontación  de 

posiciones, asimismo se ha llevado a cabo la actuación probatorio, estableciendo las 

hechos que requieren de actuación probatoria, y se admitieron pruebas de las partes, 

por lo que actuadas las pruebas documentales presentados por las partes, y el 

interrogatorio efectuado por el juzgador tanto al demandante como a la demandada, 

los abogados han efectuado sus alegatos finales o de salida; por lo que el juzgador se 

reservó el fallo de la sentencia, como ha quedado registrado en el audio y video 

respectivo; y se ha señalado el día 10 de abril de 2015, para la notificación de la 

presente sentencia, la que se emite en los términos siguientes: 

 
 

 
II.-     PARTE CONSIDERATIVA 

 
PRIMERO: La finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto de intereses o
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eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los 

derechos sustanciales, mientras que la finalidad abstracta es lograr la paz social en 

justicia. 

 
 

 
SEGUNDO: Que, conforme al artículo 23º de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, 

corresponde a las partes probar los hechos que configuran su pretensión; y 

esencialmente  al  trabajador  probar  la  existencia  de    la  prestación  personal  del 

servicio,  cuando  corresponda; Asimismo,  si  el  demandante  invoca  la calidad  de 

trabajador o ex trabajador probar la existencia de la fuente normativa de los derechos 

alegados de origen distinto al constitucional o legal, el motivo de nulidad invocado, 

el acto de hostilidad padecido, y la existencia de daño alegado; Y al empleador, 

probar el pago, el cumplimiento de las normas, de sus obligaciones contractuales, su 

extinción o inexigibilidad, la existencia de un motivo razonable distinto al hecho 

lesivo alegado, el estado del vínculo laboral y la causa del despido. 

 
 

 
TERCERO: Materia de la Controversia: Que, la existencia de relación laboral, 

por el periodo comprendido entre el 01 de abril de 2005 al 02 de mayo del 2010, ha 

sido negada por la demandada, lo que es menester, en primer lugar, determinar la 

naturaleza de la relación jurídica entre las partes, es decir si ha existido relación 

laboral, con contrato de trabajo como refiere la recurrente; o si el trabajador realiza 

una labor en forma independiente o particular como refiere la demandada; y a 

consecuencia de ello, establecer si resultan amparables o no los beneficios sociales 

que reclama la actora. 

 
 

 
TACHA: La demandada tacha las tarjetas ofrecidas en el numeral 6 señala que no es 

su política de la entidad porque no emitían tarjetas. Las tarjetas son falsas y que todo 

el mundo sabe los números de la CP. 

 
 

 
Que,  la  tacha  contra  documentos  puede  fundamentarse  en:  la  falsedad   del
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documento,  manifiesta  ausencia  de  una  formalidad  esencial  prescrita  por  ley  o 

porque se compruebe la falsedad de la copia de un documento público. Que, respecto 

a lo señalado por la parte demandada se observa que el sustento de la cuestión 

probatoria no se encuentra referida a algún defecto formal de los instrumentos 

presentados, sino al contenido del mismo, al respecto debe tenerse en cuenta que la 

formulación de una tacha se orienta a cuestionar la eficacia de un documento, del 

cual se acusa falsedad, nulidad o inexistencia del documento matriz, si bien la 

demandada  alega  la  falsedad  de  su  contenido,  no  acreditan  la  falsedad  del 

documento; de otro lado, se debe tener presente que el juzgador debe valorar tal 

documento al momento de emitir pronunciamiento sobre el fondo de la litis en 

armonía con los demás medios probatorios ofrecidos por las partes y actuadas en el 

proceso, por lo que debe ser desestimada la cuestión probatoria. Por estas 

consideraciones se resuelve declarar INFUNDADA la tacha deducida. 

 
 

 
CUARTO: De la Presunción de laboralidad: Que, a fin de establecer la existencia 

de vínculo laboral o no, se debe tener en cuenta que el artículo 23º de la Nueva Ley 

Procesal del Trabajo, Ley Nº 29497, en el numeral 23.2, establece expresamente lo 

siguiente: ''Acreditada la prestación personal de servicios, se presume Ja existencia 

de vínculo laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en contrario." (sic.); En el 

presente caso, la demandante ha venido sosteniendo tanto en su escrito de demanda, 

sus alegatos   efectuados   en   la   audiencia   de juzgamiento,   así   como   en   la 

actuaciones  administrativas previas  a  este  proceso  judicial,  que  la prestación de 

sus servicios ha sido efectuado siempre en forma personal, y si bien la empresa 

demandada, tanto en su escrito de contestación de la demanda (fojas 104), en los 

alegatos efectuado por su abogada defensora en la audiencia de juzgamiento, ha 

negado  la  existencia  de  vínculo  laboral  manifestando  que  no  se  cumplen  los 

requisitos establecidos por el artículo 4º del Decreto Supremo N.º 003-97-TR; sin 

embargo, no se ha negado, ni menos se ha ofrecido medio probatorio idóneo alguno 

que desvirtúe la prestación personal del servicio; por cuanto no ha presentado ningún 

medio  probatorio  que  acredite  lo  contrario;  y  siendo  que  la  demandada  no  ha
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desvirtuado la prestación personal del servicio de la actora; ni menos desvirtúan la 

presunción de existencia del vínculo laboral establecida en la norma citada; más aún 

si correspondía a la demandada, la carga de probar lo contrario; lo que no ha 

efectuado, por tanto, conforme a lo dispuesto por el numeral 23.2 del artículo 23º de 

la Nueva Ley Procesal del Trabajo, por lo que se tiene por cierto que la demandante 

laboró para la demandada desde el 01 de abril de 2005 hasta el 02 de mayo de 201O; 

acumulando el récord laboral de 5 años, 1 mes y 2 días. 

 

 
 

QUINTO: De la desnaturalización de los contratos de locación de servicios: Que, sin 

perjuicio de lo determinado en el considerando anterior, respecto a los elementos y 

características básicas  de un contrato de trabajo, como la subordinación, que es la 

prestación de un servicio bajo la dirección de otro, en virtud del cual, el primero pone 

a disposición del segundo su fuerza de trabajo y le confiere simultáneamente el poder 

de dirigirla; la Remuneración, que viene a ser el pago o contraprestación por la labor 

realizada; al que   se deberá de añadir otras características de dicho contrato, tales 

como: jornada de trabajo, la prestación personal, lugar de prestación, entre otros; y 

que siguiendo estos lineamientos nuestra legislación laboral sustantiva, así lo ha 

determinado, conforme se puede ver de los artículos 4°, 5°, 6° y 9° del Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral aprobado por el Decreto Supremo N.º 003-97-TR, en las que se señala que 

en toda prestación de servicios en forma personal, se presume la existencia de un 

contrato de trabajo a plazo indeterminado. Siendo así tenemos que, en cuanto al 

primer requisito referido a la prestación personal del servicio, el actor, como fue 

determinado, ha venido refiriendo haber realizado sus labores de forma personal para 

la accionada, lo que no ha sido desvirtuado por la demandada, con lo que queda 

acreditado este primer requisito. Respecto al segundo requisito referido, al trabajo 

atenciones médicas; de allí que deban sujetarse sus actividades a dichos horarios y 

requerimientos. Además, dichas funciones no podían desarrollarse autónomamente, 

sino que están supeditadas a los lineamientos que imparta el ente administrativo de la 

emplazada, y, por tanto, sometida a ella; de igual forma, la captación de usuarios, 

tenía  que  encontrarse  sujeto  al  horario  de  atención  de  la  Clínica  y no  del  que
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autónomamente pueda establecer el locador; características impropias de la locación 

de servicios. De lo expuesto, podremos establecer, que las labores que realizaba la 

demandante, de manera alguna puede ser prestada en forma independiente o 

autónomo (que corresponde a los contratos civiles), sino que por su naturaleza es 

prestada en subordinación, lo que constituye característica propia de los contratos de 

trabajo y no de los contratos civiles. 

 
 

 
En  consecuencia,  esta  Judicatura,  valorando  los  medios  probatorios actuados  en 

forma conjunta, y aplicando el Principio de Primacía de la realidad previsto en el 

artículo Primero del Título Preliminar de la Ley Procesal de Trabajo, que constituye 

un elemento implícito de nuestro ordenamiento jurídico y,  concretamente,  impuesto 

por la propia naturaleza tuitiva de nuestra Constitución, como ha sido precisado por 

el Tribunal Constitucional el fundamento 3 de la STC N.º 1944-2002-AA/TC, que: 

"...en caso de discordancia entre lo que ocurre en la práctica y lo que fluye de los 

documentos, debe darse preferencia a lo primero; es decir, a lo que ha sucede en el 

terreno de los hechos"; por la que el juez de trabajo, debe preferir los hechos que han 

sucedido en la realidad frente a las apariencias o formalidades; Es por ello, que se 

concluye que la naturaleza de la prestación del actor para la demandada, fue la de un 

contrato de trabajo; por tanto,  con las pruebas glosadas y detalladas líneas antes, se 

ha podido determinar que en la realización de las labores por el actor a favor de la 

institución demandada, ha existido los elementos de trabajo personal, remunerado y 

subordinado, por lo que se tiene que la actora ha mantenido vínculo laboral con la 

demandada desde el 01 de abril de 2005 al 02 de mayo del 2010. 

 
 

 
SEXTO: De la Compensación por Tiempo de Servicios. 6.1 De conformidad con lo 

establecido en el Decreto Supremo 001-97-TR, la compensación por tiempo de 

servicios tiene la calidad de beneficio social de previsión de las contingencias que 

origina el cese en el trabajo y de promoción del trabajador y su familia; tienen 

derecho a este beneficio aquellos trabajadores sujetos al régimen laboral común de la 

actividad privada que cumplan, cuando menos en promedio, una jornada mínima
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diaria de cuatro horas; constituye remuneración computable para el cálculo de la 

compensación por tiempo de servicios, la remuneración básica y todas las cantidades 

que regularmente perciba el trabajador, en dinero o en especie como contraprestación 

por la labor realizada, cualquiera que sea la denominación que se les dé y siempre 

que sean de su libre disposición. 6.2 La demandada no ha acreditado el cumplimiento 

de los depósitos de la compensación por tiempo de servicios por lo que corresponde 

efectuar su cálculo teniendo en cuenta la remuneración mensual de sus recibos de 

honorarios, en la forma siguiente: 

 
 

 
Compensación por Tiempo de Servicios 

 
Periodo Tiempo 

 

Efectiv 

Remuneración Promed 
 

Grati 

Remuner 
 

ación 

Deposit 
 

o CTS 

01/04/05 01M 460.00  460.00 38.33 

01/05/05 06M 460.00 38.33 498.33 249.16 

01/11/05 06M 660.71 76.67 730.04 365.02 

01/05/06 06M 792.93 117.43 910.36 455.18 

01/11/06 06M 777.92 141.28 919.20 459.60 

01/05/07 06M 858.77 132.88 991.65 495.82 

01/11/07 06M 1065.70 147.82 1213.52 606.76 

01/05/08 06M 1272.76 194.98 1467.74 733.87 

01/11/08 06M 1596.54 243.68 1840.22 920.11 

01/05/09 06M 1115.01 202.64 1317.65 658.83 

01/11/09 06M 1742.38 258.96 2001.34 1000.6 

01/05/10 020 1657.38 183.41 1840.79 10.23 

Total            5993.58 

 

 
SETIMO: De las Gratificaciones por Fiestas Patrias y de Navidad. 7.1 De 

conformidad   con lo dispuesto   por la Ley 27735, corresponde   al trabajador una 

remuneración mensual en los meses de julio y diciembre por concepto de 

gratificaciones por Fiestas Patrias y Navidad, respectivamente;     para  tener derecho 

a  la  gratificación es requisito indispensable que el trabajador se encuentre laborando 

en la oportunidad en que corresponda percibir el beneficio y en caso su vínculo 

culminara antes de la oportunidad de percibir dicho beneficio, tendrá derecho a
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percibirla en forma  proporcional a los meses laborados.  7.2 Que, la demandada no 

ha acreditado el pago de este beneficio, por lo que resulta procedente atender el 

extremo demandado. 

 
 

 
Gratificaciones 

 
 
 
 

  Tiempo  Remuner  Bonif. 

jul-05 03M 460.00 460.00 230.00  

die-OS 06M 460.00 460.00 460.00  

jul-06 06M 704.57 704.57 704.57  

dic-06 06M 847.70 847.70 847.70  

jul-07 06M 797.30 797.30 797.30  

díc-07 06M 886.92 886.92 886.92  

jul-08 06M 1169.86 1169.86 1169.86  

dic-08 06M 1462.09 1462.09 1462.09  

jul-09 06M 1215.86 1215.86 1215.86 109.43 

dic-09 06M 1553.78 1553.78 1553.78 139.84 

jul-10 04M 1650.66 1650.66 1100.44 99.04 

Total            10428.5    348.31 
 
 
 
 
 

OCTAVO: De las vacaciones. 8.1 El descanso vacacional constituye el derecho que 

tiene el trabajador, luego de cumplir con ciertos requisitos, a suspender la prestación 

de sus servicios durante un cierto número de días al año, sin pérdida de la 

remuneración habitual, a fin de restaurar sus fuerzas y entregarse a ocupaciones 

personales o a la distracción. El artículo 10 del Decreto Legislativo 713 prescribe que 

el trabajador tiene derecho a treinta días de descanso vacacional por cada año 

completo de servicios, siendo que el monto de dichas remuneraciones será el que se 

encuentre percibiendo el trabajador en la oportunidad en que se efectúe el pago. 8.2 

La demandada no ha acreditado el pago por este beneficio, por lo que es procedente 

ordenar el pago de las vacaciones peticionadas durante todo el periodo laborado.
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Vacaciones 
 

 Tiempo Remune Indemniz  

2005 - 2006 OlA 1,566.81 1,566.81 3,133.62 

2006 - 2007 01A 1,566.81 1,566.81 3,133.62 

2007 - 2008 OlA 1,566.81 1,566.81 3,133.62 

2008- 2009 01A 1,566.81 1,566.81 3,133.62 

2009 - 2010 OlA 1,566.81  1,566.81 

Truncas OlM 1,566.81  139.27 

Total   14,240.56 

 

 
NOVENO: De la participación de utilidades.      9.1   Este   beneficio   reconocido 

constitucionalmente, consiste en       la asignación a los   trabajadores de una parte de 

la renta que produce la empresa, en reconocimiento al esfuerzo compartido con ésta, 

en el éxito del negocio al obtener       beneficios         económicos         denominados 

"utilidades". 9.2. Los Decretos Legislativos 677 y 892  establecen qué  empleadores 

se encuentran obligados a repartir utilidades, siendo aquellas empresas generadoras 

de rentas de tercera categoría, que cuenten con más de veinte        trabajadores         y 

hayan  obtenido renta  anual neta  antes  de impuestos; de otra parte, señala que los 

trabajadores con derecho a su percepción, son  aquellos  que  pertenecen  al  régimen 

laboral  de  la actividad privada, no interesando la modalidad de contratación y que 

hayan laborado en el ejercicio a ser distribuido. 9.3 En la audiencia de juzgamiento 

se le requirió a la demandada que adjunte la documentación a fin de establecer 

cuantos trabajadores existían en el año 2005 al 2010 a fin de poder establecer el 

monto de las utilidades y conforme a su escrito de fecha 09 del presente mes, señala 

que no los tiene por el transcurso del tiempo (5 años) conforme lo establece el 

Decreto Ley N.º 25988, sin embargo de los años 2009 y 2010 si los pudo adjuntar ya 

que no han transcurrido   los cinco años que señala   la norma; debiendo   tenerse 

presente su conducta, y habiendo adjuntado las declaraciones juradas de los años 

2005 a 2010 la empresa ha obtenido ganancias, por lo tanto le corresponde por este
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concepto el abono del mismo, de la siguiente forma: 
 

 
 
 
 
 
 

Utilidades 
 

Utilidades 307.99 

Utilidades 776.13 

Utilidades 848.11 

Utilidades 1315.98 

Utilidades 1384.82 

Utilidades 687 .78 

Total 5320.81 
 

 
 

Resumen 
 

CTS 5,993.5 

Gratificacion 10,428. 

Bonlf. 9 % 348.31 

Vacaciones 14,240. 

Utilidades 5,320.8 

Total 36,331. 

 

 
DÉCIMO: Intereses. - Conforme a lo dispuesto por el artículo tercero de la Ley 

 

25920, corresponde el pago de intereses legales a partir del día siguiente de aquél en 

que se produjo el incumplimiento y hasta el día de su pago efectivo. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Costas y costos. - De conformidad con lo establecido por el 

artículo 412º del Código Adjetivo, el reembolso de las costas y costos del proceso 

son de cargo de la parte vencida. 

 

III         PARTE RESOLUTIVA 

FALLO: 

 

 
 

1)  Declarando FUNDADA la demanda en los seguidos por A 
 

contra la B, sobre Reconocimiento de vínculo laboral y Pago
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de  beneficios  sociales  y  DISPONGO  que  la  demandada 

abone al demandante, consentida que quede la presente, la 

suma total de TREINTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS 

TREINTA Y UNO CON 78/100 NUEVOS SOLES, por los 

siguientes conceptos: Gratificaciones, Compensación por 

Tiempo de servicios, vacaciones y utilidades. TOMESE 

RAZON Y HAGASE SABER. -
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SENTENCIA EXPEDIDA POR LA PRIMERA SALA LABORAL TRANSITORIA 

DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

 
 

EXPEDIENTE 022752-2013-86-1801-JR-LA-15 
 

DEMANDANTE       :          A 

DEMANDADO         :          B 

MATERIA                 :          RECONOCIMIENTO  DE  VINCULO  LABORAL Y 

PAGO DE BENEFICIOS SOCIALES 

 
 

RESOLUCION DE SEGUNDA INSTANCIA 
 

 
 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 

PRIMERA SALA LABORAL TRANSITORIA 

Exp. N” 22752-2013-0-1801-JR-LA-15 (S) 

 
 

SEÑORES: 
 

M. 

H. 

P. 

 
 

SENTENCIA 
 

 
 

Lima, 20 de octubre del 2016. 
 

 
 

VISTOS: 
 

En Audiencia de Vista de la Causa, de fecha 20 de octubre del 2016, interviniendo 

como  ponente  el  Juez  Superior  “P”,  verificada  con  la  inconcurrencia  de  ambas 

partes, en la que se emitió la siguiente sentencia escrita. 

 
 

ASUNTO: 
 

Viene  en  revisión  a  esta  instancia,  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la
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demandada contra la Sentencia N* 0079-2015, contenida en la resolución número 

cuatro, de fecha 10 de abril del 2015, corriente de fojas 276 a 280, que declaró 

fundada la demanda; sobre reconocimiento de vínculo laboral y pago de beneficios 

sociales y dispuso que la demandada abone a la demandante, consentida que quede la 

presente, la suma total de S/.36,331.78, por los siguientes conceptos: Gratificaciones, 

Compensación por Tiempo de servicios, vacaciones y utilidades. 

 
 

AGRAVIOS: 
 

La demandada, en su recurso de apelación de fojas 283 a 294, invoca como agravios 

que la sentencia incurrió en error: 

i)  Al vulnerar sus derechos a la debida motivación de las resoluciones judiciales, 

el debido proceso, imparcialidad y defensa, lo que se evidencia no sólo del 

pronunciamiento parcializado a favor de la actora, sino también de no de las 

diversas afirmaciones y preguntas formuladas por la Juzgadora en la audiencia 

de juzgamiento y el reconocimiento de vínculo laboral, sin haberse acreditado la 

existencia de la subordinación ni la remuneración, dado que la actora emitió 

recibos por honorarios y no estuvo subordinada, sustentándose ella únicamente 

en horarios y uniformes, que no fueron ofrecidos como prueba en la demanda, 

ni fueron incorporados de oficio expresamente como pruebas al proceso, 

contraviniendo  lo  previsto  en  el artículo  22°  de  la  Ley 29497,  Nueva  Ley 

Procesal de Trabajo - NLPT. 

ii)  Al reconocerle el pago de: i) los beneficios sociales, sin acreditarse la relación 

laboral;  y ii)  la  compensación  por  tiempo  de  servicios,  sin  acreditarse  que 

cumplió el horario de 4 horas diarias mínimas de labor, iii) las utilidades, sin 

tener en cuenta el número de trabajadores que tuvo la empresa en los años 2005 

a 2010, dado que no tuvo acceso a dicha información, cuya documentación 

tampoco se encontraba obligada a presentarla. 

 
 

PRETENSIÓN IMPUGNATORIA: 
 

La demandada, pretende que la sentencia sea revocada o anulada.
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FUNDAMENTOS: 
 

1.  Conforme al artículo 370° del Código Procesal Civil, aplicable supletoriamente al 

proceso laboral, ante una apelación, la competencia del Superior sólo alcanza a 

ésta  y a  su  tramitación,  por lo  que  corresponde  a éste órgano  jurisdiccional 

revisor, circunscribirse únicamente a los agravios invocados por la parte apelante 

en su recurso de apelación respecto a la resolución impugnada. 

 
 

2.  Respecto   al   primer   agravio   invocado,   cabe   señalar   que   el   Tribunal 

Constitucional, expresa que el debido proceso contemplado en el inciso 3) del 

artículo 139° de la Constitución, es un derecho fundamental de carácter 

instrumental que se encuentra conformado por un haz o conjunto de derechos 

esenciales que forman parte de su estándar mínimo ( como el derecho de defensa, 

el derecho a probar, legalidad, razonabilidad y proporcionalidad, interdicción de 

la arbitrariedad, etc.), es decir está concebido como el cumplimiento de todas las 

garantías y normas de orden público que deben aplicarse a todos los casos y 

procedimientos, que incluye a los actos administrativos, a fin de que las personas 

estén en la posibilidad de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier 

acto del Estado o de los particulares que pueda afectarlos. 

 
 

3.  En torno al Principio de Congruencia Procesal, el Tribunal Constitucional”, ha 

señalado al referirse a la motivación de las resoluciones judiciales, que “uno de 

los contenidos esenciales del derecho al debido proceso es el derecho de obtener 

de los órganos judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las 

pretensiones oportunamente deducidas por las partes en cualquier clase de 

procesos, lo que es acorde con el inciso 5) del artículo 139 de la Constitución”, es 

decir se constituye en un límite de la decisión en relación a las peticiones 

formuladas en la demanda; lo que significa que el Juez no puede ir más allá del 

petitorio ni fundar su decisión en hechos diversos de los que no han sido alegados 

por las partes. 

 
 

4.  Entonces, la motivación de las resoluciones judiciales y la observancia al de bido
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proceso constituyen garantías y principios de la función jurisdiccional, conforme 

lo disponen los incisos 3) y 5) del artículo 139° de la Constitución Política; que 

imponen la obligación a los Magistrados de fundamentar sus decisiones, es decir, 

justificar y explicitar las razones que sirvieron de sustento de la resolución 

emitida, sea que esta se traté de un auto o una sentencia; y adicionalmente la 

motivación de las resoluciones judiciales cumple una función basilar al interior 

de un proceso, pues al permitir conocer las razones de una decisión, posibilita el 

ejercicio del derecho de defensa a las partes de un litigio. 

 
 

5.  Si bien la demandada, en su recurso de apelación, alega que se vulneró los 

derechos y garantías constitucionales referidas; también es cierto que no señala 

de modo concreto y preciso, de qué modo o en qué forma se habría configurado 

dichas vulneraciones, limitándose a efectuar una disquisición meramente 

dogmática,  sin  ninguna  vinculación  con  la  situación  fáctica  ocurrida  en  el 

proceso, lo que impide a éste Colegiado, efectuar la revisión pertinente, por lo 

que debe desestimarse el agravio invocado. 

 
 

6.  Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que el artículo III del Título Preliminar 

de la NLPT, señala que: “En todo proceso laboral los jueces deben evitar que la 

desigualdad entre las partes afecte el desarrollo o resultado del proceso, para 

cuyo efecto procuran alcanzar la igualdad real de las partes, privilegian el fondo 

sobre la forma, interpretan los requisitos y presupuestos procesales en sentido 

favorable a la continuidad del proceso, observan el debido proceso, la tutela 

jurisdiccional  y  el  principio  de  razonabilidad.  En  particular,  acentúan  estos 

deberes frente a la madre gestante, el menor de edad y la persona con 

discapacidad. Los jueces laborales tienen un rol protagónico en el desarrollo e 

impulso del proceso impiden y sancionan la inconducta contraria a los deberes de 

veracidad, probidad, lealtad y buena fe de las partes, sus representantes, sus 

abogados y terceros”; el artículo 12° señala que:”(...). Las audiencias son 

sustancialmente un debate oral de posiciones presididas por el juez, quien puede 

interrogar  a  las  partes,  sus  abogados  y  terceros  participantes  en  cualquier
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momento.”, en tanto, que el artículo 24° señala que “El interrogatorio a las partes, 

testigos, peritos y otros es realizado por el juez de manera libre, concreta y clara, 

sin seguir ningún ritualismo o fórmula pre constituida. Para su actuación no se 

requiere de la presentación de pliegos de preguntas (...) El juez quía la actuación 

probatoria con vista a los principios de oralidad, inmediación, concentración, 

celeridad y economía procesal impide que esta se desnaturalicé sancionando las 

conductas temerarias, dilatorias, obstructivas o contrarias al deber de veracidad”, 

esto último resulta concordante con el numeral 3) del artículo 51° del Código 

Procesal Civil aplicable supletoriamente al caso de autos, referido a las facultades 

genéricas de los Jueces “3. Ordenar en cualquier instancia la comparecencia 

personal de las partes, a fin de interrogarlas sobre los hechos discutidos. Las 

partes podrán concurrir con sus Abogados". 

 
 

7.  De  los  dispositivos  citados,  se  desprende  que  el  nuevo  modelo  del  proceso 

laboral oral, tiene incorporado en su núcleo duro, el rol protagónico que debe 

asumir el Juzgador, sin que ello implique vulneración del principio de 

imparcialidad; dado que está encargado de presidirlo, empero no en una conducta 

tradicional pasiva y equidistante de las partes, sino que tiene la imperiosa 

obligación de intervenir activa y directamente en el desarrollo del proceso, 

cuidando desde luego la observancia de los principios del debido proceso, la 

tutela judicial efectiva, razonabilidad e imparcialidad, preservando el principio de 

igualdad real de las partes en el proceso, y en dicho rol está facultado para 

interrogar a las partes, a los testigos, a los peritos y a los Abogados de las partes y 

en cualquier estado del proceso (conciliación, fijación de pretensiones, alegatos 

de apertura, admisión de pruebas, actuación de pruebas, alegatos finales); si tiene 

el propósito de esclarecer debidamente los hechos requeridos de prueba y que a 

su juicio no resultan claros y la concretización del principio de veracidad  y 

conlleven a la resolución definitiva de la controversia. 

 
 

8.  En tal sentido, el proceder de la Juzgadora en la audiencia de juzgamiento, al 

interrogar a la actora, no vulnera en modo alguno el principio de imparcialidad,
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dado que constituye una facultad reconocida expresamente por la ley, tanto más 

si la apelación tampoco precisa de modo concreto y preciso de qué modo o en 

qué forma se afectó la imparcialidad, o si los hechos interrogados no guardan 

vinculación con el hecho requerido de prueba; y además que la demandada tenía 

en dicha audiencia el derecho a ejercer su defensa formulando de considerarlo 

necesario las preguntas pertinentes que estimara, para desvirtuar los hechos 

referidos por la actora; por lo que debe desestimarse dicha alegación. 

 
 

9.  Entorno al reconocimiento de la existencia de vínculo laboral, cabe recordar lo 

prescrito por el artículo 23° de la NLPT, en su numeral 23.1) señala que: "La 

carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que configuran su 

pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos, (...).”, de lo que se 

infiere que el demandante y la demandada tienen la carga de probar los hechos 

que aleguen para lograr el reconocimiento de los derechos pretendidos, aportando 

y contribuyendo con su participación activa en la provisión o recopilación del 

caudal probatorio necesario e idóneo para resolver la controversia. 

 
 

10. La sentencia apelada, en sus fundamentos cuarto (2) y quinto (3), sobre la base de 

la  acreditación  de  la  prestación  de  servicios  y  la  presunción  de  laboralidad 

prevista en el numeral 23.2) del artículo 22° de la NLPT, determinó la 

concurrencia de la subordinación; en el periodo de servicios del 01 de abril del 

2005 al 02 de mayo del 2010, evidenciándose con ello que la resolución apelada, 

contiene la motivación pertinente que sustenta la decisión. 

------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

(2) 4. “Que, a fin de establecer la existencia de vínculo laboral o no, se debe tener en 

cuenta que el artículo 23° de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N° 29497, en el 

numeral 23.2 (...), En el presente caso, la demandante ha venido sosteniendo tanto en 

su escrito de demanda, sus alegatos efectuados en la audiencia de juzgamiento, así 

como en la actuaciones administrativas previas a este proceso judicial, que la 

prestación de sus servicios ha sido efectuado siempre en forma personal, y si bien la 

empresa demandada, tanto en su escrito de contestación de la demanda (fojas 104),
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en los alegatos efectuado por su abogada defensora en la audiencia de juzgamiento, 

ha negado la existencia de vínculo laboral manifestando que no se cumplen los 

requisitos establecidos por el artículo 4° del Decreto Supremo N” 003-97- TR; sin 

embargo, no se ha negado, ni menos se ha ofrecido medio probatorio idóneo alguno 

que desvirtúe la prestación personal del servicio;(...) ni mucho menos desvirtúan la 

presunción de existencia del vínculo laboral establecida en la norma citada; más aún 

si correspondía a la demandada, la carga de probar lo contrario; to que no ha 

efectuado, por tanto, conforme a lo dispuesto por el numeral 23.2 del artículo 23 de 

la Nueva Ley Procesal del Trabajo, por lo que se tiene por cierto que la demandante 

laboró para la demandada desde el 01 de abril de 2005 hasta el 02 de mayo de 2010; 

acumulando el récord laboral de 5 años, 4 mes y 2 días.* (El resaltado es nuestro) 

(3) 5. "Respecto al segundo requisito referido, al trabajo remunerado, la actora para 

acreditar el  pago  por  sus servicios prestados desde el  01  de  abril  del  2005,  ha 

presentado como medio probatorio los recibos por honorarios, con el que la 

emplazada le pagaba a la demandante 

------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
 

 
 

11. A lo señalado, cabe agregar que en autos quedó acreditado: que los servicios de la 

actora, fueron como Asesora de Ventas, en los planes del servicio de salud que 

ofrecía la demandada (plan familiar y plan oncológico), lo que fue reconocido 

expresamente por la demandada en su contestación de demanda; lo que se 

corrobora con una simple vista de la página web la emplazada (4), en el que se 

aprecia que forma parte de sus actividades principales, la venta de los Planes de 

Asistencia Médica: Plan Familiar San Pablo Salud y Plan Oncológico San Pablo, 

entre otros; actividades que son compatibles con  el servicio brindado por la 

actora como Asesora de Ventas de Planes de Asistencia Médica, el cual por su 

naturaleza, requiere ser realizado con sujeción a las directivas e instrucciones de 

la demandada; es decir dichas labores forman parte de las actividades propias del 

giro comercial de la demandada; utilizando el distintivo de identificación 

proporcionado por la demandada y cumpliendo las mismas labores por más de 

cinco años continuos y percibiendo una contraprestación abonada mensualmente:
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aunado a ello el hecho de que nunca firmó contrato escrito de ningún tipo con la 

emplazada, como así lo reconoció la representante de la emplazada (Ver video de 

Audiencia de juzgamiento minuto 00:59:39); circunstancias que evidencian 

objetivamente los rasgos de laboralidad fijados en las sentencias emitidas por el 

Tribunal Constitucional en los expedientes N° 03015-2010- PA/TC (5); por lo 

que debe desestimarse el agravio invocado; máxime si la demandada no acreditó 

que dichos servicios hubieran sido autónomos o independientes, con prueba 

alguna. 

 
 

12. Respecto a la alegación de que la subordinación se habría acreditado con horarios 

y uniformes no ofrecidos válidamente; cabe señalar que si bien ellos fueron 

presentados por la actora en la Audiencia de Juzgamiento, sin embargo no se 

observa   en   el   Video   de   la  Audiencia,   que   la   Juzgadora   dispusiera   su 

incorporación como pruebas de oficio y tampoco ello se aludió en la sentencia; y 

que la calificación de prueba de oficio a la interrogación formulada a la actora en 

la audiencia, no tiene sustento fáctico, pues ello no ocurrió (Ver Video de 

Audiencia   de   Juzgamiento   minuto   00:13:09   y   00:18:17);   y   que   dicha 

interrogación fue formulada por la Juzgadora en ejercicio de su atribuciones y 

potestades; y el horario aludido no fue considerada como base o sustento esencial 

de  la  sentencia  apelada,  pues  la  ratio  dedidendi  de  la  sentencia  apelada,  se 

sustenta en lo señalado en el fundamento precedente y no en los medios de 

prueba referidos por la demandada; por lo que debe desestimarse igualmente el 

agravio invocado. 

 
 

13. Respecto al segundo agravio invocado; en torno a los beneficios sociales; cabe 

señalar que al constituir dichas pretensiones accesorias a la pretensión principal 

de reconocimiento de vínculo laboral y haberse determinado que la actora 

mantuvo relación laboral a plazo indeterminado en el régimen laboral privado, 

desde el 01 de abril del 2005 al 02 de mayo del 2010, le asiste automáticamente 

el derecho a percibir los derechos laborales reclamados y que le fueron 

reconocidos  en  la  sentencia  apelada,  por  constituir  derecho  de  origen  legal,



172  

 

vinculados estrictamente a  la existencia de  vínculo  laboral;  por lo  que  debe 

desestimarse el agravio invocado. 

 
 

------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

(5) STC Expediente N° 03015-2010-PAJTC, en su quinto considerando señaló que: 

“...Para  determinar  si  existió  una  relación  de  trabajo  entre  las partes encubierta 

mediante un contrato civil, este tribunal debe evaluar si en los hechos se presentaron, 

en forma alternativa y no concurrente, alguno de los siguientes rasgos de laboralidad: 

a) control sobre la prestación desarrollada o la forma en que ésta se ejecuta; b) 

integración del demandante en la estructura Organizacional de la sociedad; c) la 

prestación fue ejecutada dentro de un horario determinado; d) la prestación fue de 

cierta duración y continuidad, e) suministro de herramientas y materiales a la 

demandante para la prestación del servicio; f) pago de remuneración al demandante; 

y g) reconocimiento de derechos laborales, tales como las vacaciones anuales, las 

gratificaciones  y los  descuentos  para  los  sistemas  de  pensiones  y  de  salud,  (el 

resaltado es nuestro). 

(6) STC Expediente 01193-2011.PAFTC, precisa como rasgos de laboralidad los 

siguientes: a)  control  sobre  la  prestación  o  la  forma  en  que ésta  se  ejecuta;  b) 

integración del demandante en la estructura organizacional de la emplazada; c) 

prestación ejecutada dentro de un horario determinado; d) prestación de cierta 

duración y continuidad, e) suministro de herramientas y materiales al demandante 

para la prestación del servicio ;f) pago de remuneración al demandante; y g) 

reconocimiento de derechos laborales, tales como tas vacaciones anuales, las 

gratificaciones y los descuentos para los sistemas de pensiones y de salud. 

 
 

14. En torno a la compensación por tiempo de servicios; se debe indicar en principio 

que la jornada de trabajo a tiempo parcial, es aquella en la cual el trabajador 

desarrolla sus labores en un lapso menor a la jornada ordinaria  que según el 

artículo 25° de la Constitución Política, es de ocho horas diarias o cuarenta y 

ocho horas semanales, como máximo. Dicha jornada a tiempo parcial 

cuantitativamente se determina en un período inferior a las cuatro (04) horas
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diarias o veinte (20) horas semanales. 
 

 
 

15. Normativamente,   el   artículo   11°   del   Decreto   Supremo   N°   001-96-TR, 

Reglamento de Ley de Fomento al Empleo aprobado por el Decreto Legislativo 

N°  728,  establece  que  los  trabajadores  contratados  a  tiempo  parcial  tienen 

derecho a los beneficios laborales, siempre que para su percepción no se exija el 

cumplimiento del requisito mínimo de cuatro (04) horas diarias de labor, tal cual 

sucede con los beneficios sociales de la compensación por tiempo de servicios y 

las vacaciones. 

 
 

16. Adicionalmente, el artículo 12° de dicho reglamento, señala que se considera 

cumplido el requisito de cuatro horas en los casos en que la jornada semanal del 

trabajador  dividida  entre  seis  o  cinco  días,  según  corresponda,  resulte  en 

promedio no menor de cuatro (04) horas diarias y, finalmente, el artículo 13°, 

precisa que dicho contrato será celebrado necesariamente por escrito, señalándose 

que el mismo será puesto en conocimiento, para su registro, ante la Autoridad 

Administrativa de Trabajo, en el término de quince (15) días naturales de su 

suscripción. 

 
 

17. En el caso de autos, se determinó que la actora en el periodo del 01 de abril del 
 

2005 al 02 de mayo del 2010, en el régimen laboral privado; régimen de carácter 

general que supone el cumplimiento de la jornada ordinaria máxima de labor de 

ocho  horas  diarias  y  Cuarenta  y  ocho  horas  semanales;  y  que  si  bien  la 

demandada alegó que la jornada de servicios fue inferior a las cuatro horas, no lo 

acredito con prueba alguna, ni mucho menos con el contrato de trabajo escrito, 

exigido como requisito de validez de dicha forma de contratación especial; lo que 

se agrava más aún con el propio actuar de la demandada, de negar en principio la 

existencia de vínculo laboral alguno y finalmente como argumento residual que 

el contrato de trabajo sería a tiempo parcial, por lo que debe desestimarse 

igualmente el agravio invocado.
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18. En torno al pago de utilidades, la demandada alega que fue determinado en un 

monto que no aceptan, por cuanto, no se habría determinado la cantidad de 

trabajadores de los años 2005 a 2010, debido a que no se tuvo acceso a los 

mismos en cuanto su representada no se encontraba obligada a presentar dicha 

documentación. 

 
 

19. Al respecto cabe señalar que el artículo 29° de la NLPT, “El juez puede extraer 

conclusiones en contra de los intereses de las partes atendiendo a su conducta 

asumida en el proceso. Esto es particularmente relevante cuando la actividad 

probatoria es obstaculizada por una de las partes. Entre otras circunstancias, se 

entiende que se obstaculiza la actuación probatoria cuando no se cumple con las 

exhibiciones ordenadas, se niega la existencia de documentación propia de su 

actividad jurídica o económica, se impide o niega el acceso al juez, los peritos o 

los comisionados judiciales al material probatorio o a los lugares donde se 

encuentre, se niega a declarar, o responde evasivamente.”, concordante con el 

segundo párrafo del artículo 19° que prescribe: “La contestación contiene todas 

las defensas procesales y de fondo que el demandado estime convenientes. Si el 

demandado no niega expresamente los hechos expuestos en la demanda, estos 

son considerados admitidos.” de lo que tenemos, que conforme al nuevo modelo 

procesal laboral se establecen criterios para que el Juez pueda valorar la conducta 

procesal de las partes y pueda extraer conclusiones en contra de sus intereses 

cuando por ejemplo la actividad probatoria es obstaculizada, siendo incluso 

factible que se tome por cierto lo alegado en la demanda cuando aquello no haya 

sido contradicho expresamente por la demandada, o cuando se infiera ello de la 

propia conducta adoptada en el proceso. 

 
 

20. En el presente caso, se observa que en Audiencia de Juzgamiento, se le requirió a 

la demandada adjunte la documentación relacionada al número de trabajadores 

que tuvieron en los años 2005 al 2010, para realizar el cálculo de las utilidades; 

sin embargo conforme a su escrito de fecha 09 de abril del 2015 de fojas 275, 

indicó  que  no  los  tiene  por  el  transcurso  del  tiempo  (5  años)  conforme  lo
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establece el Decreto Ley N*25988 ; no obstante, es preciso señalar que la 

demanda fue notificada con el escrito de demanda en el año 2013 (cargo de 

notificación debidamente recepcionado por la emplazada - ver fojas 82 vuelta), 

razón por la cual, desde esa fecha al tener conocimiento del contenido de la 

misma como de las pretensiones solicitadas, debió tomar la previsión de recopilar 

toda la información necesaria para armar su defensa en el presente proceso: sin 

embargo no lo hizo, debido a que su argumento no puede alcanzar a los 

documentos  de  los años  2009  y 2010,  en  razón  a  que  al  año  2013,  dichos 

documentos aún no tenían la antigüedad mayor a la de 05 años que señala la 

norma; por lo que tomándose en cuenta la conducta procesal obstaculizadora de 

la   emplazada,   extrayéndose   conclusiones   en   su   contra,   es   válido   el 

reconocimiento al goce de dicho beneficio establecido en la sentencia apelada por 

utilidades de los años 2005 a 2010; por lo que debe desestimarse el agravio 

invocado. 

 
 

21. Sin perjuicio de lo anterior debemos agregar que en la sentencia apelada si bien 

se reconoció las utilidades expresando lo siguiente en el noveno considerando, 

“...habiendo adjuntado las declaraciones juradas de los años 2005  a 2010 la 

empresa ha obtenido ganancias, por lo tanto le corresponde por este concepto el 

abono del mismo, de la siguiente forma:....”. sin embargo no se hizo, mención 

alguna al procedimiento de cálculo realizado, mucho menos al criterio aplicado 

para determinar el monto de las utilidades; limitándose conforme se ve en la 

sentencia  apelada,  a  solo  mostrar  montos,  los  mismos  que  no  han  sido 

sustentados sobre una base de cálculo explicada que demuestre como es que se 

llegaron a dichos montos; en ese sentido, corresponde en esta instancia reformar 

ese  punto,  en  base  a  la  presunción  legal  establecida  cuando  la  actividad 

probatoria es obstaculizada por una de la partes, tal como ha sucedido en el 

presente caso, para ello, se toma en cuenta la conducta procesal de la emplazada, 

infiriéndose de la misma que conforme su actuar no ha podido contradecir los 

montos establecidos para este concepto en la demanda, por lo que de acuerdo al 

artículo  19"  de  la  NLPT,  se  toma  por  cierto  los  montos  establecidos  en  la
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demanda para las utilidades, reconociendo este derecho a favor de la actora, 

conforme sigue: 
 

 
 
 
 

UTILIDADES 

2005 400.00 

2006 600.00 

2007 800.00 

2008 1,200.00 

2009 1,500.00 

2010 700.00 

TOTAL 5,200.00 

 
 
 
 
 
 

La demandada adeuda por utilidades a favor del actor por los años 2005 a 2010, 

el monto de S/ 5,200.00 soles. 

 
 

DE LOS INTERESES: 
 

 
 

22. Habiéndose  determinado  la  existencia  de  adeudos  laborales  le  corresponde 

también por los conceptos de gratificaciones, vacaciones y utilidades, percibir a 

la actora los intereses legales conforme a lo previsto por el Decreto Ley N” 

25920 y se devengan a partir de la fecha en que fueron exigibles; e intereses 

financieros conforme al Decreto Legislativo N°650, que se devengan a partir de 

la fecha en que debieron cumplirse con los depósitos de la compensación por 

tiempo de servicios. 

 
 

23. Asimismo,  respecto  a  los  costos  y  costas  procesales,  debe  señalarse  que  el 

artículo 381” del Código Procesal Civil, señala que cuando la sentencia de 

segunda instancia confirma íntegramente la de primera, se condenará al apelante
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con las costas y costos. En los demás casos, se fijará la condena en atención a los 

términos de la revocatoria y la conducta de las partes en segunda instancia; y el 

artículo 412° señala que: “La condena en costas y costos se establece por cada 

instancia, pero si la resolución de segunda revoca la de primera, la parte vencida 

pagará las costas y costos de ambas.”; asimismo, refiere que: “Si en un proceso 

se han discutido varias pretensiones, las costas y costos se referirán únicamente a 

las que hayan sido acogidas para el vencedor”, en tanto que el artículo 31° de la 

Ley N” 29497 - Ley Procesal de Trabajo - NLPT, al referirse al contenido de la 

sentencia,  precisa  que  la  condena  en  costos  y  costas  no  requieren  ser 

demandados, sin embargo, su cuantía o modo de liquidación debe ser de expreso 

pronunciamiento en la sentencia. 

 
 

24. En  el  presente  caso,  se  confirma  la  sentencia  apelada,  acogiéndose  las 

pretensiones reclamadas; en tal virtud, la demandada en su condición de parte 

vencida, está obligada al pago de las costas y costos procesales de ambas 

instancias y estimando que corresponde a esta instancia fijar su cuantía o modo 

de liquidación en forma expresa del concepto de costos del proceso; atendiendo a 

la naturaleza de las pretensiones invocadas, el amparo de las pretensiones 

reclamadas, la complejidad  y el importe reconocido, se cuantifica los costos 

procesales correspondientes a ambas instancias, en el equivalente al importe de 

CATORCE UNIDADES DE REFERENCIA PROCESAL (14 URPs), los que 

deben ser liquidados en ejecución de sentencia. 

 
 
 
 
 

 
DEDUCCIONES A EFECTUARSE POR LA DEMANDADA: 

 

 
 
 
 

25. Habiéndose  establecido  la  obligación  de  pagos  de  diversos  conceptos,  en  la 

presente sentencia, corresponde autorizar a la demandada empleadora, a efectuar 

las deducciones a las que esté obligada y por los importes fijados expresamente
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por las leyes o normas pertinentes, cuyo pago debe ser acreditado con los 

documentos idóneos pertinentes en ejecución de sentencia; bajo apercibimiento 

de requerirse el abono de dicho importe a favor de la actora. 

 
 
 

 

DECISIÓN: 
 

 
 

Por  estos fundamentos  y de  conformidad  con  el  literal  a),  numeral  4.2)  del 

artículo 4° de la NLPT, la Primera Sala Transitoria Laboral de la Corte Superior 

de Justicia de Lima, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del 

Perú: 

 
 
 

 

HA RESUELTO: 
 

 
 
 
 

CONFIRMAR la Sentencia N* 0079-2015, contenida en la resolución número 

cuatro, de fecha 10 de abril del 2015, corriente de fojas 276 a 280, que declaró 

fundada la demanda; sobre reconocimiento de vinculo laboral y pago de beneficios 

sociales y MODIFICÁNDOLA en su importe total ORDENAR que la demandada 

le pague a la demandante el importe de TREINTA Y SEIS MIL DOSCIENTOS 

DIEZ CON 97/100 SOLES (S/. 36,210.97), por los siguientes conceptos: 

Gratificaciones, Compensación por Tiempo de servicios, vacaciones y utilidades; 

más intereses legales, financieros, costos y costas. 

 
 

IMPONER  a  la  demandada  el  pago  de  los  costos  procesales,  conforme  a  lo 

estipulado en el fundamentos 24) de la presente sentencia, con costas. 

 
 

FACULTAR a la demandada a realizar las deducciones o retenciones conforme a lo 

estipulado en el fundamento 25) de ésta sentencia.
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En los seguidos por A contra B, sobre reconocimiento de relación laboral y pago de 

beneficios sociales; y los devolvieron al Décimo Quinto Juzgado Especializado de 

Trabajo Permanente de Lima.-



 

 

Anexo 2: Definición y operacionalización de la Variable e indicadores Calidad de Sentencia – Primera Instancia 

Aplica sentencia de primera instancia. 

OBJETO     DE 
ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

CALIDAD  DE 

LA 

SENTENCIA 

 
 

En términos de 

judiciales, una 

sentencia de 

calidad es 

aquella que 

evidencia 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PARTE EXPOSITIVA 

 

 
 
 
 
 
 
 

Introducción 

1. El encabezamiento (Individualización de la sentencia): indica el 
número de expediente, el número de resolución que le corresponde a la 
sentencia, lugar, fecha de expedición. Si cumple 
2. Evidencia el asunto: indica el planteamiento de las pretensiones - el 
problema sobre lo que se decidirá. Si cumple 
3. Evidencia la individualización de las partes: individualiza al 
demandante y al demandado, y en los casos que corresponde, también, al 
tercero legitimado. Si cumple 
4. Evidencia los aspectos del proceso: indica los actos procesales 

relevantes  (En  atención  al  Principio  de  Dirección  del  Proceso,  el 

juzgador se asegura tener a la vista un debido proceso, deja evidencias 

de la constatación, de las verificaciones de los actos procesales, 

aseguramiento de las formalidades del proceso, que llegó el momento de 

sentenciar. Si cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas.  No  excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 
lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos.  Si cumple 

 
 
 
 

Postura de las partes 

1. Explicita y Evidencia congruencia con la pretensión del demandante. 

Si cumple 
2. Explicita y Evidencia congruencia con la pretensión del demandado. 

Si cumple 
3. Explicita y Evidencia congruencia con los fundamentos facticos 
expuestos por las partes. Si cumple 
4. Evidencia los puntos controvertidos / Indica los aspectos específicos; 
los cuales serán materia de pronunciamiento. Si cumple 
5. Evidencia claridad: : el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas.  No  excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 
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 poseer un 

conjunto de 

características 
o indicadores 
establecidos  en 
fuentes        que 
desarrollan su 
contenido. 

  lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

PARTE 

CONSIDERATIVA 

 

 
 
 
 
 
 
 

Motivación de los hechos 

1.  Las  razones  evidencian  la  selección  de  los  hechos  probados o 

improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, 

sin contradicciones, congruentes y concordantes   con los alegados por 

las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la 

pretensión(es).Si cumple 
2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el 
análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si 
la prueba practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los 
hechos; se verificó los requisitos requeridos para su validez).Si cumple 
3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El 
contenido  evidencia  completitud  en  la  valoración,  y  no  valoración 
unilateral de las pruebas,  el órgano  jurisdiccional  examinó  todos los 
posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para   saber su 
significado). Si cumple 
4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y 
las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción 

respecto del valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho 

concreto).Si cumple 
5. Evidencia: el contenido del lenguaje es asequible al conocimiento, su 
objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas. No 
excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 
ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple 

Motivación del derecho 1.  Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s)  aplicada ha 

sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido 

señala la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su  vigencia, y 

su  legitimidad)  (Vigencia  en  cuanto  validez formal y legitimidad, en 

cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al 

contrario que es coherente). Si cumple 
2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El 
contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez 
para dar significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, 
según el juez) Si cumple 
3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. 
(La motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) 
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    norma(s) razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los hechos y 

las normas que justifican la decisión. (El contenido  evidencia que hay 

nexos, puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas 

que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si cumple 
5.  Evidencia  claridad:  el  contenido  del  lenguaje  es  asequible  al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas.  No  excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 
lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Si cumple 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
PARTE 

RESOLUTIVA 

 

 
 
 
 
 
 
 

Aplicación  del  Principio  de 
 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 
oportunamente ejercitadas. (Es completa) Si cumple 
2.   El   contenido   evidencia   resolución   nada   más,   que   de   las 
pretensiones ejercitadas (No se extralimita/Salvo que la ley autorice 
pronunciarse más allá de lo solicitado)  No cumple 
3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a 
las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera 
instancia. Si cumple 

4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia 
(relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 

conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas.  No  excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos Si cumple 

 
 
 
 
 
 
 

 
Descripción de la decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide 

u ordena. Si cumple 2. El pronunciamiento evidencia mención clara 

de lo que se decide u ordena. Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con 
la pretensión planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de 

una obligación. Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso, o la 

exoneración si fuera el caso. No cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
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ofrecidas.  No  excede  ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de 
lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos Si cumple 
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Aplica sentencia de segunda instancia 

Definición y operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia – Segunda Instancia 

OBJETO        DE 
ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 
S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 
CALIDAD       DE 
LA 

 
SENTENCIA 

 

 
 

En    términos    de 

judiciales,        una 

sentencia           de 

calidad  es  aquella 

que         evidencia 

poseer un conjunto 

de características o 

indicadores 

establecidos       en 

fuentes             que 

desarrollan         su 

contenido. 

EXPOSITIVA Introducción 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la 

sentencia, indica el   número de expediente, el número de 

resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple 
2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? 
¿Cuál  es el problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la 
impugnación, o la consulta; los  extremos a resolver. Si cumple 
3. Evidencia la individualización de las partes: se 

individualiza al demandante, al demandado, y al   del tercero 

legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). 

Si cumple 
4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita 
que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, 
sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte 
constatación, aseguramiento de las formalidades del proceso, 
que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 
expresiones   ofrecidas.   No   excede   ni   abusa   del   uso   de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos Si cumple 

Postura de las partes 1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El 

contenido explicita los extremos impugnados en el caso que 

corresponda). Si cumple 
2.  Explicita  y  evidencia  congruencia  con  los  fundamentos 
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    fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación/o la consulta. 
Si cumple 
3.    Evidencia    la    pretensión(es)    de    quién    formula    la 
impugnación/o de quién ejecuta la consulta. Si cumple 

4. Evidencia  la(s) pretensión(es) de la  parte contraria  al 

impugnante/de las partes si los autos se hubieran elevado en 

consulta/o  explicita  el  silencio  o  inactividad  procesal.  Si 

cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 
expresiones   ofrecidas.   No   excede   ni   abusa   del   uso   de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos  Si cumple 

CONSIDERATIVA Motivación de los hechos 1. Las razones evidencian la selección de los hechos 

probados o improbadas. (Elemento imprescindible, expuestos 

en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y 

concordantes con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple 
2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se 
realizó el análisis individual de la fiabilidad y validez de los 
medios probatorios si la prueba  practicada se puede considerar 
fuente de conocimiento de los hechos, se verificó los requisitos 
requeridos para su validez).Si cumple 
3. Las razones evidencian aplicación de la valoración 
conjunta.    (El   contenido    evidencia    completitud    en   la 
valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano 

jurisdiccional  examinó  todos  los  posibles  resultados 

probatorios, interpretó la prueba, para  saber su significado). Si 

cumple 
4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana 
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    crítica y las máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez 

forma convicción respecto del valor del medio probatorio para 

dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 

conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos Si cumple 

Motivación del derecho 1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) 

aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a  los hechos y 

pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es 

válida, refiriéndose a su  vigencia, y su legitimidad) (Vigencia 

en cuanto validez formal y legitimidad, en cuanto no 

contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario 

que es coherente). Si cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas 

aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el procedimiento 

utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir 

cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos 

fundamentales.  (La motivación evidencia que su razón de ser 

es la aplicación de una(s)   norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad).Si cumple 

4. Las razones se orientan a  establecer conexión entre los 

hechos y las normas que justifican la decisión. (El contenido 

evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de base 

para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 
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    expresiones ofrecidas. No excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos Si cumple 

RESOLUTIVA  
Aplicación  del  Principio  de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las 

pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio/en la 

adhesión/ o los fines de la consulta. (según corresponda) (Es 

completa) Si cumple 
2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que 
de las pretensiones formuladas en el recurso 
impugnatorio/la adhesión o la consulta (según corresponda) 
(No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más 
allá de lo solicitado). Si cumple 

3.  El  pronunciamiento  evidencia  aplicación  de  las  dos 

reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas 

al debate, en segunda instancia. Si cumple 
4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación 
recíproca)    con    la    parte    expositiva    y    considerativa 
respectivamente. Si cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 
expresiones   ofrecidas.   No   excede   ni   abusa   del   uso   de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos Si cumple 

Descripción de la decisión 1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que 
se decide u ordena. Si cumple 
2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se 
decide u ordena. Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde 
cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado/ 

o   la   exoneración   de   una   obligación/   la   aprobación   o 

187



 

 
 
 

desaprobación de la consulta. Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a 

quién le corresponde el pago de los costos y costas del 

proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si cumple 
5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje es asequible al 
conocimiento, su objetivo es, que el receptor decodifique las 
expresiones   ofrecidas.   No   excede   ni   abusa   del   uso   de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, 
argumentos retóricos Si cumple 
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Anexo 3: Instrumento de recolección de datos (Lista de cotejo) 
 

SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA 
 

 
 

1.  PARTE EXPOSITIVA 
 

1.1. Introduccion 
 

1.  El  encabezamiento  evidencia: la     individualización  de  la  sentencia, indica el 

número del expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, 

lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple 

 
 

2.  Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál  es el problema 

sobre, lo que se decidirá? Si cumple 

 
 

3.  Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 

demandado, y al tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el 

proceso). Si cumple 

 
 

4.  Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista 

un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado   los 

plazos,  las  etapas,  advierte  constatación,  aseguramiento   de  las formalidades 

del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple 

 
 

5.  Evidencia  claridad: el  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso  de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple
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1.2. Postura de las partes 
 
 

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante.  Si cumple 
 

 
 

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si cumple 
 

 
 

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las 

partes. Si cumple 

 
 

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto al(os) cuales 

se resolverá. Si cumple 

 
 

5. Evidencia  claridad: el  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso  de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple
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2.  PARTE CONSIDERATIVA 
 

 
 

2.1. Motivación de los Hechos 
 
 

1.  Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 

(Elemento  imprescindible,  expuestos  en  forma  coherente,  sin contradicciones, 

congruentes y concordantes   con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple 

 

 
 

2.  Las razones evidencian la fiabilidad   de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada  se  puede  considerar  fuente  de  conocimiento  de  los  hechos;  se 

verificó los requisitos  requeridos para su validez).Si cumple 

 

 
 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, 

el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple 

 

 
 

4.  Las  razones  evidencia  aplicación  de  las  reglas  de  la  sana  crítica  y  las 

máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del 

valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple 

 

 
 

5.  Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique  las  expresiones ofrecidas).  Si  cumple
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2.2. Motivación del derecho 
 
 

1. Las  razones  se  orientan  a  evidenciar  que  la(s)  norma(s)     aplicada  ha  sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 

norma(s)  indica  que  es  válida,  refiriéndose  a  su    vigencia,  y  su  legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a   validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple 

 
 

2. Las razones se orientan a interpretar   las normas aplicadas. (El contenido se 

orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la 

norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple 

 
 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La  motivación 

evidencia  que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple 

 
 

4. Las razones se orientan, a  establecer conexión entre los hechos y las normas 

que justifican   la decisión. (El contenido   evidencia que hay nexos, puntos de 

unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si cumple 

 
 

5. Evidencia  claridad (El  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple
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3. PARTE RESOLUTIVA 
 

 
 

3.1. Aplicación del principio de congruencia 

 
1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas. (Es completa) Si cumple 

 
 

2.  El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No 

se extralimita/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado)  No 

cumple 
 

 
 

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple 

 
 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia  (relación recíproca)  con la  parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple. 

 
 

5. Evidencia  claridad (El  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple 

 
 
 

 

3.2. Descripción de la decisión 
 
 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple 

 
 

2. El  pronunciamiento evidencia  mención clara  de lo  que  se  decide u ordena.  Si 

cumple 

 
 

3. El   pronunciamiento   evidencia   a   quién   le   corresponde   cumplir  con       la
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pretensión     planteada/    el     derecho    reclamado,    o    la exoneración de una 

obligación.  Si cumple 

 
 

4.  El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el 

pago de los costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso. No 

cumple 
 

 
 

5. Evidencia  claridad:  El  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple.



195 
 

 

Instrumento de recolección de datos 
 

 
 

SENTENCIA SEGUNDA INSTANCIA 
 
 

1.  PARTE EXPOSITIVA 

 
1.1. Introducción 

 
 

1.  El  encabezamiento  evidencia:  la   individualización  de  la  sentencia, indica el 

número  del  expediente,  el  número  de  resolución  que  le  corresponde  a  la 

sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple 

 
 

2.  Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el problema 

sobre  lo  que  se  decidirá?,  el  objeto  de  la  impugnación,  o  la  consulta;  los 

extremos a resolver. Si cumple 

 
 

3.  Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 

demandado, y al  del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en 

el proceso). Si cumple 

 
 

4.  Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista 

un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado   los 

plazos,  las  etapas,  advierte  constatación,  aseguramiento  de  las formalidades 

del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple 

 
 

5.  Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple
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1.2. Postura de las partes 
 
 

1.  Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los 

extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple 

 
 

2.  Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos  que 

sustentan  la  impugnación/o  la  consulta.  Si cumple 

 
 

3.  Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de quién ejecuta 

la consulta. Si cumple 

 
 

4.  Evidencia  la(s)  pretensión(es)  de  la  parte  contraria  al impugnante/de  las 

partes si los autos se hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o 

inactividad procesal. Si cumple 

 
 

5.  Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple
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2.  PARTE CONSIDERATIVA 

 
2.1. Motivación de los hechos 

 
 

1.  Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 

(Elemento  imprescindible,  expuestos  en  forma  coherente,  sin contradicciones, 

congruentes y concordantes   con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple 

 
 

2.  Las razones evidencian la fiabilidad   de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó 

los requisitos  requeridos para su validez).Si cumple 

 
 

3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, 

el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple 

 
 

4.  Las  razones  evidencia  aplicación  de  las  reglas  de  la  sana  crítica  y  las 

máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del 

valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple 

 
 

5.  Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple.
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2.2. Motivación del derecho 

 
1. Las  razones  se  orientan  a  evidenciar  que  la(s)  norma(s)     aplicada  ha  sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 

norma(s)  indica  que  es  válida,  refiriéndose  a  su  vigencia,  y  su  legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple 

 
 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se 

orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la 

norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple 

 
 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La  motivación 

evidencia  que  su  razón  de  ser  es  la  aplicación  de  una(s) norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple 

 
 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas 

que justifican la decisión.  (El contenido   evidencia que hay nexos, puntos de 

unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si cumple 

 
 

5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple
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3.  PARTE RESOLUTIVA 

 
3.1. Aplicación del principio de congruencia 

 
1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones formuladas en el 

recurso impugnatorio/ en la adhesión / o los fines de la consulta (según 

corresponda). (Es completa) Si cumple 

 
 

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según 

corresponda) (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá 

de lo solicitado).  Si cumple 

 
 

3. El  pronunciamiento  evidencia  aplicación  de  las  dos  reglas  precedentes  a  las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si cumple. 

 
 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca)  con  la  parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple 

 
 

5. Evidencia  claridad (El  contenido  del  lenguaje  no  excede  ni  abusa  del  uso de 

tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple
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3.2. Descripción de la decisión 
 
 

1.  El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple 

 
 

2.  El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena.  Si 

cumple 

 
 

3.  El   pronunciamiento   evidencia   a   quién   le   corresponde   cumplir  con  la 

pretensión  planteada  /  el  derecho  reclamado/  o  la  exoneración  de  una 

obligación/ la aprobación o desaprobación de la consulta.  Si cumple 

 
 

4.  El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el 

pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si fuera el caso. Si 

cumple/No cumple 

 
 

5.  Evidencian claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas.  Si cumple/No cumple.
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Anexo 4: Procedimiento de recolección, organización, calificación de datos y 

determinación de la variable 

 
 
 

1.  CUESTIONES PREVIAS 
 

1.  De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se 

denomina objeto de estudio a las sentencias de primera y segunda instancia. 

 

2.  La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia según los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales pertinentes. 

 

3.  La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos 

son: la parte expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente 

 

4.  Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones. 
 

En relación a la sentencia de primera y segunda instancia. 
 

4.1.     Las  sub  dimensiones  de  la  dimensión  parte  expositiva  son  2: 
 

introducción y la postura de las partes. 
 

4.2.     Las  sub  dimensiones  de  la  dimensión  parte  considerativa  son  2: 
 

motivación de los hechos y motivación del derecho. 
 

4.3. Las sub dimensiones de la dimensión parte resolutiva son 2: aplicación 

del principio de congruencia y descripción de la decisión. 

 
 

* Aplicable: cuando la fuente se trata de procesos civiles y afines. 
 
 

 
5.  Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para 

recoger los datos que se llama lista de cotejo 

 

6.  Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha 

previsto 5 parámetros, que son criterios o indicadores de calidad, extraídos 

indistintamente de la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia los cuales 

se registran en la lista de cotejo. 

 

7.  De  los  niveles  de  calificación:  la  calidad  de  las  sub  dimensiones,  las
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dimensiones y la variable en estudio se califica en 5 niveles que son: muy 

baja, baja, mediana, alta y muy alta, respectivamente. 

 

8.  Calificación: 
 

8.1. De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el texto 

de la sentencia en estudio, se califica con las expresiones: si cumple y no 

cumple 

8.2. De  las  sub  dimensiones:  se  determina  en  función  al  número  de 

parámetros cumplidos. 

8.3. De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las sub 

dimensiones, que presenta. 

8.4. De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones 
 

 
 

9.  Recomendaciones: 
 

9.1. Examinar  con  exhaustividad: el  Cuadro  de  Operacionalizacion  de  la 
 

Variable que se identifica como Anexo 1. 
 

9.2. Examinar   con   exhaustividad:  el   proceso   judicial   existente   en   el 

expediente. 

9.3. Identificar  las  instituciones  procesales  y  sustantivas  existentes  en  el 

proceso judicial existente en el expediente, incorporarlos en el desarrollo 

de las bases teóricas del trabajo de investigación, utilizando fuentes 

doctrinarias, normativas y jurisprudenciales. 

9.4. Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategias 

previstas facilitará el análisis de la sentencia, desde el recojo de los 

datos, hasta la defensa de la tesis. 

 
 

10. El presente anexo solo describe el procedimiento de recojo y organización de 

los datos. 

11. Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación.
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2. PROCEDIMIENTOS  PARA  RECOGER  LOS  DATOS  DE  LOS 

PARÁMETROS DOCTRINARIO, NORMATIVOS Y 

JURISPRUDENCIALES PREVISTOS EN EL PRESENTE ESTUDIO. 

 
 

 
Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto de la sentencia; el 

propósito es identificar cada parámetro en el texto respectivo de la sentencia. 

 

La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente: 
 

Cuadro 1 
 

Calificación aplicable a los parámetros 
 

Texto respectivo de la 

sentencia 

Lista de parámetros Calificación 

  Si cumple (cuando en el texto se 

cumple) 

No cumple (cuando en el texto no 

se cumple) 

 
 

Fundamentos: 
 

 
 

    El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión           :          Si cumple 
 

    La ausencia de un parámetro se califica con la expresión          :          No cumple 
 
 

 
3.  PROCEDIMIENTO  BÁSICO  PARA DETERMINAR  LA CALIDAD  DE 

UNA SUB DIMENSIÓN 

 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 
 

 
 

Cuadro 2 
 

Calificación aplicable a cada sub dimensión
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Cumplimiento de los 
parámetros en una sub 
dimensión 

Valor  (referencial) Calificación de calidad 

Si  se  cumple  5  de  los  5 
parámetros previstos 

5 Muy alta 

Si  se  cumple  4  de  los  5 
parámetros previstos 

4 Alta 

Si  se  cumple  3  de  los  5 
parámetros previstos 

3 Mediana 

Si  se  cumple  2  de  los  5 
parámetros previstos 

2 Baja 

Si sólo se cumple 1 
parámetro  previsto  o 
ninguno 

1 Muy baja 

 
 
 
 

Fundamentos: 
 

 
 

 Se procede luego de haber aplicado las pautas establecidas en el Cuadro 1, del 

presente documento. 

    Consiste en agrupar los parámetros cumplidos. 
 

 La calidad de la sub dimensión se determina en función al número de parámetros 

cumplidos. 

 Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros previstos, 

se califica con el nivel de: muy baja. 

 
 

4.  PROCEDIMIENTO   PARA   DETERMINAR   LA   CALIDAD   DE   LAS 

DIMENSIONES PARTE EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA 

 
 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 

Cuadro 3 

Calificación aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte resolutiva
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Dimensión 

 
 
 
 

Sub dimensiones 

Calificación 
 

 

Rangos de 
calificación de la 
dimensión 

 

 

Calificación de 
la calidad de la 
dimensión 

De          las          sub 
dimensiones 

De 
la dimensión 

 M
u

y
 b

a
ja

 

 B
a
ja

 

 M
e
d

ia
n
a 

 A
lt

a
 

 M
u

y
 a

lt
a 

1 2 3 4 5 
 

 
 

Nombre    de 

la 

dimensión: 
… 

Nombre  de  la  sub 
dimensión 

 X     

 
 

7 

[ 9  - 10 ] Muy Alta 

[ 7  - 8 ] Alta 

Nombre  de  la  sub 

dimensión 

    X [ 5  - 6 ] Mediana 

[ 3  - 4 ] Baja 

[  1 - 2 ] Muy baja 

Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión,   … es alta, se deriva de 
 

la calidad de las dos sub dimensiones, …..  y ……,   que  son baja  y muy alta, 

respectivamente. 

 
 

Fundamentos: 
 

 De  acuerdo  al  Cuadro  de  Operacionalización  de  la  Variable  (Anexo  1),  las 

dimensiones identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada una, 

presenta dos sub dimensiones. 

    Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 (Cuadro 
 

2). Por esta razón, el valor máximo que le corresponde a una dimensión que tiene 
 

2 sub dimensiones es 10. 
 

 Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte 

resolutiva, es 10. 

 Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 

(valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2. 

    El número 2, indica que cada nivel de calidad presenta 2 niveles de calidad 
 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar 

los datos, se establece rangos; éstos a su vez orientan la determinación de la 

calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior 

del Cuadro 3.



 

 

La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el siguiente 

texto: 

 
 

Valores y nivel de calidad: 
 

 
 

[ 9  - 10 ]  =  Los valores pueden ser  9 o 10  =  Muy alta 
 

 
 

[ 7  -   8 ]  =  Los valores pueden ser  7 u 8   = Alta 
 

 
 

[ 5  -   6 ]  =  Los valores pueden ser  5 o 6    =  Mediana 
 

 
 

[ 3  -   4 ]  =  Los valores pueden ser  3 o 4    =  Baja 
 

 
 

[ 1  -   2 ]  =  Los valores pueden ser  1 o 2    =  Muy baja 
 

 
 

Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3. 
 

 
 

5.  PROCEDIMIENTO   PARA   DETERMINAR   LA   CALIDAD   DE   LA 

DIMENSIÓN PARTE CONSIDERATIVA 

 
 

Se realiza por etapas. 
 

 
 

5.1. Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de la parte 

considerativa. 

 
 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia). 

Cuadro 4 

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa 
 

 
 

Cumplimiento    de    criterios    de 
2 

 

 

6 
Valor     numérico Calificación  de 
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evaluación Ponderación (referencial) calidad 

Si se cumple 5 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 5 10 Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 4 8 Alta 

Si se cumple 3 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 3 6 Mediana 

Si se cumple 2 de los 5 parámetros 

previstos 

2x2 4 Baja 

Si  sólo  se  cumple  1  parámetro 

previsto o ninguno 

2x 1 2 Muy baja 

Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso asignado para los 
 

parámetros  está  duplicado;  porque  pertenecen  a  la  parte  considerativa,  lo  cual 

permite hallar los valores que orientan el nivel de calidad. 

 
 

Fundamentos: 
 

 
 

 Aplicar  el  procedimiento  previsto  en  el Cuadro  1.  Es decir;  luego  de  haber 

identificado uno por uno, si los parámetros se cumplen o no. 

 El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones identificadas 

como parte EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del procedimiento empleado para 

determinar la calidad la dimensión identificada como parte CONSIDERATIVA. En 

éste último la ponderación del cumplimiento de los parámetros se duplican. 

 La  calidad  de  la  parte  expositiva  y  resolutiva  emerge  de  la  calidad  de  sus 

respectivas sub dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando los 

parámetros cumplidos conforme al Cuadro 2. 

 La  calidad  de  la  parte  considerativa;  también,  emerge  de  la  calidad  de  sus 

respectivas sub dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, se 

determina luego de multiplicar por 2, el número de parámetros cumplidos 

conforme al Cuadro 4. Porque la ponderación no es simple; sino doble.
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 Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles de 

calidad que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 3, 4 y 5; 

sino: 2, 4, 6, 8 y 10; respectivamente; cuando se trata de la parte considerativa. 

Fundamentos que sustentan la doble ponderación: 
 

 
 

5.2. Segunda  etapa:  determinación  de  la  calidad  de  la  de  dimensión:  parte 

considerativa 

(Aplicable para la sentencia de  primera instancia   - tiene 2 sub dimensiones – ver 
 

Anexo 2) 
 

Cuadro 5 
 

 
 

Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera instancia) 
 

 
 

 

 
Dimensión 

 
 
 

 
Sub 

dimensiones 

Calificación  

 
Rangos de 

calificación 

de la 

dimensión 

 

 
Calificación de 

la calidad de la 

dimensión 

De las sub dimensiones De 
 

la 

dimensión 

M
u
y
 

 

M
ed

ia
 

A
lt

a 

  M
u
y
 

2x 
 

1= 
 

 
 

2 

2x 2= 
 

 
 

4 

2x 
 

3= 
 

 
 

6 

2x 
 

4= 
 

 
 

8 

2x 5= 
 

 
 

10 

 

 
Parte 

considerativa 

Nombre de la 

sub 

dimensión 

   

 
X 

   
 
 
 
 

 
14 

 

 
[17  - 20] 

 

 
Muy alta 

 

 
Nombre de la 

sub 

dimensión 

   X  [13  - 16] Alta 

[9  - 12] Mediana 

[5  - 8] Baja 

[1 - 4] Muy baja 

Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión parte considerativa es de
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calidad alta, se deriva de los resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que 

son de calidad mediana y alta, respectivamente. 

 
 

Fundamentos: 
 

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), la parte 

considerativa presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y 

motivación del derecho. 

 De  acuerdo  al  Cuadro  4,  el  valor  máximo  que  le  corresponde  a  cada  sub 

dimensión es 10; asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 8.3), 

la calidad de una dimensión se determina en función a la calidad de las sub 

dimensiones que lo componen. 

 Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de 

cada uno, es 10; el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20. 

 El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en 

dividir 20 (valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4. 

    El número 4 indica, que en cada nivel de calidad hay 4 valores. 
 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar 

los datos, se establece rangos; para orientar la determinación de los 5 niveles de 

calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior 

del Cuadro 5. 

 La  determinación  de  los  valores  y  niveles  de  calidad,  se  evidencian  en  el 

siguiente texto: 

 
 

Valores y nivel de calidad: 
 

 
 

[ 17  - 20 ]  =  Los valores pueden ser  17, 18, 19 o 20  =   Muy alta 
 

 
 

[ 13  - 16 ]  =  Los valores pueden ser  13, 14, 15 o 16  =  Alta 
 

 
 

[ 9    - 12 ]  =  Los valores pueden ser  9, 10, 11 o 12    =   Mediana 
 

 
 

[ 5    -  8  ]   =  Los valores pueden ser  5, 6, 7 u 8         =    Baja
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V
ar

ia
b
le

 

D
im

en
si

ó
n
 

S
u
b

 
 d

im
en

si
o
n
es

 

 

 
 

[  1    -  4  ]  =  Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4        =      Muy baja 
 

 
 

5.3. Tercera etapa: determinación de la calidad de la dimensión: parte considerativa – 
 

Sentencia de segunda instancia 
 

 
 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la parte 

considerativa de la sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 

5. 
 

Fundamento: 
 

 
 

 La parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, presenta el mismo 

número de sub dimensiones que la parte considerativa de la sentencia de primera 

instancia, entonces el procedimiento a seguir es el mismo. 

    La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1. 
 
 
 
 
 

6. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA 

VARIABLE: CALIDAD DE LA SENTENCIAS 

 
 

Se realiza por etapas: 
 

 
 

6.1. Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia 
 

Examinar el cuadro siguiente: 
 

 
 

Cuadro 6 
 

Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia



 

B
aj

a 

 

   dimensiones de las 
 

dimensiones 

 

 M
u
y
 b

aj
a 

 

 M
ed

ia
n
a 

 A
lt

a 
 M

u
y
 a

lt
a 

 

M
u
y
 b

aj
a 

 

B
aj

a 

 

M
ed

ia
n
a 

 

A
lt

a 

 

M
u
y
 a

lt
a 

 
 

1 

 
 

2 

 
 

3 

 
 

4 

 
 

5 

 
 

[1 - 
 

8] 

 
 

[9   - 
 

16] 

 
 

[17 - 
 

24] 

 
 

[25- 
 

32] 

 
 

[33 - 
 

40] 

 

C
al

id
ad

 d
e 

la
 s

en
te

n
ci

a…
 

 

P
ar

te
 e

x
p
o
si

ti
v
a 

Introducci 
 

ón 

  X    
 
 
 

7 

[9     - 
 

10] 

Mu 
 

y 

alta 

    

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

30 

 

 
 

Postura de 

las partes 

   X  [7     - 
 

8] 

Alt 
 

a 

[5     - 
 

6] 

Me 
 

dia 

na 

[3     - 
 

4] 

Baj 
 

a 

[1     - 
 

2] 

Mu 
 

y 

baj 

a 

 P
ar

te
 c

o
n

si
d
er

at
iv

a 

 
 
 
 
 

 
Motivació 

n   de   los 

hechos 

2 4 6 8 1 
 

0 

 
 
 
 

14 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
11 

[17   - 
 

20] 

Mu 
 

y 

alta 

   X  [13- 
 

16] 

Alt 
 

a 

 
 

Motivació 

n          del 

derecho 

   
 
 
 

X 

  
 
 
 
 
 
 
 

 
2 

[9- 
 

12] 

Me 
 

dia 

na 

[5 -8] Baj 
 

a 
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         [1     - 
 

4] 

Mu 
 

y 

baj 

a 

     
 

P
ar

te
  
  

 r
es

o
lu

ti
v
a 

 
 
 
 
 

 

Aplicación 

del 

principio 

de 

congruenc 

ia 

1 2 3 4 5  
 
 
 

9 

 
 

[9     - 
 

10] 

 
 

Mu 

y 

alta 

   X  [7     - 
 

8] 

Alt 
 

a 

[5     - 
 

6] 

Me 
 

dia 

na 

Descripció 
 

n    de    la 

decisión 

    X [3     - 
 

4] 

Baj 
 

a 

[1     - 
 

2] 

Mu 
 

y 

baj 

a 

 
 

Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango 

alta, se deriva de los resultados de la calidad de su parte expositiva, considerativa y 

resolutiva que fueron de rango: alta, alta y muy alta, respectivamente. 

 
 

Fundamentos 
 

 De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se 

determina en función a la calidad de sus partes 

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica 

todos los procedimientos especificados, de la forma siguiente: 

 
 

1)  Recoger los datos de los parámetros. 
 

2)  Determinar la calidad de las sub dimensiones; y
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3)  Determinar la calidad de las dimensiones. 
 

4)  Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro 6. 
 

Se realiza al concluir el trabajo de investigación. 
 

 
 

Determinación de los niveles de calidad. 
 

 
 

1)  Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, 

respectivamente, (Cuadro 3 y 5), el resultado es: 40. 

2)  Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 

(número de niveles) el resultado es: 8. 

3)  El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores. 
 

4)  Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se 

establece rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar 

el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6. 

5)  Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto: 
 

 
 

Valores y niveles de calidad 
 

[ 33  - 40 ]  =  Los valores pueden ser  33,34,35,36,37, 38, 39 o 40  =   Muy alta 
 

 
 

[ 25  - 32 ]  =  Los valores pueden ser  25,26,27,28,29,30,31 o 32   =  Alta 
 

 
 

[ 17  - 24 ]  =  Los valores pueden ser  17,18,19,20,21,22,23, o 24  =   Mediana 
 

 
 

[9    - 16  ]   =  Los valores pueden ser  9,10,11,12,13,14,15 o 16   =    Baja 
 

 
 

[  1   -  8  ]   =  Los valores pueden ser 1,2,3,4,5,6,7 u 8           =     Muy baja 
 

 
 

6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia 
 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la sentencia 

de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 6. 

Fundamento:
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 La  sentencia  de  primera  instancia,  presenta  el  mismo  número  de  sub 

dimensiones que la sentencia de segunda instancia 

   La  exposición  anterior  se  verifica  en  el  Cuadro  de  Operacionalización  – 
 

Anexo 2



 

 
 
 
 

Anexo 5. Cuadros descriptivos de resultados de sentencia de primera y segunda instancia 

Anexo 5.1: calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y la postura de las partes – Sentencia de Primera Instancia 

sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales. 
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Evidencia Empírica 

 
 
 
 

Parámetros 

Calidad de la introducción, 
y de la postura de las partes 

Calidad de la parte expositiva de 
la sentencia de primera instancia 
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2] 

[3 - 4] [5   - 
6] 

[7- 
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[9- 
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PODER JUDICIAL 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
DECIMO   QUINTO  JUZGADO  ESPECIALIZADO  DE 
TRABAJO DE LIMA 
15° JUZGADO LABORAL - Sede Central 
EXPEDIENTE              : 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
MATERIA                    :RECONOCIMIENTO                   DEL 
VÍNCULO LABORAL 
JUEZ                             : X 
ESPECIALISTA           : Y 
DEMANDADO            : B 

 

DEMANDANTE          : A 

SENTENCIA 

1. El encabezamiento 

evidencia:    la 

individualización de la 

sentencia,   indica el   N° de 

expediente, el número de 

resolución que le corresponde 

a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, 

jueces, etc. Si cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El 

planteamiento de las 

pretensiones? ¿Cuál    es el 

problema sobre lo que se 

decidirá? Si cumple 
3.             Evidencia             la 

     
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
X 
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 RESOLUCIÓN NÚMERO CUATRO.- 

Lima, diez de Abril 

del año dos mil quince.- 
 

 
 

MATERIA DE LA DEMANDA: Se trata de la demanda 

interpuesta mediante escrito de folios sesenta a setenta y dos y 

dos, subsanada por escrito de folios 77 a 78, por A, en contra B, 

sobre Reconocimiento del vinculo laboral. 
 
 

PARTE EXPOSITIVA: Resulta de  autos  que A,    interpone 

demanda de Reconocimiento de Vinculo Laboral, a fin que la 

parte demandada, B, cumpla con el pago de sus beneficios 

sociales como compensación por tiempo de servicios, 

gratificaciones, vacaciones y utilidades. Solicita además el pago 

de costas y costos del proceso, en virtud de los siguientes 

fundamentos: 
 
 

FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA.- 
 

1.-A Manifiesta haber ingresado para la demandada el 01 de 

abril del 2005, desempeñando el cargo de Asesora de ventas, 

cuyas funciones era de vender, promocionar y asesorar a las 

personas que deseaban adquirir un seguro médico de B llamado 

Plan Familiar y/o Plan Oncológico, cuyas ventas se realizaban 

en los módulos ubicados dentro de la misma Clínica de B, así 

como también iba a los domicilios de los usuarios, siendo su 

jefe inmediato la Administradora señora Señorita BR y el jefe 

de ventas PVL  y posteriormente PVA al que rendía cuentas del 

cumplimiento de sus funciones que lo desarrollaba dentro de las 

individualización  de  las 

partes: se individualiza al 

demandante, al demandado, y 

al  del tercero legitimado; éste 

último  en  los  casos  que 

hubiera en el proceso). Si 

cumple 
4.    Evidencia    aspectos    del 
proceso: el contenido explicita 
que  se  tiene  a  la  vista  un 
proceso   regular,   sin   vicios 
procesales, sin nulidades, que 
se ha agotado los plazos, las 
etapas, advierte constatación, 

aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que 

ha llegado el momento de 

sentenciar. Si cumple 
5. Evidencia claridad: el 
contenido del lenguaje no 
excede  ni  abusa  del  uso  de 
tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo 

es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.   Si 

cumple 

    X     10 
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 instalaciones que le asignaba la demandada. Asimismo, 

manifiesta que tenía una remuneración que al inicio fue de 

S/.400.00 y luego subió a SI. 2,500.00, por lo que refiere que la 

relación que mantuvo con la demandada existió prestación 

personal, remuneración y subordinación, siendo cesado el 02 de 

mayo de 2010 y al haberse desnaturalizado sus contratos de 

locación de servicios le corresponde el pago de los beneficios 

solicitados. 

 
2.- Admitida la demanda mediante resolución número dos, que 

corre  de  fojas  79  a  82  de  autos,  se  citó  a  las  partes  a  la 

Audiencia de Conciliación; en dicha audiencia, las partes no 

arribaron a acuerdo Conciliatorio alguno, por lo que se señalo 

las   pretensiones   objeto   del   proceso   la   desnaturalización 

contractual  civil  en  consecuencia  el  reconocimiento  de  una 

relación laboral desde el 1º de abril del 2005 hasta el 02 de 

mayo  de  2010,  el  pago  de  compensación  por  tiempo  de 

servicios,    vacaciones    no    gozadas,    simples    y    truncas, 

gratificaciones  legales  con  la  bonificación  del  9%  y  las 

utilidades del 2005 al 2010 y la entrega de su certificado de 

trabajo; se fijo fecha para la audiencia de Juzgamiento. 

FUNDAMENTOS      DE      LA      CONTESTACIÓN      DE 
 

DEMANDA.- 
 

1.- Que corre de fojas 104 a 112 de autos, refiere que el vínculo 

que  los  unió  es  a  través  de  un  contrato  de  servicios  no 

personales, de naturaleza civil, la misma que no tenía condición 

de trabajador y por lo tanto no estaba sujeta a las normas y 

reglamentos del personal de su representada; por lo tanto su 

prestación de servicios lo realizó en forma independiente, 

autónoma y a cambio de una retribución económica, y que era 
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 una  asesora  externa  que  contaba  con  su  propia  cartera  de 

clientes al que les ofrecía el Plan Familiar Salud de B y por el 

desarrollo de sus actividades nunca se le impuso un horario, la 

misma que desarrollaba sus funciones fuera de la institución y 

solo venía una vez a la semana previa coordinación y el pago se 

realizaba en forma mensual y que los mismos eran variables y 

en base a comisiones que eran acordadas y que iban del 8% y 
12%; indica que la asesoría de ventas no forma parte del rubro 
al  que  se  dedica  nuestra  institución  ya  que  nuestro  giro  es 
brindar servicios médicos; no pudiendo ejercer ningún tipo de 
dirección o sobre las actividades de la recurrente 
 
2.- Se llevo a cabo en el día y la hora; indicada, se realizó la 

confrontación de posiciones, asimismo se ha llevado a cabo la 

actuación probatorio, estableciendo las hechos que requieren de 

actuación probatoria, y se admitieron pruebas de las partes, por 

lo que actuadas las pruebas documentales presentados por las 

partes, y el interrogatorio  efectuado por el juzgador tanto al 

demandante como a la demandada, los abogados han efectuado 

sus  alegatos  finales  o  de  salida;  por  lo  que  el  juzgador  se 

reservó el fallo de la sentencia, como ha quedado registrado en 

el audio y video respectivo; y se ha señalado el día 10 de abril 

de 2015, para la notificación de la presente sentencia, la que se 

emite en los términos siguientes: 

           

Fuente: Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
 

El anexo 5.1 evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango muy alta; porque, la introducción fue de rango muy alta, mientras 
que la postura de las partes, fue calidad de rango muy alta, respectivamente.
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Anexo 5.2: calidad de la parte considerativa con énfasis en la aplicación del principio de motivación de los hechos y del der echo - 

Sentencia de primera instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales. 
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Evidencia empírica 

 
 
 
 
 

 

Parámetros 

Calidad       de       la 
 

motivación   de   los 

hechos y el derecho 

Calidad     de     la     parte 
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sentencia de primera 
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FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA: 

 

PRIMERO:  La  finalidad  concreta  del  proceso  es  resolver  un 

conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con 

relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, 

mientras que la finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia. 
 

SEGUNDO: Que, conforme al artículo 23º de la Nueva Ley Procesal 

del Trabajo, corresponde a las partes probar los hechos que 

configuran su pretensión; y esencialmente al trabajador probar la 

existencia de    la prestación personal del servicio, cuando 

corresponda; Asimismo,  si  el  demandante  invoca  la  calidad  de 

trabajador o ex trabajador probar la existencia de la fuente 

normativa de los derechos alegados de origen distinto al 

constitucional o legal, el motivo de nulidad invocado, el acto de 

hostilidad padecido, y la existencia de daño alegado; Y al 

empleador, probar el pago, el cumplimiento de las normas, de sus 

obligaciones contractuales, su extinción o inexigibilidad, la 

existencia de un motivo razonable distinto al hecho lesivo alegado, 

el estado del vínculo laboral y la causa del despido. 

TERCERO: Materia de la Controversia: Que, la existencia de 

relación laboral, por el periodo comprendido entre el 01 de abril de 
2005 al 02 de mayo del 2010, ha sido negada por la demandada, lo 
que es menester, en primer lugar, determinar la naturaleza de la 
relación  jurídica  entre  las  partes,  es  decir  si  ha  existido  relación 
laboral, con contrato de trabajo como refiere la recurrente; o si el 

trabajador realiza una labor en forma independiente o particular como 

refiere la demandada; y a consecuencia de ello, establecer si resultan 

amparables o no los beneficios sociales que reclama la actora. 
 

TACHA: La demandada tacha las tarjetas ofrecidas en el numeral 6 

1. Las razones evidencian 
 

la selección de los hechos 

probados   o   improbadas. 

(Elemento imprescindible, 

expuestos      en      forma 

coherente,                     sin 

contradicciones, 

congruentes                     y 

concordantes       con   los 

alegados por las partes, en 

función   de   los   hechos 

relevantes  que  sustentan 

la            pretensión(es).Si 

cumple 

2. Las razones evidencian 
 

la fiabilidad     de las 

pruebas. (Se realiza el 

análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los 

medios probatorios si la 

prueba       practicada    se 
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 señala que no es su política de la entidad porque no emitían tarjetas. 
Las tarjetas son falsas y que todo el mundo sabe los números de la 
clínica San Pablo. 

 

Que, la tacha contra documentos puede fundamentarse en: la falsedad 

del documento, manifiesta ausencia de una formalidad esencial 

prescrita por ley o porque se compruebe la falsedad de la copia de un 

documento público. Que, respecto a lo señalado por la parte 

demandada se observa que el sustento de la cuestión probatoria no se 

encuentra referida a algún defecto formal de los instrumentos 

presentados, sino al contenido del mismo, al respecto debe tenerse en 

cuenta que la formulación de una tacha se orienta a cuestionar la 

eficacia de un documento, del cual se acusa falsedad, nulidad o 

inexistencia del documento  matriz,  si bien  la demandada  alega la 

falsedad de su contenido, no acreditan la falsedad del documento; de 

otro lado, se debe tener presente que el juzgador debe valorar tal 

ocumento al momento de emitir pronunciamiento sobre el fondo de 
a litis en armonía con los demás medios probatorios ofrecidos por las 

artes y actuadas en el proceso, por lo que debe ser desestimada la 
cuestión probatoria. Por estas  consideraciones se resuelve declarar 
INFUNDADA la tacha deducida. 

 

CUARTO:  De  la  Presunción  de  laboralidad:  Que,  a  fin  de 
establecer la existencia de vínculo  laboral o  no, se debe tener en 
cuenta que el artículo 23º de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley 
Nº 29497, en el numeral 23.2, establece expresamente lo siguiente: 
''Acreditada la prestación personal de servicios, se presume Ja 

existencia de vínculo laboral a plazo indeterminado, salvo prueba en 

contrario." (sic.); En el presente caso, la demandante ha venido 

sosteniendo tanto en su escrito de demanda,  sus alegatos  efectuados 

en   la   audiencia   de juzgamiento,   así   como   en   la actuaciones 

puede   considerar   fuente 
 

de conocimiento de los 

hechos,  se  ha  verificado 

los requisitos   requeridos 

para  su  validez).Si 

cumple. 

3.  Las razones evidencian 

aplicación  de  la 

valoración conjunta. (El 

contenido evidencia 

completitud en la 

valoración,  y  no 

valoración   unilateral   de 

las pruebas, el órgano 

jurisdiccional       examina 

todos los posibles 

resultados probatorios, 

interpreta la prueba, para 

saber  su  significado).  Si 

cumple/ 
 

4.  Las  razones  evidencia 

         
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

20 

 

 

217



 

 
 
 

 administrativas previas  a  este  proceso  judicial,  que  la prestación 
de sus servicios ha sido efectuado siempre en forma personal, y si 
bien la empresa demandada, tanto en su escrito de contestación de la 
demanda  (fojas  104),  en  los  alegatos  efectuado  por  su  abogada 
defensora en la audiencia de juzgamiento, ha negado la existencia de 

vínculo laboral manifestando que no se cumplen los requisitos 

establecidos por el artículo 4º del Decreto Supremo Nº 003-97-TR; 

sin embargo, no se ha negado, ni menos se ha ofrecido medio 

probatorio idóneo alguno que desvirtúe la prestación personal del 

servicio; por cuanto no ha presentado ningún medio probatorio que 

acredite lo contrario; y siendo que la demandada no ha desvirtuado la 

prestación personal del servicio de la actora; ni menos desvirtúan la 

presunción de existencia del vínculo laboral establecida en la norma 

citada; más aún si correspondía a la demandada, la carga de probar lo 

contrario; lo que no ha efectuado, por tanto, conforme a lo dispuesto 

por el numeral 23.2 del artículo 23º de la Nueva Ley Procesal del 

Trabajo, por lo que se tiene por cierto que la demandante laboró para 

la demandada desde el 01 de abril de 2005 hasta el 02 de mayo de 
201O; acumulando el récord laboral de 5 años, 1 mes y 2 días. 

 

QUINTO: De la desnaturalización de los contratos de locación de 

servicios: Que, sin perjuicio de lo determinado en el considerando 

anterior, respecto  a los elementos y características básicas   de un 

contrato de trabajo, como la subordinación, que es la prestación de un 

servicio bajo la dirección de otro, en virtud del cual, el primero pone a 

disposición del segundo su fuerza de trabajo y le confiere 

simultáneamente el poder de dirigirla; la Remuneración, que viene a 

ser el pago o contraprestación por la labor realizada; al que  se deberá 

de añadir otras características de dicho contrato, tales como: jornada 

de trabajo, la prestación personal, lugar de prestación, entre otros; y 

que   siguiendo   estos   lineamientos   nuestra   legislación   laboral 

aplicación de las reglas de 
 

la sana crítica y las 

máximas  de  la 

experiencia. (Con lo cual 

el juez forma convicción 

respecto   del   valor   del 

medio probatorio para dar 

a  conocer  de  un  hecho 

concreto).Si cumple 
 

5. Evidencia claridad (El 

contenido del lenguaje no 

excede  ni  abusa  del  uso 

de  tecnicismos,  tampoco 

de lenguas extranjeras, ni 

viejos   tópicos, 

argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o 

perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Si 
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 sustantiva, así lo  ha   determinado, conforme se puede ver de los 
artículos 4°, 5°, 6° y 9° del Texto Único Ordenado del Decreto 
Legislativo  728,  Ley  de  Productividad  y  Competitividad    Laboral 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 003-97-TR, en las que se señala 
que en toda prestación de servicios en forma personal, se presume la 

existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado. Siendo así 

tenemos que en cuanto al primer requisito referido a la prestación 

personal del servicio, el actor, como fue determinado, ha venido 

refiriendo haber realizado sus labores de forma personal para la 

accionada, lo que no ha sido desvirtuado por la demandada, con lo 

que queda acreditado este primer requisito. Respecto al segundo 

requisito referido, al trabajo atenciones medicas; de allí que deban 

sujetarse sus actividades a dichos horarios y requerimientos. Además 

dichas funciones  no  podían desarrollarse  autónomamente sino  que 

están   supeditadas   a   los   lineamientos   que   imparta   el   ente 

administrativo de la emplazada, y por tanto, sometida a ella; de igual 

forma,  la  captación  de  usuarios,  tenía  que  encontrarse  sujeto  al 

horario de atención de la Clínica y no del que autónomamente pueda 

establecer el locador; características impropias de la locación de 

servicios. De lo expuesto, podremos establecer, que las labores que 

realizaba la demandante, de manera alguna  puede ser prestada  en 

forma independiente o autónomo  (que corresponde a los contratos 

civiles), sino que por su naturaleza es prestada en subordinación, lo 

que constituye característica propia de los contratos de trabajo y no de 

los contratos civiles. 
 

En consecuencia, esta Judicatura, valorando los medios probatorios 

actuados en forma conjunta, y aplicando el Principio de Primacía de 

la realidad previsto en el artículo Primero del Título Preliminar de la 

Ley Procesal de Trabajo, que constituye un elemento implícito de 

nuestro ordenamiento jurídico y,             concretamente, impuesto por 

la propia naturaleza tuitiva de nuestra Constitución, como ha sido 

cumple.           
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1.  Las razones se orientan 
 

a evidenciar que la(s) 

norma(s)  aplicada ha sido 

seleccionada de acuerdo a 

los hechos y pretensiones 

(El contenido señala la(s) 

norma(s) indica que es 

válida, refiriéndose a su 

vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia  en  cuánto 

validez formal y 

legitimidad, en cuanto no 

contraviene  a  ninguna 

otra norma del sistema, 

más al contrario que es 

coherente). Si cumple 

2. Las razones se orientan 

a interpretar   las  normas 

aplicadas.   (El  contenido 

se  orienta  a  explicar  el 
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 precisado por el Tribunal Constitucional el fundamento 3 de la STC 
Nº 1944-2002-AA/TC, que: "...en caso de discordancia entre lo que 
ocurre en la práctica y lo que fluye de los documentos, debe darse 
preferencia a lo primero; es decir, a lo que ha sucede en el terreno de 
los hechos"; por la que el juez de trabajo, debe preferir los hechos que 

han sucedido en la realidad frente a las apariencias o formalidades; Es 

por ello, que se concluye que la naturaleza de la prestación del actor 

para la demandada, fue la de un contrato de trabajo; por tanto, . con 

las pruebas glosadas y detalladas líneas antes, se ha podido determinar 

que  en  la  realización  de  las  labores  por  el  actor  a  favor  de  la 

institución demandada, ha existido los elementos de trabajo personal, 

remunerado y subordinado, por lo que se tiene que la actora ha 

mantenido vínculo laboral con la demandada desde el 01 de abril de 
2005 al 02 de mayo del 2010. 

 

SEXTO: De la Compensación por Tiempo de Servicios. 6.1 De 

conformidad con lo establecido en el Decreto Supremo 001-97-TR, la 

compensación por tiempo de servicios tiene la calidad de beneficio 

social de previsión de las contingencias que origina el cese en el 

trabajo y de promoción del trabajador y su familia; tienen derecho a 

este beneficio aquellos trabajadores sujetos al régimen laboral común 

de la actividad privada que cumplan, cuando menos en promedio, una 

jornada mínima diaria de cuatro horas; constituye remuneración 

computable para el cálculo de la compensación por tiempo de 

servicios, la remuneración básica y todas las cantidades que 

regularmente perciba el trabajador, en dinero o en especie como 

contraprestación por la labor realizada, cualquiera que sea la 

denominación  que  se  les  dé  y  siempre  que  sean  de  su  libre 

disposición. 6.2 La demandada no ha acreditado el cumplimiento de 

los depósitos de la compensación por tiempo de servicios por lo que 

corresponde efectuar su cálculo teniendo en cuenta la remuneración 

mensual de sus recibos de honorarios, en la forma siguiente: 

procedimiento     utilizado 
 

por el juez para dar 

significado a la norma, es 

decir         cómo         debe 

entenderse  la  norma, 

según el juez) Si cumple 

3. Las razones se orientan 

a   respetar   los   derechos 

fundamentales. (La 

motivación evidencia que 

su razón de ser es la 

aplicación de una(s) 

norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la 

legalidad).Si cumple 

4. Las razones se orientan 

a    establecer conexión 

entre los hechos y las 

normas que justifican   la 

decisión. (El contenido 

evidencia que hay nexos, 
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SETIMO: De las Gratificaciones por Fiestas Patrias y de Navidad. 
7.1 De conformidad  con lo dispuesto  por la Ley 27735, corresponde 
al trabajador una remuneración mensual en los meses de julio y 
diciembre  por  concepto  de  gratificaciones  por  Fiestas  Patrias  y 
Navidad, respectivamente; para  tener  derecho  a  la  gratificación es 

requisito indispensable que el trabajador se encuentre laborando en la 

oportunidad en que corresponda percibir el beneficio y en caso su 

vínculo culminara antes de la oportunidad de percibir dicho beneficio, 

tendrá derecho a percibirla en forma   proporcional a los meses 

laborados.  7.2 Que, la demandada no ha acreditado el pago de este 

beneficio, por lo que resulta procedente atender el extremo 

demandado. 
 

OCTAVO: De las vacaciones. 8.1 El descanso vacacional constituye 

el derecho que tiene el trabajador, luego de cumplir con ciertos 

requisitos, a suspender la prestación de sus servicios durante un cierto 

número de días al año, sin pérdida de la remuneración habitual, a fin 

de restaurar sus fuerzas y entregarse a ocupaciones personales o a la 

distracción. El artículo 10 del Decreto Legislativo 713 prescribe que 

el trabajador tiene derecho a treinta días de descanso vacacional por 

cada año completo de servicios, siendo que el monto de dichas 

remuneraciones será el que se encuentre percibiendo el trabajador en 

la oportunidad en que se efectúe el pago. 8.2 La demandada no ha 

acreditado  el  pago  por  este  beneficio,  por  lo  que  es  procedente 

ordenar  el  pago  de  las  vacaciones  peticionadas  durante  todo  el 

periodo laborado. 
 

NOVENO: De  la  participación  de  utilidades.          9.1          Este 

beneficio reconocido constitucionalmente, consiste en   la  asignación 

a los   trabajadores de  una parte de la renta que produce  la empresa, 

en reconocimiento al esfuerzo compartido con ésta, en el éxito del 

negocio al obtener          beneficios        económicos        denominados 

puntos    de    unión    que 
 

sirven de base para la 

decisión y las normas que 

le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si 

cumple 

5. Evidencia claridad (El 

contenido del lenguaje no 

excede  ni  abusa  del  uso 

de  tecnicismos,  tampoco 

de lenguas extranjeras, ni 

viejos   tópicos, 

argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o 

perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Si 

cumple. 
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 "utilidades". 9.2. Los Decretos Legislativos 677 y 892  establecen qué 
empleadores se encuentran obligados a repartir utilidades, siendo 
aquellas  empresas  generadoras  de  rentas  de  tercera  categoría,  que 
cuenten con más de veinte         trabajadores y   hayan   obtenido 
renta  anual       neta  antes  de impuestos; de otra parte, señala que los 

trabajadores con derecho a su percepción,   son   aquellos   que 

pertenecen   al   régimen   laboral   de   la actividad privada, no 

interesando la modalidad de contratación y que hayan laborado en el 

ejercicio a ser distribuido. 9.3 En la audiencia de juzgamiento se le 

requirió a la demandada que adjunte la documentación a fin de 

establecer cuantos trabajadores existían en el año 2005 al 2010 a fin 

de poder establecer el monto de las utilidades y conforme a su escrito 

de fecha 09 del presente mes, señala que no los tiene por el transcurso 

del tiempo (5 años) conforme lo establece el Decreto Ley Nº 25988, 

sin embargo de los años 2009 y 2010 si los pudo adjuntar ya que no 

han  transcurrido    los  cinco  años  que  señala    la  norma;  debiendo 

tenerse presente su conducta, y habiendo adjuntado las declaraciones 

juradas de los años 2005 a 2010 la empresa ha obtenido ganancias, 

por lo tanto le corresponde por este concepto el abono del mismo, de 

la siguiente forma: 
 

DÉCIMO: Intereses.- Conforme a lo dispuesto por el artículo tercero 
de la Ley 25920, corresponde el pago de intereses legales a partir del 
día siguiente de aquél en que se produjo el incumplimiento y hasta el 
día de su pago efectivo. 

 

DÉCIMO PRIMERO: Costas y costos.- De conformidad con lo 
establecido por el artículo 412º del Código Adjetivo, el reembolso de 
las costas y costos del proceso son de cargo de la parte vencida. 

           

Fuente: Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
El anexo 5.2 evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación de los hechos y 

de derecho, fueron de rango muy alta calidad, respectivamente.
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Anexo 5.3: calidad de la parte resolutiva con énfasis en la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión 
 

- Sentencia de Primera instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales 
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Evidencia empírica 

 

 
 
 

Parámetros 

Calidad de la 
aplicación  del 
principio de 
congruencia,     y     la 
descripción de la 
decisión 

Calidad de la parte resolutiva 
de la sentencia de primera 
instancia 
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FALLO 1) Declarando FUNDADA la demanda en los seguidos por 

“A” contra la “B”, sobre Reconocimiento de vínculo laboral y Pago 

de beneficios sociales y DISPONGO que la demandada abone al 

demandante, consentida que quede la presente, la suma total de 

TREINTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS TREINTA Y UNO CON 
78/100 NUEVOS SOLES, por los siguientes conceptos: 
Gratificaciones, Compensación por Tiempo de servicios, vacaciones y 
utilidades. TOMESE RAZON Y HAGASE SABER.- 

1. El pronunciamiento 
evidencia resolución de 
todas    las    pretensiones 
oportunamente 
ejercitadas. (Es completa) 

Si cumple. 
2.    El    pronunciamiento 
evidencia resolución nada 
más que de las 

pretensiones ejercitadas. 

(No se extralimita/Salvo 

que la ley autorice 

pronunciarse más allá de 

lo  solicitado).  No 

cumple. 
3.    El    pronunciamiento 
evidencia   aplicación   de 

las dos reglas precedentes 

a las cuestiones 

introducidas  y  sometidas 

al debate, en primera 

instancia. Si cumple. 
4. El pronunciamiento 
evidencia 
correspondencia (relación 

recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa 

respectivamente. Si 

cumple. 
5. Evidencia claridad (El 
contenido del lenguaje no 
excede  ni  abusa  del  uso 
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  de  tecnicismos,  tampoco 
de lenguas extranjeras, ni 
viejos                    tópicos, 
argumentos  retóricos.  Se 
asegura de no anular, o 

perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas).  Si 

cumple 
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e 
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1. El pronunciamiento 
evidencia  mención 
expresa   de   lo   que   se 
decide    u    ordena.    Si 

cumple. 
2.    El    pronunciamiento 
evidencia  mención  clara 
de  lo  que  se  decide  u 
ordena.  Si cumple. 
3. El pronunciamiento 
evidencia a quién le 
corresponde  cumplir  con 
la pretensión planteada/ el 
derecho reclamado, o la 
exoneración de una 
obligación.  Si cumple. 
4. El pronunciamiento 

evidencia  mención 

expresa y clara a quién le 

corresponde  el  pago  de 

los costos y costas del 

proceso, o la exoneración 
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  si   fuera   el   caso.   No 

cumple. 
5. Evidencia  claridad: El 
contenido del lenguaje no 
excede  ni  abusa  del  uso 

de  tecnicismos,  tampoco 

de lenguas extranjeras, ni 

viejos   tópicos, 

argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o 

perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.   Si 

cumple. 

          

Fuente: Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 

 
El anexo 5.3 evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; porque, la aplicación del principio de 

congruencia y la descripción de la decisión, fueron de rango alta, y alta calidad, respectivamente.
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Anexo 5.4: calidad de la parte expositiva con énfasis en la introducción y la postura de las partes – Sentencia de segunda instancia 

sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales. 
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Evidencia Empírica 

 
 
 
 
 

 
Parámetros 

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes 

Calidad de la parte expositiva 

de la sentencia de segunda 

instancia 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA 
DECIMO    QUINTO    JUZGADO    ESPECIALIZADO    DE 
TRABAJO DE LIMA 
RA. 
EXPEDIENTE   N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
DEMANDANTE          :            A 
DEMANDADO            :           :             B 
MATERIA                    :           RECONOCIMIENTO        DEL 
VÍNCULO LABORAL 

1. El encabezamiento 

evidencia:    la 

individualización de la 

sentencia,   indica el   N° de 

expediente, el número de 

resolución que le corresponde 

a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, 

jueces, etc. Si cumple. 
2. Evidencia el asunto: ¿El 
planteamiento         de         las 
pretensiones?  ¿  Cuál    es  el 

          



 

 
 
 

 RESOLUCIÓN 
En Audiencia de Vista de la Causa, de fecha 20 de octubre del 
2016, interviniendo como ponente el Juez Superior “P”, 
verificada con la inconcurrencia de ambas partes, en la que se 
emitió la siguiente sentencia escrita. 

 
ASUNTO: 

Viene en apelación Viene en revisión a esta instancia, el 
recurso de apelación interpuesto por la demandada “B” contra 
la Sentencia N* 0079-2015, contenida en la resolución número 
cuatro, de fecha 10 de abril del 2015, corriente de fojas 276 a 
280, que declaró fundada la demanda; sobre reconocimiento de 
vínculo laboral y pago de beneficios sociales y dispuso que la 
demandada “B” abone a la demandante “A”, consentida que 

quede la presente, la suma total de S/.36,331.78, por los 

siguientes   conceptos:   Gratificaciones,   Compensación   por 

Tiempo de servicios, vacaciones y utilidades. 

 
AGRAVIOS: 
La demandada, en su recurso de apelación de fojas 283 a 294, 
invoca como agravios que la sentencia incurrió en error: 
i) Al vulnerar sus derechos a la debida motivación de las 

resoluciones judiciales, el debido proceso, imparcialidad y 

defensa, lo que se evidencia no sólo del pronunciamiento 

parcializado a favor de la actora, sino también de no de las 

diversas afirmaciones y preguntas formuladas por la Juzgadora 

en la audiencia de juzgamiento y el reconocimiento de vínculo 

laboral, sin haberse acreditado la existencia de la subordinación 

ni la remuneración, dado que la actora emitió recibos por 

honorarios y no estuvo subordinada, sustentándose ella 

únicamente en horarios y uniformes, que no fueron ofrecidos 

problema sobre lo que se 

decidirá?, el objeto de la 

impugnación,  o  la  consulta; 

los   extremos a resolver. Si 

cumple. 
3. Evidencia la 
individualización  de  las 
partes:     se  individualiza  al 
demandante, al demandado, y 
al  del tercero legitimado; éste 

último  en  los  casos  que 

hubiera en el proceso). Si 

cumple. 
4. Evidencia aspectos del 
proceso: el contenido explicita 
que  se  tiene  a  la  vista  un 
proceso   regular,   sin   vicios 
procesales, sin nulidades, que 

se ha agotado los plazos, las 

etapas, advierte constatación, 

aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que 

ha llegado el momento de 

sentenciar.  No cumple. 
5.    Evidencia    claridad:    el 
contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. 

Se  asegura  de  no  anular,  o 
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 como prueba en la demanda, ni fueron incorporados de oficio 

expresamente como pruebas al proceso, contraviniendo lo 

previsto en el artículo 22° de la Ley 29497, Nueva Ley Procesal 

de Trabajo - NLPT. 
ii) Al reconocerle el  pago  de: i) los beneficios sociales, sin 
acreditarse la relación laboral; y ii) la compensación por tiempo 

de servicios, sin acreditarse que cumplió el horario de 4 horas 

diarias mínimas de labor, iii) las utilidades, sin tener en cuenta 

el número de trabajadores que tuvo la empresa en los años 2005 

a 2010, dado que no tuvo acceso a dicha información, cuya 

documentación tampoco se encontraba obligada a presentarla. 

perder de vista que su objetivo 

es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.   Si 

cumple. 
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1. Evidencia el objeto de la 

impugnación/la consulta (El 

contenido explicita los 

extremos impugnados en el 

caso que corresponda). Si 

cumple. 
2.    Explicita    y    evidencia 
congruencia con los 
fundamentos fácticos/jurídicos 
que  sustentan  la 

impugnación/o   la    consulta. 

No cumple. 
3. Evidencia la pretensión(es) 
de quien formula la 

impugnación/o  de  quien 

ejecuta  la  consulta.  Si 

cumple. 
4. Evidencia la(s) 
pretensión(es) de la parte 
contraria al impugnante/de las 
partes si los autos se hubieran 
elevado en consulta/o explicita 

el silencio o inactividad 

procesal. Si cumple. 
5.    Evidencia    claridad:    el 
contenido del lenguaje no 
excede  ni  abusa  del  uso  de 

     
 
 
 
 

 
X 
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  tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. 

Se asegura de no anular, o 

perder de vista que su objetivo 

es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas.   Si 

cumple. 

          

Fuente: Expediente 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
 

El anexo 5.4 evidencia que la calidad de la parte expositiva es de rango Muy alta; porque, la introducción y la postura de las 

partes, fueron de rango muy alta calidad, respectivamente.
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Anexo 5.5: calidad de la parte considerativa con énfasis en la aplicación del principio de motivación de los hechos y del 

derecho - Sentencia de segunda instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales. 
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Evidencia empírica 

 
 
 
 
 

 

Parámetros 

Calidad       de       la 
 

motivación   de   los 

hechos y el derecho 

Calidad     de     la     parte 
 

considerativa  de  la 

sentencia de segunda 
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FUNDAMENTOS DE LA SALA: 
1. Conforme al artículo  370° del Código Procesal Civil, aplicable 
supletoriamente    al    proceso    laboral,    ante    una    apelación,    la 
competencia del Superior sólo alcanza a ésta y a su tramitación, por lo 
que corresponde a éste órgano jurisdiccional revisor, circunscribirse 
únicamente  a  los  agravios  invocados  por  la  parte  apelante  en  su 
recurso de apelación respecto a la resolución impugnada. 
2. Respecto al primer agravio invocado, cabe señalar que el Tribunal 

Constitucional,  expresa  que  el  debido  proceso  contemplado  en  el 

inciso 3) del artículo 139° de la Constitución, es un derecho 

fundamental de carácter instrumental que se encuentra conformado 

por un haz o conjunto de derechos esenciales que forman parte de su 

estándar mínimo ( como el derecho de defensa, el derecho a probar, 

legalidad, razonabilidad y proporcionalidad, interdicción de la 

arbitrariedad, etc.), es decir está concebido como el cumplimiento de 

todas las garantías y normas de orden público que deben aplicarse a 

todos los casos y procedimientos, que incluye a los actos 

administrativos, a fin de que las personas estén en la posibilidad de 

defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado 

o de los particulares que pueda afectarlos. 
3. En torno al Principio de Congruencia Procesal, el Tribunal 
Constitucional”, ha señalado al referirse a la motivación de las 
resoluciones  judiciales,  que  “uno  de  los  contenidos  esenciales  del 
derecho al debido proceso es el derecho de obtener de los órganos 

judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las 

pretensiones  oportunamente  deducidas  por  las  partes  en  cualquier 

clase de procesos, lo que es acorde con el inciso 5) del artículo 139 de 

la Constitución”, es decir se constituye en un límite de la decisión en 

relación a las peticiones formuladas en la demanda; lo que significa 

que el Juez no puede ir más allá del petitorio ni fundar su decisión en 

hechos diversos de los que no han sido alegados por las partes. 

1. Las razones evidencian 
 

la selección de los hechos 

probados o improbadas. 

(Elemento imprescindible, 

expuestos en forma 

coherente,                     sin 

contradicciones, 

congruentes                     y 

concordantes con los 

alegados por las partes, en 

función de los hechos 

relevantes  que  sustentan 

la pretensión(es).Si 

cumple. 

2. Las razones evidencian 
 

la  fiabilidad  de  las 

pruebas. (Se realiza el 

análisis  individual  de  la 

fiabilidad y validez de los 

medios probatorios si la 

prueba     practicada     se 
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 4. Entonces, la motivación de las resoluciones judiciales y la 
observancia al debido proceso constituyen garantías y principios de la 
función jurisdiccional, conforme lo disponen los incisos 3) y 5) del 
artículo 139° de la Constitución Política; que imponen la obligación a 
los Magistrados de fundamentar sus decisiones, es decir, justificar y 

explicitar las razones que sirvieron de sustento de la resolución 

emitida, sea que esta se traté de un auto o una sentencia; y 

adicionalmente la motivación de las resoluciones judiciales cumple 

una función basilar al interior de un proceso, pues al permitir conocer 

las razones de una decisión, posibilita el ejercicio  del derecho  de 

defensa a las partes de un litigio. 
5. Si bien la demandada, en su recurso de apelación, alega que se 
vulneró los derechos y garantías constitucionales referidas; también es 

cierto que no señala de modo concreto y preciso, de qué modo o en 

qué forma se habría configurado dichas vulneraciones, limitándose a 

efectuar una disquisición meramente dogmática, sin ninguna 

vinculación con la situación fáctica ocurrida en el proceso, lo que 

impide a éste Colegiado, efectuar la revisión pertinente, por lo que 

debe desestimarse el agravio invocado. 
6. Sin perjuicio de lo anterior, cabe señalar que el artículo III del 
Título Preliminar de la NLPT, señala que: “En todo proceso laboral 

los jueces deben evitar que la desigualdad entre las partes afecte el 

desarrollo o resultado del proceso, para cuyo efecto procuran alcanzar 

la igualdad real de las partes, privilegian el fondo sobre la forma, 

interpretan los requisitos y presupuestos procesales en sentido 

favorable a la continuidad del proceso, observan el debido proceso, la 

tutela jurisdiccional  y el principio  de razonabilidad. En particular, 

acentúan estos deberes frente a la madre gestante, el menor de edad y 

la persona con discapacidad. Los jueces laborales tienen un rol 

protagónico  en  el  desarrollo  e  impulso  del  proceso  impiden  y 

sancionan  la  inconducta  contraria  a  los  deberes  de  veracidad, 

probidad, lealtad  y buena fe de las partes,  sus representantes, sus 

puede   considerar   fuente 
 

de conocimiento de los 

hechos,  se  ha  verificado 

los requisitos requeridos 

para  su  validez).Si 

cumple. 

3.  Las razones evidencian 

aplicación  de  la 

valoración conjunta. (El 

contenido           evidencia 

completitud en la 

valoración,         y         no 

valoración   unilateral   de 

las   pruebas,   el   órgano 

jurisdiccional examina 

todos       los       posibles 

resultados probatorios, 

interpreta la prueba, para 

saber su significado). Si 

cumple. 

4.  Las  razones  evidencia 
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 abogados y terceros”; el artículo 12° señala que:”(...). Las audiencias 
son sustancialmente un debate oral de posiciones presididas por el 
juez, quien puede interrogar a las partes, sus abogados y terceros 
participantes en cualquier momento.”, en tanto, que el artículo 24° 
señala que “El interrogatorio a las partes, testigos, peritos y otros es 

realizado por el juez de manera libre, concreta y clara, sin seguir 

ningún ritualismo o fórmula pre constituida. Para su actuación no se 

requiere de la presentación de pliegos de preguntas (...) El juez quía la 

actuación probatoria con vista a los principios de oralidad, 

inmediación,  concentración,  celeridad  y  economía  procesal  impide 

que esta se desnaturalicé sancionando las conductas temerarias, 

dilatorias, obstructivas o contrarias al deber de veracidad”, esto último 

resulta concordante con el numeral 3) del artículo 51° del Código 

Procesal Civil aplicable supletoriamente al caso de autos, referido a 

las facultades genéricas de los Jueces “3. Ordenar en cualquier 

instancia   la   comparecencia   personal   de   las   partes,   a   fin   de 

interrogarlas sobre los hechos discutidos. Las partes podrán concurrir 

con sus Abogados". 
7. De los dispositivos citados, se desprende que el nuevo modelo del 
proceso  laboral  oral,  tiene  incorporado  en  su  núcleo  duro,  el  rol 
protagónico que debe asumir el Juzgador, sin que ello implique 

vulneración del principio de imparcialidad; dado que está encargado 

de presidirlo, empero no en una conducta tradicional pasiva y 

equidistante de las partes, sino que tiene la imperiosa obligación de 

intervenir activa y directamente en el desarrollo del proceso, cuidando 

desde luego la observancia de los principios del debido proceso, la 

tutela judicial efectiva, razonabilidad e imparcialidad, preservando el 

principio de igualdad real de las partes en el proceso, y en dicho rol 

está facultado para interrogar a las partes, a los testigos, a los peritos y 

a los Abogados de las partes y en cualquier estado del proceso 

(conciliación, fijación de pretensiones, alegatos de apertura, admisión 

de  pruebas,  actuación  de  pruebas,  alegatos  finales);  si  tiene  el 

aplicación de las reglas de 
 

la sana crítica y las 

máximas  de  la 

experiencia. (Con lo cual 

el juez forma convicción 

respecto   del   valor   del 

medio probatorio para dar 

a  conocer  de  un  hecho 

concreto).Si cumple. 
 

5. Evidencia claridad: el 

contenido del lenguaje no 

excede  ni  abusa  del  uso 

de tecnicismos, tampoco 

de lenguas extranjeras, ni 

viejos   tópicos, 

argumentos  retóricos.  Se 

asegura de no anular, o 

perder  de  vista  que  su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.   Si 
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 propósito de esclarecer debidamente los hechos requeridos de prueba 
y que a su juicio no resultan claros y la concretización del principio de 
veracidad y conlleven a la resolución definitiva de la controversia. 
8. En tal sentido, el proceder de la Juzgadora en la audiencia de 
juzgamiento, al interrogar a la actora, no vulnera en modo alguno el 

principio de imparcialidad, dado que constituye una facultad 

reconocida expresamente por la ley, tanto más si la apelación tampoco 

precisa de modo concreto y preciso de qué modo o en qué forma se 

afectó la imparcialidad, o si los hechos interrogados no guardan 

vinculación con el hecho requerido de prueba; y además que la 

demandada tenía en dicha audiencia el derecho a ejercer su defensa 

formulando de considerarlo necesario las preguntas pertinentes que 

estimara, para desvirtuar los hechos referidos por la actora; por lo que 

debe desestimarse dicha alegación. 
9. Entorno al reconocimiento de la existencia de vínculo laboral, cabe 
recordar lo prescrito por el artículo 23° de la NLPT, en su numeral 
23.1) señala que: "La carga de la prueba corresponde a quien afirma 

hechos  que  configuran  su  pretensión,  o  a  quien  los  contradice 

alegando nuevos hechos, (...).”, de lo que se infiere que el demandante 

y la demandada tienen la carga de probar los hechos que aleguen para 

lograr el reconocimiento de los derechos pretendidos, aportando y 

contribuyendo con su participación activa en la provisión o 

recopilación del caudal probatorio necesario e idóneo para resolver la 

controversia. 

10. La sentencia apelada, en sus fundamentos cuarto (2) y quinto (3), 
sobre la base de la acreditación de la prestación de servicios y la 
presunción de laboralidad prevista en el numeral 23.2) del artículo 
22° de la NLPT, determinó la concurrencia de la subordinación; en el 
periodo de servicios del 01 de abril del 2005 al 02 de mayo del 2010, 
evidenciándose con ello que la resolución apelada, contiene la 
motivación pertinente que sustenta la decisión. 
11. A lo señalado, cabe agregar que en autos quedó acreditado: que los 

cumple           
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 servicios de la actora, fueron como Asesora de Ventas, en los planes 
del servicio de salud que ofrecía la demandada (plan familiar y plan 
oncológico), lo que fue reconocido expresamente por la demandada 
en su contestación de demanda; lo que se corrobora con una simple 
vista de la página web la emplazada (4), en el que se aprecia que 

forma parte de sus actividades principales, la venta de los Planes de 

Asistencia Médica: Plan Familiar San Pablo Salud y Plan Oncológico 

San  Pablo,  entre  otros;  actividades  que  son  compatibles  con  el 

servicio brindado por la actora como Asesora de Ventas de Planes de 

Asistencia Médica, el cual por su naturaleza, requiere ser realizado 

con sujeción a las directivas e instrucciones de la demandada; es decir 

dichas labores forman parte de las actividades propias del giro 

comercial de la demandada; utilizando el distintivo de identificación 

proporcionado por la demandada y cumpliendo las mismas labores 

por más de cinco años continuos y percibiendo una contraprestación 

abonada mensualmente: aunado a ello el hecho de que nunca firmó 

contrato  escrito  de  ningún  tipo  con  la  emplazada,  como  así  lo 

reconoció la representante de la emplazada (Ver video de Audiencia 

de juzgamiento minuto 00:59:39); circunstancias que evidencian 

objetivamente los rasgos de laboralidad fijados en las sentencias 

emitidas por el Tribunal Constitucional en los expedientes N° 03015- 
2010- PA/TC (5); por lo que debe desestimarse el agravio invocado; 
máxime si la demandada no acreditó que dichos servicios hubieran 
sido autónomos o independientes, con prueba alguna. 
12. Respecto a la alegación de que la subordinación se habría 

acreditado con horarios y uniformes no ofrecidos válidamente; cabe 

señalar que si bien ellos fueron presentados por la actora en la 

Audiencia de Juzgamiento, sin embargo no se observa en el Video de 

la Audiencia,  que  la  Juzgadora  dispusiera  su  incorporación  como 

pruebas de oficio y tampoco ello se aludió en la sentencia; y que la 

calificación de prueba de oficio  a la interrogación formulada a la 

actora en la audiencia, no tiene sustento fáctico, pues ello no ocurrió 
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 (Ver   Video   de  Audiencia   de   Juzgamiento   minuto   00:13:09   y 
00:18:17); y que dicha interrogación fue formulada por la Juzgadora 
en ejercicio de su atribuciones y potestades; y el horario aludido no 
fue  considerada  como  base  o  sustento  esencial  de  la  sentencia 
apelada, pues la ratio dedidendi de la sentencia apelada, se sustenta en 
lo  señalado  en  el  fundamento  precedente  y  no  en  los  medios  de 
prueba  referidos  por  la demandada;  por lo  que  debe desestimarse 
igualmente el agravio invocado. 
13. Respecto al segundo agravio invocado; en torno a los beneficios 

sociales; cabe señalar que al constituir dichas pretensiones accesorias 

a la pretensión principal de reconocimiento de vínculo laboral y 

haberse determinado que la actora mantuvo relación laboral a plazo 

indeterminado en el régimen laboral privado, desde el 01 de abril del 
2005 al 02 de mayo del 2010, le asiste automáticamente el derecho a 
percibir   los   derechos   laborales   reclamados   y   que   le   fueron 
reconocidos en la sentencia apelada, por constituir derecho de origen 
legal, vinculados estrictamente a la existencia de vínculo laboral; por 
lo que debe desestimarse el agravio invocado. 
14. En torno a la compensación por tiempo de servicios; se debe 
indicar en principio que la jornada de trabajo a tiempo parcial, es 
aquella en la cual el trabajador desarrolla sus labores en un lapso 

menor a la jornada ordinaria que según el artículo 25° de la 

Constitución Política, es de ocho  horas diarias o  cuarenta y ocho 

horas semanales, como máximo. Dicha jornada a tiempo parcial 

cuantitativamente se determina en un período inferior a las cuatro (04) 

horas diarias o veinte (20) horas semanales. 
15. Normativamente, el artículo 11° del Decreto Supremo N° 001-96- 
TR,  Reglamento  de  Ley  de  Fomento  al  Empleo  aprobado  por  el 
Decreto   Legislativo   N°   728,   establece   que   los   trabajadores 
contratados a tiempo parcial tienen derecho a los beneficios laborales, 
siempre que para su percepción no se exija el cumplimiento del 
requisito mínimo de cuatro (04) horas diarias de labor, tal cual sucede 
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 con  los  beneficios  sociales  de  la  compensación  por  tiempo  de 
servicios y las vacaciones.1 
16. Adicionalmente, el artículo 12° de dicho reglamento, señala que 
se considera cumplido el requisito de cuatro horas en los casos en que 
la jornada semanal del trabajador dividida entre seis o cinco días, 

según  corresponda,  resulte  en  promedio  no  menor  de cuatro  (04) 

horas diarias y, finalmente, el artículo 13°, precisa que dicho contrato 

será celebrado necesariamente por escrito, señalándose que el mismo 

será puesto en conocimiento, para su registro, ante la Autoridad 

Administrativa de Trabajo, en el término de quince (15) días naturales 

de su suscripción. 
17. En el caso de autos, se determinó que la actora en el periodo del 
01 de abril del 2005 al 02 de mayo del 2010, en el régimen laboral 

privado; régimen de carácter general que supone el cumplimiento de 

la jornada ordinaria máxima de labor de ocho horas diarias y Cuarenta 

y ocho horas semanales; y que si bien la demandada alegó que la 

jornada de servicios fue inferior a las cuatro horas, no lo acredito con 

prueba alguna, ni mucho menos con el contrato de trabajo escrito, 

exigido como requisito de validez de dicha forma de contratación 

especial; lo que se agrava más aún con el propio actuar de la 

demandada, de negar en principio la existencia de vínculo laboral 

alguno y finalmente como argumento residual que el contrato de 

trabajo   sería   a   tiempo   parcial,   por   lo  que   debe   desestimarse 

igualmente el agravio invocado. 

18. En torno al pago de utilidades, la demandada alega que fue 

determinado en un monto que no aceptan, por cuanto, no se habría 

determinado la cantidad de trabajadores de los años 2005 a 2010, 

debido  a  que  no  se  tuvo  acceso  a  los  mismos  en  cuanto  su 

representada no se encontraba obligada a presentar dicha 

documentación. 
19. Al respecto cabe señalar que el artículo 29° de la NLPT, “El juez 
puede extraer conclusiones en contra de los intereses de las partes 

           

 

238



 

 
 
 

 atendiendo a su conducta asumida en el proceso. Esto es 
particularmente relevante cuando la actividad probatoria es 
obstaculizada por una de las partes. Entre  otras circunstancias,  se 
entiende  que  se  obstaculiza  la  actuación  probatoria  cuando  no  se 
cumple con las exhibiciones ordenadas, se niega la existencia de 

documentación propia de su actividad jurídica o económica, se impide 

o niega el acceso al juez, los peritos o los comisionados judiciales al 

material probatorio o a los lugares donde se encuentre, se niega a 

declarar, o responde evasivamente.”, concordante con el segundo 

párrafo  del  artículo  19°  que  prescribe:  “La  contestación  contiene 

todas las defensas procesales y de fondo que el demandado estime 

convenientes.  Si el demandado  no  niega expresamente los  hechos 

expuestos en la demanda, estos son considerados admitidos.” de lo 

que tenemos, que conforme al nuevo modelo procesal laboral se 

establecen  criterios  para  que  el  Juez  pueda  valorar  la  conducta 

procesal de las partes y pueda extraer conclusiones en contra de sus 

intereses cuando por ejemplo la actividad probatoria es obstaculizada, 

siendo  incluso  factible  que  se  tome  por  cierto  lo  alegado  en  la 

demanda cuando aquello no haya sido contradicho expresamente por 

la demandada, o cuando se infiera ello de la propia conducta adoptada 

en el proceso. 
20. En el presente caso, se observa que en Audiencia de Juzgamiento, 
se le requirió a la demandada adjunte la documentación relacionada al 
número de trabajadores que tuvieron en los años 2005 al 2010, para 
realizar el cálculo de las utilidades; sin embargo conforme a su escrito 

de fecha 09 de abril del 2015 de fojas 275, indicó que no los tiene por 

el transcurso del tiempo (5 años) conforme lo establece el Decreto 

Ley N*25988 ; no obstante, es preciso señalar que la demanda fue 

notificada con el escrito de demanda en el año 2013 (cargo de 

notificación debidamente recepcionado por la emplazada - ver fojas 
82 vuelta), razón por la cual, desde esa fecha al tener conocimiento 
del contenido de la misma como de las pretensiones solicitadas, debió 
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 tomar la previsión de recopilar toda la información necesaria para 
armar su defensa en el presente proceso: sin embargo no lo hizo, 
debido a que su argumento no puede alcanzar a los documentos de los 
años 2009 y 2010, en razón a que al año 2013, dichos documentos aún 
no tenían la antigüedad mayor a la de 05 años que señala la norma; 

por lo que tomándose en cuenta la conducta procesal obstaculizadora 

de la emplazada, extrayéndose conclusiones en su contra, es válido el 

reconocimiento al goce de dicho beneficio establecido en la sentencia 

apelada por utilidades de los años 2005 a 2010; por lo que debe 

desestimarse el agravio invocado. 
21. Sin perjuicio de lo anterior debemos agregar que en la sentencia 
apelada si bien se reconoció las utilidades expresando lo siguiente en 
el noveno considerando, “...habiendo adjuntado las declaraciones 

juradas de los años 2005 a 2010 la empresa ha obtenido ganancias, 

por lo tanto le corresponde por este concepto el abono del mismo, de 

la siguiente forma:....”. sin embargo no se hizo, mención alguna al 

procedimiento de cálculo realizado, mucho menos al criterio aplicado 

para determinar el monto de las utilidades; limitándose conforme se 

ve en la sentencia apelada, a solo mostrar montos, los mismos que no 

han sido sustentados sobre una base de cálculo explicada que 

demuestre como es que se llegaron a dichos montos; en ese sentido, 

corresponde en esta instancia reformar ese punto, en base a la 

presunción legal establecida cuando la actividad probatoria es 

obstaculizada  por  una  de  la  partes,  tal  como  ha  sucedido  en  el 

presente caso, para ello, se toma en cuenta la conducta procesal de la 

emplazada, infiriéndose de la misma que conforme su actuar no ha 

podido contradecir los montos establecidos para este concepto en la 

demanda, por lo que de acuerdo al artículo 19" de la NLPT, se toma 

por cierto los montos establecidos en la demanda para las utilidades, 

reconociendo este derecho a favor de la actora, conforme sigue: 
La demandada adeuda por utilidades a favor del actor por los años 
2005 a 2010, el monto de S/ 5,200.00 soles. 
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 DE LOS INTERESES: 
 

22. Habiéndose determinado  la existencia  de adeudos laborales le 

corresponde también por los conceptos de gratificaciones, vacaciones 

y utilidades, percibir a la actora los intereses legales conforme a lo 

previsto por el Decreto Ley N” 25920 y se devengan a partir de la 

fecha en que fueron exigibles; e intereses financieros conforme al 

Decreto Legislativo N°650, que se devengan a partir de la fecha en 

que debieron cumplirse con los depósitos de la compensación por 

tiempo de servicios. 
 

23.  Asimismo,  respecto  a  los  costos  y  costas  procesales,  debe 

señalarse que el artículo 381” del Código Procesal Civil, señala que 

cuando la sentencia de segunda instancia confirma íntegramente la de 

primera, se condenará al apelante con las  costas y costos. En los 

demás casos, se fijará la condena en atención a los términos de la 

revocatoria y la conducta de las partes en segunda instancia; y el 

artículo 412° señala que: “La condena en costas y costos se establece 

por cada instancia, pero  si la resolución de segunda revoca la de 

primera, la parte vencida pagará las costas y costos de ambas.”; 

asimismo, refiere que: “Si en un proceso se han discutido varias 

pretensiones, las costas y costos se referirán únicamente a las que 

hayan sido acogidas para el vencedor”, en tanto que el artículo 31° de 

la Ley N” 29497 - Ley Procesal de Trabajo - NLPT, al referirse al 

contenido de la sentencia, precisa que la condena en costos y costas 

no requieren ser demandados, sin embargo, su cuantía o modo de 

liquidación debe ser de expreso pronunciamiento en la sentencia. 
 

24. En el presente caso, se confirma la sentencia apelada, acogiéndose 

las pretensiones reclamadas; en tal virtud, la demandada en su 

condición de parte vencida, está obligada al pago  de las costas  y 

costos procesales de ambas instancias y estimando que corresponde a 

esta instancia fijar su cuantía o modo de liquidación en forma expresa 

del concepto de costos del proceso; atendiendo a la naturaleza de las 
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 pretensiones invocadas, el amparo de las pretensiones reclamadas, la 
complejidad y el importe reconocido, se cuantifica los costos 
procesales correspondientes a ambas instancias, en el equivalente al 
importe de CATORCE UNIDADES DE REFERENCIA PROCESAL 
(14 URPs), los que deben ser liquidados en ejecución de sentencia. 

DEDUCCIONES A EFECTUARSE POR LA DEMANDADA: 

25. Habiéndose establecido la obligación de pagos de diversos 

conceptos, en la presente sentencia, corresponde autorizar a la 

demandada empleadora,  a efectuar las deducciones  a  las  que  esté 

obligada y por los importes fijados expresamente por las leyes o 

normas   pertinentes,   cuyo   pago   debe   ser   acreditado   con   los 

documentos idóneos pertinentes en ejecución de sentencia; bajo 

apercibimiento de requerirse el abono de dicho importe a favor de la 

actora. 
 

DECISIÓN: 
 

Por estos fundamentos y de conformidad con el literal a), numeral 
4.2) del artículo 4° de la NLPT, la Primera Sala Transitoria Laboral de 
la Corte Superior de Justicia de Lima, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú: 

           

 

 

Fuente: Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 
 

El anexo 5.5 evidencia que la calidad de la parte considerativa es de rango muy alta; porque, los resultados de la motivación de los hechos y 

de derecho, fueron de rango muy alta y muy alta calidad, respectivamente.
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Anexo 5.6: calidad de la parte resolutiva con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la 

decisión - Sentencia de segunda instancia sobre Reconocimiento del Vínculo Laboral y Pago de Beneficios Sociales 
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HA RESUELTO: 

 
CONFIRMAR la Sentencia N* 0079-2015, contenida en la 

resolución número cuatro, de fecha 10 de abril del 2015, 

corriente de fojas 276 a 280, que declaró fundada la demanda; 

sobre reconocimiento de vinculo labora! y pago de beneficios 

sociales y MODIFICÁNDOLA en su importe total ORDENAR 

que la demandada le pague a la demandante el importe de 

TREINTA  Y  SEIS  MIL  DOSCIENTOS  DIEZ  CON  97/100 

SOLES (S/. 36,210.97), por los siguientes conceptos: 

Gratificaciones, Compensación por Tiempo de servicios, 

vacaciones y utilidades; más intereses legales, financieros, 

costos y costas. 

 
 
 
IMPONER a la demandada el pago de los costos procesales, 

conforme a lo estipulado en el fundamentos 24) de la presente 

sentencia, con costas. 

 
 
 
FACULTAR a la demandada a realizar las deducciones o 

retenciones conforme a lo estipulado en el fundamento 25) de 

1.   El   pronunciamiento   evidencia 

resolución de todas las pretensiones 

formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o los fines de la 

consulta. (Es completa) Si cumple 

2. El pronunciamiento evidencia 

resolución nada más que de las 

pretensiones  formuladas  en  el 

recurso impugnatorio/ o la consulta 

(No se extralimita)/Salvo que la ley 

autorice pronunciarse más allá de 

lo solicitado).  Si cumple 

3. El pronunciamiento evidencia 

aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, 

en segunda instancia. Si cumple 

4. El pronunciamiento evidencia 

correspondencia   (relación 

recíproca) con la parte expositiva y 

considerativa respectivamente. No 

cumple 

5.      Evidencian      claridad      (El 

contenido del lenguaje no excede ni 

abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni 

viejos  tópicos,  argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, 

o perder de vista que su objetivo es, 

    X      
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 ésta sentencia. 
 

 
 
 
En los seguidos por A contra B, sobre reconocimiento de 

relación laboral y pago de beneficios sociales; y los devolvieron 

al   Décimo   Quinto   Juzgado   Especializado   de   Trabajo 

Permanente de Lima.- 

que   el   receptor   decodifique   las 

expresiones ofrecidas).  Si cumple. 

         
 
 
 
 

 

10 

 

  

D
es

cr
ip

ci
ó
n
 d

e 
la

 d
ec

is
ió

n
 

1.    El    pronunciamiento 
 

evidencia  mención 

expresa   de   lo   que   se 

decide  u  ordena.  Si 

cumple 

2.    El    pronunciamiento 
 

evidencia  mención  clara 

de lo que se decide u 

ordena.  Si cumple 

3. El pronunciamiento 

evidencia a quién le 

corresponde  cumplir  con 

la pretensión planteada/ el 

derecho reclamado/ o la 

exoneración de una 

obligación/ la aprobación 

o desaprobación de la 

consulta.  Si cumple 

4. El pronunciamiento 

evidencia             mención 

     

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

X 
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  expresa y clara a quién le 
 

corresponde  el  pago  de 

los costos y costas del 

proceso/ o la exoneración 

si   fuera   el   caso.   No 

cumple 

5. Evidencia  claridad: El 

contenido del lenguaje no 

excede  ni  abusa  del  uso 

de  tecnicismos,  tampoco 

de lenguas extranjeras, ni 

viejos   tópicos, 

argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o 

perder de vista que su 

objetivo  es,  que  el 

receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas.   Si 

cumple 

          

Fuente: Expediente N° 22752-2013-86-1801-JR-LA-15 El anexo 5.6 evidencia que la calidad de la parte resolutiva es de rango muy alta; 
porque,  la aplicación  del  principio  de congruencia  y la  descripción  de  la  decisión  fueron  de  rango  muy alta,  y muy alta calidad, 
respectivamente. 
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Anexo 6: Declaración de Compromiso Ético y no plagio 
 

Mediante el presente documento denominado declaración de compromiso ético y no plagio 

la autora del presente trabajo de investigación titulado CALIDAD DE SENTENCIAS DE 

PRIMERA Y  SEGUNDA INSTANCIA SOBRE  RECONOCIMIENTO  DEL VINCULO 

LABORAL Y PAGO DE BENEFICIOS SOCIALES en el expediente N° 22752-2013-86- 

1801-JR-LA-15; Decimo Quinto Juzgado Especializado de Trabajo Permanente del Distrito 

Judicial de Lima, Perú; 2020. declaro conocer las consecuencias por la infracción de las 

normas  del  Reglamento  de  Investigación  de  la  Universidad  Católica  los  Ángeles  de 

Chimbote y el Reglamento del Registro Nacional de Trabajos de Investigación para optar 

grados académicos y títulos profesionales – RENATI; que exigen veracidad y originalidad de 

todo trabajo de investigación, respeto a los derechos de autor y la propiedad intelectual. 

Asimismo, cumplo con precisar que éste trabajo forma parte de una línea de investigación 

dentro del cual se tiene como objeto de estudio las sentencias, se   aplicó un diseño 

metodológico común, por lo tanto, es posible que tenga similitud en ese sentido y se explica, 

porque forma parte de dicha línea. También se declara que al examinar las sentencias se tuvo 

acceso a nombres, apellidos, datos que individualizan a los partícipes del proceso judicial, a 

cada  uno  se  les asignó  un  código  para  preservar  su  identidad  y  proteger  los  derechos 

constitucionales, siendo el único aspecto inserto en las sentencias examinadas el resto de 

contenido es conforme a su fuente de origen. El análisis aplicado se hizo en ejercicio del 

derecho establecido en el artículo 139 inciso 20 de la Constitución Política del Estado. 

Finalmente se declara que: el presente trabajo es auténtico, siendo el resultado el producto de 

un trabajo personal acorde con la línea de investigación del cual se deriva, trabajado bajo los 

principios de la buena fe y respeto de los derechos de autor y propiedad intelectual, de modo 

que al utilizar las fuentes para su elaboración no hay copia, ni uso de ideas, apreciaciones, 

citas parafraseadas o citas textuales, etc. Tomadas de cualquier fuente sean en versión física 

o digital, sin mencionar de forma clara y exacta su origen o autor, por el contrario, en todos 

los casos se ha incorporado la cita y referencias respectivas conforme orienta las normas 

APA, previsto en la Universidad. En conformidad del presente contenido y como su legítimo 

autor(a) se firma el presente documento. Lima, Mayo 2020. 

 

------------------------------------------------- 

Tesista: Juan Jesus Alvarado Gonzales 
Codigo de estudiante: 

DNI N° 06270556 
 

247



 

 

Anexo 7: Cronograma de actividades 
 

TAREA ACTIVIDADES 
 

EJECUCION SEMANA 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16 

Unidad I 

Informe Final del 

Trabajo de 

Investigación y 

Articulo Científico 

X                

Presentación del 

primer borrador del 

informe final 

 X               

Mejora de la 

redacción del primer 

borrador del informe 

final 

  X              

Primer   borrador   de 

artículo científico 

   X             

Programación de la 

segunda  tutoría 

grupal / mejora en la 

redacción   del 

informe final y 

artículo científico 

    X            

Revisión   y   mejora 

del informe final 

     X           

Revisión   y   mejora 

del artículo cient ífico 

      X          

El Docente Tutor 

realiza la 

metacognición de los 

componentes del 

informe final y 

artículo científico 

(Compromiso con la 

calidad). 

       X         

II              UNIDAD: 

Redacción            del 

artículo  científico  y 

sustentación         del 

informe final. 

Programación  de  la 

tercera tutoría grupal 

/ calificación del 

informe   final, 

artículo científico y 

ponencia por el 

docente tutor. 

        X        

Calificación del 

informe final, 

ponencia, artículo 

científico                 y 

         X       
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sustentación por el 

jurado de 

investigación 

                

Calificación y 

sustentación del 

informe final y 

artículo   científico 

por el jurado de 

investigación (2da 

Revisión). 

          X      

Calificación y 

sustentación del 

informe final y 

artículo   científico 

por el Jurado de 

Investigación. (2da 

Revisión). 

           X     

Calificación y 

sustentación del 

informe final y 

artículo   científico 

por el jurado de 

investigación. (2da 

Revisión). 

            X    

Calificación y 

sustentación del 

informe final y 

artículo   científico 

por el jurado de 

investigación. (2da 

Revisión). 

             X   

Calificación y 

sustentación del 

informe final y 

artículo   científico 

por el jurado de 

investigación. (2da 

Revisión). 

              X  

Publicación           de 

promedios finales. 

               X 
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Anexo 8: Presupuesto 
 

Presupuesto desembolsable 
(Estudiante) 

Categoría Base % o Número Total 
(S/.) 

Suministros (*)    

     Impresiones    

     Fotocopias    

     Empastado    

     Papel bond A-4 (500 hojas)    

     Lapiceros    

Servicios    

     Uso de Turnitin 50.00 2 100.00 

Sub total    

Gastos de viaje    

     Pasajes para recolectar información    

Sub total    

Total de presupuesto desembolsable     
Presupuesto no desembolsable 

(Universidad) 

Categoría Bas % o Total 
 E Número (S/.) 

Servicios    

     Uso    de    Internet    (Laboratorio    de 

Aprendizaje Digital - LAD) 

30.0 
0 

4 120.00 

     Búsqueda de información en base de datos 35.0 
0 

2 70.00 

  Soporte informático (Módulo de Investigación 
del ERP University MOIC) 

40.0 
0 

4 160.00 

  Publicación      de      artículo      en 
repositorio institucional 

50.0 
0 

1 50.00 

Sub total   400.00 

Recurso humano    

     Asesoría personalizada (5 horas por 
 

semana) 

63.0 
0 

4 252.00 

Sub total   252.00 

Total 

de 
presupuesto no 

desembolsable 
   652.00 

Total (S/.)    
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